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PRESENTACIÓN

Con motivo de la celebración del 20o Aniversario de la Declaración de
Cartagena sobre los Refugiados en noviembre de 1984 –la cual revitalizó
la generosa tradición de asilo de América Latina–  ACNUR y México deci-
dieron invitar a los países de esta parte del continente americano para
conmemorar dicho evento, resaltar los compromisos humanitarios
respecto de los refugiados y fortalecer la protección de éstos.

La invitación fue muy bien aceptada por los Estados, los cuales se
reunieron en la Ciudad de México del 15 al 16 de noviembre de 2004,
aprobando la Declaración y Plan de Acción de México Para Fortalecer la
Protección Internacional de los Refugiados en América Latina.

La Declaración –entre otros puntos– reiteró el solemne compromiso de
los Estados con las personas que tienen el derecho a la protección inter-
nacional, enfatizó que el humanismo y la solidaridad son los principios
fundamentales que deben seguir orientando las políticas de Estado sobre
refugiados. Reafìrmó el derecho fundamental de la persona de buscar y
recibir asilo, la validez y vigencia de los principios y normas contenidos en
la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de
1967, así como la complementaridad del derecho internacional de los refu-
giados, del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho
internacional humanitario.

Igualmente reconoció el carácter de jus cogens del principio de la no-
devolución (non-refoulement), incluido el no rechazo en frontera, piedra
angular del derecho internacional de los refugiados.

La Declaración animó a los Estados a que sus legislaciones internas sobre
refugiados fuesen consistentes con los estándares internacionales y re-
gionales en materia de refugiados y derechos humanos, y a que se supere
la brecha que pudiese existir entre la práctica estatal y la norma escrita.

Reconoció la existencia de flujos migratorios mixtos, dentro de los cuales
hay personas que pueden calificar como refugiados que requieren un tra-
tamiento específico con las debidas salvaguardas legales que garanticen
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su identificación y acceso de los procedimientos de determinación de la
condición de refugiado.

Los Estados de América Latina reconocieron la necesidad de continuar
promoviendo el derecho internacional de los refugiados, el derecho interna-
cional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario,
así como de difundir las buenas prácticas de protección y de soluciones
duraderas en América Latina.

En el Plan de Acción que acompaña a la Declaración se hizo énfasis para
que se contribuya a un amplio conocimiento y a una efectiva ejecución
del marco normativo. Se determinó la necesidad de foltalecer el trabajo de
las Comisiones de Elegibilidad a efecto de garantizar el respeto de las normas
del debido proceso, a través del acceso de los solicitantes al procedimiento
de determinación de la condición de refugiado, el establecimiento de recursos
efectivos, la adopción de decisiones en un plazo razonable y procedimien-
tos de apelación ante instancias independientes; y simplificar los trámites
y facilitar la expedición de documentos.

Igualmente se delineó un Programa de Fortalecimiento de las Redes
Nacionales y Regionales de Protección, con el propósito de reforzar los
servicios de asesoría legal y asistencia al refugiado y solicitante de dicha
condición, dentro de una perspectiva que atienda los específicos requeri-
mientos de los beneficiarios de sus servicios.

La Oficina del ACNUR para México, Cuba y América Central, dentro del
marco de la Declaración y Plan de Acción de México de 2004, y con el
propósito de contribuir al fortalecimiento legislativo en materia de refugiados,
de los Comités gubernamentales de Elegibilidad, del trabajo de asesoría
legal que organizaciones no gubernamentales realizan a favor de solicitantes
de la condición de refugiado, ha decidido lanzar esta colección de instru-
mentos internacionales sobre refugiados.

Esta colección será difundida en los seminarios de capacitación y de forma-
ción que la oficina del ACNUR adelanta en la región y se entregará a los
funcionarios estatales que por sus funciones directa o indirectamente están
relacionados a los temas de protección internacional. Se distribuirá en los
centros universitarios y académicos interesados en temas de asilo y refu-
giados. Se pondrá a disposición de todos aquellos que estén interesados
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seriamente en colaborar con las víctimas de persecución por raza, religión,
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas
o porque sus vidas, seguridad o libertad han sido amenazadas por la
violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la
violación masiva de los derechos humanos y otras circunstancias que
hayan perturbado gravemente el orden público.

La presente compilación presenta, además de textos legales, dos capítulos
que consideramos de gran utilidad para el lector: una recopilación de
conceptos, textos legales y desarrollos interpretativos y jurisprudenciales
del Derecho de Refugiados; y un glosario de términos de frecuente uso
por aquellos involucrados en los temas de refugiados.

En una publicación como la presente, no es posible, incluir todo el acervo
jurídico que en materia de asilo y refugiados se ha venido desarrollando
desde mediados del siglo pasado. Por ello invitamos al lector, a consultar
la página Web del ACNUR en castellano (http://www.acnur.org) donde
podrá encontrar información de mucha utilidad. Para el trabajo de protección
legal, animamos a consultar en particular las secciones de “Protegiendo
a los refugiados”, “Comité Ejecutivo (EXCOM)”, “Base de datos legal” e
“Información de país de origen”.

Oficina Regional del ACNUR para México, Cuba y América Central
México, D.F., diciembre 2005





INSTRUMENTOS JURÍDICOS
INTERNACIONALES SOBRE REFUGIADOS
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ESTATUTO DE LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO
DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS*

Adoptado por la Asamblea General en su resolución 428 (V),
del 14 de diciembre de 1950

Capítulo I: Disposiciones generales

1. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados,
actuando bajo la autoridad de la Asamblea General, asumirá la función
de proporcionar protección internacional, bajo los auspicios de las
Naciones Unidas, a los refugiados que reúnan las condiciones
previstas en el presente Estatuto, y de buscar soluciones permanentes
al problema de los refugiados, ayudando a los gobiernos y, con sujeción
a la aprobación de los gobiernos interesados, a las organizaciones
privadas, a facilitar la repatriación voluntaria de tales refugiados o su
asimilación en nuevas comunidades nacionales.

En el ejercicio de sus funciones, y especialmente si llegare a
presentarse alguna dificultad respecto, por ejemplo, a cualquier
controversia relativa al estatuto internacional de esas personas, el Alto
Comisionado solicitará el dictamen de un comité consultivo en asuntos
de refugiados si se creare tal comité.

2. La labor del Alto Comisionado tendrá carácter enteramente apolítico;
será humanitaria y social y, por regla general, estará relacionada con
grupos y categorías de refugiados.

3. El Alto Comisionado seguirá las instrucciones que le den la Asamblea
General o el Consejo Económico y Social.

*Estatuto del ACNUR
El ACNUR se creó por un período inicial de tres años, de 1951 a 1953. Pero la Asamblea General de Naciones
Unidas (Resolución 727 (VIII) de 1953) decidió mantener la organización por un período adicional de cinco
años (1954 a 1958). Desde entonces, y debido a las persecuciones de que eran objeto personas en diferentes
partes del mundo, cada cinco años se decidía seguir extendiendo la vida jurídica del ACNUR. Finalmente, la Asam-
blea General decidió revocar la limitación temporal del mandato de la Oficina del Alto Comisionado, y mantener la
Oficina en funciones hasta que se diera solución al problema de los refugiados (Resolución 58/153, parr.9).
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4. El Consejo Económico y Social podrá decidir, después de oír el parecer
del Alto Comisionado en la materia, la creación de un comité consultivo
en asuntos de refugiados, que estará compuesto de representantes de
Estados Miembros y de Estados no miembros de las Naciones Unidas,
escogidos por el Consejo atendiendo al interés que demuestren por la
solución del problema de los refugiados y a su devoción a esta causa.

5. La Asamblea General examinará nuevamente, a más tardar en su
octavo período ordinario de sesiones, las disposiciones relativas a la
Oficina del Alto Comisionado, a fin de decidir si la Oficina debe seguir en
funciones después del 31 de diciembre de 1953.

Capítulo II: Funciones del Alto Comisionado

6. El Alto Comisionado tendrá competencia respecto a:

A. i) Cualquier persona que haya sido considerada como refugiado
en virtud de los Arreglos del 12 de mayo de 1926 y del 30 de junio de
1928, o de las Convenciones del 28 de octubre de 1933 y del 10 de
febrero de 1938, del Protocolo del 14 de septiembre de 1939 o de la
Constitución de la Organización Internacional de Refugiados;

ii) Cualquier persona que, como resultado de acontecimientos
ocurridos antes del 1º de enero de 1951 y debido a fundados temores
de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad u opinión
política, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda
o, a causa de dichos temores o de razones que no sean de mera
conveniencia personal, no quiera acogerse a la protección de ese
país o que por carecer de nacionalidad y estar fuera del país donde
antes tenía su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos
temores o de razones que no sean de mera conveniencia personal,
no quiera regresar a él.

Las decisiones adoptadas por la Organización Internacional de Refu-
giados durante el período de sus actividades en cuanto a la condición de
refugiado de una persona, no impedirán que se conceda el estatuto de
refugiado a personas que reúnan las condiciones establecidas en el
presente párrafo.
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El Alto Comisionado dejará de tener competencia respecto a cualquier
persona comprendida en la precedente sección A si esa persona:

a) Se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país
de su nacionalidad;

b) Ha recobrado, voluntariamente, la nacionalidad que había perdido;

c) Ha adquirido una nueva nacionalidad y goza de la protección del
Gobierno del país de su nueva nacionalidad;

d) Se ha establecido de nuevo, voluntariamente, en el país que había
abandonado o fuera del cual había permanecido por temor de ser
perseguida;

e) Por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales
fue reconocida como refugiado, no puede seguir invocando, para
continuar negándose a acogerse a la protección del gobierno del país de su
nacionalidad, otros motivos que los de conveniencia personal; no
podrán invocarse razones de carácter puramente económico; o

f) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por haber
desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida
como refugiado, puede regresar al país donde tenía su residencia
habitual y no puede seguir invocando, para continuar negándose a
regresar a ese país, motivos que no sean de mera conveniencia personal.

B. Cualquier otra persona que se halle fuera del país de su nacionalidad
o, si carece de nacionalidad, fuera del país en el cual tenía su residencia
habitual, por tener o haber tenido temores fundados de ser víctima de
persecuciones por motivos de raza, religión, nacionalidad u opiniones
políticas, y no pueda o, debido a ese temor, no quiera acogerse a la
protección del gobierno del país de su nacionalidad o, si carece de
nacionalidad, no quiera regresar al país donde antes tenía su residencia
habitual.

7. Queda entendido que la competencia del Alto Comisionado definida
en el precedente párrafo no comprenderá a una persona:

ESTATUTO DE LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS
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a) Que tenga más de una nacionalidad, a menos que se den en ella las
condiciones fijadas en el precedente párrafo 6 con respecto a cada
uno de los países de los cuales sea nacional;

b) A la cual las autoridades competentes del país en que haya fijado su
residencia reconozcan los derechos e impongan las obligaciones inhe-
rentes a la posesión de la nacionalidad de tal país;

c) Que continúe recibiendo protección o asistencia de otros órganos y
organismos de las Naciones Unidas; o

d) Respecto a la cual existen motivos fundados para creer que ha
cometido uno de los delitos comprendidos en las disposiciones de los
tratados de extradición o uno de los delitos especificados en el artículo
VI del Estatuto del Tribunal Militar Internacional aprobado en Londres
o en las disposiciones del párrafo 2 del artículo 14 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos.

8. El Alto Comisionado deberá asegurar la protección de los refugiados
a quienes se extienda la competencia de la Oficina del Alto Comisionado,
por los medios siguientes:

a) Promoviendo la conclusión y ratificación de convenios internacionales
para proteger a los refugiados, vigilando su aplicación y proponiendo
modificaciones a los mismos;

b) Promoviendo, mediante acuerdos especiales con los gobiernos, la
ejecución de todas las medidas destinadas a mejorar la situación de
los refugiados y a reducir el número de los que requieran protección;

c) Asistiendo a los gobiernos y a los particulares en su esfuerzo para
fomentar la repatriación voluntaria de los refugiados o su asimilación
en nuevas comunidades nacionales;

d) Promoviendo la admisión de refugiados, sin excluir a los de categorías
más desamparadas, en los territorios de los Estados;

e) Tratando de obtener que se conceda a los refugiados permiso para
trasladar sus haberes y especialmente los necesarios para su reasentamiento;
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f) Obteniendo de los gobiernos información acerca del número y la
situación de los refugiados que se encuentran en sus territorios, y de
las leyes y reglamentos que les conciernen;

g) Manteniéndose en contacto permanente con los gobiernos y las
organizaciones intergubernamentales interesadas;

h) Estableciendo contacto, en la forma que juzgue más conveniente, con
las organizaciones privadas que se ocupen de cuestiones de refugiados;

i) Facilitando la coordinación de los esfuerzos de las organizaciones
privadas que se ocupen del bienestar social de los refugiados.

9. El Alto Comisionado emprenderá cualquier otra actividad adicional
que pueda prescribir la Asamblea General, en particular la de repatriación y
reasentamiento de refugiados, dentro de los límites de los recursos puestos
a su disposición.

10. El Alto Comisionado administrará y repartirá entre los organismos
particulares y, eventualmente, entre los organismos públicos que
considere más aptos para administrar tal asistencia, los fondos, públicos
o privados, que reciba con este fin.

El Alto Comisionado podrá rechazar toda oferta que no considere
adecuada o que no pueda utilizarse. El Alto Comisionado no podrá
recurrir a los gobiernos en demanda de fondos ni hacer un llamamiento
general sin la aprobación previa de la Asamblea General.

El Alto Comisionado deberá hacer, en su informe anual, una exposición
sobre su actividad en esta materia.

11. El Alto Comisionado podrá exponer su opinión ante la Asamblea
General, el Consejo Económico y Social y sus respectivos órganos
subsidiarios.

El Alto Comisionado deberá presentar anualmente un informe a la Asamblea
General, por conducto del Consejo Económico Social; su informe será
examinado como tema separado del programa de la Asamblea General.

12. El Alto Comisionado podrá recurrir a la ayuda de los diversos
organismos especializados.
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Capítulo III: Organización y hacienda

13. El Alto Comisionado será elegido por la Asamblea General a
propuesta del Secretario General. Los términos del mandato del Alto
Comisionado serán propuestos por el Secretario General y aprobados
por la Asamblea General. El Alto Comisionado será elegido por un
período de tres años, a partir del 1 de enero de 1951.

14. El Alto Comisionado nombrará, por un período igual, un Alto
Comisionado Adjunto de nacionalidad distinta a la suya.

15. a) Dentro de los límites de los créditos presupuestarios consignados al
efecto, el Alto Comisionado nombrará el personal de su Oficina, el
cual será responsable ante él en el ejercicio de sus funciones;

b) Este personal será escogido entre las personas consagradas a la
    causa que la Oficina del Alto Comisionado ha de servir;

c) Sus condiciones de trabajo serán las previstas en el estatuto del
    personal aprobado por la Asamblea General, y en las disposicio-
    nes reglamentarias dictadas, en virtud de dicho estatuto, por el
    Secretario General;

d) Además, podrán adoptarse disposiciones para permitir el empleo
    de personal sin retribución.

16. El Alto Comisionado deberá consultar con los gobiernos de los países
en que residan los refugiados, respecto a la necesidad de nombrar
representantes en ellos. En todo país que reconozca esta necesidad,
podrá nombrarse un representante aceptado por el gobierno de tal país.
Con sujeción a las mismas condiciones, un mismo representante podrá
ejercer la representación en varios países.

17. El Alto Comisionado y el Secretario General tomarán disposiciones
adecuadas para mantener enlace y consultarse en los asuntos de
interés común.

18. El Secretario General proporcionará al Alto Comisionado todas las
facilidades necesarias dentro de los límites previstos en el presupuesto.
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19. La Oficina del Alto Comisionado estará situada en Ginebra (Suiza).

20. La Oficina del Alto Comisionado será financiada con cargo al
presupuesto de las Naciones Unidas. A menos que la Asamblea
General decida ulteriormente otra cosa, no se cargarán al presupuesto
de las Naciones Unidas más gastos que los de orden administrativo
derivados del funcionamiento de la Oficina del Alto Comisionado, y
todos los demás gastos derivados de las actividades del Alto Comisionado
serán sufragados mediante contribuciones voluntarias.

21. La gestión de la Oficina del Alto Comisionado estará sujeta al
Reglamento Financiero de las Naciones Unidas y a las disposiciones
reglamentarias que en materia de hacienda dicte el Secretario General
en cumplimiento de dicho Reglamento.

22. Las cuentas relativas a los fondos puestos a disposición del Alto
Comisionado estarán sujetas a comprobación por la Junta de Auditores
de las Naciones Unidas, quedando entendido que la Junta podrá aceptar
las cuentas comprobadas presentadas por los organismos a los cuales
se hayan asignado fondos. Las disposiciones administrativas relativas
a la custodia y la distribución de tales fondos serán tomadas de común
acuerdo por el Alto Comisionado y el Secretario General, conforme al
Reglamento Financiero de las Naciones Unidas y a las disposiciones
reglamentarias dictadas por el Secretario General en aplicación de
dicho Reglamento.
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CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS

Adoptada en Ginebra, Suiza, el 28 de julio de 1951 por la Conferencia
de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados y de los Apátridas

(Naciones Unidas), convocada por la Asamblea General
en su resolución 429 (V), del 14 de diciembre de 1950.

Entrada en vigor: 22 de abril de 1954, de conformidad con el artículo 43
Serie Tratados de Naciones Unidas, Nº 2545, Vol. 189, p. 137

Preámbulo

Las Altas Partes Contratantes,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal
de Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea
General, han afirmado el principio de que los seres humanos, sin distinción
alguna deben gozar de los derechos y libertades fundamentales,

Considerando que las Naciones Unidas han manifestado en diversas
ocasiones su profundo interés por los refugiados y se han esforzado por
asegurar a los refugiados el ejercicio más amplio posible de los derechos
y libertades fundamentales,

Considerando que es conveniente revisar y codificar los acuerdos
internacionales anteriores referentes al estatuto de los refugiados y ampliar
mediante un nuevo acuerdo la aplicación de tales instrumentos y la
protección que constituyen para los refugiados,

Considerando que la concesión del derecho de asilo puede resultar
excesivamente onerosa para ciertos países y que la solución satisfactoria
de los problemas cuyo alcance y carácter internacionales han sido
reconocidos por las Naciones Unidas no puede, por esto mismo, lograrse
sin solidaridad internacional,

Expresando el deseo de que todos los Estados, reconociendo el carácter
social y humanitario del problema de los refugiados, hagan cuanto les sea
posible por evitar que este problema se convierta en causa de tirantez
entre Estados,
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Tomando nota de que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados tiene por misión velar por la aplicación de las convenciones
internacionales que aseguran la protección a los refugiados, y reconociendo
que la coordinación efectiva de las medidas adoptadas para resolver ese
problema dependerá de la cooperación de los Estados con el Alto Comisionado,

Han convenido en las siguientes disposiciones:

Capítulo I
 DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1
Definición del Término "Refugiado"

A. A los efectos de la presente Convención, el término "refugiado" se apli-
cará a toda persona:

1) Que haya sido considerada como refugiada en virtud de los Arreglos
del 12 de mayo de 1926 y del 30 de junio de 1928, o de las Convenciones
del 28 de octubre de 1933 y del 10 de febrero de 1938, del Protocolo del
14 de septiembre de 1939 o de la Constitución de la Organización Internacional
de Refugiados.

Las decisiones denegatorias adoptadas por la Organización Internacional
de Refugiados durante el período de sus actividades, no impedirán que se
reconozca la condición de refugiado a personas que reúnan las condiciones
establecidas en el párrafo 2 de la presente sección.

2) Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero
de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u
opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no
pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección
de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia
de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él.
En los casos de personas que tengan más de una nacionalidad, se enten-
derá que la expresión "del país de su nacionalidad" se refiere a cualquiera
de los países cuya nacionalidad posean; y no se considerará carente de
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la protección del país de su nacionalidad a la persona que, sin razón válida
derivada de un fundado temor, no se haya acogido a la protección de uno
de los países cuya nacionalidad posea.

B. 1)  A los fines de la presente Convención, las palabras "acontecimientos
ocurridos antes del 1 de enero de 1951", que figuran el artículo 1 de la
sección A, podrán entenderse como:

a) "Acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951, en Europa",
o como

b) "Acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951, en Europa o
en otro lugar"; y

c) Cada Estado Contratante formulará en el momento de la firma, de la
ratificación o de la adhesión, una declaración en que precise el alcance
que desea dar a esa expresión, con respecto a las obligaciones asumidas
por él en virtud de la presente Convención.

2) Todo Estado Contratante que haya adoptado la fórmula a) podrá en cualquier
momento extender sus obligaciones, mediante la adopción de la fórmula
b) por notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

C. En los casos que se enumeran a continuación, esta Convención cesará
de ser aplicable a toda persona comprendida en las disposiciones de la
sección A precedente:

1) Si se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de
su nacionalidad; o

2) Si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente; o

3) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección del
país de su nueva nacionalidad; o

4) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había
abandonado o fuera del cual había permanecido por temor de ser
perseguida; o

5) Si, por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales
fue reconocida como refugiada, no puede continuar negándose a acogerse
a la protección del país de su nacionalidad.
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Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo
no se aplicarán a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección
A del presente artículo que puedan invocar, para negarse a acogerse a la
protección del país de su nacionalidad, razones imperiosas derivadas de
persecuciones anteriores.

6) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por haber
desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida
como refugiada, está en condiciones de regresar al país donde antes tenía
su residencia habitual.

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párra-
fo no se aplicarán a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la
sección A del presente artículo que puedan invocar, para negarse a acogerse
a la protección del país de su nacionalidad, razones imperiosas derivadas
de persecuciones anteriores.

D. Esta Convención no será aplicable a las personas que reciban actualmente
protección o asistencia de un órgano u organismo de las Naciones Unidas
distinto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier motivo,
sin que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente
con arreglo a las resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea
General de las Naciones Unidas, esas personas tendrán ipso facto derecho
a los beneficios del régimen de esta Convención.

E. Esta Convención no será aplicable a las personas a quienes las auto-
ridades competentes del país donde hayan fijado su residencia reconozcan
los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de la nacionalidad
de tal país.

F. Las disposiciones de esta Convención no serán aplicables a persona
alguna respecto de la cual existan motivos fundados para considerar:

a) Que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito
contra la humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales
elaborados para adoptar disposiciones respecto de tales delitos;
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b) Que ha cometido un grave delito común, fuera del país de refugio, an-
tes de ser admitida en él como refugiada;

c) Que se ha hecho culpable de actos contrarios a las finalidades y a los
principios de las Naciones Unidas.

Artículo 2
Obligaciones Generales
Todo refugiado tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes que,
en especial, entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así
como las medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público.

Artículo 3
Prohibición de la Discriminación
Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención
a los refugiados, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de
origen.

Artículo 4
Religión
Los Estados Contratantes otorgarán a los refugiados que se encuentren
en su territorio un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus
nacionales en cuanto a la libertad de practicar su religión y en cuanto a la
libertad de instrucción religiosa de sus hijos.

Artículo 5
Derechos Otorgados Independientemente de esta Convención
Ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo
de cualesquiera otros derechos y beneficios independientemente de esta
Convención otorgados por los Estados Contratantes a los refugiados.

Artículo 6
La expresión "en las mismas circunstancias"
A los fines de esta Convención, la expresión "en las mismas circunstancias"
significa que el interesado ha de cumplir todos los requisitos que se le
exigirían si no fuese refugiado (y en particular los referentes a la duración y
a las condiciones de estancia o de residencia) para poder ejercer el
derecho de que se trate, excepto los requisitos que, por su naturaleza, no
pueda cumplir un refugiado.
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Artículo 7
Exención de Reciprocidad
1. A reserva de las disposiciones más favorables previstas en esta Con-
vención, todo Estado Contratante otorgará a los refugiados el mismo trato
que otorgue a los extranjeros en general.

2. Después de un plazo de residencia de tres años, todos los refugiados
disfrutarán, en el territorio de los Estados Contratantes, la exención de
reciprocidad legislativa.

3. Todo Estado Contratante continuará otorgando a los refugiados los derechos
y beneficios que ya les correspondieran, aun cuando no existiera reci-
procidad, en la fecha de entrada en vigor de esta Convención para tal Estado.

4. Los Estados Contratantes examinarán con buena disposición la posi-
bilidad de otorgar a los refugiados, aun cuando no exista reciprocidad,
otros derechos y beneficios, además de los que les corresponden en virtud
de los párrafos 2 y 3, así como la posibilidad de hacer extensiva la exención
de reciprocidad a los refugiados que no reúnan las condiciones previstas
en los párrafos 2 y 3.

5. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 se aplican tanto a los derechos
y beneficios previstos en los artículos 13, 18, 19, 21 y 22 de esta Conven-
ción como a los derechos y beneficios no previstos en ella.

Artículo 8
Exención de Medidas Excepcionales
Con respecto a las medidas excepcionales que puedan adoptarse contra
la persona, los bienes o los intereses de nacionales de un Estado extranjero,
los Estados Contratantes no aplicarán tales medidas, únicamente por causa
de su nacionalidad, a refugiados que sean oficialmente nacionales de tal
Estado. Los Estados Contratantes que, en virtud de sus leyes, no puedan
aplicar el principio general expresado en este artículo, otorgarán, en los
casos adecuados, exenciones en favor de tales refugiados.

Artículo 9
Medidas Provisionales
Ninguna disposición de la presente Convención impedirá que, en tiempo
de guerra o en otras circunstancias graves y excepcionales, un Estado
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Contratante adopte provisionalmente, respecto a determinada persona,
las medidas que estime indispensables para la seguridad nacional, hasta
que tal Estado Contratante llegue a determinar que tal persona es real-
mente un refugiado y que, en su caso, la continuación de tales medidas
es necesaria para la seguridad nacional.

Artículo 10
Continuidad de Residencia
1. Cuando un refugiado haya sido deportado durante la Segunda Guerra
Mundial y trasladado al territorio de un Estado Contratante, y resida en él,
el período de tal estancia forzada se considerará como de residencia legal
en tal territorio.

2. Cuando un refugiado haya sido, durante la Segunda Guerra Mundial,
deportado del territorio de un Estado Contratante, y haya regresado a él
antes de la entrada en vigor de la presente Convención, para establecer
allí su residencia, el tiempo de residencia precedente y subsiguiente a tal
deportación se considerará como un período ininterrumpido, en todos los
casos en que se requiera residencia ininterrumpida.

Artículo 11
Marinos Refugiados
En el caso de los refugiados normalmente empleados como miembros de
la tripulación de una nave que enarbole pabellón de un Estado Contratante,
tal Estado examinará con benevolencia la posibilidad de autorizar a tales
refugiados a establecerse en su territorio y de expedirles documentos de
viaje o admitirlos temporalmente en su territorio, con la principal finalidad
de facilitar su establecimiento en otro país.

Capítulo II
CONDICIÓN JURÍDICA

Artículo 12
Estatuto Personal
1. El estatuto personal de cada refugiado se regirá por la ley del país de su
domicilio o, a falta de domicilio, por la ley del país de su residencia.

2. Los derechos anteriormente adquiridos por cada refugiado y dependientes
del estatuto personal, especialmente los derechos inherentes al matrimo-
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nio, serán respetados por todo Estado Contratante, siempre que el derecho
de que se trate sea de los que habrían sido reconocidos por la legislación
del respectivo Estado, si el interesado no hubiera sido refugiado.

Artículo 13
Bienes Muebles e Inmuebles
Los Estados Contratantes concederán a todo refugiado el trato más favorable
posible y en ningún caso menos favorable que el concedido generalmente
a los extranjeros en iguales circunstancias, respecto a la adquisición de
bienes muebles e inmuebles y otros derechos conexos, arriendos y otros
contratos relativos a bienes muebles e inmuebles.

Artículo 14
Derechos de Propiedad Intelectual e Industrial
En cuanto a la protección a la propiedad industrial, y en particular a inventos,
dibujos y modelos industriales, marcas de fábrica, nombres comerciales y
derechos de autor sobre las obras literarias, científicas o artísticas, se
concederá a todo refugiado, en el país en que resida habitualmente, la
misma protección concedida a los nacionales de tal país. En el territorio
de cualquier otro Estado Contratante se le concederá la misma protección
concedida en él a los nacionales del país en que resida habitualmente.

Artículo 15
Derecho de Asociación
En lo que respecta a las asociaciones no políticas ni lucrativas y a los
sindicatos, los Estados Contratantes concederán a los refugiados que residan
legalmente en el territorio de tales Estados el trato más favorable concedido
en las mismas circunstancias a los nacionales de un país extranjero.

Artículo 16
Acceso a los Tribunales
1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo refugiado tendrá libre
acceso a los tribunales de justicia.

2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo refugiado
recibirá el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a los tribunales,
incluso la asistencia judicial y la exención de la cautio judicatum solvi.
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3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su residencia
habitual, y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo 2, todo
refugiado recibirá el mismo trato que un nacional del país en el cual tenga
su residencia habitual.

Capítulo III
ACTIVIDADES LUCRATIVAS

Artículo 17
Empleo remunerado
1. En cuanto al derecho a empleo remunerado, todo Estado Contratante
concederá a los refugiados que se encuentren legalmente en el territorio
de tales Estados el trato más favorable concedido en las mismas circuns-
tancias a los nacionales de países extranjeros.

2. En todo caso, las medidas restrictivas respecto de los extranjeros o del
empleo de extranjeros, impuestas para proteger el mercado nacional de
trabajo, no se aplicarán a los refugiados que ya estén exentos de ellas en
la fecha en que esta Convención entre en vigor respecto del Estado Contra-
tante interesado, o que reúnan una de las condiciones siguientes:

a) Haber cumplido tres años de residencia en el país;
b) Tener un cónyuge que posea la nacionalidad del país de residencia. El
refugiado no podrá invocar los beneficios de esta disposición en caso de
haber abandonado a su cónyuge;
c) Tener uno o más hijos que posean la nacionalidad del país de residencia.

3. Los Estados Contratantes examinarán benévolamente la asimilación,
en lo concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los derechos
de todos los refugiados a los derechos de los nacionales, especialmente
para los refugiados que hayan entrado en el territorio de tales Estados en virtud
de programas de contratación de mano de obra o de planes de inmigración.

Artículo 18
Trabajo por Cuenta Propia
Todo Estado Contratante concederá a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio de tal Estado el trato más favorable posible y en
ningún caso menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias
generalmente a los extranjeros, en lo que respecta al derecho de realizar
trabajos por cuenta propia en la agricultura, la industria, la artesanía y el
comercio y de establecer compañías comerciales e industriales.
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Artículo 19
Profesiones Liberales
1. Todo Estado Contratante concederá a los refugiados que se encuentren
legalmente en su territorio, que posean diplomas reconocidos por las autori-
dades competentes de tal Estado y que desean ejercer una profesión liberal,
el trato más favorable posible y en ningún caso menos favorable que el
generalmente concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros.

2. Los Estados Contratantes pondrán su mayor empeño en procurar, conforme
a sus leyes y constituciones, el asentamiento de tales refugiados en los
territorios distintos del territorio metropolitano, de cuyas relaciones inter-
nacionales sean responsables.

Capítulo IV
BIENESTAR

Artículo 20
Racionamiento
Cuando la población en su conjunto esté sometida a un sistema de raciona-
miento que reglamente la distribución general de productos que escaseen,
los refugiados recibirán el mismo trato que los nacionales.

Artículo 21
Vivienda
En materia de vivienda y en la medida en que esté regida por leyes y
reglamentos o sujeta a la fiscalización de las autoridades oficiales, los
Estados Contratantes concederán a los refugiados que se encuentren
legalmente en sus territorios el trato más favorable posible y en ningún
caso menos favorable que el concedido generalmente en las mismas
circunstancias a los extranjeros.

Artículo 22
Educación Pública
1. Los Estados Contratantes concederán a los refugiados el mismo trato
que a los nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental.

2. Los Estados Contratantes concederán a los refugiados el trato más favora-
ble posible y en ningún caso menos favorable que el concedido en las mismas
circunstancias a los extranjeros en general respecto de la enseñanza distinta
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de la elemental y, en particular, respecto a acceso a los estudios, reconoci-
miento de certificados de estudios, diplomas y títulos universitarios expedidos
en el extranjero, exención de derechos y cargas y concesión de becas.

Artículo 23
Asistencia Pública
Los Estados Contratantes concederán a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio de tales Estados el mismo trato que a sus
nacionales en lo que respecta a asistencia y a socorro públicos.

Artículo 24
Legislación del Trabajo y Seguros Sociales
1. Los Estados Contratantes concederán a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio de tales Estados el mismo trato que a los nacio-
nales en lo concerniente a las materias siguientes:

a) Remuneración, incluso subsidios familiares cuando formen parte de
la remuneración, horas de trabajo, disposiciones sobre horas extraordina-
rias de trabajo, vacaciones con paga, restricciones al trabajo a domicilio,
edad mínima de empleo, aprendizaje y formación profesional, trabajo de
mujeres y de adolescentes y disfrute de los beneficios de los contratos
colectivos de trabajo, en la medida en que estas materias estén regidas
por leyes o reglamentos, o dependan de las autoridades administrativas;

b) Seguros sociales (disposiciones legales respecto a accidentes del
trabajo, maternidad, enfermedad, invalidez, ancianidad, fallecimiento,
desempleo, responsabilidades familiares y cualquier otra contingencia
que, conforme a las leyes o los reglamentos nacionales, esté prevista
en un plan de seguro social), con sujeción a las limitaciones siguientes:

i) Posibilidad de disposiciones adecuadas para la conservación de
los derechos adquiridos y de los derechos en vías de adquisición;

ii) Posibilidad de que las leyes o reglamentos nacionales del país de
residencia prescriban disposiciones especiales concernientes a los
beneficios o a la participación en los beneficios pagaderos totalmente
con fondos públicos, o a subsidios pagados a personas que no reúnan
las condiciones de aportación prescritas para la concesión de una
pensión normal.
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2. El derecho a indemnización por la muerte de un refugiado, a resultas de
accidentes del trabajo o enfermedad profesional, no sufrirá menoscabo
por el hecho de que el derechohabiente resida fuera del territorio del Estado
Contratante.

3. Los Estados Contratantes harán extensivos a los refugiados los beneficios
de los acuerdos que hayan concluido o concluirán entre sí, sobre la con-
servación de los derechos adquiridos y de los derechos en vía de adquisición
en materia de seguridad social, con sujeción únicamente a las condiciones
que se apliquen a los nacionales de los Estados signatarios de los acuerdos
respectivos.

4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la aplicación a
los refugiados, en todo lo posible, de los beneficios derivados de acuerdos
análogos que estén en vigor o entren en vigor entre tales Estados Contra-
tantes y Estados no contratantes.

Capítulo V
MEDIDAS ADMINISTRATIVAS

Artículo 25
Ayuda Administrativa
1. Cuando el ejercicio de un derecho por un refugiado necesite normalmente
de la ayuda de las autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir,
el Estado Contratante en cuyo territorio aquél resida tomará las disposiciones
necesarias para que sus propias autoridades o una autoridad internacional
le proporcionen esa ayuda.

2. Las autoridades a que se refiere el párrafo 1 expedirán o harán que
bajo su vigilancia se expidan a los refugiados los documentos o certificados
que normalmente serían expedidos a los extranjeros por sus autoridades
nacionales o por conducto de éstas.

3. Los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a los instrumentos
oficiales expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por
conducto de éstas, y harán fe salvo prueba en contrario.

4. A reserva del trato excepcional que se conceda a los refugiados
indigentes, pueden asignarse derechos por los servicios mencionados en
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el presente artículo, pero tales derechos serán moderados y estarán en
proporción con los asignados a los nacionales por servicios análogos.

5. Las disposiciones del presente artículo no se oponen a las de los artí-
culos 27 y 28.

Artículo 26
Libertad de Circulación
Todo Estado Contratante concederá a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio el derecho de escoger el lugar de su residencia en
tal territorio y de viajar libremente por él, siempre que observen los reglamen-
tos aplicables en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.

Artículo 27
Documentos de Identidad
Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo refugia-
do que se encuentre en el territorio de tales Estados y que no posea un
documento válido de viaje.

Artículo 28
Documentos de Viaje
1. Los Estados Contratantes expedirán a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio de tales Estados documentos de viaje que les
permitan trasladarse fuera de tal territorio, a menos que se opongan a ello
razones imperiosas de seguridad nacional; y las disposiciones del Anexo
a esta Convención se aplicarán a esos documentos. Los Estados Contratantes
podrán expedir dichos documentos de viaje a cualquier otro refugiado que
se encuentre en el territorio de tales Estados; y tratarán con benevolencia
a los refugiados que en el territorio de tales Estados no puedan obtener
un documento de viaje del país en que se encuentren legalmente.

2. Los documentos de viaje expedidos a los refugiados, en virtud de acuerdos
internacionales previos, por las Partes en tales acuerdos, serán reconocidos
por los Estados Contratantes y considerados por ellos en igual forma que
si hubieran sido expedidos con arreglo al presente artículo.

Artículo 29
Gravámenes Fiscales
1. Los Estados Contratantes no impondrán a los refugiados derecho, grava-
men o impuesto alguno de cualquier clase que difiera o exceda de los que
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se exijan o puedan exigirse de los nacionales de tales Estados en condi-
ciones análogas.

2. Lo dispuesto en el precedente párrafo no impedirá aplicar a los refugia-
dos las leyes y los reglamentos concernientes a los derechos impuestos a
los extranjeros por la expedición de documentos administrativos, incluso
documentos de identidad.

Artículo 30
Transferencia de Haberes
1. Cada Estado Contratante, de conformidad con sus leyes y reglamentos,
permitirá a los refugiados transferir a otro país, en el cual hayan sido ad-
mitidos con fines de reasentamiento, los haberes que hayan llevado con-
sigo al territorio de tal Estado.

2. Cada Estado Contratante examinará con benevolencia las solicitudes
presentadas por los refugiados para que se les permita transferir sus ha-
beres, dondequiera que se encuentren, que sean necesarios para su
reasentamiento en otro país en el cual hayan sido admitidos.

Artículo 31
Refugiados que se Encuentren Ilegalmente en el País de Refugio
1. Los Estados Contratantes no impondrán sanciones penales, por causa
de su entrada o presencia ilegales, a los refugiados que, llegando directamente
del territorio donde su vida o su libertad estuviera amenazada en el sentido
previsto por el artículo 1, hayan entrado o se encuentren en el territorio de
tales Estados sin autorización, a condición de que se presenten sin demora
a las autoridades y aleguen causa justificada de su entrada o presencia
ilegales.

2. Los Estados Contratantes no aplicarán a tales refugiados otras restric-
ciones de circulación que las necesarias; y tales restricciones se aplicarán
únicamente hasta que se haya regularizado su situación en el país o hasta
que el refugiado obtenga su admisión en otro país. Los Estados Contratantes
concederán a tal refugiado un plazo razonable y todas las facilidades
necesarias para obtener su admisión en otro país.

Artículo 32
Expulsión
1. Los Estados Contratantes no expulsarán a refugiado alguno que se
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halle legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por razones de
seguridad nacional o de orden público.

2. La expulsión del refugiado únicamente se efectuará, en tal caso, en
virtud de una decisión tomada conforme a los procedimientos legales
vigentes. A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad
nacional, se deberá permitir al refugiado presentar pruebas exculpatorias,
formular recurso de apelación y hacerse representar a este efecto ante la
autoridad competente o ante una o varias personas especialmente desig-
nadas por la autoridad competente.

3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al refugiado un plazo
razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país.
Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese
plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias.

Artículo 33
Prohibición de Expulsión y de Devolución ("refoulement")
1. Ningún Estado Contratante podrá, por expulsión o devolución, poner
en modo alguno a un refugiado en las fronteras de los territorios donde su
vida o su libertad peligre por causa de su raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones políticas.

2. Sin embargo, no podrá invocar los beneficios de la presente disposición
el refugiado que sea considerado, por razones fundadas, como un peligro
para la seguridad del país donde se encuentra, o que, habiendo sido objeto
de una condena definitiva por un delito particularmente grave, constituya
una amenaza para la comunidad de tal país.

Artículo 34
Naturalización
Los Estados Contratantes facilitarán en todo lo posible la asimilación y la
naturalización de los refugiados. Se esforzarán, en especial, por acelerar
los trámites de naturalización y por reducir en todo lo posible derechos y
gastos de tales trámites.
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Capítulo VI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y DE EJECUCIÓN

Artículo 35
Cooperación de las Autoridades Nacionales con las Naciones Unidas
1. Los Estados Contratantes se comprometen a cooperar en el ejercicio
de sus funciones con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados, o con cualquier otro organismo de las Naciones
Unidas que le sucediere; y en especial le ayudarán en su tarea de vigilar
la aplicación de las disposiciones de esta Convención.

2. A fin de permitir a la Oficina del Alto Comisionado, o a cualquier otro
organismo de las Naciones Unidas que le sucediere, presentar informes a
los órganos competentes de las Naciones Unidas, los Estados Contratantes
se comprometen a suministrarles en forma adecuada las informaciones y
los datos estadísticos que soliciten acerca de:

a) La condición de los refugiados;
b) La ejecución de esta Convención, y
c) Las leyes, reglamentos y decretos, que estén o entraren en vigor,
concernientes a los refugiados.

Artículo 36
Información sobre Leyes y Reglamentos Nacionales
Los Estados Contratantes comunicarán al Secretario General de las
Naciones Unidas el texto de las leyes y de los reglamentos que
promulgaren para garantizar la aplicación de esta Convención.

Artículo 37
Relación con Convenciones Anteriores
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 28, esta Convención
reemplaza entre las Partes en ella a los Acuerdos del 5 de julio de 1922,
31 de mayo de 1924, 12 de mayo de 1926, 30 de junio de 1928 y 30 de
julio de 1935, a las Convenciones del 28 de octubre de 1933 y 10 de febrero
de 1938, al Protocolo del 14 de septiembre de 1939 y al Acuerdo del 15 de
octubre de 1946.
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Capítulo VII
CLÁUSULAS FINALES

Artículo 38
Solución de Controversias
Toda controversia entre las Partes en esta Convención, respecto de su
interpretación o aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros medios,
será sometida a la Corte Internacional de Justicia, a petición de cualquiera
de las Partes en la controversia.

Artículo 39
Firma, Ratificación y Adhesión
1. Esta Convención será abierta a la firma en Ginebra el 28 de julio de
1951 y, después de esa fecha, será depositada en la Secretaría General
de las Naciones Unidas. Estará abierta a la firma en la Oficina Europea de
las Naciones Unidas, desde el 28 de julio hasta el 31 de agosto de 1951;
y quedará nuevamente abierta a la firma, en la Sede de las Naciones
Unidas, desde el 17 de septiembre de 1951 hasta el 31 de diciembre de 1952.

2. Esta Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros
de las Naciones Unidas, así como de cualquier otro Estado invitado a la
Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados y de
los Apátridas y de todo Estado al cual la Asamblea General hubiere dirigido
una invitación a tal efecto. Esta Convención habrá de ser ratificada y los
instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de
las Naciones Unidas.

3. Los Estados a que se refiere el párrafo 2 del presente artículo podrán
adherirse a esta Convención a partir del 28 de julio de 1951. La adhesión
se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en la
Secretaría General de las Naciones Unidas.

Artículo 40
Cláusula de Aplicación Territorial
1. Todo Estado podrá, en el momento de la firma, de la ratificación o de la
adhesión, declarar que esta Convención se hará extensiva a la totalidad o
a parte de los territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable.
Tal declaración surtirá efecto a partir del momento en que la Convención
entre en vigor para el Estado interesado.
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2. En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a los
90 días contados a partir de la fecha en la cual el Secretario General de
las Naciones Unidas haya recibido la notificación o en la fecha de entrada
en vigor de la Convención para tal Estado, si esta última fecha fuere posterior.

3. Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva la
presente Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la
adhesión, cada Estado interesado examinará la posibilidad de adoptar, a
la mayor brevedad posible, las medidas necesarias para hacer extensiva
la aplicación de esta Convención a tales territorios, a reserva del consen-
timiento de los gobiernos de tales territorios, cuando sea necesario por
razones constitucionales.

Artículo 41
Cláusula Federal
Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las dis-
posiciones siguientes:

a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la acción legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones
del Gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de las
Partes que no son Estados federales;

b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o
cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la
Federación, no estén obligados a adoptar medidas legislativas el Gobierno
federal a la mayor brevedad posible y con su recomendación favorable,
comunicará el texto de dichos artículos a las autoridades competentes de
los Estados, provincias o cantones;

c) Todo Estado federal que sea Parte en esta Convención proporcionará,
a petición de cualquier otro Estado Contratante que le haya sido transmi-
tida por el Secretario General de las Naciones Unidas, una exposición de
la legislación y de las prácticas vigentes en la Federación y en sus unida-
des constituyentes, en lo concerniente a determinada disposición de la
Convención, indicando en qué medida, por acción legislativa o de otra
índole, se ha dado efecto a tal disposición.
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Artículo 42
Reservas
1. En el momento de la firma de la ratificación o de la adhesión, todo
Estado podrá formular reservas con respecto a artículos de la Convención
que no sean los artículos 1, 3, 4, 16 (1), 33 y 36 a 46 inclusive.

2. Todo Estado que haya formulado alguna reserva con arreglo al párrafo
1 del presente artículo podrá, en cualquier momento, retirarla mediante
comunicación al efecto dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 43
Entrada en Vigor
1. Esta Convención entrará en vigor 90 días después de la fecha de depósito
del sexto instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto a cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella
después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión,
la Convención entrará en vigor 90 días después de la fecha del depósito
por tal Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 44
Denuncia
1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento denunciar esta
Convención mediante notificación dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto para el Estado Contratante interesado un
año después de la fecha en que el Secretario General de las Naciones
Unidas la haya recibido.

3. Todo Estado que haya hecho una declaración o una notificación con
arreglo al artículo 40 podrá declarar ulteriormente, mediante notificación
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, que la Convención
dejará de aplicarse a determinado territorio designado en la notificación.
La Convención dejará de aplicarse a tal territorio un año después de la
fecha en que el Secretario General haya recibido esta notificación.
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Artículo 45
Revisión
1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento, mediante notifi-
cación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, pedir la
revisión de esta Convención.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas recomendará las medidas
que eventualmente hayan de adoptarse respecto de tal petición.

Artículo 46
Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas
El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados
Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que
refiere el artículo 39, acerca de:

a) Las declaraciones y notificaciones a que se refiere la sección B del
artículo 1;
b) Las firmas, ratificaciones y adhesiones a que se refiere el artículo 39;
c) Las declaraciones y notificaciones a que se refiere el artículo 40;
d) Las reservas formuladas o retiradas, a que se refiere el artículo 42;
e) La fecha en que entrará en vigor esta Convención, con arreglo al artículo 43;
f) Las denuncias y notificaciones a que se refiere el artículo 44;
g) Las peticiones de revisión a que se refiere el artículo 45.

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados, firman en
nombre de sus respectivos Gobiernos la presente Convención.

HECHA en Ginebra el día veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta
y uno, en un solo ejemplar, cuyos textos en inglés y francés son igualmen-
te auténticos, que quedará depositado en los archivos de las Naciones
Unidas y del cual se entregarán copias debidamente certificadas a todos
los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miem-
bros a que se refiere el artículo 39.
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ANEXO

Párrafo 1
1. El documento de viaje a que se refiere el Artículo 28 de esta Convención
será conforme al modelo que figura en el adjunto apéndice.

2. El documento estará redactado por lo menos en dos idiomas, uno de
los cuales será el inglés o el francés.

PárPárrafo 2rafo 2
Con sujeción a los reglamentos del país de expedición, los niños podrán
ser incluidos en el documento de viaje de un miembro de la familia o, en
circunstancias excepcionales, de otro refugiado adulto.

Párrafo 3
Los derechos que se perciban por la expedición del documento no excederán
de la tarifa más baja que se aplique a los pasaportes nacionales.

Párrafo 4
Salvo en casos especiales o excepcionales, el documento será válido para
el mayor número posible de países.

Párrafo 5
El documento tendrá validez por uno o dos años, a discreción de la auto-
ridad que lo expida.

Párrafo 6
1. La renovación o la prórroga de validez del documento incumbe a la
autoridad que lo expida, mientras el titular no se haya establecido legalmente
en otro territorio y resida legalmente en el territorio de dicha autoridad. La
expedición de un nuevo documento incumbe, en iguales condiciones, a la
autoridad que expidió el documento anterior.

2. Los representantes diplomáticos o consulares, especialmente autorizados
a tal efecto, estarán facultados para prorrogar, por un plazo que no exceda
de seis meses, la validez de los documentos de viaje expedidos por sus
respectivos Gobiernos.

3. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad
de renovar o prorrogar la validez de los documentos de viaje o de expedir
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nuevos documentos a los refugiados que ya no residan legalmente en el
territorio de tales Estados y no puedan obtener documentos de viaje del
país de su residencia legal.

Párrafo 7
Los Estados Contratantes reconocerán la validez de los documentos
expedidos con arreglo a las disposiciones del artículo 28 de esta Convención.

Párrafo 8
Las autoridades competentes del país al cual desee trasladarse el refu-
giado, si están dispuestas a admitirle y si se requiere un visado, visarán el
documento que posea.

Párrafo 9
1. Los Estados Contratantes se comprometen a expedir visados de tránsito
a los refugiados que hayan obtenido visados para un territorio de destino
definitivo.

2. Podrá negarse la expedición del visado por los motivos que permitan
justificar la negación de visado a cualquier extranjero.

Párrafo 10
Los derechos por expedición de visados de salida, de entrada o de tránsito
no excederán de la tarifa más baja que se aplique a los visados de pasa-
portes extranjeros.

Párrafo 11
Cuando un refugiado haya establecido legalmente su residencia en el
territorio de otro Estado Contratante, la responsabilidad de la expedición
de un nuevo documento incumbirá en adelante, conforme a los términos y
condiciones del artículo 28, a la autoridad competente de tal territorio, de
quien podrá solicitarlo el refugiado.

Párrafo 12
La autoridad que expida un nuevo documento deberá retirar el antiguo y
devolverlo al país que lo haya expedido, si el antiguo documento especifica
que debe ser devuelto al país que lo expidió; en caso contrario, la autoridad
que expida el nuevo documento retirará y anulará el antiguo.
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Párrafo 13
1. Cada Estado Contratante se compromete a permitir al titular de un
documento de viaje expedido por tal Estado con arreglo al artículo 28 de
esta Convención, regresar a su territorio en cualquier momento durante el
plazo de validez del documento.

2. Con sujeción a las disposiciones del párrafo precedente, un Estado
Contratante puede exigir que el titular de ese documento se someta a
todas las formalidades que pueden imponerse a los que salen del país o a
los que regresen a él.

3. Los Estados contratantes se reservan en casos excepcionales o en
casos en que el permiso de estancia del refugiado sea válido por tiempo
determinado, la facultad de limitar, al expedir el documento, el tiempo durante
el cual el refugiado pueda volver en plazo no menor de tres meses.

Párrafo 14
Con la única reserva de las disposiciones del párrafo 13, las disposiciones
del presente anexo en nada se oponen a las leyes y los reglamentos que
rigen en los territorios de los Estados contratantes las condiciones de ad-
misión, tránsito, estancia, establecimiento y salida.

Párrafo 15
Ni la expedición del documento ni las anotaciones que en él se hagan deter-
minarán o modificarán la condición del titular, especialmente en cuanto a
su nacionalidad.

Párrafo 16
La expedición del documento no da al titular derecho alguno a la protec-
ción de los representantes diplomáticos o consulares del país respectivo,
ni confiere a tales representantes derecho de protección.

APÉNDICE
Modelo de documento de viaje

El documento tendrá la forma de una libreta (aproximadamente 15 x 10 centímetros)

Se recomienda que sea impreso de manera tal que toda raspadura o alteración por
medios químicos o de otra índole pueda fácilmente descubrirse, y que las palabras
"Convención del 28 de julio de 1951" se impriman repetida y continuamente en cada
página, en el idioma del país que expida el documento. (Ver página siguiente)
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(Cubierta de la Libreta)
DOCUMENTO DE VIAJE

(Convención del 25 de julio de 1951)

                                                                                                                  Nº. ____________
(1)

DOCUMENTO DE VIAJE
(Convención del 28 de julio de 1951)

Este documento expira el ___________________________________________________,
a menos que su validez sea prorrogada o renovada.

Apellido (s) _______________________________________________________________

Nombre (s) _______________________________________________________________

Acompañado por ____________________________________________________ (niños)

1. Este documento ha sido expedido con el único objeto de proporcionar al titular un docu-
mento de viaje que pueda hacer las veces de pasaporte nacional.
No prejuzga ni modifica en modo alguno la nacionalidad del titular.

2. El titular está autorizado a regresar a ____________________________________________

_________________________ [indíquese el país cuyas autoridades expiden el documento]

el o antes del _____________________________, a menos que posteriormente se especifi-
que aquí una fecha ulterior. [El plazo durante el cual el titular esté autorizado a regresar no
será menor de tres meses].

3. Si el titular se estableciera en otro país que el expedidor del presente documento, deberá,
si desea viajar de nuevo, solicitar un nuevo documento de las autoridades competentes del
país de su residencia.
[El antiguo documento de viaje será remitido a la autoridad que expida el nuevo documento,
para que lo remita, a su vez, a la autoridad que lo expidió] 1

________________
1 La frase entre corchetes podrá ser insertada por los Gobiernos que lo deseen.

__________________________________________________________________________
(2)

Lugar y fecha de nacimiento ___________________________________________________

Profesión__________________________________________________________________

Domicilio actual_____________________________________________________________

*Apellido (s) de soltera y nombre (s) de la esposa__________________________________

____________________________________________

*Apellido (s) y nombre (s) del esposo____________________________________________

CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS
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Descripción

                                                    Estatura ____________________
                                                    Cabello _____________________
                                                    Color de los ojos _____________
                                                    Nariz _______________________
                                                    Forma de la cara _____________
                                                    Color de la tez _______________
                                                    Señales particulares __________

Niños que acompañan al titular

         Apellido (s)                         Nombre (s)                  Lugar de Nacimiento            Sexo
___________________      ___________________      ____________________      _________
___________________      ___________________      ____________________      _________
___________________      ___________________      ____________________      _________
___________________      ___________________      ____________________      _________

* Táchese lo que no sea del caso

(Este documento contiene ...................... páginas, sin contar la cubierta)
__________________________________________________________________________

(3)
Fotografía del titular y sello de la autoridad que expide el documento

Huellas digitales del titular (si se requieren)

Firma del titular______________________________________________________________

(Este documento contiene ...................... páginas, sin contar la cubierta)
__________________________________________________________________________

(4)

1. Este documento es válido para los siguientes países:

__________________________________________________________________________

2. Documento o documentos a base del cual o de los cuales se expide el presente documento:

__________________________________________________________________________

Expedido en:

Fecha:

Derechos percibidos:                                                                          Firma y sello de la autoridad
                                                                                                               que expide el documento

(Este documento contiene.................páginas, sin contar la cubierta)
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(5)

Prórroga o renovación de validez

Derechos Percibidos:                                                               Desde __________________
                                                                                                  Hasta __________________
Hecha en ____________________________                         Fecha __________________
Desde __________________________________

                                                                                            Firma y sello de la autoridad que
                                                                                            prorroga o renueva la validez del
                                                                                            documento:

Prórroga o renovación de validez

Derechos Percibidos:                                                               Desde __________________
                                                                                                  Hasta __________________
Hecha en ____________________________                         Fecha __________________
Desde __________________________________

                                                                                            Firma y sello de la autoridad que
                                                                                            prorroga o renueva la validez del
                                                                                            documento:

(Este documento contiene ...................... páginas, sin contar la cubierta)

(6)
__________________________________________________________________________

Prórroga o renovación de validez

Derechos Percibidos:                                                               Desde __________________
                                                                                                  Hasta __________________
Hecha en ____________________________                         Fecha __________________
Desde __________________________________

                                                                                            Firma y sello de la autoridad que
                                                                                            prorroga o renueva la validez del
                                                                                            documento:

Prórroga o renovación de validez

Derechos Percibidos:                                                               Desde __________________
                                                                                                  Hasta __________________
Hecha en ____________________________                         Fecha __________________
Desde __________________________________

                                                                                            Firma y sello de la autoridad que
                                                                                            prorroga o renueva la validez del
                                                                                            documento:

(Este documento contiene ...................... páginas, sin contar la cubierta)
__________________________________________________________________________

(7-32)
Visados

En cada visado se repetirá el nombre del titular del documento

(Este documento contiene ...................... páginas, sin contar la cubierta)
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EXTRACTO DEL ACTA FINAL DE LA CONFERENCIA DE
PLENIPOTENCIARIOS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE

EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS Y DE LOS APÁTRIDAS

IV
La Conferencia aprobó por unanimidad las siguientes recomendaciones:

A
“La Conferencia,

Considerando que, para facilitar el movimiento de los refugiados, y especial-
mente su reasentamiento, es necesario que se expidan y se reconozcan los
documentos de viaje,

Exhorta a los gobiernos que son parte en el Acuerdo Intergubernamental
sobre documentos de viaje para los refugiados, firmado en Londres el 15 de
octubre de 1946, o que reconocen los documentos de viaje expedidos de
conformidad con tal Acuerdo a que continúen expidiendo o reconociendo
tales documentos y expidan esos documentos de viaje a todos los refu-
giados a quienes sea aplicable la definición del artículo 1 de la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados, o reconozcan los documentos de
viaje así expedidos a tales personas, hasta que hayan asumido las obliga-
ciones derivadas del artículo 28 de dicha Convención.”

B
“La Conferencia,

Considerando que la unidad de la familia, elemento natural y fundamental
de la sociedad, es un derecho esencial del refugiado; y que esta unidad
se haya constantemente amenazada y,

Tomando nota con satisfacción de que, según el comentario oficial del
Comité Especial sobre Apatridia y Problemas Conexos (E/1618, pág. 40
del texto inglés), los derechos del refugiado se extienden a los miembros
de su familia,

Recomienda a los gobiernos que adopten las medidas necesarias para la
protección a la familia del refugiado y especialmente para:
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1. Asegurar que se mantenga la unidad de la familia del refugiado,
sobre todo en aquellos casos en que el jefe de familia reúna las
condiciones necesarias para ser admitido en un país;
2. Asegurar la protección a los refugiados menores de edad y sobre
todo a los niños aislados y a los jóvenes, especialmente en cuanto a
la tutela y la adopción.”

C
“La Conferencia,

Considerando que el refugiado necesita la ayuda moral, jurídica y material
de los servicios sociales adecuados, y, en especial de las competentes
organizaciones no gubernamentales,

Recomieda a los gobiernos y a los organismos intergubernamentales que
faciliten, estimulen y apoyen a este respecto los esfuerzos de las organiza-
ciones competentes.”

D
“La Conferencia,

Considerando que todavía muchas personas abandonan su país de origen
a causa de persecución, y que por su situación particular tienen derecho a
protección especial,

Recomienda a los gobiernos que continúen recibiendo a los refugiados
en su territorio y actúen de común acuerdo, con verdadero espíritu de
solidaridad internacional, a fin de que los refugiados puedan hallar asilo y
posibilidades de reasentamiento.”

E
“La Conferencia,

Expresa la esperanza de que la Convención sobre el Estatuto de los Re-
fugiados tenga, además de su alcance contractual, un valor de ejemplo e
incite a todos los Estados a otorgar, en la medida de lo posible, a las
personas que se encuentren en su territorio como refugiados y que no
estén protegidas por las disposiciones de la Convención, el trato previsto
por esta Convención.”

EXTRACTO DEL ACTA FINAL DE LA CONFERENCIA DE PLENIPOTENCIARIOS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE
EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS Y DE LOS APÁTRIDAS
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PROTOCOLO SOBRE EL ESTATUTO
DE LOS REFUGIADOS

Aprobado en Nueva York el 31 de enero de 1967

Del Protocolo tomaron nota con aprobación el Consejo Económico y Social
 en su resolución 1186 (XLI), de 18 de noviembre de 1966, y la Asamblea General

en su resolución 2198 (XXI), de 16 de diciembre de 1966.
En la misma resolución, la Asamblea General pidió al Secretario General

que transmitiera el texto del Protocolo a los Estados mencionados
en su artículo V  a fin de que pudieran adherirse al Protocolo.

Los Estados Partes en el presente Protocolo,

Considerando que la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados,
hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951 (denominada en lo sucesivo la
Convención), sólo se aplica a los refugiados que han pasado a tener tal
condición como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1 de
enero de 1951;

Considerando que han surgido nuevas situaciones de refugiados desde
que la Convención fue adoptada y que hay la posibilidad, por consiguiente,
de que los refugiados interesados no queden comprendidos en el ámbito
de la Convención;

Considerando conveniente que gocen de igual estatuto todos los refugiados
comprendidos en la definición de la Convención, independientemente de
la fecha límite de 1 de enero de 1951;

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I
Disposiciones Generales

1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se obligan a aplicar los
artículos 2 a 34 inclusive de la Convención a los refugiados que por el
presente se definen.

Entrada en vigor: 4 de octubre de 1967, de conformidad con el artículo VIII Serie Tratados de Naciones Unidas
Nº 8791, Vol. 606, p. 267
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2. A los efectos del presente Protocolo y salvo en lo que respecta a la
aplicación del párrafo 3 de este artículo, el término "refugiado" denotará
toda persona comprendida en la definición del artículo 1 de la Convención,
en la que se darán por omitidas las palabras "como resultado de aconteci-
mientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951 y ..." y las palabras "... a
consecuencia de tales acontecimientos", que figuran en el párrafo 2 de la
sección A del artículo 1.

3. El presente Protocolo será aplicado por los Estados Partes en el mismo
sin ninguna limitación geográfica; no obstante, serán aplicables también
en virtud del presente Protocolo las declaraciones vigentes hechas por
Estados que ya sean Partes en la Convención de conformidad con el inciso
a del párrafo 1 de la sección B del artículo 1 de la Convención, salvo que
se hayan ampliado conforme al párrafo 2 de la sección B del artículo 1.

Artículo II
Cooperación de las Autoridades Nacionales con las Naciones Unidas
1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se obligan a cooperar en
el ejercicio de sus funciones con la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados, o cualquier otro organismo de las
Naciones Unidas que le sucediere; en especial le ayudarán en su tarea de
vigilar la aplicación de las disposiciones del presente Protocolo.

2. A fin de permitir a la Oficina del Alto Comisionado, o cualquier otro orga-
nismo de las Naciones Unidas que le sucediere, presentar informes a los
órganos competentes de las Naciones Unidas, los Estados Partes en el
presente Protocolo se obligan a suministrarle en forma adecuada las in-
formaciones y los datos estadísticos que soliciten acerca de:

a) La condición de los refugiados;
b) La ejecución del presente Protocolo;
c) Las leyes, reglamentos y decretos, que estén o entraren en vigor, con-
cernientes a los refugiados.

Artículo III
Información sobre Legislación Nacional
Los Estados Partes en el presente Protocolo comunicarán al Secretario
General de las Naciones Unidas el texto de las leyes y los reglamentos
que promulgaren para garantizar la aplicación del presente Protocolo.

PROTOCOLO SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

50

Artículo IV  Solución de Controversias
Toda controversia entre Estados Partes en el presente Protocolo relativa
a su interpretación o aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros
medios, será sometida a la Corte Internacional de Justicia a petición de
cualquiera de las partes en la controversia.

Artículo V
Adhesión
El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados
Partes en la Convención y de cualquier otro Estado Miembro de las
Naciones Unidas, miembro de algún organismo especializado o que haya
sido invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a adherirse
al mismo. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento
de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo VI
Cláusula Federal
Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las
disposiciones siguientes:

a) En lo concerniente a los artículos de la Convención que han de aplicarse
conforme al párrafo 1 del artículo I del presente Protocolo, y cuya aplicación
dependa de la acción legislativa del poder legislativo federal, las obliga-
ciones del gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de
los Estados Partes que no son Estados federales;

b) En lo concerniente a los artículos de la Convención que han de aplicarse
conforme al párrafo 1 del artículo I del presente Protocolo, y cuya aplicación
dependa de la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincia o
cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la
Federación, no estén obligados a adoptar medidas legislativas, el gobierno
federal a la mayor brevedad posible y con su recomendación favorable,
comunicará el texto de dichos artículos a las autoridades competentes de
los Estados, provincias o cantones;

c) Todo Estado federal que sea Parte en el presente Protocolo proporcionará,
a petición de cualquier otro Estado Parte en el mismo que le haya sido
transmitida por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
una exposición de la legislación y de las prácticas vigentes en la Federación



51

y en sus unidades constituyentes en lo concerniente a determinada dis-
posición de la Convención que haya de aplicarse conforme al párrafo 1
del artículo I del presente Protocolo, indicando en qué medida, por acción
legislativa o de otra índole, se ha dado efectividad a tal disposición.

Artículo VII
Reservas y Declaraciones
1. Al tiempo de su adhesión todo Estado podrá formular reservas con
respecto al artículo IV del presente Protocolo y en lo que respecta a la
aplicación, conforme al artículo I del presente Protocolo, de cualesquiera
disposiciones de la Convención que no sean las contenidas en los artículos
1, 3, 4, 16 (1) y 33; no obstante, en el caso de un Estado Parte en la
Convención, las reservas formuladas al amparo de este artículo no se harán
extensivas a los refugiados respecto a los cuales se aplica la Convención.

2. Las reservas formuladas por los Estados Partes en la Convención conforme
al artículo 42 de la misma serán aplicables, a menos que sean retiradas,
en relación con las obligaciones contraídas en virtud del presente Protocolo.

3. Todo Estado que haya formulado una reserva con arreglo al párrafo 1
del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento, mediante comu-
nicación al efecto dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

4. La declaración hecha conforme a los párrafos 1 y 2 del artículo 40 de la
Convención por un Estado Parte en la misma que se adhiera al presente
Protocolo se considerará aplicable con respecto al presente Protocolo a
menos que, al efectuarse la adhesión, se dirija una notificación en contrario
por el Estado Parte interesado al Secretario General de las Naciones Unidas.
Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 del artículo 40 y del párrafo 3 del
artículo 44 de la Convención se considerarán aplicables mutatis mutandis
al presente Protocolo.

Artículo VIII
Entrada en vigor
1. El presente Protocolo entrará en vigor en la fecha en que se deposite el
sexto instrumento de adhesión.

2. Respecto a cada Estado que se adhiera al Protocolo después del depósito
del sexto instrumento de adhesión, el Protocolo entrará en vigor en la
fecha del depósito por ese Estado de su instrumento de adhesión.

PROTOCOLO SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS
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Artículo IX
Denuncia
1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá denunciarlo en cualquier
momento mediante notificación dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto para el Estado Parte interesado un año des-
pués de la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas la
haya recibido.

Artículo X
Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas
El Secretario General de las Naciones Unidas informará a los Estados
mencionados en el artículo V supra acerca de la fecha de entrada en
vigor, adhesiones, reservas formuladas y retiradas y denuncias del presente
Protocolo, así como acerca de las declaraciones y notificaciones relativas
a éste.

Artículo XI
Depósito en los archivos de la Secretaría de las Naciones Unidas
Un ejemplar del presente Protocolo, cuyos textos en chino, español, francés,
inglés y ruso son igualmente auténticos, firmado por el Presidente de la
Asamblea General y por el Secretario General de las Naciones Unidas,
quedará depositado en los archivos de la Secretaría de las Naciones Unidas.
El Secretario General transmitirá copias certificadas del mismo a todos
los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los demás Estados
mencionados en el artículo V supra.
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DECLARACIÓN DE CARTAGENA
SOBRE LOS REFUGIADOS

Adoptada por el "Coloquio Sobre la Protección Internacional de los Refugiados
en América Central, México y Panamá : Problemas Jurídicos y Humanitarios",

celebrado en Cartagena, Colombia, del 19 al 22 de noviembre de 1984.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

I
Recordando las conclusiones y recomendaciones adoptadas por el Coloquio
realizado en 1981 en México sobre Asilo y Protección Internacional de
Refugiados en América Latina, el cual estableció importantes criterios para
el análisis y consideración de esta materia;

Reconociendo que la situación centroamericana en lo que se refiere a
refugiados ha evolucionado en estos últimos años de tal forma que ha
adquirido nuevas dimensiones que requieren una especial consideración;

Apreciando los generosos esfuerzos que han realizado los países receptores
de refugiados centroamericanos no obstante las enormes dificultades que
han debido afrontar, particularmente ante la crisis económica actual;

Destacando la admirable labor humanitaria y apolítica que le ha corres-
pondido desempeñar al ACNUR en los países centroamericanos, México
y Panamá de conformidad con lo establecido en la Convención de las
Naciones Unidas de 1951 y en el Protocolo de 1967, así como en la Resolución
428 (V) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en virtud de la
cual el mandato del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados se aplica a todos los Estados, sean o no partes de la mencionada
Convención y/o Protocolo;

Teniendo igualmente presente la labor efectuada en la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos en cuanto a la protección de los
derechos de los refugiados en el continente;

Apoyando decididamente los esfuerzos del Grupo Contadora para solucionar
de un modo efectivo y duradero el problema de los refugiados centroamericanos,
lo cual constituye un avance significativo en la negociación de acuerdos
operativos para lograr la paz en la región;
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Expresando su convencimiento de que muchos de los problemas jurídi-
cos y humanitarios que han surgido en la región centroamericana, México
y Panamá , en lo que se refiere a los refugiados, sólo pueden ser encara-
dos teniendo en consideración la necesaria coordinación y armonización
entre los sistemas universales, regionales y los esfuerzos nacionales;

II
Habiendo tomado conocimiento, con apreciación, de los compromisos en
materia de refugiados incluidos en el Acta de Contadora para la Paz y
Cooperación en Centroamérica, cuyos criterios comparte plenamente y
que a continuación se transcriben:

a) "Realizar, si aún no lo han hecho, los trámites constitucionales para
adherirse a la Convención de 1951 y al Protocolo de 1967 sobre el Estatuto
de los Refugiados."

b) "Adoptar la terminología establecida en la Convención y en el Protocolo
citados en el párrafo anterior, con el objeto de diferenciar a los refugiados
de otras categorías de migrantes."

c) "Establecer los mecanismos internos necesarios para aplicar las disposi-
ciones de la Convención y del Protocolo citados cuando se produzca la
adhesión."

d) "Que se establezcan mecanismos de consulta entre los países centro-
americanos con representantes de las oficinas gubernamentales respon-
sables de atender el problema de los refugiados en cada Estado."

e) "Apoyar la labor que realiza el Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados (ACNUR) en Centroamérica, y establecer mecanismos
directos de coordinación para facilitar el cumplimiento de su mandato."

f) "Que toda repatriación de refugiados sea de carácter voluntario, mani-
festada individualmente y con la colaboración del ACNUR".

g) "Que con el objeto de facilitar la repatriación de los refugiados, se esta-
blezcan comisiones tripartitas integradas por representantes del Estado
de origen, el Estado receptor y el ACNUR".

h) "Fortalecer los programas de protección y asistencia a los refugiados,
sobre todo en los aspectos de salud, educación, trabajo y seguridad."
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i) "Que se establezcan programas y proyectos con miras a la autosuficiencia
de los refugiados."

j) "Capacitar a los funcionarios responsables en cada Estado de la protección
y asistencia a los refugiados, con la colaboración del ACNUR u otros
organismos internacionales."

k) "Solicitar a la comunidad internacional ayuda inmediata para los refugiados
centroamericanos, tanto en forma directa, mediante convenios bilaterales
o multilaterales, como a través del ACNUR y otros organismos y agencias."

l) "Detectar, con la colaboración del ACNUR, otros posibles países receptores
de refugiados centroamericanos. En ningún caso se trasladará al refugiado
en contra de su voluntad a un tercer país".

m) "Que los gobiernos del área realicen los esfuerzos necesarios para
erradicar las causas que provocan el problema de los refugiados".

n) "Que una vez que las bases para la repatriación voluntaria e individual
hayan sido acordadas, con garantías plenas para los refugiados, los países
receptores permitan que delegaciones oficiales del país de origen, acom-
pañadas por representantes del ACNUR y el país receptor, puedan visitar
los campamentos de refugiados".

ñ) "Que los países receptores faciliten el trámite de salida de los refugiados
con motivo de la repatriación voluntaria e individual, en coordinación con
el ACNUR".

o) "Establecer las medidas conducentes en los países receptores para
evitar la participación de los refugiados en actividades que atenten contra
el país de origen, respetando en todo momento los derechos humanos de
los refugiados".

III
El Coloquio ha adoptado asimismo las siguientes conclusiones:

Primera. Promover dentro de los países de la región la adopción de normas
internas que faciliten la aplicación de la Convención y el Protocolo y, si es
preciso, que establezcan los procedimientos y recursos internos para la
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protección de los refugiados. Propiciar, asimismo, que la adopción de normas
de derecho interno se inspiren en los principios y criterios de la Convención
y el Protocolo, coadyuvándose así en el necesario proceso dirigido a la
armonización sistemática de las legislaciones nacionales en materia de
refugiados.

Segunda. Propiciar que la ratificación o adhesión a la Convención de 1951
y al Protocolo de 1967, respecto de aquellos Estados que aún no lo han
hecho, no vaya acompañada de reservas que limiten el alcance de dichos
instrumentos, e invitar a los países que las hayan formulado a que consideren
su levantamiento en el más corto plazo.

Tercera. Reiterar que, en vista de la experiencia recogida con motivo de la
afluencia masiva de refugiados en el área centroamericana, se hace
necesario encarar la extensión del concepto de refugiado, teniendo en
cuenta, en lo pertinente, y dentro de las características de la situación
existente en la región, el precedente de la Convención de la OUA (artículo 1,
párrafo 2) y la doctrina utilizada en los informes de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos. De este modo, la definición o concepto
de refugiado recomendable para su utilización en la región es aquella que
además de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo
de 1967, considere también como refugiados a las personas que han huido
de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas
por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos,
la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que
hayan perturbado gravemente el orden público.

Cuarta. Ratificar la naturaleza pacífica, apolítica y exclusivamente humanitaria
de la concesión de asilo o del reconocimiento de la condición de refugiado
y subrayar la importancia del principio internacionalmente aceptado
mediante el cual nada de ello podrá ser interpretado como un acto inamis-
toso hacia el país de origen de los refugiados.

Quinta. Reiterar la importancia y significación del principio de no devolución
(incluyendo la prohibición del rechazo en las fronteras), como piedra angular
de la protección internacional de los refugiados. Este principio imperativo
en cuanto a los refugiados, debe reconocerse y respetarse en el estado
actual del derecho internacional, como un principio de jus cogens.
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Sexta. Reiterar a los países de asilo la conveniencia de que los campa-
mentos y asentamientos de refugiados ubicados en zonas fronterizas sean
instalados al interior de los países de asilo a una distancia razonable de
las fronteras con miras a mejorar las condiciones de protección en favor
de éstos, a preservar sus derechos humanos y a poner en práctica proyectos
destinados a la autosuficiencia e integración en la sociedad que los acoge.

Séptima. Expresar su preocupación por el problema de los ataques militares
a los campamentos y asentamientos de refugiados que han ocurrido en
diversas partes del mundo y proponer a los gobiernos de los países de
Centroamérica, México y Panamá que apoyen las medidas que sobre el
tema ha propuesto el Alto Comisionado al Comité Ejecutivo del ACNUR.

Octava. Propiciar que los países de la región establezcan un régimen sobre
tratamiento mínimo para los refugiados, con base en los preceptos de la
Convención de 1951 y del Protocolo de 1967 y en la Convención Americana
de los Derechos Humanos, tomándose además en consideración las
conclusiones emanadas del Comité Ejecutivo del ACNUR, en particular la
No. 22 sobre la Protección a los Solicitantes de Asilo en Situaciones de
Afluencia en Gran Escala.

Novena. Expresar su preocupación por la situación que padecen las personas
desplazadas dentro de su propio país. Al respecto, el Coloquio llama la
atención de las autoridades nacionales y de los organismos internacionales
competentes para que ofrezcan protección y asistencia a estas personas
y contribuyan a aliviar la angustiosa situación en que muchas de ellas se
encuentran.

Décima. Formular un llamado a los Estados partes de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos de 1969 para que apliquen este instru-
mento en su conducta con los asilados y refugiados que se encuentran en
su territorio.

Undécima. Estudiar en los países del área que cuentan con una presencia
masiva de refugiados, las posibilidades de lograr la integración de los
refugiados a la vida productiva del país, destinando los recursos de la
comunidad internacional que el ACNUR canaliza a la creación o generación
de empleos, posibilitando así el disfrute de los derechos económicos,
sociales y culturales de los refugiados.
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Duodécima. Reiterar el carácter voluntario e individual de la repatriación
de los refugiados y la necesidad de que ésta se produzca en condiciones
de completa seguridad, preferentemente, al lugar de residencia del refugiado
en su país de origen.

Decimotercera. Reconocer que la reunificación de las familias constituye
un principio fundamental en materia de refugiados, el cual debe inspirar el
régimen de tratamiento humanitario en el país de asilo y de la misma
manera las facilidades que se otorguen en los casos de repatriación voluntaria.

Decimocuarta. Instar a las organizaciones no gubernamentales, interna-
cionales y nacionales a que prosigan su encomiable labor coordinando su
acción con el ACNUR y con las autoridades nacionales del país de asilo,
de acuerdo con las directrices que éstas señalen.

Decimoquinta. Promover el uso, con mayor intensidad, de los organismos
competentes del sistema interamericano y, en especial, la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos con el propósito de complementar
la protección internacional de los asilados y refugiados. Desde luego, para
el cumplimiento de esas funciones el Coloquio considera que sería acon-
sejable acentuar la estrecha coordinación y cooperación existente entre
la Comisión y el ACNUR.

Decimosexta. Dejar constancia de la importancia que reviste el Programa
de Cooperación OEA / ACNUR y las actividades que se han desarrollado
y proponer que la próxima etapa concentre su atención en la problemática
que plantea la afluencia masiva de refugiados en Centroamérica, México
y Panamá.

Decimoséptima. Propiciar en los países centroamericanos y del Grupo
Contadora una difusión a todos los niveles posibles de las normas inter-
nacionales e internas referentes a la protección de los refugiados y, en
general, de los derechos humanos. En particular el Coloquio considera de
especial importancia que dicha divulgación se efectúe contando con la
valiosa cooperación de las correspondientes universidades y centros
superiores de enseñanza.
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IV
El Coloquio de Cartagena, en consecuencia,

Recomienda:

•  Que los compromisos en materia de refugiados contenidos en el Acta de
Paz de Contadora constituyen, para los diez Estados participantes en el
Coloquio, pautas que deben ser necesaria y escrupulosamente respetadas
para determinar la conducta a seguir con relación a los refugiados en el
área centroamericana.

•  Que las conclusiones a las que se ha llegado en el Coloquio (III) sean
tenidas adecuadamente en cuenta para encarar la solución de los
gravísimos problemas creados por la actual afluencia masiva de refugiados
en América Central, México y Panamá.

•   Que se publique un volumen que contenga el documento de trabajo, las
ponencias e informes, así como las conclusiones y recomendaciones del
Coloquio y demás documentos pertinentes, solicitando al Gobierno de
Colombia, al ACNUR y a los organismos competentes de la OEA que adopten
las medidas necesarias para lograr la mayor difusión de dicha publicación.

•  Que se haga público el presente documento como "Declaración de
Cartagena sobre los Refugiados".

•  Que se solicite al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados transmitir oficialmente el contenido de la presente Declara-
ción a los jefes de Estado de los países de Centroamérica, de Belice y de
los países integrantes del Grupo Contadora.

Finalmente el Coloquio expresó su profundo agradecimiento a las autori-
dades colombianas, y en particular al Señor Presidente de la República,
Doctor Belisario Betancur, y al Ministro de Relaciones Exteriores, Doctor
Augusto Ramírez Ocampo, al Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados, Dr. Poul Hartling, quienes honraron con su presencia
al Coloquio, así como a la Universidad de Cartagena de Indias y al Centro
Regional de Estudios del Tercer Mundo por la iniciativa y la realización de
este importante evento. De manera especial el Coloquio expresó su reco-
nocimiento al apoyo y hospitalidad ofrecidos por las autoridades del
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Departamento de Bolívar y de la Ciudad de Cartagena. Asimismo, agra-
deció la cálida acogida del pueblo de esta ciudad, conocida precisamente
como "Ciudad Heroica".

El Coloquio, finalmente, dejó constancia de su reconocimiento a la generosa
tradición de asilo y refugio practicada por el pueblo y las autoridades de
Colombia.

Cartagena de Indias, 22 de noviembre de 1984.
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“DECLARACIÓN Y PLAN DE ACCIÓN DE MÉXICO PARA
FORTALECER LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE

LOS REFUGIADOS EN AMÉRICA LATINA”
Ciudad de México, 16 de noviembre del 2004

Declaración

Los gobiernos de los países de América Latina participantes,

Reunidos en la Ciudad de México para celebrar el vigésimo aniversario
de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984, que
revitalizó la generosa tradición de asilo de América Latina,

Reconociendo la contribución de América Latina al desarrollo progresivo
del derecho internacional de los refugiados iniciado en 1889 con el Trata-
do sobre Derecho Penal Internacional y continuado, entre otros instru-
mentos, a través de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes
del Hombre de 1948, la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos de 1969, la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984;
el documento “Principios y Criterios Para la Protección y Asistencia a los
Refugiados, Repatriados y Desplazados Centroamericanos en América
Latina” (CIREFCA-1989), el Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos,
sociales y culturales de 1988, “Protocolo de San Salvador” y la Declara-
ción de San José sobre Refugiados y Personas Desplazadas de 1994;
así como de la doctrina y jurisprudencia sobre la materia desarrollada,
respectivamente, por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos,

Reiterando su solemne compromiso con las personas que tienen el dere-
cho a la protección internacional en América Latina,

Enfatizando que el humanismo y la solidaridad son principios fundamen-
tales que deben seguir orientando las políticas de Estado sobre refugia-
dos en América Latina,



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

62

Reafirmando el derecho fundamental de la persona de buscar y recibir
asilo consagrado en el artículo XXVII de la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y el artículo 22 (7) de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos de 1969,

Reafirmando, asimismo, la validez y vigencia de los principios y normas
contenidos en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y
su Protocolo de 1967, así como la complementariedad del derecho interna-
cional de los refugiados, del derecho internacional de los derechos humanos
y del derecho internacional humanitario, y por ende la importancia de la
utilización bajo el principio pro-homine de las normas y principios de estas
tres ramas del derecho internacional para fortalecer la protección de los
refugiados y otras personas que tiene el derecho a la protección internacional,

Reconociendo el carácter de jus cogens del principio de la no-devolución
(non-refoulement), incluyendo el no rechazo en frontera, piedra angular
del derecho internacional de los refugiados, recogido en la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, y
afirmado asimismo en el artículo 22 (8) de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, y el artículo 3 de la Convención contra la Tortura y
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y el compromiso
de los países de América Latina con el mantenimiento de fronteras abiertas
para garantizar la protección y seguridad de quienes tienen el derecho a
la protección internacional,

Reafirmando, la obligación de los Estados de respetar el principio de no
discriminación y de adoptar medidas para prevenir, combatir y eliminar
todas las formas de discriminación y xenofobia, garantizando el ejercicio
de los derechos de todas las personas sujetas a la jurisdicción del Estado
sin distinción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social,
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, incluida
la condición de refugiado y la de otras personas que necesitan protección,

Pidiendo a los medios de comunicación que promuevan los valores de
solidaridad, respeto, tolerancia y multiculturalismo, subrayando la pro-
blemática humanitaria de las víctimas del desplazamiento forzado y sus
derechos fundamentales,



63

Reafirmando los principios de indivisibilidad e interdependencia de todos
los derechos humanos y la necesidad de una protección integral de los
refugiados, que garantice el debido ejercicio de sus derechos, en particular,
los derechos civiles, económicos, sociales y culturales,

Reconociendo que la unidad de la familia es un derecho humano fundamen-
tal de los refugiados y recomendando, por tanto, la adopción de mecanismos
que garanticen su respeto,

Reconociendo la actualidad de la Declaración de Cartagena sobre los
Refugiados de 1984 y su importancia para continuar inspirando las políticas
públicas de protección y búsqueda de soluciones duraderas en las situa-
ciones de refugiados que América Latina enfrenta en el presente,

Reconociendo la importancia de los principios recogidos por la Declaración
de Cartagena sobre los Refugiados para brindar protección y buscar
soluciones duraderas, se constató la necesidad de avanzar en una
consideración más profunda de sus recomendaciones,

Recomendando que en el marco de una progresiva armonización legislativa
en materia de refugiados, dentro de los procesos en marcha de integración
regional, se incorporen debidamente los principios y normas contenidos
en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo
de 1967, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás
instrumentos internacionales relevantes,

Reconociendo los importantes avances que se han hecho en algunos
países de la región Latinoamericana en el establecimiento de mecanismos
eficientes para la determinación de la condición de refugiado, y señalando
asimismo la importancia de continuar reforzando estos mecanismos,

Animando a aquellos países que aún no cuentan con legislación sobre
refugiados para que la adopten a la brevedad y soliciten a este fin la
asesoría técnica del ACNUR; así como a aquellos países que están en
proceso de revisión de su legislación a efecto de que su normativa interna
sea consistente con los estándares internacionales y regionales en
materia de refugiados y derechos humanos, y se supere la brecha que
pudiese existir entre la práctica estatal y la norma escrita,
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Reconociendo la responsabilidad de los Estados de brindar protección
internacional a los refugiados, así como la necesaria cooperación inter-
nacional técnica y financiera para encontrar soluciones duraderas, dentro
de un marco de compromiso con la consolidación del Estado de Derecho
en los países de América Latina, el respeto universal de los derechos
humanos y los principios de solidaridad y responsabilidad compartida,

Afirmando que las políticas de seguridad y lucha contra el terrorismo deben
enmarcarse dentro del respeto de los instrumentos nacionales e interna-
cionales de protección de los refugiados y de los derechos humanos en
general,

Constatando con preocupación que en algunas partes de América Latina persis-
te el desplazamiento interno de personas así como flujos de refugiados,

Subrayando que ante la gravedad de la problemática del desplazamiento
forzado en la región es necesario atender sus causas y, a la vez, desarrollar
políticas y soluciones pragmáticas para brindar protección efectiva a
quienes la requieren,

Reiterando la conclusión decimosexta de la Declaración de San José de 1994
sobre Refugiados y Personas Desplazadas en la que se afirmaba “que la
problemática de los desplazados internos, no obstante ser fundamentalmen-
te responsabilidad de los Estados de los que son nacionales, constituye
también objeto de preocupación de la comunidad internacional por tratarse
de un tema de derechos humanos que puede estar relacionado con la
prevención de las causas que originan los flujos de los refugiados…”,

Reconociendo que la persecución puede guardar relación con el género
y la edad de los refugiados; así como la necesidad de brindar protección y
asistencia humanitaria atendiendo a las necesidades diferenciadas de
hombres y mujeres, niños y niñas, adolescentes y adultos mayores, perso-
nas con discapacidad, minorías y grupos étnicos,

Reconociendo la existencia de flujos migratorios mixtos, dentro de los
cuales hay personas que pueden calificar como refugiados que requieren
un tratamiento específico con las debidas salvaguardas legales que ga-
ranticen su identificación y acceso a los procedimientos de determinación
de la condición de refugiado; y por tanto resaltando la importancia de
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continuar prestando atención a la protección de los refugiados en los foros
multilaterales regionales en materia de migración y, en particular, en la
Conferencia Regional de Migración (Proceso Puebla) y la Conferencia
Sudamericana de Migración,

Destacando el papel en materia de protección de los refugiados de las
Procuradurías y Comisionados de Derechos Humanos y las Defensorías
del Pueblo y de los Habitantes, entendidas en adelante como instituciones
nacionales de promoción y protección de derechos humanos, como
entidades estatales independientes que velan por el debido ejercicio de
la administración pública y la promoción y protección de los derechos
fundamentales de la persona,

Destacando, asimismo, el aporte decisivo brindado por las Organizaciones
No Gubernamentales y otras instancias de la sociedad civil en la protección
y asistencia de los refugiados y otras personas que requieren protección,
incluyendo su labor de asesoría en el desarrollo de políticas de pro-
tección y soluciones duraderas,

Reconociendo la necesidad de continuar promoviendo el derecho interna-
cional de los refugiados, el derecho internacional de los derechos humanos
y el derecho internacional humanitario, así como de difundir las buenas
prácticas de protección y de soluciones duraderas en América Latina,

Subrayando la importancia de fortalecer la cooperación entre los órganos
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y el Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), para una protección
más efectiva de los refugiados y otras personas necesitadas de protección,
e instándoles para continuar estrechando esta colaboración,

Convencidos que, a pesar de los significativos avances en la protección
de los refugiados en América Latina, es necesario que los Estados in-
tensifiquen sus esfuerzos para brindar protección, asistencia y encontrar
soluciones adecuadas para los refugiados en la región, dentro de un
espíritu de solidaridad y responsabilidad compartida con el apoyo de la
cooperación internacional,

Subrayando que la repatriación voluntaria es la solución duradera por
excelencia para los refugiados y que para su realización en seguridad y
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dignidad es fundamental que los gobiernos de los países de origen, con
el apoyo de la cooperación internacional, tomen las medidas oportunas
para garantizar la protección de sus nacionales repatriados,

Reiterando a los Estados, los organismos internacionales y a la sociedad
civil la importancia de incorporar plenamente a las poblaciones desarraiga-
das en el diseño y puesta en práctica de los programas para su atención
y protección, reconociendo y valorando su potencial humano,

Haciendo un llamado a la comunidad internacional, representada por las
Naciones Unidas, el Sistema Interamericano y, particularmente, a los países
donantes, para que continúen apoyando esta importante labor de protección
de los refugiados que realizan los Estados de América Latina con la
cooperación del ACNUR y la sociedad civil,

Habiendo tomado nota de las conclusiones adoptadas por consenso en las
cuatro reuniones sub-regionales realizadas en Brasilia, Brasil; San José,
Costa Rica; Cartagena de Indias y Bogotá, Colombia, y deseando poner en
práctica las valiosas recomendaciones del proceso preparatorio, cuya eje-
cución contribuirá al cumplimiento en América Latina de la Agenda Para la
Protección adoptada por el Comité Ejecutivo del ACNUR en el 2002,

RESUELVEN,

Aprobar la presente Declaración y el Plan de Acción adjunto como “De-
claración y Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Inter-
nacional de los Refugiados en América Latina”.

Solicitar al ACNUR y la comunidad internacional su apoyo en la ejecución del
Plan de Acción, incluyendo los programas relativos a soluciones duraderas.

Celebrar y apoyar la propuesta de Brasil para el establecimiento de un
programa regional de reasentamiento en América Latina.

Exhortar al ACNUR para que en el ejercicio de su responsabilidad de
supervisión solicite informes periódicos a los Estados respecto de la
situación de los refugiados en los países de América Lat na y, a aquellos
Estados parte, respecto de la aplicación de la Convención de 1951 y su
Protocolo de 1967.
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Solicitar al ACNUR apoyar con mayor intensidad a los países de América
Latina en los procesos de integración local de los refugiados.

Tomar en cuenta debidamente la presente Declaración y el Plan de Acción
adjunto para encarar la solución de la situación de los refugiados en
América Latina.

Solicitar a los organizadores y patrocinadores de este evento que se pu-
blique un volumen que contenga los documentos de trabajo, los informes
de las reuniones preparatorias y la Declaración y el Plan de Acción de
México, solicitando al Gobierno de México, al ACNUR y a los organismos
competentes de la OEA que adopten las medidas necesarias para lograr
una amplia difusión.

Solicitar al ACNUR transmitir oficialmente el contenido de la Declaración y
Plan de Acción de México a los Jefes de Estado de los países participantes
para su amplia difusión.

Solicitar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox
Quesada que, si lo tuviera a bien, diera a conocer la realización del
presente evento en la XIV Cumbre Iberoamericana, que tendrá lugar el
18 y 19 de noviembre del año en curso en San José de Costa Rica.

Finalmente, los participantes expresaron su profundo agradecimiento al
Gobierno y al pueblo de México como país anfitrión del evento conmemo-
rativo los días 15 y 16 de noviembre de 2004 en la Ciudad de México; a
los gobiernos de Costa Rica, Brasil y Colombia por haber co-auspiciado
las reuniones preparatorias, al ACNUR y al Consejo Noruego para Refu-
giados como organizadores, y a la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y al Instituto
Interamericano de Derechos Humanos como patrocinadores; así como a
las organizaciones de la sociedad civil, las instituciones nacionales
de promoción y protección de derechos humanos, y a los expertos que
con sus consejos y oportunas recomendaciones han prestado una
contribución fundamental en este proceso.

Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2004
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Plan de Acción de México
“Para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados

en América Latina”

Preámbulo

En ocasión del vigésimo aniversario de la Declaración de Cartagena sobre
los Refugiados, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados (ACNUR), junto con el Consejo Noruego para los Refugiados,
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos
y los gobiernos de Brasil, Costa Rica y México, reunieron a los gobiernos
de los países de América Latina, expertos y diferentes sectores de la
sociedad civil para analizar conjuntamente los principales desafíos que
enfrenta hoy la protección de los refugiados y otras personas que necesitan
protección internacional en América Latina, e identificar líneas de acción
para asistir a los países de asilo en la búsqueda de soluciones adecuadas
dentro del espíritu pragmático y de principios que propugna la Declaración
de Cartagena.

Con este propósito se realizaron cuatro reuniones consultivas preparatorias
en San José, Costa Rica (12-13 de agosto), Brasilia, Brasil (26-27 de
agosto), Cartagena de Indias, Colombia (16-17 de septiembre) y Bogotá,
Colombia (6-7 de octubre), en las que se analizó la problemática de refugia-
dos en cada región. Como resultado de cada encuentro, un informe fue
adoptado por consenso. Con base en las conclusiones y recomendaciones
de estas reuniones regionales preparatorias, los participantes han elaborado
el presente Plan de Acción con el propósito de continuar fortaleciendo los
mecanismos de protección y de búsqueda de soluciones para los refugiados
y otras personas que necesitan protección internacional en la región.

Capítulo Primero
La Situación de los Refugiados en América Latina

Al conmemorarse el vigésimo aniversario de la Declaración de Cartagena
sobre los Refugiados, en Latinoamérica todavía subsisten situaciones que
generan desplazamiento forzado, particularmente en la región andina.
Además de un creciente número de refugiados latinoamericanos, la
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región igualmente brinda protección y soluciones duraderas a refugiados
de otros continentes.

Salvedad hecha de la región andina, donde los flujos transfronterizos
obedecen particularmente a una crisis humanitaria que se caracteriza por
desplazamientos forzados al interior de Colombia, y que afecta de manera
diferenciada a los países vecinos y otros países de la región, en la ac-
tualidad los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados están
inmersos dentro de los flujos migratorios que atraviesan el continente.

Por otra parte, en la región andina la magnitud del desplazamiento forzado
se ve opacada por un contexto en el que muchas personas que requieren
protección optan por el anonimato y la dispersión, y por ende, no solicitan
formalmente protección internacional.

Paralelamente, en el Cono Sur, se han iniciado programas pilotos de
reasentamiento de refugiados reconocidos en otras partes del mundo.

Esto hace que en la actualidad en Latinoamérica coexisten varias situacio-
nes: 1) países que continúan recibiendo a un número reducido de solicitantes
de la condición de refugiado y refugiados inmersos en los flujos migratorios
regionales y continentales; 2) países que albergan a un número significativo
de refugiados reconocidos y/o solicitantes de la condición de refugiado;
3) países con programas emergentes de reasentamiento. En algunos
países de la región estas situaciones convergen.

El marco normativo e institucional para la protección de refugiados se ha
fortalecido en los últimos 20 años. Un importante número de países de
América Latina han consagrado a nivel constitucional el derecho de asilo
y la gran mayoría es parte de la Convención sobre el Estatuto de los
Refugiados de 1951 y/o de su Protocolo de 1967. Asimismo, la gran
mayoría dispone de órganos, normas y procedimientos nacionales para
la determinación de la condición de refugiado. Algunos países reconocen
que la persecución puede guardar relación con el género y la edad,
teniendo presente las necesidades diferenciadas de protección de
hombres y mujeres, niños y niñas, adolescentes, y ancianos. Sin embargo,
algunos de estos mecanismos nacionales son todavía incipientes y
requieren para ser operativos de mayores recursos humanos, técnicos y
financieros, incluyendo capacitación en materia de derecho internacional
de los refugiados, y así garantizar un procedimiento justo y eficiente.
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La definición de refugiado de la Declaración de Cartagena ha sido incluida
en la legislación interna de un número importante de países. No obstante,
durante el proceso preparatorio se constató la necesidad de aclarar y
precisar los criterios para su interpretación, en particular la interpretación
restrictiva de las cláusulas de exclusión, la interpretación de las circuns-
tancias específicas y su aplicación a los casos individuales, utilizando la
jurisprudencia establecida por los órganos y tribunales de derechos
humanos y tomando en cuenta los legítimos intereses de seguridad de
los Estados, a través de un diálogo amplio y abierto con miras a la
sistematización de la práctica estatal y la doctrina.

El ejercicio de derechos fundamentales por parte de los refugiados deter-
mina la calidad del asilo. La calidad de asilo es asimismo primordial para
encontrar soluciones duraderas a la problemática de los refugiados. En la
medida que un refugiado encuentre protección efectiva en un país no se
verá en la necesidad de buscar protección en un tercer país a través de
movimientos secundarios y/o irregulares. Al mismo tiempo, es necesario
que los países de origen de los refugiados, con la cooperación de la
comunidad internacional, continúen realizando esfuerzos para crear
condiciones adecuadas para el retorno en seguridad y dignidad de sus
nacionales refugiados.

Sobre la base de las condiciones socioeconómicas imperantes en los
países de asilo, así como los distintos perfiles de los refugiados y otras
personas que requieren protección en la región, es necesario diseñar y
poner en práctica nuevas políticas creativas que faciliten la búsqueda de
soluciones adecuadas. Esto obliga a plantearse nuevas estrategias en
materia de autosuficiencia e integración local, tanto en centros urbanos
como en zonas fronterizas, así como el uso estratégico del reasentamiento,
en un marco de solidaridad regional.

Paralelamente, en las zonas fronterizas es importante fortalecer los
programas de atención humanitaria y social, dando énfasis a enfoques
territoriales y no poblaciones, de tal forma que las comunidades receptoras
se beneficien al igual que los refugiados y otras personas que requieren
protección.
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Capítulo Segundo
La Protección Internacional para los Refugiados

1. Investigación y Desarrollo doctrinal:

Las reuniones preparatorias consideraron oportuno que se haga un reco-
nocimiento a la contribución de América Latina al desarrollo progresivo
del derecho internacional de los refugiados. Al respecto, instrumentos
regionales como la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, la
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y
la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969; así como la
doctrina y jurisprudencia sobre la materia desarrollada, respectivamente,
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, han contribuido a mejorar las
condiciones de los refugiados en América Latina.

Al respecto, se toma nota además de otra recomendación en todas las
reuniones preparatorias de fortalecer la cooperación de los Estados de la
región entre sí y con el ACNUR, los órganos de derechos humanos del
Sistema Interamericano y las instituciones académicas y de investigación
de América Latina en los campos de la investigación interdisciplinaria, la
promoción y la formación del derecho internacional de los refugiados.

En el marco de esta cooperación, se recomendó abrir un proceso de consul-
tas con el fin de precisar el contenido y alcance de la conclusión III de la
Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, para fortalecer la protec-
ción internacional de los refugiados en América Latina. Al respecto se ha
previsto la elaboración de un Manual de Procedimientos y Criterios para la
Aplicación de la Determinación de Refugiado de la Declaración de Cartagena.

Para profundizar en el conocimiento del Derecho de los Refugiados, se
propone la realización por parte del ACNUR, en cooperación con los
órganos de derechos humanos del sistema interamericano y las institu-
ciones académicas y de investigación, de los proyectos siguientes:

• Serie de Investigación Jurídica sobre “La Protección Internacional de
los Refugiados en América Latina”,
• Manual sobre “Procedimientos y Criterios para la Aplicación de la Definición
de Refugiado de la Declaración de Cartagena”, y
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• Glosario sobre “Conceptos y Términos Jurídicos del Derecho de los
Refugiados”

2. Formación y Fortalecimiento Institucional:

En el proceso de consultas se reconoció el notable esfuerzo que los países
de América Latina han realizado en los últimos 20 años para erigir un
marco institucional que garantice el derecho a buscar y recibir asilo. No
obstante, también se señalaron deficiencias en los sistemas de asilo que
dificultan el acceso a una protección efectiva por parte de los refugiados
y los solicitantes de esta condición.

2.1. A fin de contribuir a un amplio conocimiento y una efectiva ejecución
del marco normativo, así como para facilitar el uso efectivo de los recursos
legales internos (administrativos, judiciales y constitucionales) en la
protección de los derechos de solicitantes de la condición de refugiado y
de los refugiados y garantizar, de esta forma, el derecho a buscar y recibir
asilo, se acuerda pedir al ACNUR que, en cooperación con los órganos
de derechos humanos del Sistema Interamericano, el Instituto Interame-
ricano de Derechos Humanos, las universidades, organizaciones de la
sociedad civil e instituciones nacionales de promoción y protección de
derechos humanos, desarrolle y ejecute un “Programa Latinoamericano
de Formación en Protección Internacional de los Refugiados”. Este
Programa estará dirigido a funcionarios de Estado y la sociedad civil
organizada en redes de protección. El Programa conllevará un proceso
minucioso de selección de participantes, un régimen docente que combine
la formación en el trabajo, la formación a distancia, el auto estudio y el
estudio en régimen residencial, el establecimiento de precisos parámetros
de evaluación e impacto y un debido seguimiento de los graduados, entre
otros elementos técnicos.

Este Programa sería destinado prioritariamente a:

• Presidentes, miembros, asesores jurídicos y entrevistadores de las
  Comisiones Nacionales de Refugiados;
• Funcionarios públicos de fronteras y aeropuertos (policía, fuerzas
   armadas y migración)
• Jueces, defensores públicos y fiscales;
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• Personal profesional de las instituciones nacionales de promoción y
   protección de derechos humanos;
• Personal de las organizaciones no gubernamentales y otras instituciones
   de la sociedad civil participantes en las redes nacionales y regionales
   de protección; y
• Legisladores

2.2. También se constataron las dificultades de algunas Comisiones Nacio-
nales de Refugiados, u otras instancias responsables de refugiados, para
la identificación de personal especializado, la puesta en marcha de sistemas
de registro computarizados, la lentitud de los procesos de determinación
de la condición de refugiado o la debilidad de los procesos de documen-
tación por falta, entre otros motivos, de recursos técnicos, humanos y
financieros. Al respecto, se instó a los Estados a fortalecer los mecanismos
institucionales creados para la determinación de la condición de refugiado,
dotándoles de mayores recursos financieros, y se requirió al ACNUR para
que proporcione capacitación y asesoría técnica.

En reconocimiento de la importancia de las Comisiones Nacionales de
Refugiados para garantizar una protección efectiva, se solicita al ACNUR
que coopere con los gobiernos de América Latina interesados en la
elaboración de proyectos regionales o de ámbito nacional dentro del marco
y las prioridades de un “Programa de Fortalecimiento de las Comisiones
Nacionales de Refugiados”. En relación con lo anterior, es preciso anotar
que los países andinos reunidos en Cartagena de Indias el 16-17 de
septiembre 2004, dentro del proceso preparatorio, acordaron someter a la
consideración del Consejo Andino de Ministros de Relaciones  Exteriores la
creación de un Comité Andino de Autoridades Responsables de Refugiados.

El proceso de consultas determinó que el fortalecimiento de las Comisiones
podría orientarse, entre otros aspectos, a:

-Garantizar el respeto de las normas del debido proceso, a través del
acceso de los solicitantes al procedimiento de determinación de la
condición de refugiado, el establecimiento de recursos efectivos,
la adopción de decisiones en un plazo razonable y procedimientos de
apelación ante instancias independientes; y
-Simplificar los trámites y facilitar la expedición de documentos.
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2.3. La sociedad civil y las instituciones nacionales de promoción y
protección de derechos humanos en América Latina están desempeñando
un papel en la protección y defensa de los refugiados ampliamente
reconocido por los propios gobiernos. Esta importante tarea la llevan a
cabo las organizaciones no gubernamentales y las iglesias, dentro de
un espíritu de cooperación con las instituciones del Estado, incluidas
las instituciones nacionales de promoción y protección de derechos
humanos, con el ACNUR y otros organismos de protección regionales e
internacionales. En las reuniones preparatorias hubo recomendaciones
para incorporar más a la sociedad civil en la formulación de las políticas
públicas sobre refugiados y para continuar apoyando su fortalecimiento.

Se propone por tanto la ejecución de un “Programa de Fortalecimiento de
las Redes Nacionales y Regionales de Protección”, que deberá atender
las necesidades de las organizaciones no gubernamentales, iglesias e
instituciones nacionales de promoción y protección de derechos humanos.
Este Programa  podría dirigirse prioritariamente a las siguientes áreas:

-Reforzar los servicios de asesoría legal y asistencia al refugiado y
solicitante de dicha condición, dentro de una perspectiva que atienda
los específicos requerimientos de los beneficiarios de sus servicios, ya
sean éstos: hombres, mujeres, niños y niñas, adolescentes, adultos
mayores, personas con discapacidades, indígenas u otras categorías;
-Reforzar el conocimiento del derecho internacional de los refugiados
y de los derechos humanos;
-Sistematizar y difundir buenas prácticas y experiencias exitosas
desarrolladas por algunas redes; e
-Intercambiar experiencias entre las distintas redes de la región.

Por tanto, bajo este rubro de Formación y Fortalecimiento Institucional se
proponen los siguientes programas:

• Programa Latinoamericano de Formación en Protección Internacional
  de los Refugiados
• Programa de Fortalecimiento de las Comisiones Nacionales y de
  Refugiados
• Programa de Fortalecimiento de las  Redes Nacionales y Regionales de
  Protección
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Capítulo Tercero
Soluciones Duraderas

Las reuniones preparatorias señalaron las prioridades operativas en las
diferentes sub-regiones y países de la región. Se constató que América
Latina cuenta con una amplia tradición solidaria de protección al perseguido
y que ha sido una región que ha sabido encontrar soluciones a sus propios
refugiados dentro del sub-continente. Se reconoció que la repatriación
voluntaria es la solución óptima para los refugiados, como derecho individual
que ha de ejercerse de manera voluntaria en condiciones de seguridad y
dignidad. Asimismo, se subrayaron las necesidades existentes para facilitar
la autosuficiencia y la integración local de un creciente número de refugia-
dos y el desafío que esto representa para los países de América Latina.

Se reiteró la necesidad de la cooperación internacional, acorde con los
principios de solidaridad y responsabilidad compartida, para poner en prác-
tica soluciones duraderas efectivas, así como para la difusión de buenas
prácticas de soluciones duraderas en la región, propiciando la cooperación
sur-sur, y el enfoque creativo de la Declaración de Cartagena de los
Refugiados de 1984.

Del contexto actual regional sobresalieron dos situaciones que requieren
urgente tratamiento y apoyo internacional. Por un lado, la situación de un
número creciente de refugiados de extracción urbana asentados en los
grandes núcleos urbanos de América Latina. Por otro lado, la situación de
un gran número de ciudadanos colombianos en las zonas fronterizas con
Colombia de Ecuador, Panamá y Venezuela, en su mayoría indocumentados
y necesitados de una acción urgente de protección y asistencia humanitaria
dada su alta vulnerabilidad.

1.  Programa de Autosuficiencia e Integración Local
    “Ciudades Solidarias”

Los refugiados urbanos provienen de un amplio abanico de nacionalidades,
con un porcentaje aún pequeño pero en aumento de refugiados de otros
continentes y culturas. Estos refugiados se asientan fundamentalmente
en centros urbanos y su autosuficiencia e integración socio-económica
es un desafío para los Estados y la sociedad civil, sobre todo teniendo en
cuenta las dificultades económicas que los propios países de asilo
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enfrentan. Es por tanto necesario tener presente la difícil realidad de las
comunidades de acogida al momento de diseñar proyectos de integración.

Del proceso preparatorio habría que destacar: a) la voluntad política de
los gobiernos para facilitar la autosuficiencia económica de los refugiados;
b) la falta de recursos y de experiencia del aparato estatal social para
lograr esta meta; c) el reconocimiento de la labor y experiencia de la socie-
dad civil; d) la necesidad de plantear estrategias adecuadas con la realidad
de los países de asilo y de intercambiar buenas prácticas; e) la necesidad de
contar con la cooperación técnica y financiera internacional.

Las reuniones preparatorias indicaron que en la elaboración de este Progra-
ma se deberán tener en cuenta las realidades socioeconómicas de la
región, en términos de índices de desempleo, pobreza, y exclusión social,
así como el perfil socioeconómico de los beneficiarios. En este sentido,
se mencionaron algunas metas indicativas:

-Propiciar la generación de fuentes de empleo, en particular se sugirió
el establecimiento de sistemas de micro-crédito;
-Establecer mecanismos para una expedita entrega de documentos y
simplificación de los trámites de validación y reconocimiento de
certificados y diplomas; y
-Contemplar mecanismos de participación de la sociedad civil orga-
nizada y del ACNUR en la elaboración, ejecución, seguimiento y mejora
de los proyectos de integración.

El Programa de Autosuficiencia e Integración “Ciudades Solidarias”
pretende evitar, en la medida de los posible, los llamados “movimientos
irregulares o secundarios”, pero sobre todo busca una protección más
efectiva que abarque los derechos y obligaciones sociales, económicos y
culturales del refugiado. Se trataría de facilitar la ejecución de políticas
públicas, dentro de una estrategia social integral, con la cooperación
técnica de las Naciones Unidas y de las organizaciones de la sociedad
civil y el apoyo financiero de la comunidad internacional, para integrar
a un número de refugiados a ser determinado en una serie de centros
urbanos “piloto” de América Latina.
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2. Programa Integral “Fronteras Solidarias”

Los representantes gubernamentales de Ecuador, Panamá y Venezuela,
en la III Reunión Sub-Regional Preparatoria celebrada en Cartagena de
Indias, Colombia (16-17 de septiembre, 2004), indicaron que se desconoce
la real magnitud de la problemática de los refugiados. En este sentido, los
10,000 refugiados y los 30,000 solicitantes de la condición de refugiado
en estos tres países, representaría solamente una fracción del total de
ciudadanos colombianos que transitan y/o permanecen en estos países,
en su mayoría en situación irregular, resaltándose la especial situación
que enfrentan las provincias o Estados fronterizos con Colombia.

Dada la situación imperante en el país de origen, y las dificultades económi-
cas de los países de recepción, se presume que un número considerable
de los colombianos indocumentados o en situación migratoria “irregular”
requieren protección y asistencia humanitaria. Sin embargo, en su mayoría,
permanecen “invisibles” y, por tanto, vulnerables y marginados. Los países
de recepción manifiestan voluntad para cumplir con sus obligaciones
internacionales de protección, pero asimismo preocupación por la magnitud
del problema humanitario cuya dimensión real aún se desconoce.

Para promover una respuesta humanitaria a favor de quienes requieren y
merecen protección internacional, al igual que para atender las necesida-
des básicas de infraestructura y de acceso a servicios comunitarios, en
particular en materia de salud y educación, y facilitar la generación de
fuentes de empleo y proyectos productivos, es necesario propiciar el
desarrollo fronterizo a través de la consolidación de la presencia de las
instituciones del Estado, y de inversiones y proyectos concretos de la
comunidad internacional.

Los representantes de gobierno en la reunión de Cartagena de Indias
indicaron las dificultades que enfrentan las autoridades locales para
mantener los servicios básicos en salud, saneamiento, educación y otros
que se encuentran afectados por un exceso de demanda no planificada.
En todo caso, se subraya la necesidad imperiosa de incluir a las poblaciones
locales como receptoras de ayuda al desarrollo, al ser éstas las que
asumen gran parte del peso de la solidaridad, a pesar de ser poblaciones
tan pobres y necesitadas como los propios refugiados.
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Las reuniones preparatorias propusieron las siguientes prioridades en las
zonas fronterizas de acogida de los países citados:

• Apoyo para ejecutar un programa a fin de establecer de una forma fiable
la magnitud y las características de la problemática de los refugiados con
el objeto de determinar sus necesidades de protección y asistencia, además
de proponer las soluciones duraderas más adecuadas;
• Fortalecimiento de los mecanismos institucionales de protección y
determinación de la condición de refugiado;
• Ejecución de Programas de Sensibilización dirigidos a la población local
para prevenir sentimientos adversos y toda forma de discriminación;
• Elaboración de un Plan Estratégico Regional para atender las necesidades
de protección, de asistencia básica y de integración de todas las pobla-
ciones necesitadas bajo un enfoque territorial y diferenciado, cuyos ejes
orientadores podrían ser, entre otros:

-Promover el desarrollo social y económico, beneficiando por igual a
las personas que requieren protección internacional y a las poblaciones
locales de acogida;
-Tomar en cuenta el perfil de la población desarraigada y la población
de las comunidades locales que habitan en zonas fronterizas, que
principalmente se constituye por población rural, agrícola, con una
mayoría de mujeres y niños; y
-Tomar en cuenta las necesidades específicas de protección de mujeres
y hombres, minorías étnicas, ancianos y personas con discapacidades.

Se señala que la solidaridad sólo se puede sustentar en un trabajo de
cooperación activa del Estado, la sociedad civil y el ACNUR, con la contri-
bución financiera de la comunidad internacional, enmarcada en el principio
de la responsabilidad compartida. Al respecto, se mencionó la importancia
de asegurar la participación de la sociedad civil en los mecanismos
establecidos o por establecer (bilaterales, tripartitos e internacionales)
para afianzar el marco de protección de las personas afectadas en zonas
fronterizas y analizar la problemática del desplazamiento forzado en la
región. En este sentido, se tomó nota con satisfacción de la propuesta de
Brasil de promover la creación de un programa de reasentamiento regional
(ver apartado siguiente).
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3. Programa Regional de “Reasentamiento Solidario”

En la reunión preparatoria de Brasilia (26-27 de agosto, 2004), el Gobierno
de Brasil propuso la creación de un programa de reasentamiento regional
para refugiados latinoamericanos, enmarcado en los principios de solida-
ridad internacional y responsabilidad compartida. Esta iniciativa abre la
posibilidad para que cualquier país de América Latina se asocie en el
momento que lo considere oportuno, ofreciendo recibir refugiados que se
encuentran en otros países de la región que acogen a un importante
número de refugiados, como instrumento que ayude a mitigar el impacto
de la situación humanitaria que enfrentan.

Los países de América Latina coinciden en la importancia de propiciar el
establecimiento de políticas de reasentamiento que incluyan un marco de
principios y criterios de elegibilidad, respetando el principio de no discri-
minación. Asimismo, a la luz de la experiencia de Brasil y Chile como
países con programas emergentes de reasentamiento, hacen un llamado
a la comunidad internacional para apoyar el fortalecimiento y consolidación
de esta iniciativas, a efecto de que puedan ser mejoradas y replicadas en
otros países de América Latina.

En todo caso, se subraya que el reasentamiento como solución duradera
en la región y para la región no debe ser visto como una carga compartida
sino como un deber de solidaridad internacional, y se reitera la necesidad de
contar con cooperación técnica y financiera de la comunidad internacional
para su fortalecimiento y consolidación.

Capítulo Cuarto
“Mecanismos de Promoción, Ejecución, Seguimiento y Evalua-

ción”

Con el fin de ejecutar este Plan de Acción se prevé una serie de actividades
a varios niveles:

A nivel nacional (durante el primer semestre del 2005)

Llevar a cabo un diagnóstico del número de personas que podrían bene-
ficiarse de este Plan de Acción para sustentar la formulación de proyectos
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dentro de los programas contemplados en el mismo. Elaboración de proyec-
tos nacionales dentro del ámbito del Plan de Acción. Asimismo, los países
interesados en el Programa “Fronteras Solidarias” deberían preparar un
estudio sobre el impacto de la presencia de solicitantes de la condición
de refugiados, refugiados y otras personas que requieren protección
internacional en las áreas de ejecución del Programa. El ACNUR brindará
todo su apoyo y experiencia en la formulación de dichos proyectos, los
cuales serán sometidos a consideración de la comunidad internacional.

Las instituciones nacionales de promoción y protección de derechos
humanos elaborarán periódicamente un informe de evaluación y segui-
miento en relación con los proyectos y programas  formulados dentro del
ámbito de este plan de acción.

A nivel regional y sub-regional

Organizar por lo menos dos reuniones al año que permitan el intercambio
de informaciones y experiencias, la elaboración de proyectos regionales
y la supervisión de la ejecución de este Plan de Acción con la participación
de gobiernos, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados, otros organismos de Naciones Unidas, la Organización de
los Estados Americanos, donantes, representantes de la sociedad civil,
las instituciones nacionales de promoción y protección de derechos
humanos y expertos.

A nivel Internacional

En ocasión del Comité Ejecutivo del ACNUR, organizar una reunión anual
con países donantes e instituciones financieras, con la participación de la
sociedad civil, con el fin de presentar los programas y proyectos del Plan
de Acción e informar sobre su ejecución e impacto en las poblaciones
beneficiarias.
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1977 (28∞ período de sesiones del Comité Ejecutivo)

CONCLUSIÓN N∞ 8 (XXVIII) DETERMINACIÓN
DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO*

El Comité Ejecutivo

a) Tomó nota del informe del Alto Comisionado relativo a la importancia de
los procedimientos para determinar la condición de refugiado;

b) Observó que sólo un número limitado de Estados Partes en la Convención
de 1951 y en el Protocolo de 1967 habían establecido procedimientos
para determinar formalmente la condición de refugiado de conformidad
con esos instrumentos;

c) Observó, no obstante, con satisfacción que varios gobiernos tenían en
estudio el establecimiento de tales procedimientos;

d) Expresó la esperanza de que todos los Estados Partes en la Convención
de 1951 y en el Protocolo de 1967 que todavía no lo hubiesen hecho
tomasen medidas para establecer esos procedimientos en un futuro próximo
y examinasen favorablemente la posibilidad de que el ACNUR participase
en tales procedimientos en la forma apropiada;

e) Recomendó que los procedimientos para la determinación de la condición
de refugiado se ajustasen a los requisitos siguientes:

i) el funcionario competente (funcionario de inmigración o funcionario
de la policía de fronteras) al que se dirija el solicitante en la frontera o en
el territorio del Estado contratante debe tener instrucciones claras para
tratar los casos que puedan estar incluidos en el ámbito de los instrumen-
tos internacionales pertinentes. Debe actuar en conformidad con el princi-
pio de no devolución y remitir tales casos a una autoridad superior;

ii) el solicitante debe recibir la orientación necesaria en cuanto al pro-
cedimiento que ha de seguirse;

* Conclusión aprobada por el Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado por recomendación del Subcomité
Plenario sobre Protección Internacional.
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iii) debe existir una autoridad claramente identificada - de ser posible una
sola autoridad central - encargada de examinar las solicitudes de concesión
de la condición de refugiado y de adoptar una decisión en primera instancia;

iv) deben proporcionarse al solicitante los medios necesarios, incluidos
los servicios de un intérprete calificado, para presentar su caso a las au-
toridades competentes. Debe darse también al solicitante la oportunidad,
acerca de la cual se le debe informar, de ponerse en contacto con un
representante del ACNUR;

v) si se reconoce al solicitante la condición de refugiado, debe informársele
al respecto y debe expedírsele el documento que certifique tal condición;

vi) si no se reconoce al solicitante la condición de refugiado, debe
concedérsele un plazo razonable para apelar ante la misma autoridad o
ante una autoridad diferente, administrativa o judicial, con arreglo al sistema
prevaleciente, a fin de que se reconsidere formalmente la decisión adoptada;

vii) debe permitirse al solicitante que permanezca en el país hasta que la
autoridad competente a que se refiere el inciso iii) supra adopte la decisión
del caso, a menos que tal autoridad haya demostrado que la solicitud era
claramente abusiva. Debe permitírsele asimismo permanecer en el país
mientras esté pendiente una apelación a una autoridad administrativa o
judicial superior;

f) Pidió a la Oficina del Alto Comisionado que preparase, tras la debida con-
sideración de las opiniones de los Estados Partes en la Convención de 1951
y el Protocolo de 1967, un estudio detallado sobre la cuestión del efecto
extraterritorial de la determinación de la condición de refugiado a fin de que
el Comité se formase una opinión al respecto en un próximo período de
sesiones, teniendo en cuenta la opinión expresada por los representantes
de que sería generalmente aconsejable la aceptación por un Estado Contratante
de la condición de refugiado que hubiese sido determinada por otros Estados
Partes en esos instrumentos;

g) Pidió a la Oficina del Alto Comisionado que considerase la posibilidad de
publicar -como orientación para los gobiernos- un manual relativo a los pro-
cedimientos y criterios para determinar la condición de refugiado y de distri-
buir -aunque esforzándose por respetar la naturaleza confidencial de cada
petición y las situaciones implicadas - las decisiones importantes sobre la
determinación de la condición jurídica de refugiado.
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1997 (48∞ período de sesiones del Comité Ejecutivo)

CONCLUSIONES SOBRE LA PROTECCIÓN
INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS

APROBADAS POR EL COMITÉ EJECUTIVO 1

Nº 81 (XLVIII) CONCLUSIÓN GENERAL
SOBRE LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL

El Comité Ejecutivo,

a) Acoge con beneplácito el hecho de que no obstante la complejidad
cada vez mayor de las crisis de refugiados los Estados de muchas regio-
nes del mundo siguen otorgando asilo a los refugiados, tanto a título indi-
vidual como en situaciones de afluencia en gran escala;

b) Deplora profundamente las graves y a menudo brutales violaciones de
los derechos humanos de los refugiados, repatriados y desplazados ocu-
rridas en el último año y sigue especialmente preocupado por la situación
de los refugiados, solicitantes de asilo y desplazados de África central;

c) Reitera la importancia fundamental de la protección internacional de
los refugiados, así como el papel que incumbe a este respecto al ACNUR
en virtud de su mandato, y toma nota con reconocimiento de la contribu-
ción hecha por la Alta Comisionada, en cooperación con los Estados y
organismos interesados, para promover la protección de los refugiados y
facilitar las soluciones duraderas; reconoce asimismo los esfuerzos de la
Alta Comisionada, en conjunto con otras organizaciones humanitarias y
de desarrollo así como con los Estados, para contribuir a la solución de
las crisis de refugiados y abordar sus causas profundas;

d) Subraya que la protección de los refugiados es una responsabilidad
primordial de los Estados y que el papel que incumbe a este respecto al
ACNUR en virtud de su mandato no puede ser un sustituto de las medi-
das efectivas, la voluntad política y la plena cooperación de los Estados,

1 Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo segundo período de sesiones,
Suplemento N∞ 12A   (A/52/12/Add.1)
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en particular los Estados de asilo y los países de origen, así como de otras
organizaciones internacionales y la comunidad internacional en su conjunto;

e) Insta a los Estados a que adopten todas las medidas necesarias para
asegurar la protección efectiva de los refugiados, en particular mediante
la legislación nacional, y en cumplimiento de sus obligaciones en virtud
de los instrumentos internacionales de derechos humanos y de derecho
humanitario que guardan relación directa con la protección de los refu-
giados, y mediante su plena colaboración con el ACNUR en el ejercicio
de su función internacional de protección y su papel de supervisor de la
aplicación de las convenciones internacionales para la protección de los
refugiados;

1997 (48∞ período de sesiones del Comité Ejecutivo)

f) Exhorta a los Estados a que examinen por sí y por conducto de los
órganos competentes de las Naciones Unidas y otras organizaciones
internacionales pertinentes, las medidas que podrían adoptar para
ayudar al ACNUR a reforzar la aplicación de los principios de la protección
internacional en determinadas situaciones, en particular en los casos
de emergencias complejas, en que la protección de los refugiados se
ve amenazada;

g) Subraya la importancia del papel que desempeña el Comité Ejecutivo
en el suministro de orientación y el logro de consenso sobre políticas y
prácticas de protección esenciales y, a este respecto, hace hincapié en la
necesidad de que se tengan debidamente en cuenta las conclusiones del
Comité Ejecutivo;

h) Reafirma su Conclusión Nº 80 (XLVII) y observa que todo enfoque glo-
bal de la protección de los refugiados abarca, entre otras cosas, el respe-
to de todos los derechos humanos; el principio de no devolución; el acceso,
en consonancia con la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refu-
giados 2 y el Protocolo de 1967 3 , de todos los refugiados a procedimien-
tos imparciales y efectivos para la determinación del estatuto de refugiado y
las necesidades de protección; el no rechazo en las fronteras sin que se

2 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 189, N∞ 2,545.
3 Ibíd, vol. 606, N∞ 8791.
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hayan aplicado esos procedimientos; el asilo; el suministro de toda la asis-
tencia material necesaria y la identificación de soluciones duraderas que
entrañen el reconocimiento de la dignidad y el valor del ser humano;

i) Reconoce la importancia fundamental del principio de no devolución,
que prohibe la expulsión o devolución en modo alguno de los refugiados
para ponerlos en las fronteras de territorios donde su vida o su libertad
peligre por causa de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a deter-
minado grupo social, o de sus opiniones políticas, independientemente de
que se les haya otorgado o no oficialmente la condición de refugiados, o
de las personas respecto de las cuales haya razones fundadas para creer
que estarían en peligro de ser sometidas a tortura, según se señala en la
Convención de 1984 contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes 4 ;

j) Reconoce que los países de asilo soportan una pesada carga, en parti-
cular los países en desarrollo, los países con economías en transición y
los países con recursos limitados que, debido a su emplazamiento geo-
gráfico, acogen un gran número de refugiados y solicitantes de asilo; reitera
a este respecto su decisión de defender los principios de la solidaridad
internacional y el reparto de la carga y exhorta a los gobiernos, al ACNUR
y a la comunidad internacional a que sigan respondiendo a las necesidades
de asistencia de los refugiados en tanto no se hallen soluciones duraderas;

k) Alienta a los Estados y al ACNUR a que sigan promoviendo, cuando
proceda, las iniciativas regionales en materia de protección de los refugiados
y soluciones duraderas, y aseguren que las normas regionales que se
establezcan se ajusten plenamente a las normas universalmente recono-
cidas y respondan a las circunstancias regionales y necesidades de pro-
tección especiales;

1997 (48∞ período de sesiones del Comité Ejecutivo)

l) Acoge con beneplácito la adhesión de Estonia, Letonia y Lituania a la
Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, lo que lleva a 135 el número
de Estados Partes en uno o ambos instrumentos;

4 Resolución 39/46 de la Asamblea General, anexo.
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m) Toma nota con reconocimiento de que algunos Estados no partes
en la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 siguen manteniendo
una generosa posición en materia de asilo; no obstante, considerando
que más de 50 Estados todavía no se han adherido a esos instrumentos,
alienta al Alto Comisionado a que siga promoviendo esa adhesión;
insta asimismo a todos los Estados que todavía no lo hayan hecho a
que se adhieran a esos instrumentos y los apliquen plenamente, al
igual que los instrumentos regionales pertinentes para la protección
de los refugiados, cuando proceda, fortaleciendo con ello el marco de
la protección internacional;

n) Exhorta a los Estados Partes en la Convención de 1951 o el Protocolo
de 1967 que en el momento de su adhesión hubieran formulado reservas
en relación con cualquier disposición de estos instrumentos, a que revi-
sen esas reservas con miras a su retiro;

o) Acoge con beneplácito el número creciente de adhesiones a la Conven-
ción de 1954 sobre el Estatuto de los Apátridas 5 , y a la Convención de
1961 para Reducir los Casos de Apatridia 6 , y alienta al ACNUR a que, en
colaboración con las organizaciones interesadas, prosiga sus esfuerzos
para promover la adhesión a ambos instrumentos, proporcionar asistencia
técnica y servicios de asesoramiento y capacitación a nivel mundial, divulgar
información sobre cuestiones relativas a la apatridia y la nacionalidad y
fomentar su cooperación con los Estados y otras organizaciones interesa-
das en esta esfera;

p) Toma nota de los debates realizados sobre las medidas destinadas a
asegurar la protección internacional de todas las personas que la necesitan,
y alienta al ACNUR a que siga organizando consultas oficiosas con miras
a lograr adelantos en esta materia, en particular explorando la posibilidad
de establecer principios rectores;

q) Toma nota de que la repatriación voluntaria, la integración local y el
reasentamiento son las soluciones duraderas tradicionales para los refu-
giados; afirma que la repatriación voluntaria de los refugiados, de ser fac-
tible, es la solución preferible, y exhorta a los países de origen, los países

5 Derechos Humanos: Recopilación de instrumentos internacionales, vol. I (segunda parte) (publicación de las
Naciones Unidas, número de venta: S..94.XI V.1 (vol.I, Part 2) secc. O, N∞81
6 Ibid., secc.O, N∞80.
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de asilo, el ACNUR y la comunidad internacional a que adopten todas las
medidas necesarias para que los refugiados estén en condiciones de ejercer
libremente su derecho a regresar a su lugar de origen en condiciones de
seguridad y dignidad;

r) Reafirma la continuada importancia del reasentamiento como un instru-
mento de protección y reparto de la carga y solución duradera en determi-
nadas circunstancias; alienta a todos los gobiernos que estén en condi-
ciones de hacerlo a que hagan esfuerzos para reasentar a los refugiados;
alienta a los gobiernos que todavía no lo hayan hecho a que se sumen a
los ofrecimientos a los refugiados de oportunidades de reasentamiento y
pide al ACNUR que informe sobre sus actividades de reasentamiento al
Comité Ejecutivo, en su 491 período de sesiones;

s) Reafirma el derecho de todas las personas a regresar a su país y la
responsabilidad que incumbe a los Estados de facilitar el regreso y la
reintegración de sus nacionales; recomienda a los Estados que, en el
marco de la cooperación internacional, examinen las estrategias encami-
nadas a facilitar el regreso, en condiciones de seguridad y dignidad,
de las personas que no necesitan protección internacional y alienta al
ACNUR a que, en colaboración con otras organizaciones internacionales
pertinentes, examine los medios de facilitar el regreso de las personas
que, según se haya determinado mediante procedimientos imparciales
y afectivos, no necesitan protección internacional e informe al respecto
al Comité Permanente;

t) Reafirma sus conclusiones 39 (XXXVI), 54 (XXXIX), 60 (XL), 64 (XLI) y
73 (XLIV), e insta a los Estados, al ACNUR y a otras organizaciones
humanitarias, según corresponda, a que adopten todas las medidas ne-
cesarias para aplicar estas conclusiones, en particular mediante el reco-
nocimiento como refugiadas de las mujeres cuya solicitud del estatuto de
refugiado se base en fundados temores de ser perseguidas por los motivos
enunciados en la Convención de 1951 y de Protocolo de 1967, incluida la
persecución mediante violencia sexual u otra índole de persecución re-
lacionada con el sexo; la integración de las actividades en favor de las
mujeres refugiadas en todos los aspectos de la planificación y la ejecución
de los programas y la adopción de medidas para impedir los casos de
violencia contra las mujeres y niñas;

CONCLUSIONES SOBRE LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS APROBADAS POR EL
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u) Toma nota con satisfacción de las actividades de divulgación y capa-
citación del ACNUR en materia de promoción del derecho sobre los
refugiados y principios de la protección, y exhorta a la Alta Comisionada a
que siga fortaleciendo la labor de la Oficina en materia de promoción del
derecho sobre los refugiados, con el apoyo activo de los Estados y en
colaboración cada vez mayor con las organizaciones no gubernamentales,
las instituciones académicas y otras organizaciones pertinentes.
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MANUAL DE PROCEDIMIENTOS Y CRITERIOS PARA
DETERMINAR LA CONDICIÓN DE REFUGIADO

En virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 sobre el

Estatuto de los Refugiados Ginebra, septiembre de 1979

INTRODUCCIÓN – Instrumentos internacionales que definen
el término “refugiado”

A. Primeros instrumentos (1921-1946)

1. A principios del siglo XX, el problema de los refugiados empezó a sus-
citar el interés de la comunidad internacional, que, por razones humanita-
rias, fue asumiendo la tarea de proteger y ayudar a los refugiados.

2. La Sociedad de Las Naciones fijó la pauta de la intervención internacional
en favor de los refugiados, que llevó a la adopción de varios acuerdos
internacionales en beneficio de esas personas. Esos instrumentos aparecen
mencionados en el párrafo 1) de la sección A del artículo 1 de la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados, de 1951 (véase el párrafo 32 infra).

3. Las definiciones enunciadas en esos instrumentos vinculan cada
categoría de refugiado a su origen nacional, al territorio del que salieron y
a la falta de la protección diplomática de su país de origen. Con ese tipo
de definición por categorías, la interpretación era sencilla y no suscitaba
grandes dificultades al determinar quiénes eran refugiados.

4. Aunque es poco probable que en la actualidad haya muchas personas
que pidan que se determine formalmente su condición de refugiados y a
las que le sean aplicables los primeros instrumentos, a veces puede darse
esa situación, la cual se examina más adelante, en la sección A del capítulo II.
Generalmente se denomina “statutory refugees” (refugiados amparados por
instrumentos anteriores) a las personas que responden a las definiciones de
los instrumentos internacionales anteriores a la Convención de 1951.



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

92

B. Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951

5. Poco después de la Segunda Guerra Mundial, como el problema de los
refugiados no había sido resuelto, se dejó sentir la necesidad de un nuevo
instrumento internacional que definiera su condición jurídica. En vez de
acuerdos adoptados respecto a determinadas situaciones de refugiados, se
requería un instrumento que incluyese una definición general de quienes
habían de ser considerados refugiados. La Convención sobre el Estatuto de
los Refugiados fue adoptada por una Conferencia de Plenipotenciarios de las
Naciones Unidas el 28 de julio de 1951 y entró en vigor el 22 de abril de 1954.
Esa Convención se denomina en los párrafos siguientes “Convención de 1951".

C. Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados

6. Con arreglo a la definición general enunciada en la Convención de 1951,
es refugiado toda persona:

Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951 y
debido a fundados temores de ser perseguida... se encuentre fuera del país de su
nacionalidad...

7. La fecha límite de 1951 obedecía al deseo de los Estados, en el momento
de adoptarse la Convención, de limitar sus obligaciones a las situaciones
de refugiados que se sabía que existían a la sazón o a las que pudieran
surgir ulteriormente como consecuencia de acontecimientos ya ocurridos.1

8. Al correr del tiempo y con la aparición de nuevas situaciones de refugiados,
se hizo sentir cada vez más la necesidad de que las disposiciones de la
Convención de 1951 pasaran a ser aplicables a esos nuevos refugiados.
Por consiguiente, se elaboró un Protocolo sobre el Estatuto de los Refu-
giados. El Protocolo, después de ser examinado por la Asamblea General
de Las Naciones Unidas, quedó abierto a la adhesión el 31 de enero de 1967
y entró en vigor el 4 de octubre de 1967.

9. Al adherirse al Protocolo de 1967, los Estados se obligan a aplicar las
disposiciones sustantivas de la Convención de 1951 a los refugiados com-
prendidos en la definición que figura en la Convención, pero sin la fecha
límite de 1951. Aunque vinculado así a la Convención, el Protocolo es un
instrumento independiente y la adhesión al mismo no está limitada a los
Estados Partes en la Convención.

1 La Convención de 1951 admite asimismo la posibilidad de introducir una limitación geográfica (véanse los párrafos
108 a 110 infra).
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10. El Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967, se denomina
en los párrafos siguientes “Protocolo de 1967".

11. En la actualidad, 76 Estados* son partes en la Convención de 1951,
en el Protocolo de 1967 o en ambos instrumentos.

D. Disposiciones principales de la Convención de 1951
y del Protocolo de 1967

12.  La Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 comprenden tres tipos
de disposiciones:

i) Disposiciones que contienen la definición básica de quién es (y quién
no es) refugiado y de quién habiendo sido refugiado ha dejado de serlo.
El análisis de la interpretación de esas disposiciones constituye la parte
principal del presente Manual destinado a servir de guía a los órganos
encargados de determinar la condición de refugiado.

ii) Disposiciones que definen el estatuto jurídico de los refugiados y sus
derechos y obligaciones en su país de acogida. Aunque esas disposi-
ciones no influyen en el proceso de determinación de la condición de
refugiado, el órgano encargado de esa tarea debería tenerlas presen-
tes, ya que su decisión puede ciertamente tener consecuencias de gran
alcance para la persona o la familia de que se trate.

iii) Otras disposiciones versan sobre la aplicación de los instrumentos
desde los puntos de vista administrativo y diplomático. El artículo 35 de
la Convención de 1951 y el artículo II del Protocolo de 1967 enuncian
la obligación de los Estados contratantes de cooperar con la Oficina
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados en
el ejercicio de sus funciones y, en especial, de ayudarle en su tarea de
vigilar la aplicación de las disposiciones de esos instrumentos.

E. Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados

13.  Los instrumentos reseñados en las anteriores secciones A a C definen
a las personas que han de ser consideradas refugiados e imponen a las

* Al 1 de septiembre de 2005, 146 Estados son partes en la Convención de 1951, en el Protocolo de 1967 o en
ambos instrumentos.
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partes la obligación de conceder a los refugiados determinado estatuto en
sus respectivos territorios.

14. El 1 de enero de 1951 se creó, en cumplimiento de una decisión de la
Asamblea General, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados (ACNUR). El Estatuto de la Oficina figura en anexo a
la resolución 428 (V), aprobada por la Asamblea General el 14 de diciembre
de 1950. De conformidad con el Estatuto, el Alto Comisionado asume,
entre otras, la función de proporcionar protección internacional, bajo los
auspicios de las Naciones Unidas, a los refugiados comprendidos en la
esfera de competencia de su Oficina.

15. El Estatuto contiene definiciones de las personas respecto de las cuales
el Alto Comisionado tiene competencia que son muy parecidas, aunque
no idénticas, a la definición enunciada en la Convención de 1951. En virtud
de esas definiciones, el Alto Comisionado es competente en lo que concierne
a los refugiados prescindiendo de toda fecha límite2 o limitación geográfica.3

16. Así pues, toda persona que responda a los criterios del Estatuto del
ACNUR reúne las condiciones necesarias para recibir la protección de las
Naciones Unidas proporcionada por el Alto Comisionado, independientemente
de que se encuentre o no en un país que sea parte en la Convención de
1951 o en el Protocolo de 1967 o de que su país de acogida le haya
reconocido o no la calidad de refugiado en virtud de cualquiera de esos
instrumentos. Tales refugiados, comprendidos en la esfera de atribuciones
al Alto Comisionado, suelen denominarse “mandate refugees” (refugiados
amparados por el mandato del ACNUR).

17. De lo que antecede se desprende que una persona puede ser, al mismo
tiempo, refugiado amparado por el mandato del ACNUR y refugiado
amparado por la Convención de 1951 o el Protocolo de 1967. Esa persona,
sin embargo, puede encontrarse en un país que no esté obligado por ninguno
de esos instrumentos o puede quedar excluida del reconocimiento como
"refugiado amparado por la Convención" por aplicación de la fecha límite
o de la limitación geográfica. En estos casos, esa persona seguiría reuniendo
las condiciones necesarias para recibir protección del Alto Comisionado a
tenor del Estatuto.

2. Véanse los párrafos 35 y 36 infra.
3. Véanse los párrafos 108 a 110 infra.
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18. En la citada resolución 428 (V) de la Asamblea General y en el Estatuto
de la Oficina del Alto Comisionado se prevé la cooperación entre los Estados
y la Oficina del Alto Comisionado para afrontar los problemas de los refugiados.
El Alto Comisionado es el órgano encargado de proporcionar protección
internacional a los refugiados, al que se ha encomendado, en particular,
que promueva la celebración y ratificación de convenios internacionales
para la protección de los refugiados y que supervise su aplicación.

19. Esa cooperación, junto con su función de supervisión, constituye la
base del interés fundamental del Alto Comisionado por el proceso de
determinación de la condición de refugiado en virtud de la Convención de
1951 y el Protocolo de 1967. El papel desempeñado por el Alto Comisionado
repercute, en diverso grado, en los procedimientos para determinar la
condición de refugiado establecidos por varios Estados.

F. Instrumentos regionales relativos a los refugiados

20. Además de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 y del Estatuto
de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refu-
giados existen una serie de acuerdos, convenciones y otros instrumentos
regionales relativos a los refugiados, especialmente en África, América y
Europa. Esos instrumentos regionales versan sobre cuestiones como la
concesión del asilo, los documentos de viaje y las facilidades de viaje, etc.
Algunos de ellos contienen también una definición del término “refugiado”
o de las personas con derecho a invocar el asilo.

21. En América Latina, el problema del asilo territorial y diplomático ha
sido tratado en una serie de instrumentos regionales, entre los que figuran
el Tratado sobre Derecho Penal Internacional (Montevideo, 1889); el Acuerdo
sobre Extradición, (Caracas, 1911); la Convención sobre Asilo (La Haba-
na, 1928); la Convención sobre Asilo Político (Montevideo, 1933); la Con-
vención sobre Asilo Diplomático (Caracas, 1954); y la Convención sobre
Asilo Territorial (Caracas, 1954).

22. Un instrumento regional más reciente es la Convención que rige los
aspectos inherentes a los problemas de los refugiados de África, adoptada
el 10 de septiembre de 1969 por la Asamblea de Jefes de Estado y de
Gobierno de la Organización de la Unidad Africana. Esta Convención con-
tiene una definición del término “refugiado” que comprende dos partes, la
primera de las cuales es idéntica a la definición del Protocolo de 1967 (es
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decir, la definición de la Convención de 1951 sin la fecha límite ni la limita-
ción geográfica). En su segunda parte dispone que el término “refugiado”
se aplica también a

toda persona que, a causa de una agresión, una ocupación o una dominación extranjera,
o acontecimientos que perturben gravemente el orden público en una parte o en la
totalidad de su país de origen o del país de su nacionalidad, está obligada a abandonar
su residencia habitual para buscar refugio en otro lugar fuera de su país de origen o del
país de su nacionalidad.

23. El presente Manual sólo se refiere a la determinación de la condición
de refugiado con arreglo a los dos tratados de ámbito universal: la Con-
vención de 1951 y el Protocolo de 1967.

G. Asilo y trato de los refugiados

24. El Manual  no se ocupa de cuestiones estrechamente relacionadas
con la determinación de la condición de refugiado, como, por ejemplo, la
concesión del asilo a los refugiados o el trato jurídico de los refugiados
después de habérseles reconocido esa calidad.

25. Aunque el Acta Final de la Conferencia de Plenipotenciarios y el Preám-
bulo de la Convención incluyan referencias al asilo, la Convención de 1951
o el Protocolo de 1967 no se ocupan de la concesión del asilo. El Alto
Comisionado ha abogado siempre por una política generosa de asilo
conforme al espíritu de la Declaración Universal de Derechos Humanos y
la Declaración sobre el Asilo Territorial, aprobadas por la Asamblea General
de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948 y el 14 de diciembre
de 1967, respectivamente.

26. Las disposiciones principales de la Convención de 1951 y del Protocolo
de 1967 (véase el párrafo 12 ii supra) regulan, en lo que concierne a los
refugiados, el trato que se les concede en el territorio de los Estados. A
este respecto, conviene destacar además la recomendación E del Acta
Final de la Conferencia de Plenipotenciarios que adoptó la Convención
de 1951.

La Conferencia, expresa la esperanza de que la Convención sobre el Estatuto de los
Refugiados tenga, además de su alcance contractual, un valor de ejemplo e incite a
todos los Estados a otorgar, en la medida de lo posible, a las personas que se encuentran
en su territorio como refugiados y que no estén protegidas por las disposiciones de la
Convención, el trato previsto por esta Convención.
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27. Esta recomendación permite a los Estados resolver los problemas
que pueden surgir con respecto a las personas que formalmente no
responden a los criterios de la definición del término “refugiado”.

PRIMERA PARTE

Criterios para determinar la condición de refugiado

CAPÍTULO  I   PRINCIPIOS GENERALES

28. De acuerdo con la Convención de 1951, una persona es un refugiado
tan pronto como reúne los requisitos enunciados en la definición, lo que
necesariamente ocurre antes de que se determine formalmente su condi-
ción de refugiado. Así pues, el reconocimiento de la condición de refugiado
de una persona no tiene carácter constitutivo, sino declarativo. No
adquiere la condición de refugiado en virtud del reconocimiento, sino que
se le reconoce tal condición por el hecho de ser refugiado.

29. La determinación de la condición de refugiado es un proceso que se
desarrolla en dos etapas. En primer lugar, es necesario comprobar los
hechos que son del caso. En segundo lugar, es preciso aplicar las defini-
ciones de la Convención de 1951 y del Protocolo de 1967 a los hechos
así comprobados.

30. Las disposiciones de la Convención de 1951 por las que se define
quién es refugiado se dividen en tres partes, a las que se ha llamado
cláusulas de “inclusión”, “cesación” y “exclusión”, respectivamente.

31. Las cláusulas de inclusión establecen los criterios a que debe responder
una persona para ser considerada refugiado. Constituyen la base positi-
va sobre la que se apoya la determinación de la condición de refugiado.
Las llamadas cláusulas de cesación y de exclusión tienen un significado
negativo; las primeras indican las condiciones en que un refugiado
deja de tener tal condición y las segundas enumeran las circunstancias
en las que una persona queda excluida de la aplicación de la Convención
de 1951, aunque responda a los criterios positivos de las cláusulas de
inclusión.
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CAPÍTULO  II   CLÁUSULAS DE INCLUSIÓN

A. Definiciones

1) Refugiados amparados por instrumentos anteriores

(“Statutory refugees”)

32. El párrafo 1) de la sección A del artículo 1 de la Convención de 1951
versa sobre los refugiados amparados por instrumentos anteriores, es decir,
las personas consideradas refugiados en virtud de las disposiciones de
instrumentos internacionales anteriores a la Convención. Esa disposición
dice lo siguiente:

A los efectos de la presente Convención, el término ‘refugiado’ se aplicará a toda persona:

1) Que haya sido considerada como refugiada en virtud de los Arreglos del 12 de mayo
de 1926 y del 30 de junio de 1928, o de las Convenciones del 28 de octubre de 1933 y
del 10 de febrero de 1938, del Protocolo del 14 de septiembre de 1939 o de la Consti-
tución de la Organización Internacional de Refugiados;

Las decisiones denegatorias adoptadas por la Organización Internacional de Refugiados
durante el período de sus actividades no impedirán que se reconozca la condición de
refugiado a personas que reúnan las condiciones establecidas en el párrafo 2 de la
presente sección.

33. La precedente enumeración tiene por objeto establecer un nexo con el
pasado y garantizar la continuidad de la protección internacional de los
refugiados de que se ocupó la comunidad internacional en diversos períodos
anteriores. Como ya se ha indicado (párrafo 4 supra), esos instrumentos
han perdido actualmente gran parte de su significación y sería de escasa
utilidad práctica volver a ocuparse aquí de ellos. Sin embargo, una persona
que ha sido considerada como refugiado a tenor de cualquiera de esos instru-
mentos es automáticamente un refugiado en virtud de la Convención de 1951.
Así, el titular del llamado “Pasaporte Nansen” 4 o de un certificado denominado
“Certificate of Eligibility” extendido por la Organización Internacional de
Refugiados debe ser considerado como refugiado en virtud de la Convención
de 1951, a menos que una de las cláusulas de cesación haya pasado a ser
aplicable a su caso o que quede excluido de la aplicación de la Convención
en virtud de una de las cláusulas de exclusión. El mismo criterio rige en el caso
de un hijo sobreviviente de un refugiado amparado por instrumentos anteriores.

4 "Pasaporte Nansen": cédula personal destinada a servir de documento de viaje, expedida a los refugiados de
acuerdo con las disposiciones de instrumentos de la anteguerra.
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2) Definición general de la Convención de 1951

34. Según el párrafo 2) de la sección A del artículo1 de la Convención de
1951, el término "refugiado" se aplicará a toda persona:

Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951 y
debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del
país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse
a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a conse-
cuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual,
no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él.

Esta definición general se analiza en detalle más adelante.

B. Interpretación de los términos empleados

1) “Acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951"

35. El origen de la fecha límite de 1951 se explica en el párrafo 7 de la Intro-
ducción, pero, a raíz del Protocolo de 1967, esa fecha ha perdido gran parte
de su significación práctica. Por consiguiente, la interpretación del término
“acontecimientos” sólo interesa al reducido número de Estados partes en la
Convención de 1951 que no son también partes en el Protocolo de 1967.

36. La Convención de 1951 no define el término “acontecimientos”, pero
se entendió que designaba los “sucesos de particular importancia que
implican cambios territoriales o cambios políticos profundos y los programas
sistemáticos de persecución que son consecuencia de cambios anteriores” 5.
La fecha límite se refiere a los “acontecimientos” a raíz de los cuales una
persona se convierte en refugiado y no a la fecha en que esa persona
adquiere tal calidad ni a la fecha en que salió de su país. Un refugiado
puede haber abandonado su país antes o después de la fecha límite, a
condición de que sus temores de ser perseguido tengan por causa “acon-
tecimientos” ocurridos antes de la fecha límite o sucesos ocurridos en una
fecha posterior como consecuencia de tales acontecimientos.6

5 Documento NU E/1618 pág. 39.
6 Loc. Cit.
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2) “Fundados temores de ser perseguida”

a) Análisis general

37. La expresión “fundados temores de ser perseguida” es la parte esencial
de la definición. Refleja el punto de vista de sus autores en lo que concierne
a los elementos principales de la calidad de refugiado. Al método anterior
consistente en definir los refugiados por categorías (o sea, personas de
determinado origen que no disfrutan de la protección de su país) sustituye
el concepto general de “temores” suficientemente motivados. Dado que el
concepto de temor es subjetivo, la definición implica un elemento subjetivo
en la persona que solicita ser reconocida como refugiado. Por consiguiente,
la determinación de la condición de refugiado requiere primordialmente
una evaluación de las declaraciones del solicitante más bien que un juicio
sobre la situación imperante en su país de origen.

38. Al elemento del temor – estado de ánimo y condición subjetiva – se
añade el calificativo de “fundado”. Ello significa que no es sólo el estado
de ánimo de la persona interesada lo que determina su condición de refugia-
do, sino que esa tesitura debe estar basada en una situación objetiva. Por
consiguiente, la expresión “fundados temores” contiene un elemento sub-
jetivo y un elemento objetivo y, al determinar si existen temores fundados,
deben tomarse en consideración ambos elementos.

39. Cabe presumir que, a menos que busque aventuras o que simplemente
desee ver mundo, una persona no abandona normalmente su hogar y su
país sin alguna razón imperiosa que le obligue a ello. Puede haber múltiples
razones imperiosas y comprensibles, pero sólo se ha destacado un motivo
para caracterizar al refugiado. Por las razones indicadas, la expresión “debido
a fundados temores de ser perseguida”, al distinguir un motivo específico,
da lugar automáticamente a que todas las demás razones de huida sean
ajenas a la definición. Excluye a personas como las víctimas del hambre o
de los desastres naturales, a no ser que además tengan fundados temores
de ser perseguidas por una de las razones señaladas. Sin embargo, esos
otros motivos no son totalmente ajenos al proceso de determinación de la
condición de refugiado, ya que es menester tener en cuenta todas las
circunstancias para entender convenientemente el caso del solicitante.

40. La evaluación del elemento subjetivo es inseparable de una apreciación
de la personalidad del solicitante, ya que las reacciones psicológicas de
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los distintos individuos pueden no ser las mismas en condiciones idénti-
cas. Una persona puede abrigar convicciones políticas o religiosas tan
arraigadas que el tener que prescindir de ellas haga su vida intolerable,
mientras que otra puede no tener convicciones tan firmes. Una persona
puede tomar impulsivamente la decisión de escapar, mientras que otra
puede planear su partida  con todo cuidado.

41. Debido a la importancia que la definición concede al elemento subjeti-
vo, es indispensable proceder a una evaluación del grado de credibilidad
cuando el caso no resulte suficientemente claro a la luz de los hechos de
que se tenga constancia. Será necesario tener en cuenta los antecedentes
personales y familiares del solicitante, su pertenencia a un determinado
grupo racial, religioso, nacional, social o político, la forma en que interpreta
su situación y sus experiencias personales; en otras palabras: cuanto pueda
servir para indicar que el motivo predominante de su solicitud es el temor.
El temor debe ser razonable. Sin embargo, el temor exagerado puede ser
fundado si, a la luz de todas las circunstancias del caso, ese estado de
ánimo puede considerarse justificado.

42. Por lo que respecta al elemento objetivo, es necesario evaluar las
declaraciones del solicitante. No se exige de las autoridades competentes
encargadas de determinar la condición de refugiado que emitan un juicio
sobre la situación en el país de origen del solicitante. No obstante, las
declaraciones del solicitante no pueden ser consideradas en abstracto y
deben examinarse en el contexto de la situación pertinente. El conoci-
miento de la situación en el país de origen del solicitante, aunque no sea
un objetivo primordial, es un elemento importante para evaluar el grado
de credibilidad de esa persona. En general, los temores del solicitante
pueden considerarse fundados si puede demostrar, en medida razonable,
que la permanencia en su país de origen se le ha hecho intolerable por las
razones indicadas en la definición o que, por esas mismas razones, le
resultaría intolerable en caso de que regresara a él.

43. Estas consideraciones no tienen que estar basadas necesariamente
en la experiencia personal del solicitante. Lo ocurrido, por ejemplo, a sus
amigos o parientes y a otros miembros del mismo grupo racial o social
puede ser indicio suficiente de que sus temores de convertirse también,
más tarde o más temprano, en víctima de persecución son fundados. Las
leyes del país de origen, y, en particular, su modo de aplicación, son elementos
pertinentes. No obstante, la situación de cada persona debe apreciarse
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prescindiendo de toda consideración extrínseca. Si se trata de una perso-
nalidad conocida, la posibilidad de ser perseguida puede ser mayor que
en el caso de una persona anónima. Todos esos factores, por ejemplo, el
carácter de la persona, sus antecedentes, su influencia, su situación
económica o su franqueza, pueden llevar a la conclusión de que sus temores
de ser perseguida son “fundados”.

44. Aunque la condición de refugiado debe normalmente determinarse
según cada caso particular, se han dado asimismo situaciones en las que
grupos enteros han sido desplazados en circunstancias que indicaban
que los miembros de ese grupo podían ser considerados individualmente
como refugiados. En situaciones de ese género suele ser extremadamente
urgente prestar asistencia y, por razones meramente de orden práctico,
puede resultar imposible proceder individualmente a la determinación de
la condición de refugiado de cada miembro del grupo. Por eso se ha recurrido
a la denominada “determinación colectiva” de la condición de refugiado,
en virtud de la cual se admite, salvo prueba en contrario, que cada miembro
del grupo es prima facie un refugiado.

45. Excepto en situaciones de la índole a que se refiere el párrafo anterior,
toda persona que solicite el estatuto de refugiado debe normalmente jus-
tificar por qué teme personalmente que se le persiga. Cabe presumir que
una persona tiene temores fundados de ser perseguida si ya ha sido víctima
de persecución por una de las razones enumeradas en la Convención de
1951. Sin embargo, el término “temor” no se refiere sólo a las personas
que de hecho ya han sido perseguidas, sino también a las que desean
evitar una situación que entraña un riesgo de persecución.

46. Las expresiones “temor de ser perseguido” o incluso “persecución”
suelen ser ajenas al vocabulario usual del refugiado. En realidad, un refugiado
sólo raramente alegará su “temor de ser perseguido” en esos términos,
aunque a menudo ello esté implícito en su relato. Por otra parte, si bien un
refugiado puede tener opiniones muy arraigadas por las que haya tenido
que sufrir persecuciones, puede darse que, por motivos psicológicos, no
pueda describir sus experiencias y su situación en términos políticos.

47. La piedra de toque a la que suele recurrirse para determinar si los temores
son fundados es que el solicitante esté en posesión de un pasaporte
nacional válido. Se ha alegado a veces que la posesión de un pasaporte
significa que las autoridades que lo expidieron no tienen la intención de
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perseguir al titular, ya que de lo contrario no le habrían extendido el
pasaporte. Aunque esto puede ser cierto en algunos casos, muchas per-
sonas han salido legalmente de su país como único medio de huida sin
haber manifestado nunca sus opiniones políticas, que de haber sido
conocidas les habrían colocado en una situación peligrosa ante las
autoridades.

48. Por tanto, la mera posesión del pasaporte no siempre puede considerarse
como prueba de la lealtad del titular ni como indicio de su falta de temor.
Cabe incluso que se haya expedido el pasaporte a una persona que sea
indeseable en su país de origen, con el solo fin de asegurar su salida, y
también pueden darse casos en que el pasaporte se haya obtenido su-
brepticiamente. En conclusión, pues, la mera posesión de un pasaporte
nacional válido no es obstáculo para obtener el estatuto de refugiado.

49. Por otra parte, si un solicitante insiste, sin ninguna justificación, en
conservar un pasaporte válido de un país a cuya protección supuesta-
mente no desea acogerse, cabe abrigar dudas acerca de la veracidad de
su alegación de “fundados temores”. Una vez reconocido como tal, un
refugiado no conservará normalmente su pasaporte nacional.

50. Ahora bien, pueden existir situaciones excepcionales en las que una
persona que responde a los criterios de determinación de la condición de
refugiado puede conservar su pasaporte nacional o recibir uno nuevo
expedido por las autoridades de su país de origen en virtud de acuerdos
especiales. Esos acuerdos, especialmente cuando no signifiquen que el
titular del pasaporte nacional es libre de regresar a su país sin autorización
previa, pueden ser compatibles con el estatuto de refugiado.

b) Persecución

51. No existe una definición universalmente aceptada del concepto de
“persecución” y los diversos intentos de formularla han tenido escaso éxito.
Del artículo 33 de la Convención de 1951 puede deducirse que toda amenaza
contra la vida o la libertad de una persona por motivos de raza, religión,
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas
es siempre persecución. También constituirían persecución otras violaciones
graves de los derechos humanos por las mismas razones.

52. El que otras amenazas o acciones lesivas equivalgan a persecución
dependerá de las circunstancias de cada caso, incluyendo del elemento
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subjetivo a que se ha hecho referencia en los párrafos anteriores. El
carácter subjetivo del temor a ser perseguido requiere una evaluación de
las opiniones y de los sentimientos de la persona de que se trate. Toda
medida real o prevista contra esa persona habrá de considerarse también
a la luz de esas opiniones y sentimientos. A causa de las diferencias de
carácter de las personas y de la variación de las circunstancias de cada
caso, las interpretaciones de lo que significa persecución tienen que ser
forzosamente dispares.

53. Puede ocurrir, además, que un solicitante haya sido objeto de diversas
medidas que de por sí no supongan persecución (por ejemplo, de diferentes
formas de discriminación), combinadas en algunos casos con otros factores
adversos (como el clima general de inseguridad en el país de origen). En
tales situaciones, los diversos elementos implicados pueden, considerados
en conjunto, haber producido en la mente del solicitante efectos que justifi-
quen adecuadamente, por “motivos concurrentes”, la alegación de funda-
dos temores de ser perseguido. Ni qué decir que es imposible enunciar una
norma general relativa a los motivos concurrentes que pueden servir de
base para reivindicar válidamente la condición de refugiado. Ello
dependerá necesariamente del conjunto de circunstancias, en especial
del contexto geográfico, histórico y etnológico del caso de que se trate.

c) Discriminación

54. De hecho, en muchas sociedades existen en mayor o menor medida
diferencias de trato entre sus distintos grupos. Las personas que reciben
un trato menos favorable a causa de esas diferencias no son necesaria-
mente víctimas de persecución. Sólo en determinadas circunstancias esa
discriminación constituirá persecución. Así ocurriría si las medidas de
discriminación tuvieran consecuencias de carácter esencialmente lesivo
para la persona de que se tratase, como, por ejemplo, si limitaran grave-
mente su derecho a ganarse la vida, a practicar su religión o a tener acceso
a los servicios de enseñanza normalmente asequibles.

55. Las medidas de discriminación, aunque no tengan en sí mismas carácter
grave, pueden dar lugar a temor justificado de persecución si crean en el
fuero interno de la persona de que se trate un sentimiento de desconfianza
e inseguridad respecto a su existencia futura. La cuestión de si tales me-
didas de discriminación constituyen o no en sí mismas persecución debe
decidirse a la luz de todas las circunstancias del caso. Es evidente que la
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alegación por una persona de sus temores a ser perseguida será más
convincente cuando haya sido víctima de diversas medidas discriminato-
rias de esta índole y se dé así cierta concurrencia de motivos.7

d) Castigo

56. La persecución debe distinguirse del castigo por un delito de derecho
común. Las personas que huyen del enjuiciamiento o castigo por un delito
de esta índole no suelen ser refugiados. Conviene tener presente que un
refugiado es una víctima, o una posible víctima, de la injusticia y no un
prófugo de la justicia.

57. Sin embargo, esta distinción puede ser a veces confusa. En primer
lugar, una persona culpable de un delito de derecho común puede estar
expuesta a un castigo excesivo, equiparable a la persecución en el sentido
de la definición. Además, el enjuiciamiento penal por una de las causas
mencionadas en la definición (por ejemplo, por dar a un niño una instrucción
religiosa “ilegal”) puede de por sí equivaler a persecución.

58. En segundo lugar, puede haber casos en los que una persona, además
de temer el enjuiciamiento o castigo por un delito de derecho común, abrigue
“fundados temores de ser perseguida”. En tales casos, esa persona es un
refugiado. No obstante, quizás sea necesario considerar si el delito de que se
acusa al solicitante es tan grave que se le puede aplicar una de las cláusulas
de exclusión.8

59. Para determinar si el enjuiciamiento equivale a persecución, será preciso
asimismo remitirse a la legislación del país de que se trate, pues cabe la
posibilidad de que una ley no esté en consonancia con los principios reco-
nocidos de derechos humanos. Sin embargo, lo más frecuente es que la
discriminación no esté en la ley, sino en la forma de aplicarla. El enjuicia-
miento por un delito contra el “orden público”, por difundir impresos clan-
destinos, por ejemplo, puede servir de pretexto para la persecución de
una persona a causa del contenido político de la publicación.

60. En tales casos, debido a las indudables dificultades que supone la
evaluación de las leyes de otro país, las autoridades nacionales pueden

7 Véase también el párrafo 53.
8 Véanse los párrafos 144 a 156 infra.
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muchas veces verse obligadas a adoptar decisiones sirviéndose como
criterio de su propia legislación. A este respecto, puede ser útil además
recurrir a los principios enunciados en los diversos instrumentos interna-
cionales relativos a los derechos humanos, en particular a los Pactos In-
ternacionales de Derechos Humanos, que vinculan a los Estados Partes y
son instrumentos a los que se han adherido muchos de los Estados Partes
en la Convención de 1951.

e) Consecuencias de la salida ilegal o de la permanencia sin autorización
fuera del país de origen

61. La legislación de ciertos Estados impone severas penas a sus nacionales
que salen del país ilegalmente o que permanecen en el extranjero sin
autorización. En los casos en los cuales existen motivos para creer que
una persona, debido a su salida ilegal o a su estancia en el extranjero sin
autorización, es susceptible de verse severamente sancionada de tal
manera, su reconocimiento como refugiado estará justificado si puede
demostrarse que sus motivos para salir o para permanecer fuera del país
están relacionados con aquéllos que van expuestos en el apartado 2 de la
sección A del artículo 1 de la Convención de 1951 (véase el párrafo 66 infra).

f) Distinción entre los emigrantes por motivos económicos y los refugiados

62. Un emigrante es aquella persona que, por motivos distintos de los
enunciados en la definición, abandona voluntariamente su país a fin de
establecer su residencia en otro lugar. Puede actuar así movido por un
deseo de cambio o de aventura, por razones familiares o por otros motivos
de carácter personal. Si obedece exclusivamente a consideraciones de
tipo económico, es un emigrante y no un refugiado.

63. Sin embargo, la distinción entre el emigrante por motivos económicos
y el refugiado es a veces tan imprecisa como la distinción entre medidas
económicas y políticas adoptadas en el país de origen del solicitante. Detrás
de las medidas económicas que afectan a los medios de vida de una
persona pueden ocultarse intenciones o propósitos de orden racial, religioso
o político dirigidos contra un grupo determinado. En los casos en que las
medidas económicas destruyen los medios económicos de determinado
sector de la población (por ejemplo, cuando se priva a un grupo étnico o
religioso específico del derecho a ejercer el comercio o cuando se le imponen
gravámenes excesivos o discriminatorios), las víctimas pueden, de acuer-
do con las circunstancias, convertirse en refugiados al abandonar el país.
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64. La aplicación de los mismos principios a las víctimas de medidas econó-
micas de carácter general (es decir, las aplicadas al conjunto de la población
sin ninguna discriminación) dependerá de las circunstancias de cada caso.
La oposición a medidas económicas de carácter general no constituye de
por sí motivo suficiente para reivindicar el estatuto de refugiado. Por el
contrario, lo que a primera vista aparezca como un motivo de orden pri-
mordialmente económico para salir del país puede llevar aparejado en
realidad un elemento político, y cabe que sean sus opiniones políticas,
más bien que su oposición a las medidas económicas propiamente dichas,
las que expongan a la persona de que se trate a graves consecuencias.

g) Agentes de la persecución

65. La persecución suele ser resultado de la actuación de las autoridades
de un país. Puede también emanar de sectores de la población que no
respetan las normas establecidas por las leyes de su país. La intolerancia
religiosa, equiparable a persecución, en un país por lo demás no
confesional, en el que importantes sectores de la población no respetan
las creencias religiosas de sus conciudadanos, es un buen ejemplo. El
comportamiento vejatorio o gravemente discriminatorio observado por ciertos
sectores de la población local puede equipararse a la persecución si es
deliberadamente tolerado por las autoridades o si éstas se niegan a pro-
porcionar una protección eficaz o son incapaces de hacerlo.

3) “Por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia
a determinado grupo social u opiniones políticas”

a) Análisis general

66. Para ser considerada refugiado, una persona debe mostrar fundados
temores de ser perseguida por uno de los motivos más arriba indicados.
Es indiferente que la persecución se produzca por uno cualquiera de esos
motivos o por la combinación de dos o más de ellos. A menudo sucede
que el propio solicitante ignore los motivos de la persecución de que teme
ser víctima. No está obligado, sin embargo, a analizar su situación hasta
el punto de poder especificar detalladamente esos motivos.

67. Incumbe al examinador, al investigar los hechos, averiguar el motivo o
los motivos de la persecución temida y decidir si se reúnen los requisitos
exigidos a este respecto por la definición de la Convención de 1951. Es
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evidente que, a menudo, concurrirán respecto de la misma persona varios
de esos motivos de persecución. Por lo general, varios de esos elementos
se presentarán combinados en una sola persona, por ejemplo, en el caso
de un oponente político que pertenece a un grupo nacional o religioso, o a
uno y a otro a la vez, y la combinación de esos motivos en su persona
puede ser pertinente al evaluar el fundamento de sus temores.

b) Raza

68. En el presente contexto, el concepto de raza debe entenderse en su
sentido más amplio, que abarca todos los grupos étnicos habitualmente
denominados “razas”. Con frecuencia implicará también la pertenencia a
un grupo social determinado de ascendencia común que constituye una
minoría en el seno de una colectividad más amplia. La discriminación por
motivos de raza ha sido condenada universalmente como una de las vio-
laciones más palmarias de los derechos humanos . Por consiguiente, la
discriminación racial constituye un elemento importante al determinar la
existencia de persecución.

69. La discriminación por motivos raciales equivaldrá muchas veces a una
persecución en el sentido de la Convención de 1951. Así ocurrirá siempre
que, a causa de la discriminación racial, se vulnere la dignidad humana de
una persona hasta un punto incompatible con los derechos humanos más
elementales e inalienables, o cuando no hacer caso de barreras raciales
lleve aparejadas graves consecuencias.

70. Generalmente, el mero hecho de pertenecer a un grupo racial deter-
minado no será suficiente para justificar la reclamación de la condición de
refugiado. Sin embargo, pueden darse situaciones en que, por las cir-
cunstancias especiales en que se encuentre el grupo, tal pertenencia sea
de por sí causa bastante para temer la persecución.

c) Religión

71. La Declaración Universal de Derechos Humanos y los Pactos Interna-
cionales de Derechos Humanos proclaman el derecho de toda persona a
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, derecho que incluye
la libertad de cambiar de religión y la libertad de manifestar su religión,
tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y
la observancia.
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72. La persecución por “motivos de religión” puede adoptar diversas formas,
por ejemplo, la prohibición de pertenecer a una comunidad religiosa, del
culto en privado o en público, de la instrucción religiosa, o bien graves
medidas de discriminación impuestas a las personas debido a la práctica
de su religión o por pertenecer a una determinada comunidad religiosa.

73. Generalmente, el mero hecho de pertenecer a una comunidad religiosa
determinada no bastará para justificar la reclamación de la condición de
refugiado. Sin embargo, en ciertas circunstancias especiales, la mera per-
tenencia puede ser una razón suficiente.

d) Nacionalidad

74. En este contexto, el término “nacionalidad” no debe entenderse sólo
como “ciudadanía”, sino que designa también la pertenencia a un grupo
étnico o lingüístico y, a veces, puede coincidir con el concepto de “raza”.
La persecución por motivos de nacionalidad puede consistir en medidas y
comportamientos contrarios a una minoría nacional (étnica, lingüística) y,
en determinadas circunstancias, el hecho de pertenecer a esa minoría puede
de por sí suscitar fundados temores de persecución.

75. La coexistencia dentro de las fronteras de un Estado de dos o más
grupos nacionales (étnicos, lingüísticos) puede crear situaciones de conflicto
y también situaciones de persecución o peligro de persecución. Quizás no
sea siempre fácil distinguir entre persecución por motivos de nacionalidad
y persecución por motivos de opinión política cuando una pugna entre grupos
nacionales se combine con movimientos políticos, especialmente cuando
un movimiento político se identifique con una “nacionalidad” determinada.

76. Si bien en la mayoría de los casos las personas que temen ser perseguidas
por motivos de nacionalidad pertenecen a una minoría nacional, se han dado
en los distintos continentes muchos casos en los que una persona que perte-
nece a un grupo mayoritario teme ser perseguida por una minoría dominante.

e) Pertenencia a determinado grupo social

77. Un “determinado grupo social” suele comprender personas de antecedentes,
costumbres o condición social similares. Los temores alegados por una
persona de ser perseguida por este motivo puede muchas veces coincidir
con sus temores de serlo también por otros, por ejemplo, su raza, su religión o
su nacionalidad.
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78. La pertenencia a ese determinado grupo social puede ser la causa
fundamental de la persecución porque no se confía en la lealtad del grupo
a los poderes públicos o porque se considera que las opiniones políticas,
los antecedentes o la actividad económica de sus miembros, o la existencia
misma del grupo social como tal, son un obstáculo a la política gubernamental.

79. Generalmente, el mero hecho de pertenecer a determinado grupo social
no será suficiente para justificar la reclamación de la condición de refugiado.
Sin embargo, en ciertas circunstancias especiales, la mera pertenencia
puede ser causa bastante para temer la persecución.

f) Opiniones políticas

80. El hecho de sostener opiniones políticas diferentes de las de los poderes
públicos no justifica en sí mismo la reclamación de la condición de refugiado
y el solicitante debe mostrar que abriga temores de ser perseguido por
sostener tales opiniones. Esto presupone que el solicitante mantenga opi-
niones no toleradas por las autoridades, que expresan una crítica de su
política o de sus métodos. También presupone que las autoridades tengan
noticia de esas opiniones o que se las atribuyan al solicitante. Las opiniones
políticas de un maestro o un escritor pueden ser más evidentes que las de
una persona que se halla en una posición menos expuesta. La pertinencia
o la importancia relativa de las opiniones del solicitante – en la medida en
que puedan determinarse a la luz de todas las circunstancias del caso –
también son significativas.

81. La definición se refiere a la persecución “por motivos de opiniones
políticas”, pero tal vez no sea posible en todos los casos establecer un
nexo causal entre la opinión expresada y las consecuencias que sufre o
teme el solicitante. Sólo raras veces se han basado expresamente tales
consecuencias en la manifestación de “opiniones”. Más a menudo, esas
consecuencias se presentan en forma de sanciones por presuntos actos
delictivos contra el poder establecido. Por consiguiente, será necesario
determinar las opiniones políticas del solicitante, que son la causa funda-
mental de su comportamiento, y si han dado lugar o pueden dar lugar a la
persecución de que, según sus alegaciones, teme ser víctima.

82. Como ya se ha indicado, la persecución “por motivos de opiniones
políticas” implica que un solicitante sostiene una opinión que ha sido ex-
presada o que ha llegado a conocimiento de las autoridades. Sin embar-
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go, puede haber también situaciones en las que el solicitante no haya
manifestado de ningún modo sus opiniones. Con todo, puede estar justificado
presumir que, debido a la firmeza de sus convicciones, el solicitante ma-
nifestará más tarde o más temprano sus opiniones y que, como consecuencia
de ello, entrará en conflicto con las autoridades. En los casos en que esa
presunción esté justificada, se puede considerar que el solicitante tiene
temores de ser perseguido por sus opiniones políticas.

83. El solicitante que alega el temor de ser perseguido a causa de sus
opiniones políticas no necesita demostrar que las autoridades de su país
de origen conocían sus opiniones antes de que lo abandonase. Esa persona
puede haber ocultado sus opiniones políticas y no haber sufrido nunca
discriminación ni persecución. Sin embargo, el mero hecho de que se
niegue a acogerse a la protección de los poderes públicos de su país o a
regresar a éste puede revelar su verdadero estado de ánimo y sus temores
de ser perseguido. En este caso, el criterio de los temores fundados se
basaría en una evaluación de las consecuencias que el solicitante que
mantiene determinada actitud política tendría que afrontar si regresara a
su país. Esto se aplica en particular al llamado refugiado “sur place".9

84. Cuando una persona es objeto de enjuiciamiento o castigo por un
delito político, quizás haya que distinguir si el enjuiciamiento es por causa
de opiniones políticas o por actos con una motivación política. Si se trata
de enjuiciar un acto punible cometido por motivos políticos, y si el castigo
previsto está en conformidad con la legislación general del país de que se
trate, el temor de tal enjuiciamiento no constituirá de por sí al solicitante
en un refugiado.

85. La cuestión de si se puede considerar a un delincuente político como
refugiado dependerá de varios otros factores. Según las circunstancias,
el enjuiciamiento por un delito puede ser un pretexto para castigar al delin-
cuente por sus opiniones políticas o por la manifestación de las mismas.
Por otra parte, puede haber motivos para pensar que un delincuente polí-
tico quedará expuesto a un castigo arbitrario o excesivo por el presunto
delito. Ese castigo arbitrario o excesivo es equiparable a la persecución.

86. Al determinar si se puede considerar a un delincuente político como
refugiado, también hay que tener en cuenta los elementos siguientes: la

9 Véanse los párrafos 94 a 96 infra.
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personalidad del solicitante, sus opiniones políticas, la motivación del acto,
la naturaleza del acto realizado, la naturaleza del enjuiciamiento y sus
motivos; por último, también la naturaleza de la ley en que se basa el
enjuiciamiento. Estos elementos pueden poner de manifiesto que la persona
de que se trata tiene temores de ser perseguida y no sólo temores de ser
objeto de enjuiciamiento y castigo – conforme a la ley – por un acto que ha
cometido.

4) “Se encuentre fuera del país de su nacionalidad”

a) Análisis general

87. En este contexto, el término “nacionalidad” designa la “ciudadanía”.
La fórmula “se encuentre fuera del país de su nacionalidad” concierne a
las personas que tienen una nacionalidad, distinta de los apátridas. En la
mayoría de los casos, los refugiados conservan la nacionalidad de su país
de origen.

88. Un requisito general para obtener el estatuto de refugiado es que el
solicitante que tiene una nacionalidad se encuentre fuera del país de su
nacionalidad. No hay excepciones a esta regla. La protección internacional
no puede entrar en juego mientras la persona se encuentre bajo la jurisdicción
territorial de su país de origen.10

89. Por consiguiente, cuando un solicitante alega temores de ser perse-
guido en el país de su nacionalidad, se debe determinar si en realidad
posee la nacionalidad de ese país. Ahora bien, puede haber incertidumbre
acerca de si esa persona tiene una nacionalidad. Puede ignorarlo ella
misma, o bien puede afirmar erróneamente que tiene una nacionalidad
determinada o que es apátrida. Cuando no conste claramente la nacionalidad
de una persona, su condición de refugiado deberá determinarse de manera
semejante a la de un apátrida, es decir, habrá que tener en cuenta el país
donde antes tenía su residencia habitual en vez del país de su nacionalidad.
(Véanse los párrafos 101 a 105 infra.)

10 En algunos países, en particular en América Latina, existe la costumbre del "asilo diplomático", es decir, de
brindar refugio a fugitivos políticos en embajadas extranjeras. La persona así amparada, si bien se puede considerar
que está fuera de la jurisdicción de su país, no se encuentra fuera de su territorio y, por consiguiente, no se le
pueden aplicar las disposiciones de la Convención de 1951. El antiguo concepto de la "extraterritorialidad" de las
embajadas ha venido a ser sustituido por el de "inviolabilidad", término utilizado en la Convención de Viena sobre
Relaciones Diplomáticas, de 1961.
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90. Como ya se ha dicho, el solicitante tiene que abrigar fundados temores
de ser perseguido en relación con el país de su nacionalidad. Mientras no
abrigue ningún temor en relación con el país de su nacionalidad, puede
esperarse que se acoja a la protección de ese país. No tiene necesidad
de protección internacional y, por lo tanto, no es un refugiado.

91. Los temores de ser perseguido no siempre han de referirse a la totalidad
del territorio del país de la nacionalidad del refugiado. Así, en los conflictos
étnicos o en caso de graves disturbios que entrañen una situación de
guerra civil, la persecución de un grupo étnico o nacional determinado
puede darse sólo en una parte del país. En tales situaciones, una persona
no quedará excluida de la condición de refugiado simplemente porque
podía haber buscado refugio en otra parte del mismo país si, a la luz de
todas las circunstancias del caso, no hubiera sido razonable contar con
que así lo hiciera.

92. La situación de las personas que tienen más de una nacionalidad se
examina en los párrafos 106 y 107 infra.

93. La nacionalidad puede probarse mediante la posesión de un pasaporte
nacional. La posesión de ese pasaporte crea la presunción, salvo prueba
en contrario, de que el titular es nacional del país que lo haya expedido, a
menos que en el pasaporte mismo conste otra cosa. La persona titular de
un pasaporte en el que conste como nacional del país que lo ha expedido,
pero que afirma que no posee la nacionalidad de ese país, debe justificar
su afirmación, por ejemplo, demostrando que el pasaporte es uno de los
denominados “pasaportes de conveniencia” (un pasaporte nacional apa-
rentemente ordinario que a veces extiende una autoridad nacional en favor
de no nacionales). Sin embargo, la mera afirmación del titular de que el
pasaporte le ha sido extendido por razones de conveniencia para fines de
viaje únicamente no es suficiente para destruir la presunción de naciona-
lidad. En algunos casos, quizás sea posible obtener información de la
autoridad que ha expedido el pasaporte. Si esa información no puede
obtenerse o no puede obtenerse dentro de un plazo razonable, el exami-
nador tendrá que decidir sobre la credibilidad de la afirmación del solici-
tante a la luz de todos los demás elementos de su declaración.

b) Refugiados “sur place”

94. El requisito de que una persona debe encontrarse fuera de su país
para ser refugiado no significa que deba necesariamente haber salido de
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ese país ilegalmente ni que haya debido abandonarlo por razón de funda-
dos temores. Puede haber decidido solicitar el reconocimiento de su con-
dición de refugiado encontrándose ya en el extranjero desde algún tiempo
atrás. La persona que no era un refugiado al dejar su país, pero que ad-
quiere posteriormente tal calidad, se denomina refugiado “sur place”.

95. Una persona se convierte en refugiado “sur place” en virtud de cir-
cunstancias que hayan surgido en su país de origen durante su ausencia.
Han solicitado la condición de refugiado durante su residencia en el ex-
tranjero, y han sido reconocidos como tales, diplomáticos y otros funcionarios
que prestan servicios en el extranjero, prisioneros de guerra, estudiantes,
trabajadores migrantes y otras personas.

96. Una persona puede convertirse en refugiado “sur place” como resultado
de sus propias actividades, por ejemplo, frecuentando el trato de refugia-
dos ya reconocidos o expresando sus opiniones políticas en su país de
residencia. Será preciso, sin embargo, establecer mediante una rigurosa
indagación de las circunstancias si tales acciones son suficientes para
justificar fundados temores de persecución. En particular, habría que te-
ner en cuenta si tales acciones han podido llegar al conocimiento de las
autoridades del país de origen de la persona así como la manera en que
aquéllas puedan ser consideradas por esas autoridades.

5) “Y no pueda o, a causa de dichos temores,
no quiera acogerse a la protección de tal país”

97. A diferencia de la fórmula examinada seguidamente bajo el epígrafe 6),
este requisito se refiere a las personas que tienen una nacionalidad. Tanto
si no puede como si no quiere acogerse a la protección de las autoridades
de su país, un refugiado es siempre una persona que no goza de tal protección.

98. El hecho de que no pueda acogerse a esa protección implica la exis-
tencia de circunstancias ajenas a la voluntad de la persona de que se
trate. Puede ocurrir, por ejemplo, que un estado de guerra, una guerra
civil u otros disturbios graves impidan que el país de nacionalidad preste
su protección o hagan ésta ineficaz. También puede suceder que el país
de nacionalidad niegue su protección al solicitante. Esa denegación de la
protección puede confirmar o reforzar los temores que abriga el solicitante
de ser perseguido y puede en realidad ser un elemento de persecución.
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99. La determinación de lo que constituye denegación de la protección
debe efectuarse a la luz de las circunstancias del caso. Si parece que se
deniegan al solicitante servicios (por ejemplo, negativa de conceder un
pasaporte nacional o de prorrogar su validez o denegación de admisión
en el territorio nacional) que normalmente se proporcionan a sus conciu-
dadanos, este hecho puede constituir una denegación de la protección en
el sentido de la definición.

100. La expresión “no quiera” se refiere a los refugiados que se niegan a
aceptar la protección de las autoridades del país de su nacionalidad.11

Esta expresión está condicionada por la reserva “a causa de dichos temores”.
Si una persona quiere acogerse a la protección de su país de origen, ese
deseo será normalmente incompatible con la afirmación de que se en-
cuentra fuera de ese país “debido a fundados temores de ser perseguida”.
En los casos en que se puede recurrir a la protección del país de nacionalidad
y no hay motivos basados en fundados temores para rehusarla, la persona
de que se trate no tiene necesidad de protección internacional y no es un
refugiado.

6) “O que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de
tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él”

101. Esta fórmula, que concierne a los refugiados apátridas, es equiparable
a la anterior, que atañe a los refugiados que tienen una nacionalidad. En
el caso de los refugiados apátridas, la expresión “país donde antes tuviera
su residencia habitual” sustituye a “país de su nacionalidad” y la expresión
“no quiera regresar a él” a “no quiera acogerse a la protección...”. En este caso
no se plantea, por supuesto, la cuestión del “recurso a la protección” del
país donde antes tuviera su residencia habitual. Además, el apátrida, una
vez que ha abandonado por los motivos indicados en la definición el país
donde antes tenía su residencia habitual, no puede generalmente regre-
sar a él.

102. Se advertirá que no todos los apátridas son refugiados, pues para
ello deben encontrarse fuera del país donde antes tenían su residencia
habitual por los motivos indicados en la definición. Cuando esos motivos
no existen, el apátrida no es un refugiado.

11 Documento de las Naciones Unidas E/1618, pág. 39
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103. Esos motivos deben examinarse en relación con el país “donde antes
tenía su residencia habitual” respecto del cual se alegan los temores. Ese
país fue definido por los autores de la Convención de 1951 como “el país
en que había residido y en el que había sido o temía ser perseguido si
regresaba a él".12

104. Un apátrida puede haber tenido residencia habitual en más de un
país y puede temer ser perseguido en más de uno de ellos. La definición
no exige que satisfaga los criterios en relación con todos esos países.

105. Una vez que se ha determinado que un apátrida es un refugiado en
relación con “el país donde antes tuviera su residencia habitual”, todo cambio
ulterior de país de residencia habitual no afectará su condición de refugiado.

7) Nacionalidad doble o múltiple

El párrafo 2) del segundo apartado de la sección A del artículo 1 de la
Convención de 1951 dice lo siguiente:

En los casos de personas que tengan más de una nacionalidad se entenderá que la
expresión ‘del país de su nacionalidad’ se refiere a cualquiera de los países cuya
nacionalidad posean, y no se considerará carente de la protección del país de su
nacionalidad a la persona que, sin razón válida derivada de un fundado temor, no se
haya acogido a la protección de uno de los países cuya nacionalidad posea.

106. Esta cláusula, que en gran parte se explica por sí misma, tiene por
objeto excluir del estatuto de refugiado a todas las personas de doble o de
múltiple nacionalidad que pueden acogerse por lo menos a la protección
de uno de los países de que son nacionales. La protección nacional, si se
puede recurrir a ella, tiene primacía sobre la protección internacional.

107. Sin embargo, al examinar el caso de un solicitante con nacionalidad
doble o múltiple, es necesario distinguir entre la posesión de una naciona-
lidad en sentido jurídico y la posibilidad de recurrir a la protección del país
de que se trate. Habrá casos en que el solicitante tenga la nacionalidad de
un país respecto del cual no alegue ningún temor, pero en los que esa
nacionalidad pueda tenerse por ineficaz al no llevar aparejada la protec-
ción normalmente otorgada a los nacionales. En tales casos, la posesión

12 Loc. cit.
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de la segunda nacionalidad no será incompatible con la condición de refu-
giado. Por lo general, para dar por sentada la ineficacia de una nacionali-
dad dada, será preciso que haya habido una petición de protección que
haya sido denegada. Si no se ha denegado explícitamente la protección,
la falta de respuesta podrá considerarse, después de un plazo prudencial,
como una denegación.

8) Ámbito geográfico

108. Cuando se elaboró la Convención de 1951, varios Estados no deseaban
contraer obligaciones de un alcance imprevisible. Este deseo llevó a la
inclusión de la fecha límite de 1951, a la que ya se ha aludido (párrafos 35
y 36 supra). Para atender al deseo de algunos Estados, la Convención de
1951 también dio a los Estados contratantes la posibilidad de limitar sus
obligaciones en virtud de la Convención a las personas que hubieran llegado
a ser refugiados como resultado de acontecimientos ocurridos en Europa.

109. En consecuencia, la sección B del artículo 1 de la Convención de 1951 dispone:

1) A los fines de la presente Convención, las palabras ‘acontecimientos ocurridos antes
del 1 de enero de 1951’ que figuran en la sección A del artículo 1 podrán entenderse
como

a) ‘acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951 en Europa’, o como

b) ‘acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951, en Europa o en otro lugar’;

y cada Estado contratante formulará en el momento de la firma, de la ratificación o de
la adhesión, una declaración en que precise el alcance que desea dar a esa expresión,
respecto a las obligaciones asumidas por él en virtud de la presente Convención.

2) Todo Estado contratante que haya adoptado la fórmula a) podrá en cualquier mo-
mento extender sus obligaciones, mediante la adopción de la fórmula b) por notificación
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.”

110. En la actualidad, de los Estados Partes en la Convención de 1951, nueve
Estados continúan suscribiendo la variante a), “acontecimientos ocurridos
en Europa".13  Aunque refugiados provenientes de otras partes del mundo
obtienen frecuentemente asilo en algunos de esos países, se les niega
normalmente la condición de refugiado en virtud de la Convención de 1951.

13 Véase el anexo IV.
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CAPÍTULO III  CLÁUSULAS DE CESACIÓN

A. Consideraciones generales

111. En las llamadas “cláusulas de cesación” (párrafos 1) a 6) de la sección
C del artículo 1 de la Convención de 1951) se enuncian las condiciones
en que un refugiado deja de tener tal calidad. Estas cláusulas se basan en
la idea de que no se debe proporcionar protección internacional cuando ya
no sea necesaria ni esté justificada.

112. Una vez determinada la condición de refugiado de una persona, ésta
la conserva a no ser que quede comprendida en el supuesto de una de las
cláusulas de cesación.14 Este planteamiento estricto de la determinación
de la condición de refugiado obedece a la necesidad de proporcionar a los
refugiados la seguridad de que su condición no estará sujeta a una revisión
constante a la luz de una evolución transitoria – y no de carácter funda-
mental – de la situación imperante en su país de origen.

113. La sección C del artículo 1 de la Convención de 1951 dispone lo
siguiente:

En los casos que se enumeran a continuación, esta Convención cesará de ser aplicable
a toda persona comprendida en las disposiciones de la Sección A precedente:

1) Si se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de su nacionalidad;  o

2) Si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente; o

3) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección del país de su
nueva nacionalidad; o

4) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había abandonado o
fuera del cual había permanecido por temor de ser perseguida; o

5) Si, por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida
como refugiado, no puede continuar negándose a acogerse a la protección del país de
su nacionalidad;

14 En algunos casos, la condición de refugiado puede subsistir aunque manifiestamente hayan desaparecido los
motivos que la originaron. Véanse los epígrafes 5) y 6) (párrafos 135 a 139 infra).
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Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo no se aplicarán
a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección A del presente artículo que
puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del país de su nacionalidad,
razones imperiosas derivadas de persecuciones anteriores;

6) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por haber desaparecido las
circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida como refugiada, está en condi-
ciones de regresar al país donde antes tenía su residencia habitual;

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo no se apli-
carán a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección A del presente
artículo que puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del país donde
tenían su residencia habitual, razones imperiosas derivadas de persecuciones anteriores.

114. De las seis cláusulas de cesación, las cuatro primeras son conse-
cuencia de un cambio en la situación del refugiado suscitado por él mismo,
a saber, cuando el refugiado:

1) se acoge de nuevo, voluntariamente, a la protección nacional;
2) recobra voluntariamente su nacionalidad;

3) adquiere una nueva nacionalidad;

4) se establece de nuevo, voluntariamente, en el país en el que tenía temor de ser

perseguido.

115. Las dos últimas cláusulas de cesación, enunciadas en los párrafos 5)
y 6), se basan en la idea de que la protección internacional ya no está
justificada a consecuencia de los cambios ocurridos en el país en que se
temía ser perseguido o porque han desaparecido los motivos que tenía
una persona para convertirse en refugiado.

116. Las cláusulas de cesación tienen carácter negativo y su enunciación
es exhaustiva. Por consiguiente, deben interpretarse restrictivamente y
no pueden aducirse, por analogía, otras causas para justificar la privación
de la condición de refugiado. Huelga decir que si, por cualquier causa, un
refugiado ya no quiere seguir siendo considerado como tal, no habrá ningún
motivo para continuar reconociéndole esa condición y concederle protección
internacional.

117. La sección C del artículo 1 no se refiere a la revocación de la condición
de refugiado. Sin embargo, pueden salir a la luz circunstancias que indi-
quen que una persona ni siquiera debió ser reconocida como refugiado;
por ejemplo, si posteriormente se descubre que obtuvo la condición de
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refugiado en virtud de una presentación inexacta de los hechos, que po-
see otra nacionalidad o que, de haberse conocido todos los hechos perti-
nentes, se le hubiera aplicado una de las cláusulas de exclusión. En tales
casos, normalmente se revoca la decisión en virtud de la cual se concedió
a esa persona la condición de refugiado.

B. Interpretación de los términos empleados

1) Recurrir de nuevo voluntariamente a la protección nacional

Párrafo 1) de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

Si se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la proteccion del país de su nacionalidad.

118. Esta cláusula de cesación se refiere al refugiado que posee una na-
cionalidad y permanece fuera del país de su nacionalidad. (La situación
de un refugiado que ha regresado efectivamente al país de su nacionalidad
se rige por la cuarta cláusula de cesación, que se refiere al que “se ha
establecido de nuevo” en ese país). El refugiado que se ha acogido de
nuevo, voluntariamente, a la protección nacional ya no necesita protección
internacional. Ha demostrado que ya no se halla en una situación en que
“no puede o no quiere acogerse a la protección del país de su nacionalidad”.

119. Esta cláusula de cesación comporta tres requisitos:

a) voluntariedad: el refugiado debe actuar voluntariamente;
b) intención: el refugiado debe tener el propósito, con su comportamiento,
      de acogerse de nuevo a la protección del país de su nacionalidad;
c) efectos: el refugiado debe obtener efectivamente esa protección.

120. Si el refugiado no actúa voluntariamente no perderá esa condición.
Si una autoridad, por ejemplo, de su país de residencia, le ordena que
realice en contra de su voluntad un acto susceptible de ser interpretado
en el sentido de que se acoge de nuevo a la protección del país de su
nacionalidad, como el de solicitar de su consulado un pasaporte nacional,
no dejará de ser refugiado por el solo hecho de haber acatado esa orden.
También puede verse compelido, por circunstancias que escapen a su
control, a recurrir a una medida de protección del país de su nacionalidad.
Puede, por ejemplo, verse obligado a pedir el divorcio en su país de origen
porque el divorcio obtenido en otro lugar no lograría el reconocimiento
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internacional necesario. Un acto de esta índole no puede equipararse a
“recurrir de nuevo a la protección” y no priva a la persona de que se trate
de su condición de refugiado.

121. Al determinar si en tales circunstancias una persona pierde la condición
de refugiado, hay que distinguir entre el hecho de recurrir efectivamente
de nuevo a la protección del país de la nacionalidad y los contactos oca-
sionales e incidentales con las autoridades nacionales. Si un refugiado
solicita y obtiene un pasaporte nacional o su renovación, se presumirá,
salvo prueba en contrario, que tiene la intención de acogerse a la protección
del país de su nacionalidad. Por el contrario, el hecho de obtener de las
autoridades nacionales documentos –tales como certificados de nacimiento
o de matrimonio o servicios análogos, que también tendrían que solicitar
los no nacionales, no puede equipararse al hecho de acogerse de nuevo
a la protección del país de la nacionalidad.

122. El refugiado que pide protección a las autoridades del país de su
nacionalidad sólo “se ha acogido de nuevo” a esa protección cuando su
petición ha sido efectivamente atendida. El caso más frecuente de refugiado
que “se acoge a la protección” es el del refugiado que desea regresar al
país de su nacionalidad. No dejará de ser refugiado por el mero hecho de
haber solicitado la repatriación. Por el contrario, la obtención de un visado
de entrada o de un pasaporte nacional para regresar al país se considerará
salvo prueba en contrario, que pone término a la condición de refugiado.15

Sin embargo, esto no impide que reciba asistencia – incluso del ACNUR –
con el fin de facilitar su regreso.

123. Un refugiado puede obtener voluntariamente un pasaporte nacional
con la intención de acogerse a la protección de su país de origen, aunque
permaneciendo fuera de él, o para regresar a ese país. Como se ha dicho
antes, al recibir ese documento dejará, por regla general, de ser un refu-
giado. En caso de que ulteriormente renuncie a cualquiera de estos dos
propósitos, su condición de refugiado tendrá que ser determinada de nuevo.
Tendrá que explicar por qué ha cambiado de idea y demostrar que no ha
habido ningún cambio fundamental en las condiciones que dieron lugar
originalmente a que se convirtiera en un refugiado.

15 Esto se aplica a un refugiado que permanece todavía fuera de su país. Adviértase que la cuarta cláusula de
cesación dispone que el refugiado deja de serlo cuando voluntariamente "se ha establecido de nuevo" en el país de
su nacionalidad o en el país donde antes tenía su residencia habitual.
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124. En determinadas circunstancias excepcionales, cabe que la obtención
de un pasaporte nacional o de una prórroga de su validez no implique la
terminación de la condición de refugiado (véase el párrafo 120 supra).
Esto sucedería, por ejemplo, cuando al titular de un pasaporte nacional no
se le permite regresar a su país de origen sin una autorización explícita.

125. Cuando un refugiado visita su país de origen provisto, por ejemplo,
de un documento de viaje expedido por el país de su residencia, y no de
un pasaporte nacional, algunos Estados han considerado que se ha acogido
de nuevo a la protección de su país de origen y que ha perdido su condición
de refugiado en virtud de la presente cláusula de cesación. Ahora bien, los
casos de este tipo deben ser juzgados con arreglo a sus propias circunstan-
cias. La visita a un pariente anciano o enfermo repercutirá en la relación del
refugiado con su país de origen de modo diferente de las visitas periódicas
a ese país para pasar vacaciones o para establecer relaciones de negocios.

2) Recobrar voluntariamente la nacionalidad

Párrafo 2 de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

     Si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente.

126. Esta cláusula es análoga a la precedente. Se aplica a los casos en
que el refugiado, habiendo perdido la nacionalidad del país con respecto
al cual se había reconocido que tenía fundados temores de ser perseguido,
recobra voluntariamente esa nacionalidad.

127. Mientras que en virtud de la precedente cláusula (párrafo 1 de la
sección C del artículo 1), una persona que posee una nacionalidad deja
de ser refugiado si se acoge de nuevo a la protección vinculada a tal
nacionalidad, con arreglo a la presente (párrafo 2 de la sección C del
artículo 1) pierde su condición de refugiado al recobrar la nacionalidad
previamente perdida.16

128. La recuperación de la nacionalidad debe ser voluntaria. La concesión
de la nacionalidad por ley o por decreto no implica su recuperación voluntaria,

16 En la mayoría de los casos, el refugiado conserva la nacionalidad de su país de orígen. Esa nacionalidad puede
perderse en virtud de medidas individuales o colectivas de privación de la nacionalidad. En consecuencia, la condi-
ción de refugiado no implica necesariamente la pérdida de la nacionalidad (apatridia).
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a no ser que haya sido expresa o tácitamente aceptada. Una persona no
deja de ser refugiado por el solo hecho de que podía haber optado por
recobrar su nacionalidad anterior, a menos que haya ejercido efectiva-
mente tal opción. Si la nacionalidad anterior se ha concedido por ley, sin
perjuicio de que se opte por rechazarla, se considerará que ha sido reco-
brada voluntariamente si el refugiado, con pleno conocimiento de causa,
no ha ejercido esa opción, a menos de que pueda aducir razones espe-
ciales que demuestren que efectivamente no era su intención recobrar su
nacionalidad anterior.

3) Adquirir una nueva nacionalidad y protección

Párrafo 3 de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección del país de su nueva
nacionalidad.

129. Como en el caso de la recuperación de la nacionalidad, esta tercera
cláusula de cesación deriva del principio de que una persona que disfruta
de la protección nacional no necesita protección internacional.

130. La nacionalidad que adquiere el refugiado suele ser la de su país de
residencia. No obstante, el refugiado que vive en un país puede, en deter-
minados casos, adquirir la nacionalidad de otro país. En tal caso también
terminará su condición de refugiado, siempre que la nueva nacionalidad
lleve aparejada la protección de ese país. Este requisito se deduce de las
palabras “y disfruta de la protección del país de su nueva nacionalidad”.

131. Si una persona deja de ser refugiado al adquirir una nueva naciona-
lidad y alega después fundados temores en relación con el país de su
nueva nacionalidad, se crea una situación totalmente distinta y debe de-
terminarse su condición en relación con el país de su nueva nacionalidad.

132. Cuando la condición de refugiado ha terminado por adquisición de
una nueva nacionalidad y se pierde luego esa nueva nacionalidad, según
las circunstancias de esa pérdida se puede restablecer dicha condición.
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4) Establecerse de nuevo voluntariamente en el país en el que se tenía
temor de ser perseguido

Párrafo 4 de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había abandonado o
fuera del cual había permanecido por temor de ser perseguida.

133. Esta cuarta cláusula de cesación se aplica tanto a los refugiados que
tienen una nacionalidad como a los refugiados apátridas. Se refiere a los
refugiados que, habiendo regresado a su país de origen o al país donde
antes tenían su residencia, no habían dejado ya de ser refugiados en
virtud de la primera o la segunda cláusula de cesación mientras permanecían
en el país de acogida.

134. La cláusula se refiere al hecho de “establecerse de nuevo voluntaria-
mente”. Por esa fórmula hay que entender el regreso al país de la nacio-
nalidad o al país donde antes se tenía la residencia habitual con objeto de
residir en él permanentemente. La visita temporal de un refugiado a su
país de origen, sin utilizar un pasaporte nacional sino, por ejemplo, con un
documento de viaje expedido por su país de residencia, no equivale a
“establecerse de nuevo” y no entraña la pérdida de la condición de refu-
giado en virtud de la presente cláusula.17

5) Desaparición, en el caso de las personas que tienen una
nacionalidad, de los motivos para obtener la condición de refugiado

Párrafo 5 de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

Si, por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida
como refugiado, no puede continuar negándose a acogerse a la protección del país de
su nacionalidad;
Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo no se aplicarán
a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección A del presente artículo que
puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del país de su nacionalidad,
razones imperiosas derivadas de persecuciones anteriores.

17 Véanse el párrafo125 supra .
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135. Las “circunstancias” a que se hace referencia son cambios funda-
mentales ocurridos en el país que permiten suponer la desaparición de
los motivos que originaron los temores de ser perseguido. Un mero cambio,
quizás transitorio, de los hechos relacionados con el temor del refugiado,
pero que no entrañe cambios importantes en las circunstancias, no es
suficiente para que esta cláusula sea aplicable. En principio, la condición
de refugiado no debería estar sujeta a frecuentes revisiones en detrimento
del sentimiento de seguridad que le ha de proporcionar la protección
internacional.

136. El segundo párrafo de esta cláusula enuncia una excepción a la
disposición de cesación que figura en el primer párrafo. Versa sobre el
supuesto especial de una persona que ha sido objeto de persecuciones
anteriores muy graves y que, por lo tanto, no perderá su condición de
refugiado aún cuando hayan ocurrido cambios fundamentales en su país
de origen. La remisión al párrafo 1 de la sección A del artículo 1 indica que
la excepción se aplica a los refugiados amparados por instrumentos ante-
riores a la Convención de 1951 (“statutory refugees”). En la época en que
se elaboró la Convención de 1951, estos refugiados constituían la mayoría.
No obstante, la excepción refleja un principio humanitario más general
que puede aplicarse también a otros refugiados, además de los amparados
por instrumentos anteriores. A menudo se reconoce que no cabe pensar
que una persona que ha sufrido –o cuya familia ha sufrido– atroces formas
de persecución considere su repatriación. Aunque haya habido un cambio
de régimen en su país, ello no siempre acarrea una total modificación de
la actitud de la población ni, a causa de sus pasadas experiencias, del
estado de ánimo del refugiado.

6) Desaparición, en el caso de los apátridas, de los motivos
para obtener la condición de refugiado

Párrafo 6) de la sección C del artículo 1 de la Convención de 1951:

Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por haber desaparecido las
circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida como refugiado, está en condiciones
de regresar al país donde antes tenía su residencia habitual;

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo no se aplicarán
a los refugiados comprendidos en el párrafo 1) de la sección A del presente artículo
que puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del país donde tenían su
residencia habitual, razones imperiosas derivadas de persecuciones anteriores.
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137. Esta sexta y última cláusula de cesación, correspondiente a la anterior
relativa a las personas que tienen una nacionalidad, versa exclusivamente
sobre los apátridas que están en condiciones de regresar al país donde
antes tenían su residencia habitual.

138. El término “circunstancias” debe interpretarse en el sentido indicado
en relación con la quinta cláusula de cesación.

139. Conviene subrayar que, además del cambio de circunstancias en el
país donde antes tenía su residencia habitual, la persona interesada debe
estar en condiciones de regresar a él, lo que, en el caso de un apátrida, tal
vez no sea siempre posible.

CAPÍTULO IV  CLÁUSULAS DE EXCLUSIÓN

A. Consideraciones generales

140. Las secciones D, E y F del artículo 1 de la Convención de 1951
contienen disposiciones en virtud de las cuales quedan excluidas de la
condición de refugiado personas que por lo demás reúnen las características
de los refugiados según se definen en la sección A del mismo artículo.
Esas personas están comprendidas en uno de los tres grupos siguientes.
El primer grupo (sección D del artículo 1) comprende a las personas que
ya reciben protección o asistencia de las Naciones Unidas; el segundo
grupo (sección E del artículo 1) se compone de las personas a las que no
se considera necesitadas de protección internacional, y el tercer grupo
(sección F del artículo 1) enumera las categorías de personas a las que
no se considera merecedoras de la protección internacional.

141. Normalmente, los hechos que dan lugar a la exclusión en virtud de
estas cláusulas se pondrán de manifiesto durante el proceso de determi-
nar la condición de refugiado de la persona de que se trate. No obstante,
puede suceder también que no se tenga conocimiento de los hechos que
justifican la exclusión hasta después de reconocer a una persona la condición
de refugiado. En tal caso, la cláusula de exclusión exigirá que se revoque
la decisión ya tomada.
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B. Interpretación de los términos empleados

1) Personas que ya reciben protección o asistencia
de las Naciones Unidas

Sección D del artículo 1 de la Convención de 1951:

Esta Convención no será aplicable a las personas que reciban actualmente protección o
asistencia de un órgano u organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas para los Refugiados. Cuando esta protección o asistencia haya
cesado por cualquier motivo, sin que la suerte de tales personas se haya solucionado
definitivamente con arreglo a las resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea
General de las Naciones Unidas, esas personas tendrán ipso facto derecho a los bene-
ficios del régimen de esta Convención.

142. La exclusión establecida en esta cláusula se aplica a las personas
que ya reciben protección o asistencia de un órgano u organismo de las
Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados. Esta protección o asistencia la proporcionaba ante-
riormente el Organismo de las Naciones Unidas para la Reconstrucción
de Corea y actualmente el Organismo de Obras Públicas y Socorro de las
Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente
(OOPS). Podría haber otras situaciones parecidas en el futuro.

143. Respecto a los refugiados de Palestina, es de señalar que el OOPS
sólo actúa en algunas zonas del Oriente Medio y que sólo en ellas propor-
ciona protección o asistencia. Así, un refugiado de Palestina que se en-
cuentra fuera de una de esas zonas no disfruta de la asistencia menciona-
da y puede ser tenido en cuenta para los efectos de determinar su condi-
ción de refugiado con arreglo a los criterios señalados en la Convención
de 1951. Normalmente debería ser suficiente comprobar que las circunstan-
cias que le permitieron originalmente calificar para la protección y asistencia
del OOPS siguen existiendo y que no ha dejado de ser un refugiado en
virtud de una de las cláusulas de cesación ni está excluido de la aplicación
de la Convención en virtud de una de las cláusulas de exclusión.

2) Personas a las que no se considera necesitadas
de protección internacional

Sección E del artículo 1 de la Convención de 1951:
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Esta Convención no será aplicable a las personas a quienes las autoridades compe-
tentes del país donde hayan fijado su residencia reconozcan los derechos y obligaciones
inherentes a la posesión de la nacionalidad de tal país.

144. Esta disposición se refiere a las personas que reuniendo por otros
conceptos las condiciones para ser consideradas como refugiados, han
sido acogidas en un país en el que se les ha concedido la mayoría de los
derechos de que normalmente disfrutan los nacionales , pero no la ciuda-
danía oficial (con frecuencia se las denomina “refugiados nacionales”.) En
muchos casos se trata de personas cuyo origen étnico es el mismo que el
de la población del país que les ha acogido.18

145. No hay una definición precisa de los “derechos y obligaciones” que
constituirían motivo de exclusión con arreglo a esta cláusula. Se puede
decir, sin embargo, que es aplicable la exclusión si la condición de una
persona está en gran parte asimilada a la de un nacional del país. En
particular, debe gozar, al igual que un nacional, de plena protección contra
la deportación o la expulsión.

146. La cláusula se refiere a las personas que “hayan fijado su residencia”
en el país de que se trate. Esto supone residencia continua y no una
simple visita. La cláusula de exclusión no afecta a la persona que reside
fuera del país y que no disfruta de la protección diplomática de ese país.

3) Personas a las que no se considera merecedoras
de la protección internacional

Sección F del artículo 1 de la Convención de 1951:

Las disposiciones de esta Convención no serán aplicables a persona alguna respecto
de la cual existan motivos fundados para considerar:

a) que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la
humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales elaborados para adoptar
disposiciones respecto de tales delitos;

b) que ha cometido un grave delito común, fuera del país de refugio, antes de ser
admitida en él como refugiado;

c) que se ha hecho culpable de actos contrarios a las finalidades y a los principios de
las Naciones Unidas.

18 Al elaborar esta cláusula de exclusión, los redactores de la Convención pensaban principalmente en los refugiados
de origen alemán llegados a la República Federal de Alemania donde les fueron reconocidos los derechos y las
obligaciones que lleva consigo la nacionalidad alemana.
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147. Los instrumentos internacionales anteriores a la guerra que definían
las distintas categorías de refugiados no contenían ninguna disposición
para la exclusión de los delincuentes. Inmediatamente después de la
Segunda Guerra Mundial se elaboraron por vez primera disposiciones es-
peciales para excluir del numeroso grupo de refugiados que entonces re-
cibían ayuda a algunas personas a las que no se consideraba dignas de
recibir protección internacional.

148. Cuando se redactó la Convención, estaba aún muy vivo el recuerdo
de los juicios de los grandes criminales de guerra y los Estados estuvieron
de acuerdo en que no debía protegerse a los criminales de guerra. Ade-
más, los Estados no deseaban admitir en su territorio a criminales que
supusieran un peligro para la seguridad y el orden público.

149. La competencia para decidir si es aplicable alguna de estas cláusulas
de exclusión corresponde al Estado contratante en donde el solicitante
trata de que se reconozca su condición de refugiado. Para que estas cláusulas
sean aplicables, basta con determinar que hay “motivos fundados para
considerar” que se ha cometido uno de los actos descritos. No es necesario
probar formalmente que ha habido con anterioridad un procedimiento penal.
Sin embargo, teniendo en cuenta las graves consecuencias de la exclusión
para la persona interesada, la interpretación de estas cláusulas de
exclusión debe ser restrictiva.

a) Delitos de guerra, etc.

a) que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la
humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales elaborados para adoptar
disposiciones respecto de tales delitos.

150. Al mencionar los delitos contra la paz, delitos de guerra o delitos
contra la humanidad (llamados también crímenes contra la paz, crímenes
de guerra y crímenes contra la humanidad), la Convención se remite de
modo general a los “ instrumentos internacionales elaborados para adoptar
disposiciones respecto de tales delitos”. Buen número de esos instrumentos
datan del final de la Segunda Guerra Mundial. Todos ellos contienen defi-
niciones de lo que constituye “un delito contra la paz, un delito de guerra o
un delito contra la humanidad”. La definición más amplia se encuentra en
el Acuerdo de Londres de 1945 y en la carta del Tribunal Militar Internacional.

MANUAL DE PROCEDIMIENTOS Y CRITERIOS PARA DETERMINAR LA CONDICIÓN DE REFUGIADO



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

130

b) Delitos comunes

b) que ha cometido un grave delito común, fuera del país de refugio, antes de ser
admitida en él como refugiado.

151. Esta cláusula de exclusión tiene por objeto proteger a la comunidad
de un país receptor contra el peligro que supone admitir a un refugiado
que ha cometido un delito de derecho común, y, además, ofrecer un trato
justo a un refugiado que haya cometido un delito común (o varios) de
carácter menos grave o que haya cometido un delito político.

152. Para determinar si un delito es “común” o, por el contrario, “político”,
debe tenerse en cuenta ante todo su naturaleza y su finalidad, es decir, si
se ha cometido por verdaderos motivos políticos y no simplemente por
razones personales o con ánimo de lucro. Debe haber asimismo un nexo
causal estrecho y directo entre el delito cometido y la finalidad y el objeto
políticos invocados. Además, el elemento político del delito debe predomi-
nar sobre su carácter de delito de derecho común. No será así cuando los
actos cometidos no guarden proporción con el objetivo invocado. El ca-
rácter político del delito asimismo es más difícil de admitir si el delito supo-
ne la perpetración de atrocidades.

153. Sólo es causa de exclusión el delito que haya sido cometido o que se
presume cometido por la persona interesada “fuera del país de refugio,
antes de ser admitida en él como refugiado”. Normalmente el país de que
se trata será el de origen, pero también podría ser otro, salvo el país de
refugio donde el solicitante trata de que se reconozca su condición de
refugiado.

154. Un refugiado que comete un delito grave en el país de refugio está
sujeto a enjuiciamiento con las debidas garantías en ese país. En casos
extremos, según el párrafo 2) del artículo 33 de la Convención, se permite
la expulsión de un refugiado o su devolución a su anterior país de origen
si, habiendo sido objeto de una condena definitiva por un delito común
"particularmente grave” constituye una amenaza para la comunidad de su
país de refugio.

155. Es difícil definir qué es un delito común “grave” para los efectos de
esta cláusula de exclusión, sobre todo porque el término “delito” tiene con-
notaciones diferentes en distintos sistemas jurídicos. En algunos países
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ese término denota solamente una infracción de carácter grave. En otros
países puede comprender cualquier infracción desde el hurto hasta el
asesinato. No obstante, en el presente contexto un delito “grave” tiene
que ser una infracción castigada con la pena de muerte o con penas muy
graves. Las infracciones sancionadas con penas menos graves no son
causa de exclusión con arreglo al párrafo b) de la sección F del artículo 1,
aunque técnicamente tengan la denominación de “delitos” en el derecho
penal del país del que se trate.

156. Al aplicar esta cláusula de exclusión, es preciso además establecer
un equilibrio entre la naturaleza del delito que se presume ha cometido la
persona interesada y el grado de persecución que ésta tema. Si una per-
sona tiene fundados temores de que va a ser objeto de una grave perse-
cución, es decir, una persecución que ponga en peligro su vida o su liber-
tad, el delito tiene que ser muy grave para que se le excluya. Si la persecución
que teme es menos grave, será preciso tener en cuenta el carácter del
delito o de los delitos de los que se le presume autor para determinar si el
interesado no es en realidad un prófugo de la justicia o si su carácter de
delincuente no predomina sobre su carácter de refugiado de buena fe.

157. Al evaluar la naturaleza del delito cuya perpetración se presume,
deben tenerse en cuenta todos los factores pertinentes, incluidas todas
las circunstancias atenuantes. También es preciso tener en cuenta todas
las circunstancias agravantes, como, por ejemplo, que el solicitante ya
tenga antecedentes penales. La circunstancia de que un solicitante con-
denado por un grave delito común haya cumplido ya su condena o haya
sido indultado o amnistiado ha de ser también tenida en cuenta. En el
último caso, hay la presunción de que la cláusula de exclusión ya no es
aplicable, salvo que se pueda demostrar que pese al indulto o a la amnistía
predomina todavía en el solicitante el carácter de delincuente.

158. Cuando se haya cometido un delito en el sentido más amplio de la
palabra, como medio o con ocasión de escapar del país en que se temía
ser objeto de persecución, se aplicarán consideraciones parecidas a las
mencionadas en los párrafos precedentes. Puede tratarse desde el robo
de un medio de locomoción hasta el hecho de poner en peligro a perso-
nas inocentes o quitarles la vida. Si bien para los fines de la presente
cláusula de exclusión cabe pasar por alto que un refugiado, no encontrando
ningún otro medio de huir, se haya abierto paso en la frontera en un vehí-
culo robado, la decisión será más difícil en los casos en que haya se-
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cuestrado una aeronave en vuelo, es decir cuando haya obligado a su tripula-
ción, con la amenaza de las armas o haciendo uso de la violencia, a cam-
biar de destino para llevarle a un país de refugio.

159. En lo que respecta a la desviación o apresamiento a mano armada
de aeronaves en vuelo, se ha planteado la cuestión de si un acto de esa
naturaleza, cuando se comete con objeto de huir de la persecución, cons-
tituye un grave delito común en el sentido en que se utiliza en la presente
cláusula de exclusión. En varias ocasiones, los gobiernos se han ocupado
en el marco de las Naciones Unidas de la cuestión del secuestro ilícito de
una aeronave y se han aprobado varias convenciones internacionales
relativas al tema. En ninguno de estos instrumentos se menciona a los
refugiados. Sin embargo, en uno de los informes que llevó a la aprobación
de una resolución sobre la materia se señala que “la aprobación del proyecto
de resolución no podía menoscabar los derechos y deberes que, en el
plano internacional, tienen los Estados en virtud de instrumentos relativos
a la condición de los refugiados y los apátridas”. En otro informe se señala
que “la aprobación de proyecto de resolución no podía menoscabar los
derechos y deberes que, en el plano internacional, tienen los Estados en
materia de asilo”.19

160. Los diversos convenios aprobados al respecto,20 se refieren princi-
palmente al modo de proceder contra los autores de tales actos. En ellos
se ofrece invariablemente a los Estados contratantes la posibilidad de conce-
der la extradición de esas personas o bien enjuiciarlas en su propio territo-
rio por el acto cometido, lo que supone el derecho a conceder asilo.

161. Existe, pues, la posibilidad de conceder asilo, pero para determinar
si una persona puede tener la condición de refugiado con arreglo a la
Convención de 1951 se habrán de tomar debidamente en cuenta la gravedad
de la persecución que pueda temer el autor del acto y la medida en que
ese temor sea fundado. La cuestión de la exclusión, conforme a las dispo-
siciones del párrafo b) de la sección F del artículo 1, de un solicitante que
se haya apoderado ilícitamente de una aeronave también tendrá que ser
examinada atentamente en cada caso concreto.

19 Informes de la Sexta Comisión sobre las resoluciones de la Asamblea General 2645 (XXV) (documento de las
Naciones Unidas A/8176 y 2551 (XXIV) (documento de las Naciones Unidas A/7845).

20 Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, Tokio, 14 de septiembre
de 1963. Convenio para la Represión del Apoderamiento llícito de Aeronaves, La Haya,16 de diciembre de 1970.
Convenio para la Represión de Actos llícitos contra la Seguridad de la Aviación civil, Montreal, 23 de septiembre de 1971.
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c) Actos contrarios a las finalidades y a los principios de las
Naciones Unidas

c) que se ha hecho culpable de actos contrarios a las finalidades y a los principios de
las Naciones Unidas.

162. Se observará que esta cláusula de exclusión redactada en términos
muy generales repite en parte la cláusula de exclusión enunciada en el
párrafo a) de la sección F del artículo 1, ya que es evidente que un delito
contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad también
son actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones
Unidas. El párrafo c), si bien no introduce ningún elemento nuevo, está
destinado a abarcar de manera general los actos contrarios a las finalidades
y los principios de las Naciones Unidas que puedan no estar plenamente
comprendidos en las dos cláusulas de exclusión precedentes. Considerada
la presente cláusula junta con las otras dos, hay que suponer, aunque no
se dice de manera expresa, que los actos a que hace referencia también
tienen que ser de carácter delictivo.

163. Las finalidades y los principios de las Naciones Unidas están ex-
puestos en el Preámbulo y en los Artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones
Unidas. En ellos se enumeran principios fundamentales que deben regir
la conducta de sus miembros entre sí y en relación con la comunidad
internacional en general. De esto cabría deducir que para que un individuo
haya cometido un acto contrario a esos principios, tiene que haber ocupado
un puesto de autoridad en un Estado Miembro y haber sido un elemento
determinante de la infracción por su Estado de esos principios. No obstante,
difícilmente pueden encontrarse precedentes de aplicación de esta cláusula
que, debido a su carácter muy general, debe aplicarse con cautela.

CAPÍTULO V   CASOS ESPECIALES

A. Refugiados de guerra

164. Las personas que se ven obligadas a dejar su país de origen como
resultado de conflictos armados internacionales o nacionales no son con-
sideradas normalmente como refugiados con arreglo a las disposiciones
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de la Convención de 1951 o del Protocolo de 1967.21 Sin embargo, gozan
de la protección prevista en otros instrumentos internacionales, por ejemplo,
los Convenios de Ginebra de 1949 relativos a la protección de las víctimas
de guerra y el Protocolo Adicional de 1977 a los Convenios de Ginebra de
1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados
internacionales.22

165. No obstante, la invasión u ocupación de la totalidad de un país o de
parte de él por una Potencia extranjera puede motivar, y a veces ha motivado,
persecuciones por una o varias de las razones enumeradas en la Convención
de 1951. En tales casos, la condición de refugiado dependerá de que la
persona que lo solicita pueda demostrar que tiene “fundados temores de
ser perseguida” en el territorio ocupado y, además, de que pueda o no
acogerse a la protección de su gobierno, o de una Potencia protectora
que tenga el deber de salvaguardar los intereses de su país durante el conflicto
armado, y de que se pueda considerar que esa protección es eficaz.

166. Puede ser que no haya posibilidad de protección si no hay relaciones
diplomáticas entre el país que acoge al solicitante y su país de origen. Si
el propio gobierno del solicitante está en el exilio, la eficacia de la protección
que le puede otorgar será dudosa. Hay que juzgar, pues, cada caso aten-
diendo a las circunstancias propias del mismo, tanto en lo que respecta a
los temores fundados de ser víctima de persecución como a la posibilidad
de contar con una protección eficaz del gobierno del país de origen.

B. Desertores y prófugos

167. En los países donde el servicio militar es obligatorio, el incumplimien-
to de este deber suele estar castigado por la ley. Además, sea o no sea
obligatorio el servicio militar, la deserción se considera invariablemente
como delito. La pena con que se sanciona puede variar según los países,
y no suele considerarse persecución. El temor de ser enjuiciado y castigado
por desertar o eludir el servicio militar no constituye de por sí un temor
fundado de ser perseguido con arreglo a la definición. En cambio, el hecho
de desertar o evadir el servicio militar no excluye a una persona de la condición
de refugiado; se puede ser refugiado además de ser desertor o prófugo.

21 En lo que respecta a África, sin embargo, véase la definición consignada en el párrafo 2 del artículo 1 de la
Convención de la OUA que rige los aspectos inherentes a los problemas de los refugiados de África, antes citada en
el párrafo 22.
22 Véase el anexo VI, puntos 6) y 7).
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168. Claro está que no se es refugiado si el único motivo que el individuo
ha tenido para desertar o eludir los deberes militares es que le desagrada
el servicio de las armas o teme el combate. Pero esa persona puede tener
la condición de refugiado si en el hecho de desertar o de eludir el servicio
militar concurren otros motivos pertinentes para dejar su país o permane-
cer fuera de él, o si por otros conceptos tiene razones, conforme al sentido
de la definición, para temer que será objeto de persecución.

169. Cabe, pues, considerar como refugiado a un desertor o prófugo si el
interesado puede demostrar que su delito militar sería castigado con
desproporcionada severidad por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas. Igual criterio
se aplicaría si se puede demostrar que tiene temores fundados de que,
además de ser castigado por la deserción, será perseguido por esos motivos.

170. Sin embargo, hay también casos en que la necesidad de cumplir el
servicio militar puede ser el único motivo para reivindicar la condición de
refugiado, por ejemplo, cuando el interesado puede demostrar que el cum-
plimiento del servicio militar le habría obligado a participar en acciones
militares contrarias a sus auténticas convicciones políticas, religiosas o
morales o a razones de conciencia válidas.

171. No todas las convicciones, por auténticas que sean, serán razones
suficientes para reclamar la condición de refugiado después de haber
desertado o evadido el servicio militar. No basta con que una persona
esté en desacuerdo con su gobierno con respecto a la justificación política
de una determinada acción militar. Pero cuando la acción militar en la que
la persona no quiere participar está condenada por la comunidad internacional
por ser incompatible con las normas fundamentales de la conducta humana,
el castigo al desertor o al prófugo podría considerase por sí mismo, habida
cuenta de todas las demás condiciones señaladas en la definición, como
una persecución.

172. Puede ser también que al negarse a cumplir el servicio militar el
individuo se funde en convicciones religiosas. Si un solicitante puede
demostrar que sus convicciones religiosas son auténticas y que las autorida-
des de su país no las tienen en cuenta al exigirle que cumpla el servicio
militar, puede basarse en ello para reivindicar la condición de refugiado.
Vendría a reforzar esa pretensión, naturalmente, cualquier otra indicación
que permita mostrar que el solicitante o su familia han tropezado con difi-
cultades a causa de sus convicciones religiosas.
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173. La cuestión de si la objeción al servicio militar por razones de con-
ciencia puede crear un titulo válido para reivindicar la condición de refugiado
debería considerarse también a la luz de la evolución más reciente en
esta esfera. Son cada vez más los Estados que han promulgado leyes o
reglamentos administrativos en virtud de los cuales todo el que puede
invocar auténticas razones de conciencia queda exento del servicio militar,
ya sea totalmente, ya sea a condición de prestar un servicio distinto (por
ejemplo, civil). La implantación de esas leyes o reglamentos administrativos
ha sido además objeto de recomendaciones de organismos internaciona-
les.23 En vista de esta evolución, los Estados contratantes podrían recono-
cer la condición de refugiado a las personas que se nieguen a cumplir el
servicio militar por verdaderas razones de conciencia.

174. Naturalmente, habrá que comprobar mediante un estudio detenido
de la personalidad y la formación del individuo si sus convicciones políti-
cas, religiosas o morales o sus razones de conciencia para objetar al ser-
vicio militar son auténticas. Son consideraciones pertinentes a este res-
pecto el hecho de que el interesado haya manifestado ya su opinión antes
de ser llamado a filas, o de que ya haya tenido dificultades con las autori-
dades a causa de sus convicciones. La circunstancia de que haya sido
llamado a hacer el servicio obligatorio o bien haya ingresado en el ejército
como voluntario puede ofrecer también una indicación acerca de la auten-
ticidad de sus convicciones.

C. Personas que han recurrido a la fuerza o han cometido
actos de violencia

175. Con frecuencia piden que se les reconozca la condición de refugia-
dos a personas que han hecho uso de la fuerza o han cometido actos de
violencia. No pocas veces esta conducta está relacionada, o así se pre-
tende, con actividades u opiniones políticas. Estos actos pueden obede-
cer a iniciativa individual o haber sido cometidos dentro del marco de gru-
pos organizados. Estos últimos pueden ser agrupaciones clandestinas u
organizaciones políticas combinadas con organizaciones militares que
estén reconocidas oficialmente o cuyas actividades se admiten de modo

23 Véase la recomendación 816 (1977) sobre el derecho a la objeción de conciencia al servicio militar, aprobada en
la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa en su 290 período ordinario de sesiones (5 a 13 de octubre de 1977).
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general.24 También debería tenerse en cuenta que el uso de la fuerza es
un aspecto del mantenimiento de la ley y el orden y que, por definición,
pueden recurrir legítimamente a ella la policía y las fuerzas armadas en el
ejercicio de sus funciones.

176. Una solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado presen-
tado por una persona que, según se sabe o presume, ha hecho uso de la
fuerza o cometido actos de violencia cualesquiera que sean su naturaleza
y las circunstancias en que los hechos hayan tenido lugar, debe exami-
narse ante todo, lo mismo que cualquier otra solicitud, desde el punto de
vista de las cláusulas de inclusión contenidas en la Convención de 1951
(párrs. 32 a 110 supra).

177. Cuando se ha determinado que un solicitante reúne las condiciones
necesarias conforme a los criterios de inclusión, se puede plantear la cuestión
de determinar si, en vista de los actos de fuerza o violencia cometidos por
él, puede estar comprendido en las disposiciones de una o varias cláusulas
de exclusión. Estas cláusulas de exclusión, que figuran en los párrafos a)
a c) de la sección F del artículo 1 de la Convención de 1951, ya han sido
examinadas (párrs. 147 a 163 supra).

178. La cláusula de exclusión consignada en el párrafo a) de la sección F
del artículo 1 estaba destinada originariamente a excluir de la categoría
de refugiados a todas las personas respecto de las cuales hubiera motivos
fundados para considerar que habían “cometido un delito contra la paz,
un delito de guerra o un delito contra la humanidad” en el ejercicio de
funciones oficiales. No obstante, esta cláusula de exclusión es también
aplicable a las personas que han cometido tales delitos en el marco de
diversas agrupaciones no gubernamentales, tanto si se trata de agrupa-
ciones reconocidas oficialmente, como si se trata de agrupaciones clan-
destinas o de pretendidas agrupaciones.

179. La cláusula de exclusión que figura en el párrafo b) de la sección F
del artículo 1, que se refiere a un "grave delito común", no suele ser pertinente
en lo que se refiere al uso de la fuerza o a actos de violencia cometidos en
el ejercicio de funciones oficiales. La interpretación de esta cláusula de

24 La Asamblea General de las Naciones Unidas ha reconocido oficialmente a cierto número de movimientos de
liberación, que en muchos casos incluyen una rama armada. Otros movimientos de liberación han sido reconoci-
dos únicamente por un número limitado de gobiernos. Otros, por último, no han sido reconocidos oficialmente.
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exclusión se ha estudiado ya. La cláusula de exclusión que consta en el
párrafo c) de la sección F del artículo 1 también se ha examinado. Como
se ha dicho antes, en vista de su vaguedad, ella debería aplicarse con
cautela.

180. Se recordará también que, debido a su carácter y a las graves con-
secuencias de su aplicación a una persona que tema ser perseguida, las
cláusulas de exclusión deberían aplicarse restrictivamente.

CAPÍTULO VI  EL PRINCIPIO DE LA UNIDAD DE LA FAMILIA

181. Comenzando por la Declaración Universal de Derechos Humanos,
que afirma que “la familia es el elemento natural y fundamental de la so-
ciedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado”, la
mayor parte de los instrumentos internacionales que se ocupan de los
derechos humanos contienen disposiciones similares para la protección
de la unidad de la familia.

182. El Acta Final de la Conferencia que aprobó la Convención de 1951:

      Recomienda a los gobiernos que adopten las medidas necesarias para la protección a
     la familia del refugiado y especialmente para:

1) Asegurar que se mantenga la unidad de la familia del refugiado, sobre todo en los casos en
que el jefe de familia reúna las condiciones necesarias para ser admitido en un país;

2) Asegurar la protección a los refugiados menores de edad y sobre todo a los niños
aislados y a las jóvenes, especialmente en cuanto a la tutela y la adopción.25

183. La Convención de 1951 no recoge el principio de la unidad de la
familia en la definición de refugiado. Sin embargo, la mayoría de los Estados,
sean o no partes en la Convención de 1951 o en el Protocolo de 1967,
observan la mencionada recomendación incluida en el Acta Final de la
Conferencia.

184. Si el jefe de la familia reúne las condiciones señaladas en la definición,
a los familiares que están a su cargo se les suele reconocer la condición

25 Véase el anexo I.
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de refugiados de conformidad con el principio de la unidad de la familia.
Es evidente, sin embargo, que no se puede conceder formalmente la condición
de refugiado a un familiar a cargo si ello es incompatible con su estatuto
legal personal. Por consiguiente, un miembro a cargo de una familia de
refugiados puede ser nacional del país de asilo o de otro país, y gozar de
la protección de ese país. En esas circunstancias no será procedente atribuirle
la condición de refugiado.

185. Por lo que se refiere a los miembros de la familia que pueden quedar
amparados por el principio de la unidad familiar, debería incluirse por lo
menos al cónyuge y a los hijos menores de edad. En la práctica, se incluye
normalmente a otros familiares a cargo, tales como los padres ancianos
de refugiados si forman parte del mismo hogar. Por otro lado, si el jefe de
la familia no es refugiado, nada impide que cualquiera de los familiares
que están a su cargo, si puede aducir razones por su propia cuenta, pida
que se le reconozca la condición de refugiado en virtud de la Convención
de 1951 o del Protocolo de 1967. En otras palabras, el principio de la
unidad de la familia entra en juego para favorecer a los familiares a cargo
y no para perjudicarles.

186. El principio de la unidad de la familia no sólo es aplicable cuando
todos los miembros de la familia pasan a ser refugiados al mismo tiempo.
Se aplica asimismo a los casos en que la unidad familiar ha quedado
temporalmente destruida por la huida de uno o varios de sus miembros.

187. Cuando la unidad de una familia de refugiados se deshace por causa
de divorcio, separación o fallecimiento, los familiares a cargo a quienes se
ha concedido la condición de refugiado en virtud de la unidad de la familia,
conservarán tal condición, a menos que les sea aplicable una cláusula de
cesación; o que no tengan motivos que no sean de mera conveniencia
personal para desear conservar tal condición; o que ellos mismos ya no
quieran que se les considere como refugiados.

188. Si el familiar a cargo de un refugiado está comprendido en las dis-
posiciones de una de las cláusulas de exclusión, se le debe denegar la
condición de refugiado.
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SEGUNDA PARTE

Procedimientos para la determinación de la condición de Refugiado.

A. Consideraciones generales

189. Ya se ha visto que la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967
definen quién es refugiado para los efectos de estos instrumentos. Es
evidente que, para que los Estados partes en la Convención y en el Proto-
colo puedan aplicar sus disposiciones, es necesario que los refugiados
sean identificados. Esa identificación, es decir, la determinación de la con-
dición de refugiado, aunque se menciona en la Convención de 1951 (véa-
se el artículo 9), no está regulada expresamente. En particular, la Conven-
ción no indica qué tipo de procedimientos han de adoptarse para determi-
nar la condición de refugiado. Por consiguiente, cada Estado contratante
puede establecer el procedimiento que estime más apropiado, habida
cuenta de su propia estructura constitucional y administrativa.

190. Es de recordar que la persona que solicita que se le reconozca la
condición de refugiado suele estar en una situación especialmente vulne-
rable. Se encuentra en un medio extraño y puede tropezar con graves
dificultades de orden técnico y psicológico para exponer su caso a las
autoridades de un país extranjero, muchas veces en un idioma que no es
el suyo. Por consiguiente, su solicitud debe ser examinada, en el marco
del procedimiento establecido al efecto, por un personal idóneo que cuen-
te con los conocimientos y experiencia necesarios y comprenda las difi-
cultades y necesidades particulares del solicitante.

191. Como la cuestión no está regulada expresamente en la Convención
de 1951, los procedimientos adoptados por los Estados partes en la Con-
vención de 1951 y en el Protocolo de 1967 varían considerablemente. En
varios países, la condición de refugiado se determina con arreglo a proce-
dimientos formales expresamente establecidos con este fin. En otros paí-
ses, la cuestión de la condición de refugiado se trata dentro del marco del
procedimiento general aplicable a la admisión de extranjeros. Por último,
en otros países la condición de refugiado se determina en virtud de medi-
das oficiosas o especiales, para determinados efectos, tales como la ex-
pedición de documentos de viaje.
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192. En vista de esta situación y de que es improbable que todos los
Estados obligados por la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 pue-
dan adoptar procedimientos idénticos, el Comité Ejecutivo del Programa
del Alto Comisionado, con ocasión de su 28 período de sesiones, en octu-
bre de 1977, recomendó que los procedimientos se ajustasen a determi-
nados requisitos básicos. Esos requisitos básicos, que responden a esa
situación especial, ya antes mencionada, en que se encuentra la persona
que pide que se le reconozca la condición de refugiado, y que permitirían
ofrecer al solicitante ciertas garantías esenciales, son los siguientes:

i) el funcionario competente (funcionario de inmigración u oficial de la policía de fronte-
ras) al que se dirija el solicitante en la frontera o en el territorio del Estado contratante
debe tener instrucciones claras para tratar los casos que puedan estar incluidos en el
ámbito de los instrumentos internacionales pertinentes. Debe actuar en conformidad
con el principio de no devolución (“non-refoulement”) y remitir tales casos a una auto-
ridad superior;

ii) el solicitante debe recibir la orientación necesaria en cuanto al procedimiento que ha
de seguirse;

iii) debe existir una autoridad claramente identificada (de ser posible una sola autori-
dad central) encargada de examinar las solicitudes de concesión de la condición de
refugiado y de adoptar una decisión en primera instancia;

iv) debe proporcionarse al solicitante los medios necesarios, incluidos los servicios de
un intérprete calificado, para presentar su caso a las autoridades competentes. Debe
darse también al solicitante la oportunidad, acerca de la cual se le debe informar, de
ponerse en contacto con un representante del ACNUR;

v) si se reconoce al solicitante la condición de refugiado, debe informársele al respecto
y debe expedírsele el documento que certifique tal condición;

vi) si no se reconoce al solicitante la condición de refugiado, debe concedérsele un
plazo razonable para apelar ante la misma autoridad o ante una autoridad diferente,
administrativa o judicial, con arreglo al sistema prevaleciente, a fin de que se reconsidere
formalmente la decisión adoptada;

vii) debe permitirse al solicitante que permanezca en el país hasta que la autoridad
competente a que se refiere el anterior inciso iii) adopte la decisión del caso, a menos
que tal autoridad haya demostrado que la solicitud era claramente abusiva. Debe
permitírsele asimismo permanecer en el país mientras esté pendiente una apelación a
una autoridad administrativa o judicial superior.26

26 Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo segundo período de sesiones, suplemento No. 12
(A7327127/Add.1,párr. 53,6)e).
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193. El Comité Ejecutivo expresó asimismo la esperanza de que todos los
Estados partes en la Convención de 1951 y en el Protocolo de 1967 que
todavía no lo hubiesen hecho tomarían las medidas oportunas para esta-
blecer esos procedimientos próximamente y considerarían favorablemen-
te la posibilidad de que el ACNUR participase en tales procedimientos en
la forma apropiada.

194. La determinación de la condición de refugiado, cuestión que guarda
estrecha relación con las del asilo y la admisión, es de interés para el Alto
Comisionado en el ejercicio de las funciones que le incumben de propor-
cionar protección internacional a los refugiados. En diversos países la
Oficina del Alto Comisionado participa, en varias formas, en procedimientos
con objeto de determinar la condición de refugiado. Esa participación se
funda en el artículo 35 de la Convención de 1951 y en el correspondiente
artículo II del Protocolo de 1967, que prevén la cooperación de los Estados
contratantes con la Oficina del Alto Comisionado.

B. Determinación de los hechos

1) Principios y métodos

195. Corresponderá en primer lugar al propio solicitante comunicar los
hechos pertinentes del caso. A continuación, la persona encargada de
determinar la condición del solicitante (examinador) habrá de apreciar la
validez de las pruebas y el crédito que deba atribuirse a las declaraciones
del solicitante.

196. Es un principio general de derecho que la carga de la prueba incum-
be al peticionario. Ahora bien, es frecuente que el solicitante no pueda
aportar, en apoyo de sus declaraciones, pruebas documentales o de otra
clase, y los casos en que pueda presentar pruebas de todas sus afirma-
ciones serán la excepción más que la regla. La mayoría de las veces, una
persona que huya de la persecución llegará con lo más indispensable y,
en muchos casos, incluso sin documentación personal. Por consiguiente,
aún cuando, en principio, la carga de la prueba incumbe al solicitante, el
deber de averiguar y evaluar todos los hechos pertinentes corresponde a
la vez al solicitante y al examinador. Es más, en algunos casos el exami-
nador habrá de recurrir a todos los medios que tenga a su disposición
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para conseguir las pruebas necesarias en apoyo de la solicitud. Sin embargo,
puede ser que ni siquiera esa investigación independiente tenga siempre
éxito y que haya además declaraciones que no sea posible probar. En
esos casos, si el relato del solicitante parece verídico deberá concedérsele,
a menos que existan razones de peso para no hacerlo, el beneficio de la duda.

197. Así, pues, el requisito de la prueba no debería aplicarse demasiado
estrictamente, en vista de las dificultades con que se tropieza para la obtención
de elementos probatorios y que son propias de la situación especial en
que se encuentra la persona que solicita el reconocimiento de la condición de
refugiado. Ahora bien, la tolerancia de esa posible falta de pruebas no
significa que las afirmaciones no confirmadas deban aceptarse forzosamente
como ciertas si no concuerdan con la relación general presentada por el
solicitante.

198. Una persona que, por experiencia, tema a las autoridades de su
país, puede ver todavía con recelo a cualquier autoridad. Puede ser, pues,
que no se atreva a hablar francamente y hacer una relación completa y
exacta de su caso.

199. Por lo general, una primera entrevista debería ser suficiente para
sacar a la luz la historia del solicitante, pero puede ocurrir que el examinador
tenga que aclarar aparentes discordancias y resolver contradicciones en
una entrevista ulterior, así como encontrar una explicación a cualquier
tergiversación u ocultación de hechos importantes. Las declaraciones
inexactas no son de por sí motivo para denegar la condición de refugiado
y es responsabilidad del examinador evaluar esas declaraciones a la luz
de todas las circunstancias del caso.

200. No tiene cabida dentro del presente Manual un examen a fondo de
los distintos métodos de averiguación de los hechos. Cabe mencionar, no
obstante, que la información pertinente se suele consignar primeramente
completando un cuestionario uniforme. Por lo general, esa información
básica no será suficiente para permitirle llegar a una decisión al examinador,
y habrá que proceder a una o más entrevistas personales. El examinador
tendrá que ganarse la confianza del solicitante con objeto de ayudarle a
presentar su caso y a exponer cabalmente sus opiniones y manera de
sentir. Como es lógico, para crear ese clima de confianza es de suma
importancia que las declaraciones del solicitante tengan el carácter de
confidenciales y que se le informe de ello.
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201. En muchos casos la averiguación de los hechos no quedará termina-
da hasta que se hayan dilucidado una serie de circunstancias. Los inci-
dentes aislados que se toman en consideración fuera de contexto pueden
inducir a error. Hay que tener en cuenta los efectos acumulativos de la
experiencia por la que ha pasado el solicitante. Cuando no hay un incidente
que destaca de los demás, a veces un pequeño episodio puede ser la
gota de agua que colma la medida, y aunque un solo incidente puede no
ser suficiente, la suma de todos los incidentes conexos referidos por el
solicitante puede fundar sus temores (véase el párrafo 53 supra).

202. Como la conclusión a que llegue el examinador y la impresión personal
que éste tenga del solicitante darán lugar a una decisión que afecta a
vidas humanas, el examinador tiene que aplicar los criterios con espíritu
de justicia y comprensión, y en su juicio no debe influir, huelga decirlo, la
consideración personal de que el solicitante sea un “caso indigno de atención”.

2) Beneficio de la duda

203. Puede suceder que después de haber hecho el solicitante un auténtico
esfuerzo para acreditar la veracidad de su declaración todavía falta comprobar
algunas de sus afirmaciones. Como se ha explicado antes (párrafo 196),
es casi imposible que un refugiado “pruebe” en todos sus puntos los hechos
expuestos, y si ello fuera condición indispensable la mayoría de los refu-
giados no verían reconocida su condición de tales. De ahí que suela ser
necesario conceder al solicitante el beneficio de la duda.

204. Por otra parte, el beneficio de la duda no debería concederse más
que cuando se hayan obtenido y comprobado todos los elementos de
prueba accesibles y el examinador esté convencido de la credibilidad general
del solicitante. Las declaraciones del solicitante tienen que ser coherentes
y verosímiles, y no estar en contradicción con los hechos conocidos.

3) Resumen

205. El procedimiento de averiguación y evaluación de los hechos se pue-
de resumir, pues, en la forma siguiente:

a) El solicitante debe:
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i) decir la verdad y ayudar en todo lo posible al examinador a determi-
nar los hechos del caso;

ii) esforzarse por aportar en apoyo de sus declaraciones todos los ele-
mentos de prueba disponibles y dar una explicación satisfactoria en
los casos de falta de pruebas. Cuando sea necesario, debe esforzarse
por obtener medios de prueba complementarios;

iii) proporcionar toda la información pertinente acerca de sí mismo y la
experiencia por la que ha pasado, con todos los detalles que sean
necesarios para que el examinador pueda determinar los hechos per-
tinentes. Se le debe pedir que proporcione una explicación coherente
de todas las razones aducidas en apoyo de su solicitud de que se le
reconozca la condición de refugiado y que conteste todas las pregun-
tas que se le hagan.

b) El examinador debe:

i) procurar que el solicitante exponga su caso con la mayor amplitud
posible y con todas las pruebas de que disponga;

ii) formarse un juicio acerca del crédito que merezca el solicitante y
evaluar las pruebas (si es necesario, concediendo al solicitante el be-
neficio de la duda), con objeto de determinar los elementos objetivos y
subjetivos del caso;

iii) contrastar esos elementos con los criterios pertinentes de la Con-
vención de 1951 a fin de llegar a una conclusión correcta respecto de
la condición de refugiado del solicitante.

C. Casos que plantean problemas especiales en relación
con la determinación de los hechos.

1) Personas que padecen enajenación mental

206. Como ya se ha visto, para determinar la condición de refugiado es
necesario dejar sentados el elemento subjetivo del temor y el elemento
objetivo de su fundamento.
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207. Muchas veces, el examinador se encuentra ante un solicitante que
padece trastornos mentales o emocionales que impiden un examen normal
de su caso. No obstante, una persona que sufra enajenación mental puede
ser un refugiado y, por lo tanto, su solicitud no puede ser desatendida,
aunque requiera técnicas de examen diferentes.

208. En tales casos, el examinador debe, siempre que sea posible, obtener
el informe pericial de los médicos. Ese informe debe contener información
sobre la naturaleza y el grado de la enfermedad mental y apreciar la ca-
pacidad del solicitante para cumplir los requisitos que normalmente se exigen
de éste al aducir su pretensión (véase el párrafo 205 a) supra). Las con-
clusiones del informe pericial serán decisivas para definir la actitud que
deba observar ulteriormente el examinador.

209. Esa actitud variará según el grado de enajenación del solicitante y no
se pueden establecer normas rígidas al respecto. También debe tomarse
en consideración la naturaleza y el grado del “temor” del solicitante, puesto
que es frecuente cierto grado de trastorno mental entre las personas que
han sufrido graves persecuciones. Cuando haya indicios de que el temor
expresado por el solicitante puede no estar basado en experiencia propia
o puede ser exagerado, quizás sea necesario, para llegar a una decisión,
cargar más el acento en las circunstancias objetivas en vez de en las
declaraciones hechas por el solicitante.

210. En cualquier caso, será preciso aligerar la carga de la prueba que
suele recaer en el solicitante y acudir a otras fuentes para obtener la
información que no se pueda conseguir fácilmente de éste, por ejemplo,
recurriendo a amigos, parientes y otras personas estrechamente relacio-
nadas con el solicitante, o a su tutor, si se le hubiere nombrado uno. Tal
vez sea menester asimismo deducir ciertas conclusiones de las circuns-
tancias del caso. Por ejemplo, si el solicitante pertenece a un grupo de
refugiados, en cuya compañía se encuentra, hay motivos para presumir
que comparte su suerte y reúne las mismas condiciones que ellos.

211. Por consiguiente, al examinar su solicitud, puede que no sea posible
atribuir al elemento subjetivo del “temor”, tal vez menos fiable, la impor-
tancia que suele dársele, y que sea necesario hacer mayor hincapié en la
situación objetiva.
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212. A la luz de lo que antecede cabe afirmar que, por regla general, la
investigación de la condición de refugiado de una persona que sufra de
enajenación mental deberá ser más minuciosa que en un caso “normal” y
requerirá un examen más detenido de los antecedentes y actividades
anteriores del solicitante, mediante el recurso a todas las fuentes externas
de información disponibles.

2) Menores no acompañados

213. La Convención de 1951 no incluye ninguna disposición especial sobre
la condición de refugiado de los menores de edad. La definición de refugiado
se aplica a todas las personas, sea cual fuere su edad. Al determinar la
condición de refugiado de un menor pueden surgir problemas a causa de
la dificultad de aplicar en su caso el criterio del temor fundado. Si el menor
va acompañado del padre, de la madre o de otro miembro de la familia
que lo tenga bajo su poder, y si éste solicita la condición de refugiado, esa
condición se determinará en el caso del menor con arreglo al principio de
la unidad de la familia (párrafos 181 a 188 supra).

214. La cuestión de si un menor no acompañado puede reunir las condiciones
necesarias para obtener la condición de refugiado debe determinarse ante
todo según el grado de madurez y de discernimiento del menor. Si se trata
de un niño, generalmente será necesario recabar los servicios de expertos
familiarizados con la mentalidad infantil. Como el niño (y para el caso el
adolescente) no están legalmente emancipados, habría que nombrarles,
llegado el caso, un tutor encargado de promover los intereses del menor y
de obtener una decisión que los favorezca. A falta de los padres o de un
tutor nombrado legalmente, incumbe a las autoridades lograr que los in-
tereses del menor que solicite la condición de refugiado queden plenamente
garantizados.

215. En los casos en que el menor ya no sea un niño, sino un adolescente,
será más fácil determinar la condición de refugiado, como en el caso de
un adulto, aunque ello dependerá también del grado real de madurez del
adolescente. Cabe presumir que (a falta de indicios en contrario) una per-
sona de 16 o más años puede ser considerada suficientemente madura
para tener fundados temores de persecución. Normalmente puede
presumirse que los menores de 16 años no son suficientemente maduros.
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Quizás tengan temores y voluntad propios, pero éstos pueden ser menos
significativos que en el caso del adulto.

216. Es procedente subrayar, sin embargo, que aquí se dan sólo unas
orientaciones generales y que la madurez de juicio de un menor debe
determinarse normalmente a la luz de sus antecedentes personales,
familiares y culturales.

217. En los casos en que el menor no haya alcanzado un grado de madurez
suficiente para que sea posible determinar la existencia de temores
fundados de la misma manera que en el caso de un adulto, quizás sea
necesario tener más en cuenta ciertos factores objetivos. Así, si un menor
no acompañado forma parte de un grupo de refugiados, este hecho puede
(según las circunstancias) ser indicio de que el menor es también un
refugiado.

218. Será preciso tener en cuenta las circunstancias de los padres y otros
miembros de la familia, en particular su situación en el país de origen del
menor. Si hay motivos para pensar que los padres desean que su hijo
permanezca fuera del país de origen debido a fundados temores de
persecución, cabe presumir que el propio niño abrigue esos temores.

219. Si no se puede determinar la voluntad de los padres o si esa voluntad
es dudosa o está en contradicción con el albedrío del niño, el examinador
tendrá que llegar, en colaboración con los expertos que le asistan, a una
decisión acerca del fundamento de los temores del menor sobre la base
de todas las circunstancias conocidas, lo que quizás requiera una aplicación
liberal del beneficio de la duda.
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CONCLUSIONES

220. En el presente Manual se ha intentado definir algunas directrices
que, según la experiencia del ACNUR, son útiles para determinar la condición
de refugiado a los efectos de la Convención de 1951 y el Protocolo de
1967 sobre el Estatuto de los Refugiados. A este respecto, se ha dedicado
una atención especial a las definiciones del término “refugiado” en esos
dos instrumentos y a los diversos problemas de interpretación que plantean
esas definiciones. Se ha tratado asimismo de poner de manifiesto que
esas definiciones pueden aplicarse a casos concretos y de centrar la atención
en varios problemas de procedimiento que surgen en relación con la
determinación de la condición de refugiado.

221. La Oficina del Alto Comisionado no desconoce las imperfecciones
inherentes a un Manual de esta índole, pues tiene presente la imposibilidad
de abarcar todas las situaciones en que una persona puede solicitar la
condición de refugiado. Tales situaciones son muy diversas y dependen
de la infinita variedad de condiciones imperantes en los países de origen
y de los factores personales especiales propios de cada solicitante.

222. Las explicaciones proporcionadas han demostrado que la determi-
nación de la condición de refugiado no es en absoluto una operación me-
cánica y rutinaria, sino que exige, por el contrario, conocimientos, forma-
ción y experiencia especializados y (lo que es aún más importante) la
comprensión de la situación particular del solicitante y de los factores
humanos en juego.

223. Confiamos en que, dentro de estos límites, el presente Manual servirá
de guía a los que en su labor diaria tienen que determinar la condición de
refugiado.

MANUAL DE PROCEDIMIENTOS Y CRITERIOS PARA DETERMINAR LA CONDICIÓN DE REFUGIADO
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Reunión Ministerial de los Estados Partes        Distr.
de la Convención de 1951                                   GENERAL
y/o el Protocolo de 1967
sobre el Estatuto de los Refugiados                  HCR/MMSP/2001/9
                                                                               16 de diciembre 2002
12-13 de diciembre 2001
                                                                               ESPAÑOL
                                                                               Original: INGLES

DECLARACIÓN DE LOS ESTADOS PARTES
DE LA CONVENCIÓN DE 1951 Y/O EL PROTOCOLO DE 1967

SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS 1

Preámbulo

Nosotros, representantes de los Estados Partes de la Convención de 1951
sobre el Estatuto de los Refugiados y/o su Protocolo de 1967, congregados
en la primera reunión de Estados Partes celebrada en Ginebra el 12 y 13
de diciembre de 2001 por invitación del gobierno de Suiza y el Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR),

1. Conscientes del hecho que el año 2001 constituye el quincuagésimo
aniversario de la Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los
Refugiados,

2. Reconociendo la continua importancia de la Convención de 1951 como
el principal instrumento para la protección de los refugiados, la cual, en-
mendada por su Protocolo de 1967, establece los derechos, incluyendo
los derechos humanos, y las normas mínimas de tratamiento que se aplican
a las personas bajo su ámbito de aplicación,

3. Reconociendo la importancia de otros instrumentos de derechos humanos
e instrumentos regionales de protección de los refugiados, incluyendo la

1 Adoptada el 13 de diciembre 2001 en Ginebra en la Reunión Ministerial de los Estados Partes de la Convención de
1951 y/o el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados.
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Convención de 1969 de la Organización de la Unidad Africana (OUA)
sobre los Aspectos Específicos del Problema de los Refugiados en
África y la Declaración de Cartagena de 1984, y reconociendo además
la importancia del sistema común de asilo europeo desarrollado a partir
de las Conclusiones del Consejo Europeo de 1999 en Tampere, tal como
el Programa de Acción de la Conferencia Regional sobre los problemas
de los refugiados, las personas desplazadas, otros emigrantes
involuntarios y los repatriados en los países de la Comunidad de los
Estados Independientes y estados vecinos afectados de 1996,

4. Aceptando la continua relevancia y adaptabilidad de este régimen inter-
nacional de derechos y principios, centrado en el principio de no- devolu-
ción (non-refoulement) cuya aplicabilidad se inserta en el derecho con-
suetudinario internacional,

5. Encomiando el papel positivo y constructivo desempeñado por los
países de asilo de los refugiados y reconociendo al mismo tiempo la
pesada carga que soportan algunos de ellos, sobre todo los países en
desarrollo y los países con economías en transición, así como la
prolongada índole de muchas situaciones de refugiados y la ausencia
de soluciones prontas y seguras,

6. Tomando nota de las complejas características del cambiante entorno en
que debe brindarse protección a los refugiados, incluyendo la naturaleza
de los conflictos armados, las continuas violaciones de los derechos
humanos y del derecho humanitario internacional, los actuales patrones
del desplazamiento, los flujos mixtos de poblaciones, los altos costos
de albergar un gran número de refugiados y solicitantes de asilo y de
mantener los sistemas de asilo, el crecimiento del tráfico y contrabando
de personas conexos, las dificultades para evitar el abuso de los sistemas
de asilo y para excluir y repatriar a aquellos que no tienen derecho o
no requieren protección internacional, así como la falta de resolución
de situaciones de refugiados de larga data,

7. Reafirmando que la Convención de 1951, enmendada por el Protocolo
de 1967, ocupa una posición central en el régimen mundial de protección
de los refugiados, y convencidos además que este régimen debe
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continuar desarrollándose, conforme resulte apropiado, de manera que
complemente y fortalezca la Convención de 1951 y su Protocolo,

8. Destacando que el respeto de los Estados por sus responsabilidades
de protección hacia los refugiados se fortalece con la solidaridad internacional
que involucra a todos los miembros de la comunidad internacional, y que
el régimen de protección de los refugiados se fortalece con el compromiso
de cooperación internacional en un espíritu de solidaridad y efectivo com-
partimiento de la responsabilidad y de la carga entre todos los Estados,

REUNIÓN MINISTERIAL DE LOS ESTADOS PARTES DE LA CONVENCIÓN DE 1951
Y/O EL PROTOCOLO DE 1967 SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS
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Párrafos operativos

1. Solemnemente reafirmamos nuestro compromiso de implementar plena
y efectivamente nuestras obligaciones derivadas de la Convención de 1951
y/o su Protocolo de 1967, de conformidad con el objetivo y los propósitos
de estos instrumentos;

2. Reafirmamos nuestro continuo compromiso, en reconocimiento de la
índole social y humanitaria del problema de los refugiados, de salvaguar-
dar los valores y principios incorporados en estos instrumentos, los cuales
son consistentes con el Artículo 14 de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, y demandan respeto por los derechos y las liberta-
des de los refugiados, cooperación internacional para resolver su grave
situación y acciones para enfrentar las causas de los movimientos de re-
fugiados, así como para impedir que se vuelvan una fuente de tensión
entre los Estados, inter alia, por medio del fomento de la paz, la estabilidad
y el diálogo;

3. Reconocemos la importancia de promover la adhesión universal a la
Convención de 1951 y/o su Protocolo de 1967, al tiempo que observamos
que hay países de asilo que aún no han accedido a estos instrumentos y que
continúan albergando generosamente a grandes cantidades de refugiados;

4. Alentamos a todos los Estados que aún no lo han hecho, a acceder a la
Convención de 1951 y/o su Protocolo de 1967, en la medida de lo posible
sin reservas;

5. Alentamos también a los Estados Partes que mantienen la limitación
geográfica u otras reservas a considerar levantarlas;

6. Hacemos un llamamiento a todos los Estados, para que tomen o sigan
tomando medidas que fortalezcan el asilo y hagan más efectiva la protección
de acuerdo con los estándares internacionales aplicables, por medio de la
adopción e implementación de legislación nacional sobre refugiados y de
procedimientos para la determinación del estatuto de los refugiados y el
tratamiento de los solicitantes de asilo y refugiados, prestando especial
atención a los grupos vulnerables y a los individuos con necesidades es-
peciales, incluyendo las mujeres, los niños y los ancianos;
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7. Hacemos un llamamiento a los Estados para que continúen los esfuerzos
dirigidos a garantizar la integridad de la institución del asilo, inter alia por
medio de la cuidadosa aplicación de los Artículos 1.F y 33 (2) de la Con-
vención de 1951, particularmente a la luz de las nuevas amenazas y retos;

8. Reafirmamos la importancia fundamental del ACNUR como la institu-
ción multilateral con Mandato de proporcionar protección internacional a
los refugiados y promover soluciones duraderas, y recordamos nuestras
obligaciones como Estados Partes de cooperar con el ACNUR en el ejercicio
de sus funciones;

9. Exhortamos a todos los Estados a considerar las medidas que puedan
requerirse para fortalecer la implementación de la Convención de 1951 y/
o su Protocolo de 1967 y para garantizar una cooperación más estrecha
entre los Estados Partes y el ACNUR y para facilitar el deber del ACNUR
de supervisar la aplicación de las disposiciones de estos instrumentos;

10. Exhortamos a todos los Estados a responder pronta, predecible y ade-
cuadamente a las solicitudes de financiamiento emitidas por el ACNUR
para garantizar que se cubran plenamente las necesidades de las perso-
nas bajo el mandato de la Oficina del Alto Comisionado;

11. Reconocemos las valiosas contribuciones hechas por numerosas or-
ganizaciones no gubernamentales al bienestar de los solicitantes de asilo
y los refugiados en su recepción, orientación y atención, en la búsqueda
de soluciones duraderas basadas en el pleno respeto de los refugiados, y
en la ayuda a los Estados y el ACNUR para mantener la integridad del
régimen internacional de protección de los refugiados, sobre todo por medio
de la defensa de la causa de los refugiados así como de actividades de
concienciación e información pública dirigidas a combatir el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y la intolerancia relacionadas, y ganar
apoyo público para los refugiados;

12. Nos comprometemos, dentro del marco de la solidaridad internacional
y el compartimiento de cargas, a proveer una mejor protección a los refu-
giados por medio de estrategias integrales, especialmente regionales e
internacionales, con el fin de generar capacidad, en particular en los países
en desarrollo y los países con economías en transición, primordialmente
aquellos que albergan flujos de gran escala o prolongadas situaciones de

REUNIÓN MINISTERIAL DE LOS ESTADOS PARTES DE LA CONVENCIÓN DE 1951
Y/O EL PROTOCOLO DE 1967 SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS
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refugiados, y a fortalecer los mecanismos de respuesta con el fin de ga-
rantizar que los refugiados tengan acceso a condiciones mejores y más
seguras de permanencia, y respuestas prontas a sus problemas;

13. Reconocemos que la prevención es la mejor forma de evitar situaciones
de refugiados y enfatizamos que el objetivo final de la protección interna-
cional es alcanzar una solución duradera para los refugiados, consistente
con el principio de no-devolución (non-refoulement), y encomiamos a aquellos
Estados que continúan posibilitando estas soluciones, en particular por
medio de la repatriación voluntaria y, donde resulte apropiado y factible, la
integración local y el reasentamiento, al tiempo que reconocemos que la
repatriación voluntaria en condiciones de seguridad y dignidad sigue siendo
la solución preferida para los refugiados;

14. Manifestamos nuestro agradecimiento al gobierno y el pueblo de Suiza
por su generoso desempeño como anfitriones de la Reunión Ministerial
de los Estados Partes de la Convención de 1951 y/o su Protocolo de 1967
sobre el Estatuto de los Refugiados.
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I. INTRODUCCIÓN

1. En el transcurso de los últimos años, muchos países han reformado su
legislación y procedimientos de asilo. Se han introducido, además,
procedimientos formales en varios Estados que accedieron recientemente
a los instrumentos internacionales sobre refugiados y que todavía no habían
establecido sistemas individuales de asilo. Entre ellos se encuentran varios
Estados del centro y el este de Europa, así como varios Estados africanos
y latinoamericanos. En el contexto de la Unión Europea (UE), los cambios
se han vinculado a las tendencias para la armonización de procedimientos
a lo interno de la UE.

2. Los procedimientos de asilo se inspiran o se elaboran sobre la base de
las responsabilidades derivadas de los instrumentos internacionales y
regionales sobre refugiados, en particular, la Convención sobre el Estatuto
de los Refugiados de 1951, el Protocolo de 1967, el derecho internacional
de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como
las Conclusiones relevantes del Comité Ejecutivo1. Los estándares
nacionales judiciales y de derecho administrativo también determinan la
forma y el contenido de estos procedimientos.

3. En la agenda de las Consultas Globales se ha incluido, por varias razones,
una revisión del propósito y contenido de los procedimientos de asilo, la
cual ha sido elaborada por los Estados para identificar a las personas
frente a quienes se tienen las responsabilidades sobre asilo. En primer
lugar, la práctica estatal ha evolucionado considerablemente desde la
última vez que el Comité Ejecutivo examinó la forma que estos
procedimientos deben adoptar, de manera que en este momento resulta
oportuno examinar cuáles son las tendencias más recientes para identificar
aquellas buenas prácticas que merecen ser promovidas. En segundo lugar,
en los últimos años se ha debatido mucho sobre qué constituye un
procedimiento de asilo "justo" y "eficiente" al referirse a los procedimien-
tos de asilo, sobre todo en el contexto de movimientos migratorios mixtos,
la trata y el tráfico de personas, y el abuso de los procedimientos de asilo
con el propósito de obtener beneficios migratorios. Los Estados tienen

1  En especial la Conclusión No. 8 (XXVIII) de 1977, sobre la determinación de la condición de refugia-
do (A/AC.96/549, para. 53.6) y la Conclusión No. 30 (XXXIV) de 1983 (A/AC.96/631, para. 97.2),
sobre el problema de las solicitudes de asilo o de la condición de refugiado manifiestamente infunda-
das o abusivas.
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preocupaciones legítimas sobre la existencia de procedimientos complejos,
demasiado costosos, incapaces de responder a los abusos y que producen
una distribución desigual de responsabilidades. El papel que juegan los
procedimientos de asilo en el manejo global de un fenómeno migratorio
más amplio, por consiguiente, resulta de relevancia para esta revisión2.

4. Finalmente, resulta fundamental destacar que, si bien la Convención de
1951 define aquéllos a quienes confiere protección y, al mismo tiempo,
establece principios esenciales como la no sanción por ingreso ilegal y el
principio de no devolución3, lo cierto es que no contempla procedimientos
para la determinación de la condición de refugiado, ni para casos
individuales ni para situaciones de afluencia masiva. Por ello, el análisis
de este tema constituye un elemento importante en el marco del tercer
ámbito de las Consultas Globales, relativo a materias no cubiertas
plenamente por la Convención de 1951.

5. Los procedimientos justos y eficientes constituyen un elemento esencial
en la aplicación plena e integral de la Convención. Éstos permiten a un
Estado identificar a las personas que se deben beneficiar de la protección
internacional, de conformidad con la Convención, así como a aquellas
que no. Los Estados han reconocido su importancia al identificar la necesidad
de que todos los solicitantes de asilo tengan acceso a ellos4. La intención,
entonces, consiste en identificar los elementos principales que son
necesarios para tomar una decisión justa y eficiente, a la luz de los
principios internacionales sobre la protección de los refugiados.

6. Esta nota de fondo resume algunos desarrollos recientes en prácticas
estatales y destaca medidas claves adoptadas por los Estados para
acelerar la toma de decisiones. Éstas van desde procedimientos de
admisibilidad, incluyendo aquellos que se realizan en frontera, hasta pro-

2  Ver también el documento EC/GC/01/XII sobre la protección de refugiados y el control de la migración;
el documento EC/50/SC/CRP.17 sobre la Interceptación de solicitantes de asilo y refugiados: el marco
internacional y las recomendaciones para un enfoque integral, el cual fue presentado en la reunión
18va del Comité Permanente.
3  Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, artículos 1, 31 y 33.
4  Ver Conclusión No. 81 (XLVIII) de 1997, párr. (h) (A/AC.96/895, párr. 18); Conclusión No. 82 (XLVIII)
de 1997, párr. (d)(iii) (A/AC.96/895, párr. 19); y Conclusión No. 85 (XLIX) de 1998, párr. (q) (A/AC.96/
911, párr. 21.3). En situaciones de afluencia masiva, sin embargo, el acceder a procedimientos indivi-
duales puede que no resulte factible.
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cedimientos acelerados, en particular para resolver las solicitudes
manifiestamente infundadas o abusivas. Aunque no tiene carácter
exhaustivo, esta nota busca establecer un entendimiento común y una
estructura para los procedimientos de asilo, e identificar los estándares
principales que resultan necesarios para preservar la integridad del régimen
de asilo, de forma que sea justo y eficiente.

II. REPARTICIÓN MÁS EQUITATIVA DE LAS RESPONSABILIDADES

7. Varios Estados han establecido una fase de admisibilidad en sus
procedimientos de asilo para determinar si se considerará o no el mérito
de la solicitud en el país donde ésta se ha presentado. Esta fase no involucra
una valoración del fondo de la solicitud, sino que tiene por objetivo determinar
cuál Estado es el responsable de realizar dicha valoración.

8. El acceso a la fase sustantiva del procedimiento de asilo puede ser
denegado en el país donde la solicitud ha sido planteada, en los siguientes
casos:

• Si el solicitante ha encontrado ya protección efectiva en otro país (un
primer país de asilo), o
• Si la responsabilidad de evaluar el fondo de la solicitud de asilo ha
sido asumida por un tercer país, donde el solicitante de asilo encontrará
protección contra la devolución y será capaz de buscar y disfrutar asilo,
de conformidad con las normas internacionalmente aceptadas (un "tercer
país seguro").

9. Ambos conceptos surgieron de la preocupación de los Estados de limitar
movimientos secundarios irregulares. Como las secciones siguientes lo
demuestran, resulta útil mantener una distinción clara entre estos dos
conceptos.

A. Primer país de asilo

10. La mayoría de Estados deniegan a las personas el acceso al asilo en
su territorio si la persona ya ha encontrado protección en otro país. En
principio, esto no debe representar mayores dificultades, asumiendo que
la protección sustituta requerida por el individuo se encuentra disponible y
puede ser accedida por él. La noción ha resultado problemática en la prác-
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tica, sin embargo, en el momento en que se realiza la valoración sobre si
las posibilidades de protección se encuentran efectivamente "disponibles",
es decir, si éstas resultan accesibles al individuo en cuestión, y si son "eficaces".

11. Los procedimientos de admisibilidad que establecen una valoración
individual de cada caso son claramente una buena práctica. Podría darse
el caso que, por ejemplo, aunque un individuo haya disfrutado previamente
de protección en otro país, esta persona tenga razones válidas para
temer que su seguridad física o libertad se encuentran en peligro en ese
país5. De igual manera, podría ser que un refugiado no esté en capacidad
de obtener protección efectiva, ni disfrutar del goce pleno y duradero de
sus derechos en el primer país de asilo, por ejemplo, si se ve obligado a
vivir sin una condición legal apropiada. En tales casos, los refugiados pueden
legítimamente sentirse obligados a buscar protección en otro lugar.

B. El concepto de "tercer país seguro"

12. La noción de "tercer país seguro" presume que la persona tuvo la
capacidad de solicitar asilo y que, por lo tanto, debió haberlo hecho en
caso de haber transitado por un país seguro en ruta al país donde ha
presentado su solicitud. Esta noción se aplica en la mayoría de los Estados
europeos, aunque también se utiliza (con menos amplitud) en otros lugares.
Se puede aplicar de varias maneras: para denegar la admisión al
procedimiento (incluso, directamente en frontera); para tramitar solicitudes
mediante procedimientos acelerados; o para reducir o excluir las
posibilidades de presentar apelaciones. Varios Estados tienen disponibles
listas públicas de "terceros países seguros", mientras que otros aplican la
noción de una manera más informal.

13. Los procedimientos que representan una buena práctica son aquéllos
que establecen una valoración individualizada de que el tercer país es
"seguro" en el caso particular de cada solicitante de asilo, lo cual permite
garantizar el respeto de principios de protección internacional, en particular,
el principio de no devolución. Estos procedimientos que reflejan una buena
práctica incluyen un examen de las circunstancias particulares del  individuo,

5  Conclusión No. 15 (XXX) de 1979, párr. (k) (A/AC.96/572, párr. 72.2) y Conclusión No. 58 (XL) de
1989, párr. (g) (A/AC.96/737, párr. 25).
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lo cual permite al solicitante de asilo refutar cualquier presunción general
de seguridad. La persona podría demostrar, por ejemplo, que en las
circunstancias particulares, el tercer Estado habría aplicado criterios más
restrictivos para determinar su condición que aquellos aplicados por el
Estado en que se encuentra6.

14. En cuanto a la cuestión general de "seguridad", ésta no puede
enfocarse solamente desde un criterio formal, como lo es si el tercer
Estado es parte de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, u otros
tratados internacionales de derechos humanos. El tercer Estado necesita
efectivamente adoptar procedimientos y sistemas de asilo apropiados y
justos.  Cualquier valoración general sobre la seguridad del tercer país
que se base en una lista debe ser aplicada de una manera flexible, que
asegure la debida consideración de la seguridad de ese país en relación
con el solicitante de asilo particular.

15. De conformidad con las buenas prácticas estatales, los procedimientos
en tales casos deben explícitamente garantizar que el retorno de la persona
sólo se puede efectuar si el individuo es readmitido en el país, tiene acceso
a procedimientos de asilo justos y, de ser reconocido, es capaz de disfrutar
protección efectiva en ese lugar7. En términos de salvaguardas formales,
es importante para el Estado que practica el retorno proporcionar información
clara (en el idioma del tercer Estado y que sea de comprensión para el
solicitante) que el individuo es un solicitante de asilo y que no se ha
examinado el fondo de su solicitud.

16. Algunos sistemas establecen mecanismos para que los Estados
admitan y consideren directamente el fondo de la solicitud, en lugar de
buscar transferir la responsabilidad para realizar esta consideración. Esto
resulta apropiado en caso de que el solicitante de asilo haya transitado
por un "tercer país seguro", pero tiene vínculos familiares cercanos o de
otro tipo con el país de asilo donde ha presentado la solicitud, o en caso
de existir razones humanitarias apremiantes (por ejemplo, por motivos de

6 Ver, ínter alia. Tribunal Europeo de Derechos Humanos, decisión de admisibilidad en T.l. v. Reino
Unido de 7 de marzo de 2000.
7 Ver Nota sobre Protección Internacional, presentada a la quincuagésima sesión del Comité Ejecu-
tivo, (A/AC.96/914, párr. 19). Ver también la Recomendación No. R(97)22 del Comité de Ministros del
Consejo de Europa que contiene las guías para la aplicación del concepto de tercer país seguro (25
de noviembre de 1997).
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salud). Igualmente, resulta apropiado si el solicitante de asilo se encontraba
meramente en tránsito, por un corto período, en un país intermedio, con el
solo propósito de alcanzar su destino, y donde no tiene ningún vínculo o
persona para contactar.

17. Los Estados de la UE buscaron tratar algunos de estos temas de una
manera más fiable a través del Convenio relativo a la determinación del
Estado responsable del examen de las solicitudes de asilo presentadas
en los Estados Miembros de las Comunidades Europeas de 1990. Este
Convenio establece mecanismos para determinar cuál es el Estado
responsable para evaluar la solicitud y, también, para realizar traslados
acordados entre los Estados de forma mutua, aunque éstos también pueden
devolver a los solicitantes de asilo a un Estado no Miembro de la UE. En la
práctica, ha habido problemas con la aplicación de este Convenio, la cual
frecuentemente ha sido lenta y ha generado el traslado de tan solo una
pequeña proporción de los casos8. El Convenio de Dublín se encuentra
actualmente en proceso de reforma, al mismo tiempo que se busca lograr
mayor armonización de prácticas de los Estados de la UE en materia de
asilo, incluso en lo relativo a la interpretación de la definición de refugiado.
El Convenio de Dublín ha servido, no obstante, para establecer un marco
de cooperación más fiable a través del cual los solicitantes de asilo puedan
ser trasladados, bajo el común acuerdo de los dos Estados involucrados,
con el compromiso de que se examinarán los méritos de sus solicitudes.

18. En un contexto más amplio, se podría eventualmente considerar la
posibilidad de establecer otros acuerdos multilaterales o bilaterales
semejantes al Convenio de Dublín para garantizar que el concepto de
"tercer país seguro" se utilice respetando claras salvaguardas como parte
integral de su aplicación. Tales acuerdos servirían para incrementar la
fiabilidad y para poder hacer frente a las preocupaciones sobre retornos
involuntarios. Serviría a los intereses de los Estados partes que no se
realice el retorno de los solicitantes de asilo a otros Estados, salvo cuando
existan mecanismos adoptados mutuamente. Otro elemento importante
por considerar al elaborar este tipo de acuerdos es la cuestión sobre el

8  Ver el documento de trabajo de la Comisión de las Comunidades Europeas, «Revisión del Conve-
nio de Dublín: desarrollo de legislación comunitaria para determinar qué Estado Miembro es respon-
sable para considerar la solicitud de asilo presentada en uno de los Estados Miembros», SEC (2000)
522 final, 21 de marzo de 2000.
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criterio aplicable para determinar cuál es el Estado responsable para
examinar cada uno de los casos, con el propósito de asegurar que el
funcionamiento de cualquier mecanismo de traslado es oportuno y justo,
para alcanzar un adecuado reparto de las cargas. Al final, el funcionamiento
eficaz de tales mecanismos depende de una mayor armonización entre
los Estados partes sobre la aplicación de políticas y procedimientos de
asilo, así como de mecanismos equitativos de repartición de las cargas y
responsabilidades.

C. Establecimiento de plazos para las solicitudes

19. Otro tema que afecta el acceso a los procedimientos de asilo está
relacionado con el establecimiento de plazos dentro de los cuales las
solicitudes de asilo deben ser presentadas ante un Estado. Éstos pueden
ser desde plazos de 24 horas, hasta plazos de un año. Aún más, algunos
Estados restringen o deniegan el acceso a la ayuda social según el
momento o el lugar en el cual la solicitud haya sido planteada.

20.  Una salvaguardia fundamental que existe en algunos sistemas y que,
en criterio del ACNUR, debería ser promovido en todos los Estados es el
reconocimiento de que la falta de presentación de la solicitud dentro de un
período específico o la falta de cumplimiento de otros requisitos formales
no debería conducir per se a que la solicitud no reciba la debida
consideración, aunque en ciertas circunstancias una solicitud tardía podría
afectar su credibilidad. La aplicación automática y mecánica de plazos
dentro de los cuales se deben presentar las solicitudes ha sido declarada
como contraria a los estándares de protección internacional9.

III. RECEPCIÓN DE SOLICITANTES DE ASILO EN LA FRONTERA

21. Las solicitudes de asilo presentadas en la frontera, incluso en los
aeropuertos, generan cuestiones particulares, ya que los solicitantes de
asilo, por lo general, son retenidos en la frontera y sólo tienen acceso al
territorio en caso de ser admitidos al procedimiento de asilo completo. En

9  Jaban v. Turquía, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sentencia de 10 de julio de 2000, párr.
40; también ver la Conclusión No. 15 (XXX) de 1979 sobre refugiados sin un país de asilo, párr. (i) (A/
AC.96/572, párr. 72.2).



165

estas situaciones, los Estados tienen interés, resulta comprensible, en
que los casos que no tienen necesidad de protección internacional sean
tramitados sin dilación alguna y los retornos se efectúen de una manera
expedita, en caso de ser necesario.  Sin embargo, las preocupaciones
surgen cuando, por ejemplo, los policías en puestos fronterizos tienen
amplias facultades, entre las que se encuentran el valorar los méritos de
la solicitud, pero no cuentan con el conocimiento técnico suficiente en
materia de asilo. En los aeropuertos, algunos Estados han establecido
procedimientos acelerados especiales. A veces éstos incluyen determinadas
salvaguardas y asistencia, en consideración a la situación particular del
solicitante de asilo, a quien, por lo general, se le obliga a permanecer en el
aeropuerto mientras se toma la decisión. A veces, sin embargo, tales
medidas no existen, de manera que aquellas personas en necesidad de
protección internacional se ven privadas del acceso a los procedimientos
o, incluso, a la asesoría apropiada.

22. En consideración a que las decisiones en la frontera/aeropuerto
involucran asuntos relativos al mérito de la solicitud y, además, son tomadas
dentro de plazos muy cortos, las posibilidades de una decisión imprecisa
aumentan. Por ello, resulta esencial que existan las debidas garantías, al
menos idénticas a aquéllas que existen para otros procedimientos
acelerados en el resto del territorio. Particularmente, en aquellos casos
en que no se pueden cumplir los plazos establecidos para dictar la decisión,
ya sea por motivos administrativos o sustanciales, el solicitante de asilo
debería, lógicamente, ser admitido al procedimiento ordinario. El acceso
a asesoría legal, al ACNUR y a organizaciones no gubernamentales (ONGs)
que trabajen en representación del ACNUR también resulta crítico en la
frontera y en las zonas de tránsito de los aeropuertos. En las fronteras te-
rrestres, si el ingreso de un individuo plantea consideraciones en materia
de asilo, el caso debe ser remitido a la autoridad central responsable para
que realice una entrevista al solicitante y adopte una decisión sobre el
ingreso y sobre la solicitud. En algunos Estados, estas salvaguardas
mínimas han sido incorporadas en los procedimientos. Sin embargo, se
recomienda que su inclusión se realice de una manera más generalizada.

23. Una práctica adicional que se recomienda, y que ha sido particularmente
valiosa para los oficiales de frontera y otros funcionarios que trabajan con
solicitantes de asilo, es la de realizar capacitaciones que incluyan técnicas
adecuadas de entrevista y los principios relevantes de protección de
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refugiados. Asimismo, estos funcionarios también deben tener conocimiento
de la existencia de grupos con necesidades especiales de protección,
tales como las víctimas de tortura, mujeres, niños, en particular aquéllos
que han sido separados de sus familias, y personas mayores (ver la
sección V más adelante).

IV. AGILIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN DE LOS
PROCEDIMIENTOS JUSTOS

24. En los últimos años, los procedimientos de asilo en muchos países se
han vuelto cada vez más complejos.  Además de la inclusión de una fase
de admisibilidad, se han adoptado procedimientos acelerados o abreviados
para tratar ciertas categorías de solicitudes de asilo, o procedimientos
separados para evaluar las necesidades de formas complementarias de
protección10. Estos cambios frecuentemente responden a un incremento
en la llegada de solicitantes de asilo y a una acumulación de casos, así
como a intentos de garantizar una valoración más justa de las solicitudes.
Algunas de estas herramientas se describen más adelante, aunque en
muchos casos un procedimiento único y simplificado podría resultar más
justo y eficiente.

A. Procedimientos para solicitudes manifiestamente infundadas

25. Muchos Estados han adoptado procedimientos acelerados para decidir
cuáles solicitudes resultan claramente abusivas o manifiestamente
infundadas, las cuales podrían congestionar los procedimientos de asilo
en detrimento de aquellas personas que tienen motivos auténticos para
solicitar asilo, tal y como fue reconocido en la Conclusión No. 30 del Comité
Ejecutivo. La situación se torna más compleja por el hecho de que algunos
Estados han introducido el concepto de solicitudes "manifiestamente
infundadas" en otras etapas del procedimiento, incluso en la fase de
admisibilidad.

10 Ver EC/50/SC/CRP.18, «Nota sobre formas complementarias de protección: su naturaleza y rela-
ción con el régimen de protección internacional», presentada durante la reunión 18va del Comité
Permanente.
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26. Existe la necesidad, en criterio del ACNUR, de promover un mayor
entendimiento común del tipo de solicitudes que ameritan se aplique la
presunción de que son manifiestamente infundadas o claramente abusivas,
y que podrían ser examinadas mediante un procedimiento acelerado. (Este
último procedimiento, diferente de lo que sucede con los procedimientos
de admisibilidad, examina lo sustantivo de la solicitud, aunque de una
manera más simplificada y abreviada). Si los tipos de solicitudes que
podrían catalogarse como claramente abusivas o manifiestamente
infundadas se pudieran definir y delimitar, y se adoptaran las debidas
salvaguardas, este enfoque podría resultar una herramienta útil para el
manejo de los casos y para hacer más expedita la toma de decisiones en
países que enfrentan una significativa carga de solicitudes. Sin embargo,
la experiencia con algunos Estados demuestra que en situaciones donde
se presentan relativamente pocas solicitudes, un énfasis en la adopción
de decisiones prontas y de calidad, siguiendo un procedimiento único,
resulta probablemente la opción más efectiva (ver la sección VI más adelante).

27. La Conclusión No. 30 describe las solicitudes "claramente abusivas" y
"manifiestamente infundadas" como "aquellas que son claramente frau-
dulentas o que no guardan relación con los criterios para la concesión de
la condición de refugiado establecidos en la Convención ... de 1951 ... ni
con otro criterio que justifique la concesión de asilo".

28. Si un caso se considera o no como "manifestamente infundado" de-
penderá del grado de vinculación entre las razones para la salida que se
han expresado y la definición de refugiado. Un problema potencial que
puede surgir en la aplicación de este concepto es que no todos los
solicitantes de asilo tienen la capacidad de articular claramente y de una
manera comprensible, sin recibir asistencia, el por qué salieron de su país,
particularmente cuando existe un elemento de temor o desconfianza, o
cuando otros factores se encuentran en juego, como la calidad de los
intérpretes. Se debe considerar también el tema de la credibilidad: la
descripción de los hechos por parte de un solicitante de asilo podría
parecer que guarda relación con la definición de refugiado y, sin embargo,
aún así carecer de elementos objetivos de credibilidad, aunque no se trate
propiamente de una solicitud "fraudulenta". Algunos Estados estiman que
la falta o no de credibilidad es un elemento que debe ser incluido en la
valoración original del carácter manifiestamente infundado de una solicitud.
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29. Entre las categorías de solicitudes que a menudo se estiman
manifiestamente infundadas se encuentran aquellas de personas que
provienen de los llamados países de origen seguros, descritos en la sección
C más adelante. Recientemente, varios Estados han reconocido, sin
embargo, que ciertos tipos de casos no deberían rechazarse por ser
"manifiestamente infundados", ya sea en la fase de admisibilidad o en
procedimientos acelerados, si se busca que tales procedimientos sean
aplicados de una manera justa. Por ejemplo, existe actualmente un mayor
reconocimiento de que las solicitudes que involucran consideraciones sobre
la alternativa de huida interna o reubicación, y sobre la aplicación de las
cláusulas de exclusión del artículo 1(F) de la Convención de 1951,
podrían originar consideraciones sobre el fondo y la credibilidad de la
solicitud que no serían consideradas de manera apropiada a través de
procedimientos de admisibilidad o acelerados11.

30. La categoría de solicitudes abusivas o fraudulentas comprende aquellas
presentadas por individuos que claramente no necesitan protección
internacional, así como solicitudes que involucran engaños o intención
de defraudar, lo cual, por lo general, evidencia mala fe de parte del solicitante.
Se acepta que tales solicitudes sean tramitadas mediante procedimientos
acelerados. Estas solicitudes dan lugar a una presunción de ser infundadas,
de manera que se pueden establecer procedimientos más expeditos para
examinar esa presunción. Aunque se vea limitada, una valoración individual
de la motivación para huir resulta esencial para afirmar o rebatir tal
presunción. En caso de que surjan asuntos de carácter sustantivo, las
buenas prácticas estatales se inclinan por trasladar estas solicitudes a los
procedimientos ordinarios.

31. Igualmente, varios Estados asumen la posición que las solicitudes
repetidas presentadas en la misma jurisdicción deben ser consideradas
abusivas y, por ello, deben sujetarse a procedimientos acelerados. Cuando
tales casos han sido debidamente decididos en esa jurisdicción, una simple
decisión administrativa que establezca que no se considerará tal solicitud,
en lugar de reconsiderarla, sería suficiente, de conformidad con el
principio de cosa juzgada. En tales casos, sin embargo, los Estados

11 Ver, por ejemplo, Comisión de las Comunidades Europeas, "Propuesta para una directiva del Consejo sobre
estándares mínimos en materia de procedimientos en los Estados miembros para otorgar y retirar la condición de
refugiado", COM (2000) 578, de 20 de septiembre de 2000.
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que contemplan una valoración individual de las circunstancias específicas
del solicitante están adoptando un proceso que bien podría reproducirse
en otras partes. Estas buenas prácticas implican una valoración de que la
solicitud efectivamente resulta reiterativa y que no contiene cambios
sustantivos sobre la situación individual del solicitante de asilo o de las
circunstancias del país de origen. Esta situación es similar a la del individuo
que solicita asilo cuando existe una decisión de deportación o expulsión
en su contra, y su solicitud ha sido ya valorada y decidida adecuadamente.
En los casos en que el individuo enfrenta la deportación o expulsión por
razones distintas y solicita asilo por primera vez, entonces dicha solicitud
debería ser evaluada, ya sea siguiendo el procedimiento ordinario o un
procedimiento acelerado, dependiendo de la naturaleza de la solicitud, en
consideración a que su condición previa pudo haberle otorgado protección
de facto.

32. En aquellos países en que se aplican procedimientos acelerados, se
debe asegurar la existencia de las debidas garantías procedimentales.
Además de los requisitos básicos aplicables a todos los tipos de solicitudes
de asilo12, se han identificado tres salvaguardas que resultan específica-
mente aplicables en procedimientos acelerados13. En primer lugar, se
debe realizar una entrevista personal completa del solicitante por parte
de un oficial plenamente capacitado o, cuando resulte posible, por
un funcionario de la autoridad competente para realizar la determina-
ción de la condición de refugiado. En segundo lugar, la autoridad normal-
mente competente para determinar la condición de refugiado debe esta-
blecer el carácter manifiestamente infundado o abusivo de la solicitud. En
tercer lugar, un solicitante rechazado debe contar con la posibilidad de
que se revise la decisión denegatoria antes de que se le rechace en fron-
tera o se le expulse del territorio. Esta posibilidad de revisión puede ser
más simplificada que aquella disponible para casos rechazados que no
son manifiestamente infundados o abusivos.

33. En ciertos Estados, se utiliza un procedimiento acelerado para los
casos en que se espera concluir con una decisión positiva. Ésta es una
práctica útil que permite reducir la carga de trabajo de los órganos que
toman las decisiones y que libera recursos para tratar casos más complejos.

12  Conclusión No. 8 (XXVIII) de 1977, (A/AC.96/549, párr. 53).
13  Conclusión No. 30 (XXXIV) de 1983, (A/AC.96/631 párr. 97.2).
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B. Solicitantes de asilo indocumentados v poco cooperativos

34. Muchos Estados se han enfrentado al creciente problema de solicitantes
de asilo que llegan sin documentos o con documentos falsificados, y que
no están dispuestos a cooperar con las autoridades. Ellos presentan
problemas particulares y pueden recargar de manera excesiva los
procedimientos de asilo. Varios Estados tienden a presumir que estas
solicitudes de asilo son abusivas y, con frecuente, las someten a
procedimientos de expulsión expeditos u otros procedimientos acelerados.
Estos Estados también aplican una variedad de sanciones, entre las que
se encuentran el enjuiciamiento civil o penal, el pago de multas, la detención,
requisitos de presentarse antes las autoridades de manera más frecuente,
el retiro o reducción de beneficios financieros o su reemplazo por bienes
en especie, y la denegación de autorizaciones de trabajo.

35. Como lo han reconocido los Estados desde hace mucho tiempo, sin
embargo, es factible que los refugiados necesiten recurrir a medios ilegales
para poder huir, lo cual no debería ocasionar que se les apliquen sanciones,
en caso de cumplir los requisitos procedimentales del artículo 31(1) de la
Convención de 1951. La falta de documentación apropiada o el uso de
documentos falsos no convierten per se una solicitud en abusiva o fraudulenta,
de manera que no se debe denegar por ello el acceso a los procedimientos,
en consideración a que se debe verificar la validez de cualquier presunción
de que la solicitud es abusiva14.

36. La preocupación radica en diferenciar entre estos casos y aquéllos en
los que el solicitante destruyó o desechó voluntariamente sus documentos
de viaje, u otros documentos, por razones que no están sustancialmente
relacionadas con los méritos de la solicitud de asilo, con el mero propósito
de hacer más difícil la evaluación de la solicitud o la expulsión. Podría ser,
sin embargo, que la falta inicial de cooperación se deba a dificultades de
comunicación, desorientación, tensión, cansancio o, incluso, temor. La
credibilidad podría ser un elemento por considerar. Por ejemplo, la
insistencia continuada, de parte del solicitante, de que los documentos
son auténticos, una vez que su falsedad ha sido probada, claramente mina
la credibilidad de una solicitud. La negativa de proporcionar los detalles

14 Ver la Nota sobre Protección Internacional (A/AC.96/914, párr. 23). También ver, ACNUR, Manual
de Procedimientos y Criterios para la Determinación de la Condición de Refugiado, 1992, párr. 196.
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sobre la ruta elegida para huir también afecta la credibilidad, aunque esto
también pudiera responder a los temores del solicitante de asilo de ser
devuelto, de no querer poner en peligro la vida de otras personas o porque
la ruta seguida por los traficantes le era desconocida. Aquéllos que se
nieguen a cooperar para establecer su identidad y se rehusan a brindar
información sobre su solicitud, a pesar de peticiones reiteradas en este
sentido, también menoscaban su propia credibilidad.

37. Se requiere una mayor conciencia y sensibilidad para reconocer estos
diversos factores. La adecuada asesoría al solicitante de asilo sobre el
significado y la naturaleza de los procedimientos de asilo, sus derechos y
responsabilidades y, en particular, sobre las consecuencias de no brindar
colaboración, han sido de gran utilidad para promover la cooperación. El
acceso al ACNUR, a ONGs relevantes y a la asesoría legal también
cumple un rol significativo en brindar al solicitante de asilo mayor confianza
y entendimiento sobre el procedimiento. De esta manera, se puede afirmar
que los mejores procedimientos son aquéllos que engloban todos estos
factores. Por su lado, el solicitante de asilo tiene la obligación de realizar
una presentación íntegra y veraz de su caso, y de cooperar con las
autoridades15. Los procedimientos también deberían estructurarse para
promover el cumplimiento de esta obligación.

C. Países de origen seguros

38. El concepto de país de origen seguro se ha incorporado, norma-
tivamente o de facto, en ciertos procedimientos de asilo. Algunos Estados,
incluso, han elaborado largas listas de países seguros, las cuales aplican,
en algunas ocasiones, como una barrera automática para denegar el ac-
ceso a los procedimientos de asilo. Este concepto también ha sido utiliza-
do como una herramienta procedimental para tramitar ciertas solicitudes
por medio de procedimientos acelerados. Asimismo, se le ha empleado
con una función probatoria para establecer, por ejemplo, una presunción
de invalidez de una solicitud. De igual manera, algunos Estados limitan el
derecho de apelación de los solicitantes de asilo, cuando éstos provienen
de países de origen que se consideran seguros.

15  Manual del ACNUR, párr. 205.
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39. La experiencia demuestra que, si bien este concepto puede servir
como una herramienta efectiva para tomar decisiones, es importante que
la valoración general de ciertos países de origen como seguros se base
en información confiable, objetiva y actualizada que provenga de diversas
fuentes. Es necesario que considere no sólo el hecho de si se han ratificado
instrumentos internacionales o se ha adoptado legislación relevante, sino
del grado en que se respetan los derechos humanos y el Estado de Derecho
en la práctica, así como el historial del Estado en relación con la generación
de refugiados, el cumplimiento de los instrumentos de derechos humanos
y de la accesibilidad a organizaciones nacionales o internacionales para
verificar los temas de derechos humanos. En caso de que el Estado se
incline por establecer una lista de países de origen seguros, el procedimiento
para adicionar o remover países de esta lista debe ser transparente, así
como sensible a los cambios en las circunstancias de los países de origen.
Adicionalmente, en consideración de la necesidad de una valoración de
las circunstancias específicas del caso individual y lo complejo de
semejante decisión, una buena práctica estatal no permite aplicar ninguna
determinación de seguridad de una manera rígida o que se utilice para
denegar el acceso a los procedimientos. En su lugar, dicha práctica
fundamenta cualquier presunción de seguridad en información precisa,
imparcial y actualizada, y brinda acceso al solicitante al procedimiento
ordinario de asilo, lo cual le permite contar con una oportunidad para refutar,
con base en sus circunstancias particulares, cualquier presunción general
de seguridad.

40. Se ha sugerido el desarrollar un enfoque regional o internacional para
evaluar las solicitudes de asilo que contemple el concepto de país de
origen seguro, de manera que permita examinar tales solicitudes de
conformidad con un procedimiento más acelerado, en caso de que éstas
sean presentadas por personas provenientes de países incluidos en la
lista. Esta propuesta ciertamente puede ser considerada. Requeriría, no
obstante, referirse a la cuestión de cuáles son los criterios apropiados que
se utilizan para determinar el grado de seguridad y la transparencia para
tomar esta decisión. Además, la Convención de 1951 no podría interpretarse
de manera alguna que permita el rechazo de la condición de refugiado con
base en el origen étnico o la nacionalidad. Por el contrario, se debe tener
en cuenta que la Convención prevé el otorgar la condición de refugiado
por un temor fundado de persecución por motivos de raza o nacionalidad.
Con el propósito de resguardar el principio de no discriminación establecido
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en la Convención de 1951, resulta crucial que se le brinde acceso al soli-
citante de asilo al procedimiento para la determinación de la condición de
refugiado y se le brinde la oportunidad de refutar, en su caso concreto,
cualquier presunción general de seguridad. Aún más, este mecanismo
tendría que considerar el hecho de que las listas genéricas de países no
han demostrado ser lo suficientemente sensibles a los auténticos problemas
de protección en los casos individuales y que, además, generan poten-
cialmente dificultades políticas.

D. Apelaciones

41. Los procedimientos existentes en la mayoría de los Estados reconocen
que las normas del debido proceso exigen un mecanismo de apelación o
revisión para garantizar el funcionamiento justo de los procedimientos de
asilo, aunque la naturaleza de la apelación o revisión puede variar
enormemente según los estándares de derecho administrativo aplicables
en el país. De conformidad con los procedimientos ordinarios para la toma
de decisiones, la práctica estatal, por lo general, faculta presentar una
apelación o revisión que considere tanto elementos de hecho, como de
derecho. Además, la mayoría de las jurisdicciones permiten plantear un
recurso judicial de revisión, referido únicamente a asuntos de derecho, el
cual podría restringirse a aquellos casos en que se brinde una
autorización expresa.

42. En los casos en que falta capacidad o que las solicitudes sean
valoradas siguiendo un procedimiento acelerado, la práctica estatal tiende
a que el mecanismo de apelación sea un recurso administrativo de una
naturaleza más simplificada. Algunos Estados, por ejemplo, otorgan prioridad
a ciertos casos para la apelación, reducen el número de integrantes del
panel que conocerá la apelación, establecen plazos más breves para que
ésta se presente o restringen la revisión de ciertos tipos de casos a una
revisión exclusiva de documentación. En ciertos países, los procedimientos
de admisibilidad no posibilitan la apelación cuando el rechazo ha sido por
motivo de un "tercer país seguro", o la apelación no tiene un efecto
suspensivo en relación con la ejecución de la deportación. En casos
sometidos a procedimientos acelerados, muchos países conceden tan
solo el derecho de solicitar una autorización para permanecer en el territorio
o en la frontera mientras es resuelta la apelación.
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43. Una garantía procesal fundamental, que se deriva del derecho
administrativo general y que resulta esencial en relación con el concepto
de un recurso efectivo, consiste en que la apelación sea estudiada por
una autoridad diferente e independiente de aquella que adoptó la decisión.
Entre las salvaguardas de mayor importancia para procedimientos más
expeditos de apelación, particularmente si se han establecido plazos breves
dentro de los cuales se debe plantear la apelación, se identifican aquellas
medidas que garanticen que los solicitantes de asilo cuenten, sin dilación,
con asesoría legal, intérpretes e información sobre los procedimientos,
que les permitan tener acceso a un recurso efectivo. Asimismo, la
posibilidad de que la autoridad que conoce la apelación o revisión tengan
una impresión personal del solicitante constituye otra garantía
procedimental importante. De igual manera, una entrevista no tiene tanta
relevancia en caso de que se presuma que la solicitud es manifiestamente
infundada o claramente abusiva y, además, si ya se ha realizado una
entrevista por un oficial plenamente calificado. Otra garantía ampliamente
reconocida en materia de apelaciones, incluso en la etapa de admisibilidad,
y que debe aplicarse tanto para procesos ordinarios, como para los
acelerados, consiste en que la apelación, en principio, debe tener efecto
suspensivo hasta el momento en que se tome una decisión final.

V. CREACIÓN DE MAYOR CONCIENCIA SOBRE
LAS NECESIDADES ESPECIALES DE PROTECCIÓN

44. Existen casos de solicitantes de asilo especialmente vulnerables que
requieren particular atención, comprensión y sensibilidad, sobre todo si
se establecen procedimientos acelerados o de alguna forma abreviados.
Entre estos casos se suele identificar a víctimas de tortura, víctimas de
violencia sexual, mujeres en circunstancias particulares, niños, en especial
aquellos no acompañados o separados de sus familiares, personas
mayores, personas perturbadas psicológicamente y apátridas. Algunos
Estados han desarrollado procedimientos y directrices específicas para
atender a estos grupos, los cuales sería útil adoptar también en otras
regiones.

45. En relación con mujeres solicitantes de asilo, es importante que, de
estar acompañadas por familiares hombres, se les informe, de manera
privada y en términos comprensibles para ellas, de su derecho de
presentar una solicitud de asilo independiente en cualquier etapa del
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procedimiento, y que tienen la oportunidad de recibir asesoría legal antes
de presentar esta solicitud. Las mujeres solicitantes de asilo preferiblemente
deberían tener la oportunidad de ser entrevistadas por funcionarias e
intérpretes mujeres, y en el contexto de un ambiente sensible en temas
de género. En caso de que el solicitante principal reciba protección, otros
miembros de la familia deberían recibir, en interés de la unidad familiar, el
mismo tratamiento16. Por el contrario, si el solicitante principal es excluido
de la condición de refugiado, los familiares tienen el derecho de que sus
solicitudes sean evaluadas independientemente.

46. En relación con niños no acompañados o separados, las buenas prácticas
están basadas en los siguientes principios. El interés superior del niño es
fundamental. No se debe denegar el ingreso al niño o regresar a éste en
el punto de entrada, o ser sometido a entrevistas minuciosas por parte de
autoridades de migración en el punto de entrada. En cuanto se identifique
a un niño separado, se debe nombrar un guardián o consejero para que lo
asista durante todas las etapas. Las entrevistas deben realizarse por per-
sonal capacitado. Además, los niños separados no se les debe detener por
razones migratorias17.

47. La capacitación con objetivos específicos definitivamente aumenta la
sensibilidad de los funcionarios e incrementa su conocimiento sobre asuntos
legales y procedimentales para cuando trabajen con cada uno de estos
grupos y enfrenten sus necesidades particulares. De igual manera, el
desarrollo de directrices y capacitación en relación con otros grupos
mencionados anteriormente también resulta de gran utilidad.

16 Conclusión No. 64 (XLI) de 1990, párr. (a)(iii) (A/AC.96/760, párr. 23 (un) (iii) y Conclusión No.88
(L) de 1999, párr. b(iii) (A/AC.96/928, párr. 21).
17 Ver, por ejemplo, Junta de Migración y Refugiados de Canadá, «Niños solicitantes de asilo: Asun-
tos procedimentales y probatorios», 30 de septiembre de 1996; ACNUR, Directriz sobre políticas y
procedimientos para tramitar los casos de niños solicitantes de asilo no acompañados, febrero de
1997; Resolución de Consejo de 26 de junio de 1997 sobre menores no acompañados que son
nacionales de terceros países, Unión Europea, gaceta oficial C 221 de 19 de julio de 1997, pp. 23-7;
Save the Children Alliance in Europe/ACWR, «Programa de niños separados en Europa: Declaración
de buenas prácticas», octubre de 2000.
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VI. PROMOCIÓN DE UN PROCEDIMIENTO DE ASILO ÚNICO

48. En muchos casos, un procedimiento único y consolidado que examine
si un solicitante de asilo reúne los requisitos para ser reconocido como
refugiado, o si requiere formas complementarias de protección, resulta la
forma más clara y rápida de identificar a las personas en necesidad de
protección internacional. Esto facilitaría el adoptar un enfoque más
económico y uniforme en relación con las solicitudes, lo cual, en última
instancia, permitiría realizar una interpretación más coherente sobre las
necesidades de protección internacional. La clave para un sistema de asilo
creíble radica en la calidad de la toma de decisiones, que éstas se tomen
con prontitud y que garantice la ejecución de sus resultados, lo cual incluye
el retorno de aquellas personas que no tienen necesidad de protección
internacional.

VII. OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES FINALES

49. Las iniciativas adoptadas por los Estados para mejorar el funcionamiento
de los sistemas de asilo han generado en los últimos años el creciente
desarrollo de una gran variedad de procedimientos y procesos. El desafío
actual consiste en refocalizar los esfuerzos para establecer procedimientos
más claros y más simples, con el énfasis en la calidad y los recursos para
la toma de decisiones, así como el establecimiento de las garantías
apropiadas. Los procedimientos de asilo, cuando son manejados de ma-
nera expedita, eficiente y justa, de conformidad con los estándares del
derecho internacional de refugiados, constituirán una importante contribución
para mejorar la capacidad de los Estados de manejar la llegada de personas
de otras nacionalidades.

50. Con el propósito de alcanzar esta meta, se ha propuesto que, en aquellos
países que aún no lo han hecho, se adopte legislación nacional sobre
procedimientos de asilo. También resultaría de utilidad, en criterio del
ACNUR, que el Comité Ejecutivo llegue a un acuerdo sobre algunos
principios rectores, a través quizás de una Conclusión sobre Procedimientos
de Asilo. Esta conclusión se debería basar en las Conclusiones existentes
que tienen fundamento en las buenas prácticas de los Estados, y debería
buscar el consolidar un marco dentro del cual se pueden desarrollar
procedimientos de asilo que resulten compatibles con sistemas nacionales



177

y con los estándares internacionales de protección de refugiados. La
siguiente recopilación de buenas prácticas podría constituir un útil punto
de partida:

a) Todos los solicitantes de asilo, sin importar la manera en que lleguen
a la jurisdicción del Estado, deben tener acceso a procedimientos que
permitan decidir sobre su solicitud y que sean justos, no discriminato-
rios y apropiados para la naturaleza de la solicitud.

b) Los países de asilo que apliquen procedimientos de admisibilidad
podrían devolver a los refugiados a un primer país de asilo, en aquellos
casos en que se garantice que la persona será recibida a su regreso y
que continuará disfrutando de protección efectiva en dicho país.

c) Sólo se debe retornar a un solicitante de asilo a un tercer país, si este
país ha asumido la responsabilidad de examinar el fondo de la solicitud
de asilo específica, si el solicitante de asilo gozará de la protección
contra la devolución y tendrá la capacidad de buscar, y en caso de ser
reconocido, de disfrutar el asilo de conformidad con los estándares
internacionales aceptados. Cualquier mecanismo mediante el cual se
traslade la responsabilidad de evaluar las solicitudes de asilo debe
estar claramente estipulado en la ley.

d) Los procedimientos acelerados pueden constituir una valiosa
herramienta para el manejo eficiente de los casos y hacer más expedita
la toma de decisiones si se utilizan para decidir sobre solicitudes
manifiestamente infundadas. Asimismo, podrían también ser de utilidad
en los casos en que el abuso o el carácter infundado de la solicitud
resulte manifiesto. Los parámetros para estos últimos casos deben ser
claramente definidos, para que las decisiones que involucran temas
sustantivos complejos no sean tratados por ese medio. Asimismo, los
procedimientos deben incorporar las garantías apropiadas que permitan,
en particular, una valoración individual en caso de que las circunstancias
hayan variado.

e) Un procedimiento único para evaluar las solicitudes de todos los
solicitantes del reconocimiento de la condición de refugiado, u otras
formas de protección complementaria, podría, en muchos casos,
representar el medio más claro y rápido de identificar a aquellas personas
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que tengan necesidad de protección internacional. Particularmente en
aquellos países que reciben pocas solicitudes de asilo, un procedimiento
único para la toma de decisiones que sea rápido y eficiente será,
probablemente, el enfoque más eficiente y apropiado.

f) En el marco del procedimiento de asilo, el concepto de país de origen
seguro también podría ser de utilidad como herramienta para el manejo
de los casos, para asignar, por ejemplo, solicitudes que involucren este
concepto a un procedimiento más rápido o a equipos de adjudicadores
especializados por zonas geográficas. También podría tener una función
probatoria, por ejemplo, al establecer una presunción de invalidez de la
solicitud. Sin embargo, debe existir la posibilidad de realizar una valoración
de las circunstancias individuales de cada caso y, al mismo tiempo, de
refutar cualquier presunción en materia de seguridad. Cualquier valoración
general sobre la seguridad de un país específico debe realizarse de
manera imparcial y transparente, confrontándola con criterios articulados
de manera precisa y ampliamente respaldados.

g) En cualquier etapa del procedimiento, incluso en la fase de
admisibilidad, los solicitantes de asilo deben contar con asesoría sobre
el procedimiento y, además, deben tener acceso a asistencia legal. En
aquellos casos en que dicha asistencia legal sea gratuita, los solicitantes
de asilo también deben tener acceso a ella en caso de resultar necesario.
De igual manera, deben contar con intérpretes calificados e imparciales,
y deben tener derecho a contactar al ACNUR y a ONGs reconocidas
que trabajan en cooperación con el ACNUR. El mandato del ACNUR
exige que éste tenga acceso pronto y sin obstáculos a los solicitantes
de asilo y refugiados, en cualquier lugar en que éstos se encuentren.

h) La valoración de las solicitudes de asilo debe ofrecer, en primera
instancia, una entrevista personal, de ser posible con los miembros del
órgano adjudicador competente y debe ofrecer una evaluación
comprensiva de las circunstancias de cada caso. El solicitante de asilo
debe contar con la oportunidad de presentar prueba sobre sus
circunstancias personales y las condiciones del país de origen. En
aquellos casos manifiestamente fundados, no siempre se hace
necesario una entrevista cuando se prevé que la decisión será positiva
para el solicitante.
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i) El órgano encargado de evaluar y decidir sobre las solicitudes de
asilo debe, en principio, ser una única autoridad centralizada. En caso
de que se realice una entrevista inicial por parte de un funcionario de
frontera, se debe garantizar que el solicitante no sea rechazado y que
no se le deniegue la admisión antes de que su caso sea conocido por la
autoridad central.

j) Las personas encargadas de tomar las decisiones deben tener acceso,
como un elemento fundamental, a información sobre país de origen que
sea precisa, imparcial y actualizada, proveniente de fuentes diversas.
Además, deben recibir capacitación apropiada en técnicas de entrevista
transculturales y tener familiaridad con el empleo de intérpretes, así
como tener el conocimiento requerido en materia de refugiados y
solicitantes de asilo.

k) El solicitante de asilo tiene la responsabilidad de cooperar con las
autoridades del país de asilo. La carga de la prueba es compartida entre
el individuo y el Estado, en reconocimiento de la situación vulnerable en
que se encuentra el solicitante de asilo. Los procedimientos deben
reflejar estos dos factores.

l) La falta de documentación apropiada o el uso de documentos falsos
no debe en sí mismo calificar una solicitud como abusiva o fraudulenta.
En aquellos casos en que el solicitante de asilo haya voluntariamente
destruido sus documentos de identidad y se rehúse a cooperar con las
autoridades, esto podría tener efectos negativos sobre la credibilidad
de la solicitud, de manera que dé lugar a que ésta se tramite por medio
de un procedimiento expedito apropiado.

m) Los procedimientos de asilo deben respetar, en todas las etapas del
procedimiento, la confidencialidad de todos los aspectos de la solicitud
de asilo, incluso del mismo hecho de que el individuo ha planteado una
solicitud. Asimismo, no se debe compartir ninguna información de la
solicitud con el país de origen.

n) Se deben establecer procedimientos especiales y programas de
capacitación para hacer posible el manejo sensible y flexible de
solicitudes de personas con especiales necesidades de protección,
en particular, para víctimas de tortura o violencia sexual. En relación
con mujeres y niños, tales procedimientos deben, por ejemplo, tomar
en cuenta las siguientes consideraciones:
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• En caso de que mujeres solicitantes de asilo sean acompañadas
por familiares hombres, se les debe informar de manera privada y en
términos comprensibles para ellas de su derecho de presentar una
solicitud de asilo independiente en cualquier etapa del procedimiento,
y se les debe otorgar la posibilidad de recibir asesoría legal antes de
presentar su solicitud. Las mujeres solicitantes de asilo preferiblemente
deberían tener la oportunidad de ser entrevistadas por funcionarias e
intérpretes femeninas con la debida capacitación. Deben ser entrevistadas,
en todo caso, en el contexto de un ambiente sensible a los temas de género.

• En caso de niños no acompañados o separados, siempre debe primar
el interés superior del niño. No se les debe denegar el ingreso, ni
tampoco regresar al país de origen, en el punto de entrada. Tampoco
deben ser sometidos a entrevistas detalladas por parte de autoridades
de migración en el punto de entrada. Tan pronto se identifique a un
niño separado, se debe nombrar un guardián o consejero calificados
para que lo asista durante todas las etapas del procedimiento. Además,
las entrevistas deben realizarse por personal capacitado y a los niños
separados no se les debe detener, bajo ninguna circunstancia, por
razones migratorias.

o) Todos los solicitantes de asilo deben recibir, de manera automática,
una decisión escrita, ya sea que se trate de la admisibilidad o sobre el
fondo de la solicitud. En caso de que se rechace la solicitud, la decisión
debe ser fundamentada.

p) Todos los solicitantes deben tener el derecho a una apelación o revisión
independiente contra una decisión negativa, incluso cuando se trata de
una decisión de admisibilidad, aunque esto puede responder a criterios
más simplificados en casos de admisibilidad o decisiones tomadas
mediante procedimientos acelerados. La carta de rechazo debe contener
información sobre el derecho del solicitante de asilo de apelar, sobre el
procedimiento de apelación y sobre cualquier plazo que resulte aplicable.
El solicitante de asilo debe tener, en principio, el derecho de permanecer
en el territorio del país de asilo y no debe ser expulsado, excluido o
deportado hasta que se haya tomado una decisión final sobre el caso, o
sobre la responsabilidad de examinar el caso.

Traducido por la Unidad Legal Regional del Bureau de las Américas.
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ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS

ASAMBLEA GENERAL
(XV PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, Cartagena de Indias, 1985)

AG/RES.774 (XV-0/85)

Situación Jurídica de los Asilados, Refugiados y Personas
Desplazadas en el Continente Americano

(Resolución aprobada por la Comisión General en la quinta
sesión celebrada el 7 de diciembre de 1985)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:
Que varios Estados miembros de la OEA han reconocido la protección
internacional que ofrecen a los refugiados la Convención de Ginebra de
1951 y su Protocolo de 1967, y han aplicado las prácticas de asilo justas y
generosas que se derivan de los instrumentos regionales sobre la materia;
Que si bien se ha estabilizado el número de refugiados en la región ame-
ricana, aún preocupa la magnitud y complejidad de los problemas que
afectan a aquellas personas que en años anteriores han huido de sus
países a causa de conflictos armados y disturbios internos;
Que en noviembre de 1984 se celebró en la ciudad de Cartagena un Co-
loquio sobre la protección internacional de los Refugiados en América Cen-
tral, México y Panamá, auspiciado por el Gobierno de la República de
Colombia y copatrocinado por la Universidad de Cartagena de Indias, el
Centro Regional de Estudios del Tercer Mundo y el Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados;
Que en dicho Coloquio se adoptó la Declaración de Cartagena sobre los
Refugiados, cuyas conclusiones contienen recomendaciones consustan-
ciales con las normas básicas sobre refugiados expuestas en distintos
instrumentos internacionales y pueden contribuir al logro de las medidas
de seguridad y protección adecuadas para esta categoría de personas en
la región americana;
Que por otra parte debe destacarse la positiva labor que viene realizando
el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados junto
con las autoridades de los países de asilo y las organizaciones guberna-
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mentales y no gubernamentales que brindan su cooperación en esta tarea
humanitaria;
Que en igual sentido deben apreciarse los trabajos realizados por la Se-
cretaría General de la OEA y la Oficina del ACNUR en el contexto del
Programa de Cooperación que ambas entidades establecieron en 1982;

RESUELVE:
1. Manifestar su confianza en que los Estados de la región seguirán co-
operando en beneficio de una acción internacional eficaz en favor de los
refugiados.
2. Invitar a los Estados Miembros a buscar condiciones y mecanismos
que permitan la repatriación voluntaria de los refugiados del continente
como solución definitiva a la penosa situación que los aflige.
3. Subrayar la importancia de la Declaración de Cartagena y recomendar
a los Estados Miembros que apliquen el contenido de dicha declaración
en el tratamiento de los refugiados que se encuentren en su territorio.
4. Tomar nota con satisfacción de la marcha de los trabajos del Programa
ACNUR/OEA y agradecer a la Secretaría General de la OEA su colabora-
ción en esos trabajos.
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Adopción y Adecuación de Legislación sobre la
Determinación de la Condición de Refugiado

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su
territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto,
las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos
reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados
por disposiciones legislativas o de otro carácter.

No discriminación: 10/11/89. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS
DE NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL 18.
(General Comments)
1. La no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y la igual protección
de la ley sin ninguna discriminación constituye un principio básico y
general relativo a la protección de los derechos humanos. Así, el párrafo
1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
establece la obligación de cada Estado Parte de respetar y garantizar a
todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a
su jurisdicción, los derechos reconocidos en el Pacto, sin distinción
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social. En virtud del artículo 26 todas las personas
no solamente son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección
de la ley, sino que también se prohíbe cualquier discriminación en virtud
de la ley y garantiza a todas las personas protección igual y efectiva
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social,
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
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[...]
9. Los informes de muchos Estados Partes contienen información tanto
sobre medidas legislativas como administrativas y decisiones de los
tribunales relacionadas con la protección contra la discriminación jurídica,
pero suelen no incluir información que ponga de manifiesto una
discriminación de hecho. Al informar sobre el párrafo 1 del artículo 2 y
los artículos 3 y 26 del Pacto, los Estados Partes por lo general citan
disposiciones de su constitución o de sus leyes sobre igualdad de
oportunidades en lo que respecta a la igualdad de las personas. Si bien
esta información es sin duda alguna útil, el Comité quisiera saber si sigue
existiendo algún problema de discriminación de hecho, practicada ya sea
por las autoridades públicas, la comunidad o por personas u órganos
privados. El Comité desea ser informado acerca de las disposiciones
legales y medidas administrativas encaminadas a reducir o eliminar tal
discriminación.
10. El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige
algunas veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para
reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe
la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un Estado en el
que la situación general de un cierto sector de su población impide u obstaculiza
el disfrute de los derechos humanos por parte de esa población, el Estado
debería adoptar disposiciones especiales para poner remedio a esa situación.
Las medidas de ese carácter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo,
al sector de la población de que se trate un cierto trato preferencial en
cuestiones concretas en comparación con el resto de la población. Sin
embargo, en cuanto son necesarias para corregir la discriminación de
hecho, esas medidas son una  diferenciación legítima con arreglo al Pacto.
[...]
12. Si bien el artículo 2 del Pacto limita el ámbito de los derechos que han
de protegerse contra la discriminación a los previstos en el Pacto, el artículo
26 no establece dicha limitación. Esto es, el artículo 26 declara que todas
las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a
igual protección de la ley; también dispone que la ley garantizará a todas
las personas protección igual y efectiva contra la discriminación por
cualquiera de los motivos en él enumerados. A juicio del Comité, el artículo
26 no se limita a reiterar la garantía ya prevista en el artículo 2 sino que
establece en sí un derecho autónomo. Prohíbe la discriminación de hecho
o de derecho en cualquier esfera sujeta a la normativa y la protección de
las autoridades públicas. Por lo tanto, el artículo 26 se refiere a las
obligaciones que se imponen a los Estados Partes en lo que respecta a
sus leyes y la aplicación de sus leyes. Por consiguiente, al aprobar una
ley, un Estado Parte debe velar por que se cumpla el requisito establecido
en el artículo 26 de que el contenido de dicha ley no sea discriminatorio.
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Dicho de otro modo, la aplicación del principio de no discriminación del
artículo 26 no se limita al ámbito de los derechos enunciados en el Pacto.
13. Por último, el Comité observa que no toda diferenciación de trato
constituirá una discriminación, si los criterios para tal diferenciación son
razonables y objetivos y lo que se persigue es lograr un propósito legítimo
en virtud del Pacto.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969),
“Pacto de San José”

Artículo 1 - Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

Artículo 2 - Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno

Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo
1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro
carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención,
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para
hacer efectivos tales derechos y libertades.

[Nota: los artículos 1 y 2 de la Convención Americana imponen una serie
de obligaciones a los Estados en relación con los derechos sustantivos de
la misma, incluyendo el derecho de buscar y recibir asilo (art.22.7) y el
derecho de no-devolución (art. 22.8).]

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

Conclusión Primera

Promover dentro de los países de la región la adopción de normas inter-
nas que faciliten la aplicación de la Convención y el Protocolo y, si es
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preciso, que establezcan los procedimientos y recursos internos para la
protección de los refugiados. Propiciar, asimismo, que la adopción de nor-
mas de derecho interno se inspiren en los principios y criterios de la Con-
vención y el Protocolo, coadyuvándose así en el necesario proceso dirigi-
do a la armonización sistemática de las legislaciones nacionales en mate-
ria de refugiados.

Conclusión Octava

Propiciar que los países de la región establezcan un régimen sobre trata-
miento mínimo para los refugiados, con base en los preceptos de la Con-
vención de 1951 y del Protocolo de 1967 y en la Convención Americana
de los Derechos Humanos, tomándose además en consideración las con-
clusiones emanadas del Comité Ejecutivo del ACNUR, en particular la No.
22 sobre la Protección a los Solicitantes de Asilo en Situaciones de Afluencia
en Gran Escala.

Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos específicos
de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 2 - Asilo

1. Los Estados Miembros de la OUA se comprometen a hacer todo lo que
esté a su alcance, dentro del ámbito de sus legislaciones respectivas,
para acoger a los refugiados y para asegurar el establecimiento de aquellos
que, por razones fundadas, no pueden o no desean regresar a su país de
origen o al país de su nacionalidad.
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Cooperación de los Estados

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas de (1951)

Preámbulo

[…]

Tomando nota de que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados tiene por misión velar por la aplicación de las convenciones
internacionales que aseguran la protección a los refugiados, y
reconociendo que la coordinación efectiva de las medidas adoptadas
para resolver ese problema dependerá de la cooperación de los Estados
con el Alto Comisionado,

[…]

Artículo 35 - Cooperación de las autoridades nacionales con las Naciones
Unidas

1. Los Estados Contratantes se comprometen a cooperar en el ejercicio
de sus funciones con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados, o con cualquier otro organismo de las Nacio-
nes Unidas que le sucediere; y en especial le ayudarán en su tarea de
vigilar la aplicación de las disposiciones de esta Convención.

2. A fin de permitir a la Oficina del Alto Comisionado, o a cualquier otro
organismo de las Naciones Unidas que le sucediere, presentar informes a
los órganos competentes de las Naciones Unidas, los Estados Contratan-
tes se comprometen a suministrarles en forma adecuada las informacio-
nes y los datos estadísticos que soliciten acerca de:

a) la condición de los refugiados,
b) la ejecución de esta Convención, y
c) las leyes, reglamentos y decretos, que estén, o entraren en vigor,
concernientes a los refugiados.
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Protocolo sobre el Estatuto de los refugiados (1967)

Artículo II : Cooperación de las Autoridades Nacionales con las Naciones
Unidas

1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se obligan a cooperar en
el ejercicio de sus funciones con la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados, o a cualquier otro organismo de las
Naciones Unidas que le sucediere; en espacial le ayudarán en su tarea de
vigilar la aplicación de las disposiciones del presente Protocolo.

2. A fin de permitir a la Oficina del Alto Comisionado, o a cualquier otro
organismo de las Naciones Unidas que le sucediere, presentar informes a
los órganos competentes de las Naciones Unidas, los Estados Partes en
el presente Protocolo se obligan a suministrarle en forma adecuada las
informaciones y los datos estadísticos que soliciten acerca de:

a) la condición de los refugiados,
b) la ejecución del presente Protocolo,
c) las leyes, reglamentos y decretos, que estén, entraren en vigor,
concernientes a los refugiados.

Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados (1950)

Párrafo 8

El Alto Comisionado deberá asegurar la protección de los refugiados a
quienes se extienda la competencia de la Oficina del Alto Comisionado,
por los medios siguientes:

a) Promoviendo la conclusión y ratificación de convenios internacionales
para proteger a los refugiados, vigilando su aplicación y proponiendo
modificaciones a los mismos;
b) Promoviendo, mediante acuerdos especiales con los Gobiernos, la
ejecución de todas las medidas destinadas a mejorar la situación de los
refugiados y a reducir el número de los que requieran protección;
c) Asistiendo a los Gobiernos y a los particulares en su esfuerzo para
fomentar la repatriación voluntaria de los refugiados o su asimilación en
nuevas comunidades nacionales;
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d) Promoviendo la admisión de refugiados, sin excluir a los de categorías
más desamparadas, en los territorios de los Estados;
e) Tratando de obtener que se conceda a los refugiados permiso para
trasladar sus haberes y especialmente los necesarios para su reasentamiento;
f) Obteniendo de los Gobiernos información acerca del número y la situación
de los refugiados que se encuentran en sus territorios, y de las leyes y
reglamentos que les conciernen;
g) Manteniéndose en contacto permanente con los Gobiernos y las orga-
nizaciones intergubernamentales interesadas;
h) Estableciendo contacto, en la forma que juzgue más conveniente, con
las organizaciones  privadas que se ocupen de cuestiones de refugiados;
i) Facilitando la coordinación de los esfuerzos de las organizaciones
privadas que se ocupen del bienestar social de los refugiados.

Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos específicos
de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 7 - Cooperación de las Autoridades Nacionales con la Organización
de la Unidad Africana

A fin de que el Secretario General Administrativo de la Organización de la
Unidad Africana pueda presentar informes a los órganos competentes de
la Organización de la Unidad Africana, los Estados miembros se com-
prometen a proporcionar a la secretaría, en forma adecuada, las infor-
maciones y los datos estadísticos solicitados, acerca de:

a) la condición de los refugiados,
b) la aplicación de la presente Convención, y
c) las leyes, reglamentos y decretos, que estén, o puedan entrar
ulteriormente, en vigor, concernientes a los refugiados.
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Deberes de los Refugiados

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951)

Artículo 2 - Obligaciones Generales

Todo refugiado tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes que,
en especial, entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así
como las medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público.

Convención de la Organización de la Unidad Africana por la que se
regulan los aspectos específicos de problemas de los refugiados en
África (1969)

Artículo 3 - Prohibición de toda Actividad Subversiva

1. Respecto del país en que se encuentra, todo refugiado tiene deberes
que entrañan, en especial, la obligación de acatar las leyes y los
reglamentos vigentes así como las medidas encaminadas a mantener el
orden público. Además, deberá abstenerse de toda actividad subversiva
dirigida contra un Estado miembro de la OUA.

2. Los Estados signatarios se comprometen a prohibir a los refugiados
establecidos en sus respectivos territorios que ataquen a cualquier Estado
miembro de la OUA mediante cualesquiera actividades que puedan dar
origen a tirantez entre los Estados miembros, y especialmente mediante
el uso de armas, o por conducto de la prensa y de la radio.

Convención sobre Asilo Diplomático (OEA) (Adoptado en la Décima
Conferencia Interamericana realizada en Caracas, Venezuela el 28 de
marzo de 1954)

Artículo XVIII
El funcionario asilante no permitirá a los asilados practicar actos contrarios
a la tranquilidad pública, ni intervenir en la política interna del Estado
territorial.
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La definición de refugiado en el derecho internacional

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 1 - Definición del término "refugiado"

A. A los efectos de la presente Convención, el término "refugiado" se aplicará
a toda persona:

[…]

2) Que, […] debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u
opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no
pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección
de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia
de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él.

[…]

B. 1) A los fines de la presente Convención, las palabras "acontecimientos
ocurridos antes del 1º de enero de 1951", que figuran el artículo 1 de la
sección A, podrán entenderse como:

a)  "acontecimientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951, en Europa", o
como

b) "acontecimientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951, en Europa o
en otro lugar"; y cada Estado Contratante formulará en el momento de la
firma, de la ratificación o de la adhesión, una declaración en que precise el
alcance que desea dar a esa expresión, con respecto a las obligaciones
asumidas por él en virtud de la presente Convención.

2) Todo Estado Contratante que haya adoptado la fórmula a) podrá en
cualquier momento extender sus obligaciones, mediante la adopción de
la fórmula b) por notificación dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas.
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C. En los casos que se enumeran a continuación, esta Convención cesará
de ser aplicable a toda persona comprendida en las disposiciones de la
sección A precedente:

1) Si se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de
su nacionalidad, o

2) Si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente;
o

3) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección del
país de su nueva nacionalidad; o

4) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había
abandonado o fuera del cual había permanecido por temor de ser
perseguida; o

5) Si, por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales
fue reconocida como refugiada, no puede continuar negándose a acogerse
a la protección del país de su nacionalidad.

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo
no se aplicarán a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección
A del presente artículo que puedan invocar, para negarse a acogerse a la
protección del país de su nacionalidad, razones imperiosas derivadas de
persecuciones anteriores.

6) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por haber
desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida
como refugiada, está en condiciones de regresar al país donde antes tenía
su residencia habitual.

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del presente párrafo
no se aplicarán a los refugiados comprendidos en el párrafo 1 de la sección
A del presente artículo que puedan invocar, para negarse a acogerse a la
protección del país de su nacionalidad, razones imperiosas derivadas de
persecuciones anteriores.

Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados (1967)

Artículo I - Disposiciones generales



195

[…]

2. A los efectos del presente Protocolo y salvo en lo que respecta a la
aplicación del párrafo 3 de este artículo, el término "refugiado" denotará
toda persona comprendida en la definición del artículo 1 de la Convención,
en la que se darán por omitidas las palabras "como resultado de aconteci-
mientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951 y ..." y las palabras "... a
consecuencia de tales acontecimientos", que figuran en el párrafo 2 de la
sección A del artículo 1.

3. El presente Protocolo será aplicado por los Estados Partes en el mismo
sin ninguna limitación geográfica; no obstante, serán aplicables también
en virtud del presente Protocolo las declaraciones vigentes hechas por
Estados que ya sean Partes en la Convención de conformidad con el inciso
a del párrafo 1 de la sección B del artículo 1 de la Convención, salvo que
se hayan ampliado conforme al párrafo 2 de la sección B del artículo 1.

Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados (1950)

Artículo 6. El Alto Comisionado tendrá competencia respecto a:

A. […]

ii) Cualquier persona que, como resultado de acontecimientos ocurridos
antes del 1º de enero de 1951 y debido a fundados temores de ser
perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad u opinión política,
se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa
de dichos temores o de razones que no sean de mera conveniencia
personal, no quiera acogerse a la protección de ese país o que por
carecer de nacionalidad y estar fuera del país donde antes tenía su
residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores o de razones
que no sean de mera conveniencia personal, no quiera regresar a él.

Las decisiones adoptadas por la Organización Internacional de Refu-
giados durante el período de sus actividades en cuanto a la condición
de refugiado de una persona, no impedirán que se conceda el estatu-
to de refugiado a personas que reúnan las condiciones establecidas
en el presente párrafo.

[…]
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Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

Conclusión Tercera.
Reiterar que, en vista de la experiencia recogida con motivo de la afluen-
cia masiva de refugiados en el área centroamericana, se hace necesario
encarar la extensión del concepto de refugiado, teniendo en cuenta,
en lo pertinente, y dentro de las características de la situación existente
en la región, el precedente de la Convención de la OUA (artículo 1, párra-
fo 2) y la doctrina utilizada en los informes de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos. De este modo, la definición o concepto de refu-
giado recomendable para su utilización en la región es aquella que ade-
más de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo
de 1967, considere también como refugiados a las personas que han hui-
do de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amena-
zadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos
internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstan-
cias que hayan perturbado gravemente el orden público.

[ . . . ]

[Para la interpretación correcta de esta Conclusión ver “Principios y criterios para
la protección y asistencia a los refugiados, repatriados y desplazados Centroame-
ricanos en America Latina” de la “Conferencia Internacional sobre Refugiados
Centroamericanos” (CIREFCA)]

Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos espe-
cíficos de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 1 - Definición del Término "Refugiado"

1. A los efectos de la presente Convención, el término "refugiado" se aplicará
a toda persona que, debido a fundados temores de ser perseguida por
motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo
social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad
y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protec-
ción de tal país o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a conse-
cuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su
residencia habitual, no pueda, o a causa de dichos temores, no quiera
regresar a dicho país.
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2. El término "refugiado" se aplicará también a toda persona que, a causa
de una agresión exterior, una ocupación o una dominación extranjera, o
de acontecimientos que perturben gravemente el orden público en una
parte o en la totalidad de su país de origen, o del país de su nacionalidad,
está obligada a abandonar su residencia habitual para buscar refugio en
otro lugar fuera de su país de origen o del país de su nacionalidad.

3. En el caso de personas que tengan varias nacionalidades, se enten-
derá que la expresión "del país de su nacionalidad" se refiere a cada uno
de los países cuya nacionalidad posean; no se considerará carente de la
protección del país de su nacionalidad a la persona que, sin razón válida
derivada de un fundado temor, no se haya acogido a la protección de uno
de los países cuya nacionalidad posea.

4. En los casos siguientes la presente Convención dejará de aplicarse a
toda persona que goce de la condición de refugiado:

a) si esa persona se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la pro-
tección del país de su nacionalidad, o
b) si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente, o
c) si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección del
país de su nueva nacionalidad, o
d) si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que ha
abandonado o fuera del cual ha permanecido por temor de ser perseguida;
e) si, habiendo desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales
esta persona fue reconocida como refugiado, no puede continuar ne-
gándose a acogerse a la protección del país de su nacionalidad,
f) si ha cometido un delito grave de carácter no político fuera del país de
asilo después de haber sido admitida como refugiado en dicho país;
g) si ha violado gravemente los objetivos perseguido por la presente
Convención.

5. Las disposiciones de la presente Convención no se aplicarán a ninguna
persona respecto de la cual el Estado de asilo tenga motivos fundados
para considerar:

a) que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un
delito de lesa humanidad, de los definidos en los instrumentos in-
ternacionales elaborados para adoptar disposiciones respecto de tales
delitos;
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b) que ha cometido un delito grave de carácter no político fuera del país
de asilo antes de ser admitida en él como refugiado;
c) que es culpable de actos contrarios a los objetivos y a los principios
de la Organización de la Unidad Africana;
d) que es culpable de actos contrarios a los propósitos y los principios
de las Naciones Unidas.

6. Con arreglo a la presente Convención, corresponde al Estado con-
tratante que concede asilo determinar la condición de refugiado del solici-

tante de tal asilo.



199

Derecho de asilo

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 14

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a
disfrutar de él, en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente
originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y
principios de las Naciones Unidas.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

[…]

7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio
extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos
con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los
convenios internacionales.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo XXVII - Derecho de asilo.

Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extran-
jero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho
común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios
internacionales.

Asilo político y situación del refugiado

Seminario realizado en La Paz, Bolivia, 19 – 22 de abril de 1983

Conclusiones:

PRIMERA.- Afirmar el principio del asilo como el derecho subjetivo de
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buscar y recibir protección en territorio extranjero en caso de fundado
temor de persecución por motivos de raza, religión y nacionalidad,
pertenencia a un determinado grupo social u opiniones políticas o en
caso de persecución por delitos políticos, de acuerdo con la definición
contenida en la Convención de Naciones Unidas de 1951 y el Protocolo
de 1967, sobre el Estatuto de los Refugiados y en seguimiento de los más
recientes desarrollos del derecho interamericano consagrados
epecialmente en el artículo 22∞ N∞ 7 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos de 1969, “Pacto de San José”.

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000)

Artículo 18 - Derecho de asilo

Se garantiza el derecho de asilo dentro del respeto de las normas de la
Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951 y del Protocolo de 31 de
enero de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados y de conformidad con
el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea.
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Derecho a la Educación

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas de 1951

Artículo 22 - Educación Pública

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato
que a los nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental.

2. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más
favorable posible y en ningún caso menos favorable que el concedido en
las mismas circunstancias a los extranjeros en general, respecto de la
enseñanza que no sea la elemental y, en particular, respecto al acceso a
los estudios, reconocimiento de certificados de estudios, diplomas y títulos
universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y cargas
y concesión de becas.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 22. - Educación Pública

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato
que a los nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental.

2. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más
favorable posible y en ningún caso menos favorable que el concedido en
las mismas circunstancias a los extranjeros en general, respecto de la
enseñanza que no sea la elemental y, en particular, respecto al acceso a
los estudios, reconocimiento de certificados de estudios, diplomas y títulos
universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y cargas
y concesión de becas.

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser
gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y
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fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción
técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios
superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad
humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las
libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la
amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y
promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el
mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación
que habrá de darse a sus hijos.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(1966)

Artículo 13

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda
persona a la educación.

Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo
de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer
el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales.
Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las
personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer
la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades
de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de
lograr el pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos
gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la ense-
ñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
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c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos,
sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñan-
za gratuita;

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación
fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado
el ciclo completo de instrucción primaria;

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en
todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas,
y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger
para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades
públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el
Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus
hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo
con sus propias convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción
de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios
enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas
instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

El derecho a la educación (artículo 13): 08/12/99. E/C.12/1999/10
COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES,
OBSERVACIÓN GENERAL 13 (General Comments)
1. La educación es un derecho humano intrínseco y un medio
indispensable de realizar otros derechos humanos.  Como derecho del
ámbito de la autonomía de la persona, la educación es el principal medio
que permite a adultos y menores marginados económica y socialmente
salir de la pobreza y participar plenamente en sus comunidades.  La
educación desempeña un papel decisivo en la emancipación de la mujer,
la protección de los niños contra la explotación laboral, el trabajo peligroso
y la explotación sexual, la promoción de los derechos humanos y la
democracia, la protección del medio ambiente y el control del crecimiento
demográfico.  Está cada vez más aceptada la idea de que la educación
es una de las mejores inversiones financieras que los Estados pueden
hacer, pero su importancia no es únicamente práctica pues dispone de
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una mente instruida, inteligente y activa, con libertad y amplitud de
pensamiento, es uno de los placeres y recompensas de la existencia
humana. (…)

Párrafo 2 del artículo 13 - El derecho a recibir educación,
observaciones generales
6. Si bien la aplicación precisa y pertinente de los requisitos dependerá
de las condiciones que imperen en un determinado Estado Parte, la
educación en todas sus formas y en todos los niveles debe tener las
siguientes cuatro características interrelacionadas :
a) Disponibilidad.  Debe haber instituciones y programas de enseñanza
en cantidad suficiente en el ámbito del Estado Parte.  Las condiciones
para que funcionen dependen de numerosos factores, entre otros, el
contexto de desarrollo en el que actúan; por ejemplo, las instituciones y
los programas probablemente necesiten edificios u otra protección contra
los elementos, instalaciones sanitarias para ambos sexos, agua potable,
docentes calificados con salarios competitivos, materiales de enseñanza,
etc.; algunos necesitarán además bibliotecas, servicios de informática,
tecnología de la información, etc.
b) Accesibilidad.  Las instituciones y los programas de enseñanza han
de ser accesibles a todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado
Parte.  La accesibilidad consta de tres dimensiones que coinciden
parcialmente:
No discriminación.  La educación debe ser accesible a todos,
especialmente a los grupos no vulnerables de hecho y de derecho, sin
discriminación por ninguno de los motivos prohibidos (véanse los párrafos
31 a 37 sobre la no discriminación);
Accesibilidad material.  La educación ha de ser asequible materialmente,
ya sea por su localización geográfica de acceso razonable (por ejemplo,
una escuela vecinal) o por medio de la tecnología moderna (mediante el
acceso a programas de educación a distancia);
Accesibilidad económica.  La educación ha de estar al alcance de todos.
Esta dimensión de la accesibilidad está condicionada por las diferencias
de redacción del párrafo 2 del artículo 13 respecto de la enseñanza
primaria, secundaria y superior:  mientras que la enseñanza primaria ha
de ser gratuita para todos, se pide a los Estados Partes que implanten
gradualmente la enseñanza secundaria y superior gratuita.
c) Aceptabilidad.  La forma y el fondo de la educación, comprendidos
los programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser aceptables
(por ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de buena calidad)
para los estudiantes y, cuando proceda, los padres; este punto está
supeditado a los objetivos de la educación mencionados en el párrafo 1
del artículo 13 y a las normas mínimas que el Estado apruebe en materia
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de enseñanza (véanse los párrafos 3 y 4 del artículo 13).
d) Adaptabilidad.  La educación ha de tener la flexibilidad necesaria
para adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en
transformación y responder a las necesidades de los alumnos en contextos
culturales y sociales variados.
7. Al considerar la correcta aplicación de estas "características
interrelacionadas y fundamentales", se habrán de tener en cuenta ante
todo los superiores intereses de los alumnos. (…)

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(1988), “Protocolo de San Salvador”

Artículo 13 - Derecho a la Educación

1. Toda persona tiene derecho a la educación.

2. Los Estados Partes en el presente Protocolo convienen en que la
educación deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad
humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los
derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales,
la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe capacitar
a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad
democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos
los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades en
favor del mantenimiento de la paz.

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto
de lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación:

a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos
gratuitamente;

b. La enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la ense-
ñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre
la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropia-
dos y en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
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d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la
educación básica para aquellas personas que no hayan recibido o ter-
minado el ciclo completo de instrucción primaria;

e. Se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para
los minusválidos a fin de proporcionar una especial instrucción y forma-
ción a personas con impedimentos físicos o deficiencias mentales.

4. Conforme con la legislación interna de los Estados Partes, los padres
tendrán derecho a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus
hijos, siempre que ella se adecúe a los principios enunciados
precedentemente.

5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción
de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir
instituciones de enseñanza, de acuerdo con la legislación interna de los
Estados Partes.

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

Conclusión Undécima

Estudiar en los países del área que cuentan con una presencia masiva de
refugiados, las posibilidades de lograr la integración de los refugiados a la
vida productiva del país, destinando los recursos de la comunidad interna-
cional que el ACNUR canaliza a la creación o generación de empleos,
posibilitando así el disfrute de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales de los refugiados.

Protocolo Adicional al Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1952)

Artículo 2 - Derecho a la Instrucción

A nadie se le puede negar el derecho a la instrucción. El Estado, en el
ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y de la
enseñanza, respetará el derecho de los padres a asegurar esta educación
y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas.
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Derecho a entrar en su propio país

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 1. - Definición del término "refugiado"

[…]

C. En los casos que se enumeran a continuación, esta Convención cesará
de ser aplicable a toda persona comprendida en las disposiciones de la
sección A precedente:

[…]

4) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había
abandonado o fuera del cual había permanecido por temor de ser
perseguida; o

[...]

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 12

4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su
propio país

Libertad de circulación (art. 12) :  02/11/99. CCPR/C/21/Rev.1/Add.9,
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS,
OBSERVACIÓN GENERAL 27. (General Comments)
[...]
19. El derecho a entrar en el propio país (párr. 4) reconoce los especiales
vínculos de una persona con ese país. Este derecho tiene varias facetas.
Supone el derecho a permanecer en el propio país. No faculta solamente
a regresar después de haber salido del país, sino que también puede permitir
a la persona entrar por primera vez en el país si ha nacido fuera de él (por
ejemplo si ese país es el Estado de la nacionalidad de la persona). El dere-
cho a volver reviste la máxima importancia en el caso de los refugiados
que desean la repatriación voluntaria. Implica también la prohibición de
traslados forzosos de población o de expulsiones en masa a otros países.
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20. En la redacción del párrafo 4 del artículo 12 no se hace diferencia
entre nacionales y extranjeros ("nadie"). Así pues, los titulares de ese
derecho sólo pueden determinarse interpretando las palabras "su propio
país"1  . El alcance de la expresión "su propio país" es más amplio que el
de "país de su nacionalidad". No se limita a la nacionalidad en el sentido
formal, es decir, a la nacionalidad recibida por nacimiento o naturaliza-
ción; comprende, cuando menos, a la persona que, debido a vínculos
especiales o a pretensiones en relación con un país determinado, no pue-
de ser considerada como un simple extranjero. Este sería el caso, por
ejemplo, de los nacionales de un país que hubieran sido privados en él
de su nacionalidad en violación del derecho internacional y de las per-
sonas cuyo país se haya incorporado o transferido a otra entidad nacio-
nal cuya nacionalidad se les deniega. El texto del párrafo 4 del artículo 12
permite una interpretación más amplia que podría abarcar otras cate-
gorías de residentes a largo plazo, en particular, pero no exclusivamente, los
apátridas privados arbitrariamente del derecho a adquirir la nacio-
nalidad del país de residencia. Como es posible que otros factores, en
ciertas circunstancias, puedan traducirse en el establecimiento de vín-
culos estrechos y duraderos entre una persona y un país, los Estados
Partes deben incluir en sus informes datos sobre el derecho de los
residentes permanentes a regresar a su país de residencia.

21. En ningún caso se puede privar arbitrariamente a una persona del
derecho a entrar en su propio país. La referencia al concepto de arbitra-
riedad en este contexto tiene por objeto subrayar que se aplica a toda
actuación del Estado, legislativa, administrativa o judicial; garantiza que
incluso las injerencias previstas por la ley estén en consonancia con las
disposiciones, los propósitos y los objetivos del Pacto, y sean, en todo
caso, razonables en las circunstancias particulares. El Comité con-
sidera que hay pocas circunstancias, si es que hay alguna, en que la
privación del derecho a entrar en su propio país puede ser razonable. Un
Estado Parte no debe impedir arbitrariamente a una persona el regreso a
su propio país por la vía de despojarla de su nacionalidad o de expulsarla
a un tercer país.

1 Véanse los párrafos 144 a 156 infra.
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Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el
artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción
de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:

[…]

d) Otros derechos civiles, en particular:

[…]

ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su
país;

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

[…]

5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional,
ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo.

Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (1981),
“Carta de Banjul”

Artículo 12

1. Todo individuo tendrá derecho a la libertad de tránsito y de residencia
dentro de las fronteras de un Estado, siempre que se atenga a la ley.

2. Todo individuo tendrá derecho a salir de cualquier país, incluido el suyo,
y a retornar a su propio país. Este derecho sólo está sujeto a las restricciones
estipuladas por la ley para la protección de la seguridad nacional, la ley y

el orden, la salud pública o la moral.
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Derecho a un recurso judicial efectivo

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 16 - Acceso a los tribunales

1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo refugiado tendrá libre
acceso a los tribunales de justicia.

2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo
refugiado recibirá el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a
los tribunales, incluso la asistencia judicial y la exención de la cautio
judicatum solvi.

3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su
residencia habitual, y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo
2, todo refugiado recibirá el mismo trato que un nacional del país en el
cual tenga su residencia habitual.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 16 - Acceso a los tribunales

1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo apátrida tendrá libre
acceso a los tribunales de justicia.

2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo apátrida
recibirá el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a los tribunales,
incluso la asistencia social y la exención de la cautio judicatum solvi.

3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su
residencia habitual, y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo
2, todo apátrida recibirá el mismo trato que un nacional del país en el cual
tenga su residencia habitual.
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Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus
derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 2

[…]

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
garantizar que:

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente
Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando
tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio
de sus funciones oficiales;

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o
cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del
Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal
recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya
estimado procedente el recurso.

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 6

Los Estados Partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo
su jurisdicción, protección y recursos efectivos, ante los tribunales
nacionales competentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto
de discriminación racial que, contraviniendo la presente Convención, viole
sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como el derecho
a pedir a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada
por todo daño de que puedan ser víctimas como consecuencia de tal
discriminación.
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Artículo 6 de la Convención: 24/03/00. COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN
DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL DE NACIONES UNIDAS, OBSER-
VACIÓN GENERAL 26 (General Comments)
2. El Comité notifica a los Estados Partes que, en su opinión, el derecho
a obtener una compensación o satisfacción justa y adecuada por
cualquier daño sufrido como resultado de esos actos de discriminación,
establecido en el artículo 6 de la Convención, no se garantiza
necesariamente mediante el mero castigo del autor; al mismo tiempo,
los tribunales y otras autoridades competentes deberían considerar, siempre
que sea conveniente, conceder compensación económica por los daños,
materiales o morales, sufridos por la víctima.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 25 - Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal
del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga
tal recurso;
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda
decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
de las Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 13 - Derecho a un recurso efectivo

Toda persona, cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente
Convenio hayan sido violados, tiene derecho a un recurso efectivo ante
una instancia nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida

por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.
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Derecho de salir de cualquier país, incluso del propio

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 13

[...]

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio,
y a regresar a su país.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 12

[…]

2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, inclu-
so del propio.

[…]

Libertad de circulación (art. 12) : . 02/11/99. CCPR/C/21/Rev.1/Add.9,
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS,
OBSERVACIÓN GENERAL 27. (General Comments)
- Libertad de salir de cualquier país, incluso del propio (párr. 2)
8. La libertad de salir del territorio de un Estado no puede hacerse depender
de ningún fin concreto o del plazo que el individuo decida permanecer
fuera del país. En consecuencia, dicha libertad incluye el viaje temporal
al extranjero y la partida en caso de emigración permanente. Igualmente,
el derecho de la persona a determinar el Estado de destino es parte de la
garantía jurídica. Como el alcance del párrafo 2 del artículo 12 no está
restringido a las personas que se encuentren legalmente dentro del
territorio de un Estado, un extranjero que sea expulsado legalmente del
país tiene derecho igualmente a elegir el Estado de destino, con sujeción
al acuerdo de ese Estado.2

9. A fin de que la persona pueda disfrutar de los derechos garantizados
en el párrafo 2 del artículo 12, se imponen obligaciones tanto al Estado

2 Véase el anexo IV.
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de residencia como al Estado de la nacionalidad3. Como para los viajes
internacionales normalmente es necesario contar con documentos adecua-
dos, en particular un pasaporte, el derecho a salir del Estado debe incluir
el de obtener los documentos de viaje necesarios. La emisión del pasaporte
corresponde normalmente al Estado de la nacionalidad de la persona. La
negativa de un Estado a emitir un pasaporte o prorrogar su validez a un
nacional que reside en el extranjero puede privar a esa persona del derecho
de salir del país de residencia y de viajar a otra parte4. No constituye
justificación el que un Estado alegue que ese nacional tendría derecho a
volver a su territorio sin pasaporte.
10. A menudo la práctica de los Estados demuestra que las normas jurídicas
y las medidas administrativas afectan negativamente el derecho de salida,
en particular del propio país de la persona. En consecuencia, es
sumamente importante que los Estados Partes informen de todas las
restricciones jurídicas y prácticas que aplican al derecho de salida, tanto
a nacionales como extranjeros, a fin de que el Comité pueda evaluar la
adecuación de esas normas y prácticas al párrafo 3 del artículo 12. Los
Estados Partes deberían también incluir en sus informes información sobre
las medidas que impongan sanciones a los transportistas internacionales
que lleven a dichos Estados personas sin los documentos exigidos, en
caso de que esas medidas afecten el derecho de salir de otro país.

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5 - Observación general sobre su aplicación

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el
artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción
de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:

[...]

d) Otros derechos civiles, en particular:

[...] ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar
a su país;

3 Documento NU E/1618 pág. 39.
4 Loc. cit.
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[...]

Artículo 5 refugiados y desplazados internos: COMITÉ PARA LA
ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL, OBSERVACIÓN
GENERAL 20. (General Comments)

El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,

Consciente de que en muchas partes del mundo los conflictos foráneos
de carácter militar, no militar o étnico han provocado corrientes masivas
de refugiados y el desplazamiento de personas por motivos étnicos,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos y la
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial proclaman que todos los seres humanos nacen
libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene los
derechos y las libertades proclamados en esos instrumentos, sin distinción
alguna de raza, color, ascendencia u origen nacional o étnico,

Recordando la Convención de 1951 y el Protocolo sobre el Estatuto de
los Refugiados en su carácter de instrumento principal del sistema
internacional para la protección de los refugiados en general,

1. Señala a la atención de los Estados Partes el artículo 5 de la Convención
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
Racial, así como la Recomendación general Nº XX (48) del Comité sobre
el artículo 5, y reitera que la Convención obliga a los Estados Partes a
prohibir y eliminar la discriminación racial en el disfrute de los derechos y
las libertades civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;

2. Insiste a este respecto en que:
a) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho a
regresar libremente a su lugar de origen en condiciones de seguridad;
b) Los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que el regreso
de esos refugiados y personas desplazadas sea voluntario y a observar
el principio de la no devolución y no expulsión de los refugiados;
c) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho, después
de regresar a su lugar de origen, a que se les restituyan los bienes de
que se les privó durante el conflicto y a ser indemnizados debidamente
por los bienes que no se les puedan restituir.  Todos los compromisos o
declaraciones respecto de esos bienes hechos bajo coacción serán nulos
y sin valor;
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d) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho, después
de regresar a su lugar de origen, a participar plenamente y en condiciones
de igualdad en los asuntos públicos a todos los niveles, a tener igualdad
de acceso a los servicios públicos y a recibir asistencia para la rehabilitación.

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a
tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por
un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él
a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados
Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes
garantizarán, además, que la presentación de tal petición no traerá
consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a
mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales,
relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal
fin, y de conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en
virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho
del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de
entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral
públicas o los derechos y libertades de otras personas y que estén en
consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente
Convención.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene
derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las dispo-
siciones legales.
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2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país,
inclusive del propio.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo VIII - Derecho de residencia y tránsito

Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del
Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no
abandonarlo sino por su voluntad.

Protocolo n∞ 4 al Convenio Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales recono-
ciendo ciertos derechos y libertades además de los que ya figuran
en el Convenio y en el primer Protocolo adicional al Convenio (1963)

Artículo 2 - Libertad de circulación

[…]

2. Toda persona es libre de abandonar cualquier país, incluido el suyo.

Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (1981),
“Carta de Banjul”

Artículo 12

[…]

2. Todo individuo tendrá derecho a salir de cualquier país, incluido el
suyo, y a retornar a su propio país. Este derecho sólo está sujeto a las
restricciones estipuladas por la ley para la protección de la seguridad

nacional, la ley y el orden, la salud pública o la moral.
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Derecho al Trabajo Remunerado

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 17 - Empleo Remunerado

1. En cuanto al derecho a empleo remunerado, todo Estado Contratante
concederá a los refugiados que se encuentren legalmente en el territorio
de tales Estados el trato más favorable concedido en las mismas
circunstancias a los nacionales de países extranjeros.

2. En todo caso, las medidas restrictivas respecto de los extranjeros o del
empleo de extranjeros, impuestas para proteger el mercado nacional de
trabajo, no se aplicarán a los refugiados que ya estén exentos de ellas en
la fecha en que esta Convención entre en vigor respecto del Estado
Contratante interesado, o que reúnan una de las condiciones siguientes:

a) Haber cumplido tres años de residencia en el país;
b) Tener un cónyuge que posea la nacionalidad del país de residencia. El
refugiado no podrá invocar los beneficios de esta disposición en caso de
haber abandonado a su cónyuge;
c) Tener uno o más hijos que posean la nacionalidad del país de residencia.

3. Los Estados Contratantes examinarán benévolamente la asimilación,
en lo concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los
derechos de todos los refugiados a los derechos de los nacionales,
especialmente para los refugiados que hayan entrado en el territorio de
tales Estados en virtud de programas de contratación de mano de obra o
de planes de inmigración.

Artículo 18 - Trabajo por Cuenta Propia

Todo Estado Contratante concederá a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio de tal Estado el trato más favorable posible y en
ningún caso menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias
generalmente a los extranjeros, en lo que respecta al derecho de realizar
trabajos por cuenta propia en la agricultura, la industria, la artesanía y el
comercio y de establecer compañías comerciales e industriales.
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Artículo 19 - Profesiones Liberales

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legalmente
en su territorio, que posean diplomas reconocidos por las autoridades
competentes de tal Estado y que deseen ejercer una profesión liberal, el
trato más favorable posible y en ningún caso menos favorable que el
generalmente concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros.

2. Los Estados Contratantes pondrán su mayor empeño en procurar, con-
forme a sus leyes y constituciones, el asentamiento de tales refugiados en
los territorios distintos del territorio metropolitano, de cuyas relaciones in-
ternacionales sean responsables.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 17 -Empleo Remunerado

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan le-
galmente en el territorio de dichos Estados un trato tan favorable como
sea posible y, en todo caso, no menos favorable que el concedido en las
mismas circunstancias a los extranjeros en general, en cuanto al derecho
al empleo remunerado.

2. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la asimilación
en lo concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los dere-
chos de todos los apátridas a los derechos de los nacionales, especial-
mente para los apátridas que hayan entrado en el territorio de tales Esta-
dos en virtud de programas de contratación de mano de obra o de planes
de inmigración.

Artículo 18 - Trabajo por Cuenta Propia

Todo Estado contratante concederá a los apátridas que se encuentren
legalmente en el territorio de dicho Estado el trato más favorable posible y
en ningún caso menos favorable que el concedido en las mismas circuns-
tancias a los extranjeros en general, en lo que respecta al derecho a tra-
bajar por cuenta propia en la agricultura, la industria, la artesanía y el
comercio, y al establecer compañías comerciales e industriales.

Artículo 19 - Profesiones Liberales

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legal-
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mente en su territorio, que posean diplomas reconocidos por las autorida-
des competentes de tal Estado y que deseen ejercer una profesión liberal,
el trato más favorable posible y en ningún caso menos favorable que el
generalmente concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(1966)

Artículo 7

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que
le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los
trabajadores:

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de
ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones
de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual;

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;

c) Igualdad de oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su
trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más considera-
ciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las
horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remu-
neración de los días festivos.

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el
artículo 2 de la presente Convención, los Estados Partes se comprometen
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción
de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:
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[…]

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:

[…]

i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas
y satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual
salario por trabajo

[…]

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo XIV - Derecho al Trabajo y a una Justa Retribución.

Toda persona que trabaja tiene derecho de recibir una remuneración que,
en relación con su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida
conveniente para sí misma y su familia.

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales
(1988), “Protocolo de San Salvador”

Artículo 6 - Derecho al Trabajo

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de
obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del
desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada.

2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que
garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas
al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de
proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos
destinados a los minusválidos. Los Estados Partes se comprometen también
a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada
atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva
posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.
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Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

Conclusión Undécima

Estudiar en los países del área que cuentan con una presencia masiva de
refugiados, las posibilidades de lograr la integración de los refugiados a la
vida productiva del país, destinando los recursos de la comunidad interna-
cional que el ACNUR canaliza a la creación o generación de empleos,
posibilitando así el disfrute de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales de los refugiados.
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Detención (condiciones)

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 10

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto,
adecuado a su condición de personas no condenadas;

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán
ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible
para su enjuiciamiento.

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial
será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores
delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un
tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.

Artículo 10 - Trato humano de las personas privadas de libertad:
10/04/92. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS,
OBSERVACIÓN GENERAL 21. (General Comments)
1. Esta Observación General sustituye a la Observación General Nº 9
(del 16º período de sesiones, 1982), reflejándola y desarrollándola en más
detalle.
2. El párrafo 1 del artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos es aplicable a todas las personas privadas de libertad en virtud
de las leyes y autoridad del Estado e internadas en prisiones, hospitales
(en particular hospitales psiquiátricos) campos de detención, instituciones
correccionales o en otras partes.  Los Estados Partes deben asegurarse
que el principio en él estipulado se observe en todas las instituciones y
establecimientos bajo su jurisdicción en donde las personas están
internadas.
3. El párrafo 1 del artículo 10 impone a los Estados Partes una obligación
positiva en favor de las personas especialmente vulnerables por su
condición de personas privadas de libertad y complementa la prohibición
de la tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes
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prevista en el artículo 7 del Pacto.  En consecuencia, las personas privadas
de libertad no sólo no pueden ser sometidas a un trato incompatible con
el artículo 7, incluidos los experimentos médicos o científicos, sino tampoco
a penurias o a restricciones que no sean los que resulten de la privación
de la libertad; debe garantizarse el respeto de la dignidad de estas personas
en las mismas condiciones aplicables a las personas libres.  Las personas
privadas de libertad gozan de todos los derechos enunciados en el Pacto,
sin perjuicio de las restricciones inevitables en condiciones de reclusión.
4. Tratar a toda persona privada de libertad con humanidad y respeto
de su dignidad es una norma fundamental de aplicación universal.  Por
ello, tal norma, como mínimo, no puede depender de los recursos materiales
disponibles en el Estado Parte.  Esta norma debe aplicarse sin distinción
de ningún género, como, por ejemplo, por motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión política o de otro género, origen nacional o social;
patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición.
5. Se invita a los Estados Partes a indicar en sus informes si aplican
las normas pertinentes de las Naciones Unidas relativas al tratamiento
de los detenidos, es decir, las Reglas Mínimas para elTratamiento de los
Reclusos (1957), el Conjunto de Principios para la Protección de Todas
las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión (1988),
el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la
ley (1978) y los Principios de ética médica aplicables a la función del
personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de
personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes (1982).
6. El Comité recuerda que los informes deben aportar información
detallada sobre las disposiciones legislativas y administrativas nacionales
que guarden relación con el derecho previsto en el párrafo 1 del artículo
10.  El Comité estima asimismo necesario que se precisen en los informes
las medidas concretas adoptadas por las autoridades competentes para
fiscalizar la aplicación eficaz de las reglas relativas al tratamiento de las
personas privadas de libertad.  El Comité opina que la supervisión de los
establecimientos penitenciarios debería confiarse a personalidades e
instituciones independientes.  Los informes de los Estados Partes deben
contener información sobre la índole de la supervisión de los
establecimientos penitenciarios, las medidas específicas para impedir
la tortura y el trato cruel, inhumano o degradante, y el modo de asegurar
una supervisión imparcial.
7. El Comité recuerda además que conviene que en los informes se
señale si el conjunto de disposiciones aplicables forman parte de la
enseñanza y la formación de los funcionarios encargados de las personas
privadas de libertad, y si dichos funcionarios, en el desempeño de sus
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funciones, observan estrictamente esas disposiciones.  Asimismo
convendría precisar si las personas detenidas o encarceladas tienen
acceso a esa información y disponen de recursos jurídicos eficaces que
les permitan hacer respetar esas reglas, denunciar su incumplimiento y
obtener compensación adecuada en caso de violación.
8. El Comité recuerda que el principio enunciado en el párrafo 1 del
artículo 10 es el fundamento de obligaciones más estrictas y más
precisas de los Estados Partes en el ámbito de la justicia penal, previstas
en los párrafos 2 y 3 del artículo 10.
9. En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 10 del Pacto se estipula
que los procesados estarán separados de los condenados, salvo en
circunstancias excepcionales.  Dicha separación es necesaria para
recalcar su condición de personas no condenadas; que están también
protegidas por la presunción de inocencia establecida en el párrafo 2 del
artículo 14 del Pacto.  Los Estados Partes deben indicar también en sus
informes las modalidades de separación de los procesados y los
condenados y precisar las diferencias entre los regímenes que se aplican
a unos y otros.
10. En lo referente al párrafo 3 del artículo 10, relativo a los penados, el
Comité desea recibir informaciones detalladas sobre el funcionamiento
del régimen penitenciario del Estado Parte.  Ningún sistema penitenciario
debe estar orientado a solamente el castigo; esencialmente, debe tratar
de lograr la reforma y la readaptación social del preso.  Se invita a los
Estados Partes a que especifiquen si disponen de un sistema de asistencia
pospenitenciaria e informen sobre el éxito de éste.
11. En algunos casos, la información proporcionada por el Estado Parte
no contiene referencias precisas a las disposiciones legislativas o
administrativas ni a las medidas prácticas encaminadas a la rehabilitación
de los condenados.  El Comité desea ser informado con precisión de las
medidas adoptadas para impartir enseñanza, educación y reeducación,
orientación y formación profesionales y de los programas de trabajo para
presos dentro de los establecimientos penitenciarios o fuera de ellos.
12. Para determinar si se respeta plenamente el principio establecido
en el párrafo 3 del artículo 10, el Comité desea conocer las medidas
concretas aplicadas durante la detención, por ejemplo, la individualización
y clasificación de los condenados, el régimen disciplinario, el
confinamiento solitario y la detención en régimen de alta seguridad, así
como las condiciones de comunicación de los condenados con el mundo
exterior (familiares, abogados, servicios médicos y sociales, ONG).
13.   Por otro lado, el Comité ha comprobado que en los informes de algunos
Estados Partes no se proporciona información en lo que respecta al
régimen aplicable a los menores acusados y a los menores delincuentes.
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El apartado b) del párrafo 2 del artículo 10 dispone que los menores
 procesados estarán separados de los adultos.  Los datos presentados
en los informes indican que algunos Estados Partes no prestan toda la
atención necesaria al hecho de que se trata de una disposición imperativa
del Pacto.  Además, el texto añade que los asuntos relativos a los menores
deberán ser examinados con la mayor celeridad posible.  En los informes
debería precisarse las medidas adoptadas por los Estados Partes para
poner en práctica dicha disposición.  Por último, de conformidad con el
párrafo 3 del artículo 10, los menores delincuentes deben estar separados
de los adultos y sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición
jurídica en cuanto a las condiciones de detención, tales como horarios de
trabajo más cortos y contacto con sus familiares a fin de favorecer su
reeducación y su readaptación social.  El artículo 10 no indica ningún
límite de edad para los menores delincuentes.  Aunque cada Estado Parte
deberá decidir sobre este particular a la luz de las condiciones sociales y
culturales pertinentes, el Comité opina que el párrafo 5 del artículo 6
sugiere que todos los menores de 18 años deberían ser tratados como
menores, al menos en las cuestiones relativas a la justicia penal.  Los
Estados deberían proporcionar datos pertinentes sobre los grupos de
edad de las personas a las que se da tratamiento de menores.  A este
respecto, se invita a los Estados Partes a indicar si están aplicando las
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la
justicia de menores, denominadas Reglas de Beijing (1987).

No discriminación: 10/11/89. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS
DE NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL 18. (General
Comments)

[...]

8. Sin embargo, el goce en condiciones de igualdad de los derechos y
libertades no significa identidad de trato en toda circunstancia. A este
respecto, las disposiciones del Pacto son explícitas. Por ejemplo, el
párrafo 5 del artículo 6 prohíbe que se imponga la pena de muerte a
personas de menos de 18 años de edad. El mismo párrafo prohíbe que
se aplique dicha pena a las mujeres en estado de gravidez. De la misma
manera, en el párrafo 3 del artículo 10 se requiere que los delincuentes
menores estén separados de los adultos. Además, el artículo 25 garantiza
determinados derechos políticos, estableciendo diferencias por motivos
de ciudadanía y de edad.

[...]
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Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos
o degradantes (1984)

Artículo 16

1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territorio
bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se
define en el artículo 1, cuando esos actos sean cometidos por un funcionario
público u otra persona que actúe en el ejercicio de funciones oficiales, o
por instigación o con el consentimiento o la aquiescencia de tal funcionario
o persona. Se aplicarán, en particular, las obligaciones enunciadas en los
artículos 10, 11, 12 y 13, sustituyendo las referencias a la tortura por
referencias a otras formas de tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes.

2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en
otros instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban los
tratos y las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se refieran a
la extradición o expulsión.

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que:

[...]

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto
que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que
se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En
particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a
menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá
derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia
y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales;

CONCEPTOS, TÉRMINOS JURÍDICOS Y DESARROLLO INTERPRETATIVO DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

228

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal

[...]

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos
o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto
debido a la dignidad inherente al ser humano.

[...]

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo XXV - Derecho de protección contra la detención arbitraria

[…]

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el
juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin
dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho
también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (1985)

Artículo 7

Los Estados Partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de
agentes de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de la
custodia de las personas privadas de su libertad, provisional o
definitivamente, en los interrogatorios, detenciones o arrestos, se ponga
especial énfasis en la prohibición del empleo de la tortura.

Igualmente, los Estados Partes tomarán medidas similares para evitar otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
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Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
de las Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 3 - Prohibición de la tortura

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o

degradantes.
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Detención ilegal y arbitraria (garantías procesales)

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.
Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá
ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo
al procedimiento establecido en ésta.

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención,
de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación
formulada contra ella.

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley
para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de
las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general,
pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento
de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o
prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida
a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad
si la prisión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el
derecho efectivo a obtener reparación.
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Artículo 9 - Derecho a la libertad y a la seguridad personales: 30/06/82.
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS OB-
SERVACIÓN GENERAL 8. (General Comments)
1. El artículo 9, que trata del derecho a la libertad y a la seguridad
personales, ha sido interpretado con frecuencia de forma bastante
estricta en los informes de los Estados Partes, que por lo tanto han aportado
una información incompleta.  El Comité señala que el párrafo 1 es aplicable
a todas las formas de privación de libertad, ya sea como consecuencia
de un delito o de otras razones, como por ejemplo las enfermedades
mentales, la vagancia, la toxicomanía, las finalidades docentes, el control
de la inmigración, etc.  Es cierto que algunas de las disposiciones del
artículo 9 (parte del párrafo 2 y todo el párrafo 3) son aplicables solamente
a las personas contra las cuales se hayan formulado acusaciones penales.
El resto en cambio, y en particular la garantía fundamental estipulada en
el párrafo 4, es decir, el derecho a recurrir ante un tribunal a fin de que
éste decida sobre la legalidad de su prisión, se aplica a todas las personas
privadas de libertad por detención o prisión.  Además, los Estados Partes
tienen, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 2, la obligación de
garantizar que se ofrezca un recurso efectivo en otros casos en que una
persona alegue que ha sido privada de libertad en violación del Pacto.
2. El párrafo 3 del artículo 9 estipula que toda persona detenida o presa
a causa de una infracción penal será llevada "sin demora" ante un juez u
otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales.
La legislación de la mayoría de los Estados Partes establece plazos más
precisos y, en opinión del Comité, las demoras no deben exceder de
unos pocos días.  Muchos Estados han proporcionado información
insuficiente sobre las prácticas que efectivamente siguen al respecto.
3. Otra cuestión es la duración total de la prisión preventiva.  Respecto
de algunas categorías de infracciones penales en ciertos países, esta
cuestión ha provocado alguna inquietud en el Comité, y los miembros
han preguntado si las decisiones se han ajustado al derecho de la persona
"a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad"
que establece el párrafo 3.  La prisión preventiva debe ser excepcional y
lo más breve posible.  El Comité agradecería que se le facilitase información
acerca de los mecanismos existentes y las medidas adoptadas con miras
a reducir la duración de la prisión preventiva.
4. Incluso en los casos en que se practique la detención por razones
de seguridad pública ésta debe regirse por las mismas disposiciones, es
decir, no debe ser arbitraria, debe obedecer a las causas fijadas por la ley
y efectuarse con arreglo al procedimiento establecido en la ley (párrafo 1),
debe informarse a la persona de las razones de la detención (párrafo 2) y
debe ponerse a su disposición el derecho a recurrir ante un tribunal (párrafo 4),
así como a exigir una reparación en caso de que haya habido quebranta-
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miento del derecho (párrafo 5).  Si, por añadidura, en dichos casos se
formulan acusaciones penales, debe otorgarse la plena protección esta-
blecida en los párrafos 2 y 3 del artículo 9, así como en el artículo 14.

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que:

[…]

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La
detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de
conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último
recurso y durante el período más breve que proceda;

[…]

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la
asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar
la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad
competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre
dicha acción.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 7 - Derecho a la Libertad Personal

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en
las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de
los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones
de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados
contra ella.
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5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales
y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta
en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá
estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad
de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención
fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda
persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene
derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida
sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido
ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo XXV - Derecho de protección contra la detención arbitraria

Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las
formas establecidas por leyes preexistentes.

Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter
netamente civil.

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el
juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin
dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene
derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su
libertad.

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
de las Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 5 - Derecho a la libertad y a la seguridad

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede
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ser privado de su libertad, salvo en los casos siguientes y con arreglo al
procedimiento establecido por la ley:

a. Si ha sido detenido legalmente en virtud de una sentencia dictada por
un tribunal competente;
b. Si ha sido privado de libertad o detenido, conforme a derecho, por
desobediencia a una orden judicial dictada conforme a derecho o para
asegurar el cumplimiento de una obligación establecida por la ley;
c. Si ha sido privado de libertad y detenido, para hacerle comparecer ante
la autoridad judicial competente, cuando existan indicios racionales de
que ha cometido una infracción o cuando se estime necesario para impedirle
que cometa una infracción o que huya después de haberla cometido;
d. Si se trata de la privación de libertad, conforme a derecho, de un menor
con el fin de vigilar su educación, o de su detención, conforme a derecho,
con el fin de hacerle comparecer ante la autoridad competente;
e. Si se trata de la privación de libertad, conforme a derecho, de una
persona susceptible de propagar una enfermedad contagiosa, de un
enajenado, de un alcohólico, de un toxicómano o de un vagabundo;
f. Si se trata de la privación de libertad o de la detención, conforme a
derecho, de una persona para impedir su entrada ilegal en el territorio o
contra la cual esté en curso un procedimiento de expulsión o extradición.

Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (1981),
“Carta de Banjul”

Artículo 6

Todo individuo tendrá derecho a la libertad y a la seguridad de su persona.
Nadie puede ser privado de su libertad más que por razones y condiciones
previamente establecidas por la ley. En especial, nadie puede ser arrestado
o detenido arbitrariamente.
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Documentación / Documentos de identidad

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 25 - Ayuda administrativa

[…]

2. Las autoridades a que se refiere el párrafo 1 expedirán o harán que
bajo su vigilancia se expidan a los refugiados los documentos o certificados
que normalmente serían expedidos a los extranjeros por sus autoridades
nacionales o por conducto de éstas.

Artículo 27. - Documentos de identidad

Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo
refugiado que se encuentre en el territorio de tales Estados y que no
posea un documento válido de viaje.

Artículo 28. — Documentos de viaje

1. Los Estados Contratantes expedirán a los refugiados que se
encuentren legalmente en el territorio de tales Estados documentos de
viaje que les permitan trasladarse fuera de tal territorio, a menos que se
opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional; y las
disposiciones del Anexo a esta Convención se aplicarán a esos
documentos. Los Estados Contratantes podrán expedir dichos documentos
de viaje a cualquier otro refugiado que se encuentre en el territorio de
tales Estados; y tratarán con benevolencia a los refugiados que en el territorio
de tales Estados no puedan obtener un documento de viaje del país en
que se encuentren legalmente.

2. Los documentos de viaje expedidos a los refugiados, en virtud de acuerdos
internacionales previos, por las Partes en tales acuerdos, serán reconocidos
por los Estados Contratantes y considerados por ellos en igual forma que
si hubieran sido expedidos con arreglo al presente artículo.
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ANEXO
Párrafo 1
1. El documento de viaje a que se refiere el Artículo 28 de esta Convención
será conforme al modelo que figura en el adjunto apéndice.
2. El documento estará redactado por lo menos en dos idiomas, uno de
los cuales será el inglés o el francés.

Párrafo 2
Con sujeción a los reglamentos del país de expedición, los niños podrán
ser incluidos en el documento de viaje de un miembro de la familia o, en
circunstancias excepcionales, de otro refugiado adulto.

Párrafo 3
Los derechos que se perciban por la expedición del documento no excederán
de la tarifa más baja que se aplique a los pasaportes nacionales.

Párrafo 4
Salvo en casos especiales o excepcionales, el documento será válido para
el mayor número posible de países.

Párrafo 5
El documento tendrá validez por uno o dos años, a discreción de la
autoridad que lo expida.

Párrafo 6
1. La renovación o la prórroga de validez del documento incumbe a la
autoridad que lo expida, mientras el titular no se haya establecido
legalmente en otro territorio y resida legalmente en el territorio de dicha
autoridad. La expedición de un nuevo documento incumbe, en iguales
condiciones, a la autoridad que expidió el documento anterior.
2. Los representantes diplomáticos o consulares, especialmente autorizados
a tal efecto, estarán facultados para prorrogar, por un plazo que no exceda
de seis meses, la validez de los documentos de viaje expedidos por sus
respectivos Gobiernos.
3. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad
de renovar o prorrogar la validez de los documentos de viaje o de expedir
nuevos documentos a los refugiados que ya no residan legalmente en el
territorio de tales Estados y no puedan obtener documentos de viaje del
país de su residencia legal.
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Párrafo 7
Los Estados Contratantes reconocerán la validez de los documentos
expedidos con arreglo a las disposiciones del artículo 28 de esta Convención.

Párrafo 8
Las autoridades competentes del país al cual desee trasladarse el
refugiado, si están dispuestas a admitirle y si se requiere un visado, visarán
el documento que posea.

Párrafo 9
1. Los Estados Contratantes se comprometen a expedir visados de tránsito
a los refugiados que hayan obtenido visados para un territorio de destino
definitivo.
2. Podrá negarse la expedición del visado por los motivos que permitan
justificar la negación de visado a cualquier extranjero.

Párrafo 10
Los derechos por expedición de visados de salida, de entrada o de tránsito
no excederán de la tarifa más baja que se aplique a los visados de
pasaportes extranjeros.

Párrafo 11
Cuando un refugiado haya establecido legalmente su residencia en el
territorio de otro Estado Contratante, la responsabilidad de la expedición
de un nuevo documento incumbirá en adelante, conforme a los términos y
condiciones del artículo 28, a la autoridad competente de tal territorio, de
quien podrá solicitarlo el refugiado.

Párrafo 12
La autoridad que expida un nuevo documento deberá retirar el antiguo y
devolverlo al país que lo haya expedido, si el antiguo documento especifica
que debe ser devuelto al país que lo expidió; en caso contrario, la autoridad
que expida el nuevo documento retirará y anulará el antiguo.

Párrafo 13
1. Cada Estado Contratante se compromete a permitir al titular de un
documento de viaje expedido por tal Estado con arreglo al artículo 28 de
esta Convención, regresar a su territorio en cualquier momento durante el
plazo de validez del documento.
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2. Con sujeción a las disposiciones del párrafo precedente, un Estado
Contratante puede exigir que el titular de ese documento se someta a
todas las formalidades que pueden imponerse a los que salen del país o a
los que regresen a él.
3. Los Estados Contratantes se reservan en casos excepcionales o en
casos en que el permiso de estancia del refugiado sea válido por tiempo
determinado, la facultad de limitar, al expedir el documento, el tiempo
durante el cual el refugiado pueda volver en plazo no menor de tres meses.

Párrafo 14
Con la única reserva de las disposiciones del párrafo 13, las disposiciones
del presente anexo en nada se oponen a las leyes y los reglamentos que
rigen en los territorios de los Estados Contratantes las condiciones de
admisión, tránsito, estancia, establecimiento y salida.

Párrafo 15
Ni la expedición del documento ni las anotaciones que en él se hagan
determinarán o modificarán la condición del titular, especialmente en cuanto
a su nacionalidad.

Párrafo 16
La expedición del documento no da al titular derecho alguno a la protección
de los representantes diplomáticos o consulares del país respectivo, ni
confiere a tales representantes derecho de protección.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 27 - Documentos de identidad

Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo
apátrida que se encuentre en el territorio de tales Estados y que no posea
un documento válido de viaje.

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 6

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su
personalidad jurídica.
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Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 16

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su
personalidad jurídica.

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 8

[…]

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos
de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la
asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente
su identidad.

Principios Rectores de los Desplazamientos Internos

Adición al Informe del Representante del Secretario General, Sr. Francis
M. Deng. Documento E/CN.4/1998/53/Add.2, de 11 de febrero de 1998,
del 54o período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, Con-
sejo Económico y Social (ECOSOC), Organización de las Naciones Uni-
das (ONU).

[…]

Principio 20

1. Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de
su personalidad jurídica.

2. Para dar efecto a este derecho, las autoridades competentes expedirán
a los desplazados internos todos los documentos necesarios para el
disfrute y ejercicio de sus derechos legítimos, tales como pasaportes,
documentos de identidad personal, partidas de nacimiento y certificados
de matrimonio. En particular, las autoridades facilitarán la expedición de
nuevos documentos o la sustitución de los documentos perdidos durante
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el desplazamiento, sin imponer condiciones irracionales, como el regreso
al lugar de residencia habitual para obtener los documentos necesarios.

3. La mujer y el hombre tendrán iguales derechos a obtener los documentos
necesarios y a que los documentos se expidan a su propio nombre.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo XVII - Derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de
los derechos civiles

Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte
como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles
fundamentales.

Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (1981),
“Carta de Banjul”

Artículo 5

Todo individuo tendrá derecho al respeto de la dignidad inherente al ser
humano y al reconocimiento de su status legal. Todas las formas de
explotación y degradación del hombre, especialmente la esclavitud, el
comercio de esclavos, la tortura, el castigo y el trato cruel, inhumano o
degradante, serán prohibidos.

Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos
específicos de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 6 - Documentos de Viaje
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1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, los Estados Miembros expedirán
a los refugiados que residan legalmente en su territorio documentos de
viaje que, de conformidad con la Convención de las Naciones Unidas sobre
el Estatuto de los Refugiados y sus anexos, les permitan trasladarse fuera
de tal territorio, a menos que se opongan a ello razones imperiosas de
seguridad nacional o de orden público.

Los Estados Miembros podrán expedir dichos documentos de viaje a cualquier
otro refugiado que se encuentre en su territorio.

2. Cuando un país africano de segundo asilo acepte a un refugiado
procedente de un país de primer asilo, el país de primer asilo podrá quedar
dispensado de la obligación de expedir un documento de viaje con
cláusula de regreso.

3. Los documentos de viaje expedidos a los refugiados, con arreglo a lo
dispuesto en acuerdos internacionales anteriores, por los Estados Partes
en esos acuerdos, serán reconocidos y tratados por los Estados Miembros
como si hubieran sido expedidos a los refugiados en virtud del presente
artículo.
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Exclusión de la condición de refugiado

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones Uni-
das (1951)

Artículo 1 - Definición del término "refugiado"

[…]

D. Esta Convención no será aplicable a las personas que reciban actualmente
protección o asistencia de un órgano u organismo de las Naciones Unidas
distinto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier motivo,
sin que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente
con arreglo a las resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea
General de las Naciones Unidas, esas personas tendrán ipso facto derecho
a los beneficios del régimen de esta Convención.

E. Esta Convención no será aplicable a las personas a quienes las
autoridades competentes del país donde hayan fijado su residencia
reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de la
nacionalidad de tal país.

F. Las disposiciones de esta Convención no serán aplicables a persona
alguna respecto de la cual existan motivos fundados para considerar:

a) Que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito
contra la humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales
elaborados para adoptar disposiciones respecto de tales delitos;

b) Que ha cometido un grave delito común, fuera del país de refugio, antes
de ser admitida en él como refugiada;

c) Que se ha hecho culpable de actos contrarios a las finalidades y a los
principios de las Naciones Unidas.
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Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos específicos
de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 1. Definición del Término "Refugiado"

[…]

5. Las disposiciones de la presente Convención no se aplicarán a ninguna
persona respecto de la cual el Estado de asilo tenga motivos fundados
para considerar:

a) que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un
delito de lesa humanidad, de los definidos en los instrumentos inter-
nacionales elaborados para adoptar disposiciones respecto de tales delitos;
b) que ha cometido un delito grave de carácter no político fuera del país
de asilo antes de ser admitida en él como refugiado;
c) que es culpable de actos contrarios a los objetivos y a los principios
de la Organización de la Unidad Africana;
d) que es culpable de actos contrarios a los propósitos y los principios
de las Naciones Unidas.

6. Con arreglo a la presente Convención, corresponde al Estado contratante
que concede asilo determinar la condición de refugiado del solicitante de
tal asilo.
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Expulsión (incluyendo deportación)

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones Uni-
das (1951)

Artículo 32 – Expulsión

1. Los Estados Contratantes no expulsarán a refugiado alguno que se
halle legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por razones de
seguridad nacional o de orden público.

2. La expulsión del refugiado únicamente se efectuará, en tal caso, en
virtud de una decisión tomada conforme a los procedimientos legales
vigentes. A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad
nacional, se deberá permitir al refugiado presentar pruebas exculpatorias,
formular recurso de apelación y hacerse representar a este efecto ante la
autoridad competente o ante una o varias personas especialmente
designadas por la autoridad competente.

3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al refugiado un plazo
razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país.
Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese
plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 31 – Expulsión

1. Los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se
encuentre legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por razones
de seguridad nacional o de orden público.

2. La expulsión del apátrida únicamente se efectuará, en tal caso, en virtud
de una decisión tomada conforme a los procedimientos legales vigentes.
A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional,
se deberá permitir al apátrida presentar pruebas en su descargo, interponer
recursos y hacerse representar a este efecto ante la autoridad competente
o ante una o varias personas especialmente designadas por la autoridad
competente.
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3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al apátrida, un plazo
razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país.
Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese
plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 13

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en
el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una
decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas
de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero ex-
poner las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como
someter su caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante la
persona o personas designadas especialmente por dicha autoridad
competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas.

La situación de los extranjeros con arreglo al Pacto: 11/04/86, COMISIÓN
DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN
GENERAL 15. (General Comments)

[ . . . ]

9. En muchos informes se ha proporcionado información insuficiente
respecto de asuntos relacionados con el artículo 13.  Este artículo es
aplicable a todos los procedimientos que tengan por objeto la salida
obligatoria de un extranjero, se describa ésta en el derecho nacional como
expulsión o de otra forma.  Si estos procedimientos entrañan detención,
tal vez también sean aplicables las salvaguardias del Pacto relativas a la
privación de la libertad (arts. 9 y 10). Si la detención obedece concreta-
mente a fines de extradición, tal vez sean aplicables otras disposiciones
del derecho nacional o internacional.  Normalmente se debe permitir que
todo extranjero expulsado se dirija a cualquier país que acceda a recibirlo.
Los derechos establecidos en el artículo 13 sólo protegen a los extranjeros
que se encuentren lícitamente en el territorio de un Estado Parte.  Ello
significa que para determinar el carácter de esa protección debe tenerse
en cuenta el derecho nacional relativo a las exigencias en materia
de entrada y estancia y que, en particular, quienes hayan entrado
ilícitamente y los extranjeros que hayan permanecido más tiempo que el
permitido por la ley o indicado en el permiso que se les haya extendido,
no están amparados por sus disposiciones.  No obstante, si la cuestión
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controvertida es la licitud de su entrada o permanencia, toda decisión a
este respecto que desemboque en su expulsión o deportación debe
adoptarse con arreglo a lo previsto en el artículo 13.  Corresponde a las
autoridades competentes del Estado Parte, de buena fe y en el ejercicio
de sus atribuciones, aplicar e interpretar el derecho interno, observando,
sin embargo, las exigencias previstas en el Pacto, como la igualdad ante
la ley (art. 26).
10. El artículo 13 regula directamente sólo el procedimiento y no los
fundamentos sustantivos de la expulsión.  No obstante, al permitir solamente
las expulsiones "en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a
la ley", su objetivo es claramente impedir las expulsiones arbitrarias.  Por
otra parte, otorga a cada extranjero el derecho a que se adopte una deci-
sión en su propio caso y, por lo tanto, el artículo 13 no se cumple con
leyes o decisiones que dispongan expulsiones colectivas o en masa.  Este
entendimiento, en opinión del Comité, queda confirmado por otras
disposiciones relativas al derecho a aducir argumentos contra la expulsión
y a que la decisión sea sometida a revisión ante la autoridad competente
o bien ante la persona o personas designadas por ella, y a hacerse
representar ante ellas.  Se deben dar a los extranjeros plenas facilidades
para entablar recursos en contra de la expulsión de manera que ese
derecho sea efectivo en todas las circunstancias de su caso.  Los principios
del artículo 13 relativos a la apelación de la expulsión y al derecho a la
revisión del caso por la autoridad competente sólo pueden dejar de
aplicarse por "razones imperiosas de seguridad nacional".  En la aplicación
del artículo 13 no se puede discriminar entre las diferentes categorías de
extranjeros.

Declaración sobre los Derechos Humanos de los individuos que no
son nacionales del país en que viven (1985)

Artículo 7

Un extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado sólo
podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme
a la ley y, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional lo impidan,
se le permitirá que presente sus razones para oponerse a que lo expulsen
y que someta su caso a examen de la autoridad competente o de una
persona o personas especialmente designadas por la autoridad
competente, así como que esté representado a esos efectos ante dicha
autoridad, persona o personas. Queda prohibida la expulsión individual o
colectiva de esos extranjeros por motivos de raza, color, religión, cultura,
linaje u origen nacional o étnico.
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Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

[…]

6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte
en la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en
cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley.

[…]

9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.

Protocolo n∞ 4 al Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales reconociendo
ciertos derechos y libertades además de los que ya figuran en el
Convenio y en el primer Protocolo adicional al Convenio (1963)

Artículo 3 - Prohibición de la expulsión de nacionales

1 Nadie podrá ser expulsado en virtud de una medida individual o colectiva
del territorio del Estado del cual sea nacional.

[…]

Artículo 4 - Prohibición de las expulsiones colectivas de extranjeros

Quedan prohibidas las expulsiones colectivas de extranjeros.
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Garantías procesales

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para
la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de
cualquier acusación contra ella en materia penal.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 14

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia.
Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido
por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal
formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u
obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos
de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden
público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo
exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente
necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales
del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia;
pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto
en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en
las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

[…]

No discriminación (art. 14): 10/11/89. COMISIÓN DE DERECHOS HU-
MANOS DE NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL 18 (Ge-
neral Comments)

[…]

3. Debido a su carácter básico y general, el principio de no discriminación
así como el de igualdad ante la ley y de igual protección de la ley a veces
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se establecen expresamente en artículos relacionados con determinadas
categorías de derechos humanos. El párrafo 1 del artículo 14 establece
que todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia
y el párrafo 3 del mismo artículo dispone que durante el proceso toda
persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las
garantías mínimas enunciadas en los incisos a) a g) de este último párrafo.
Análogamente, el artículo 25 prevé la igualdad de participación de todos
los ciudadanos en la vida pública, sin ninguna de las distinciones
mencionadas en el artículo 2.
4. Corresponde a los Estados Partes decidir cuáles son las medidas
apropiadas para la aplicación de las disposiciones pertinentes. Sin embargo,
el Comité desea ser informado acerca de la naturaleza de tales medidas
y de su conformidad con los principios de no discriminación y de igualdad
ante la ley e igual protección de la ley.

[…]

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el
artículo 2 de la presente Convención, los Estados Partes se comprometen
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción
de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los
demás órganos que administran justicia;

[…]

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 8 - Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente,
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para
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la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral,
fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes
garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la
preparación de su defensa;
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con
su defensor;
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado
por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado
no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo
establecido por la ley;
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal
y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas
que puedan arrojar luz sobre los hechos;
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse
culpable, y
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

[…]

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 6 - Derecho a un proceso equitativo

1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída de manera
equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal
independiente e imparcial, establecido por la ley, que decidirá de los
litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el
fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella.
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La sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el acceso a la sala
de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la
totalidad o parte del proceso en interés de la moralidad, del orden público
o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, cuando los
intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes
en el proceso así lo exijan o en la medida en que sea considerado
estrictamente necesario por el tribunal, cuando en circunstancias
especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la
justicia.

[…]
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Libertad de movimiento

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones Uni-
das (1951)

Artículo 26 - Libertad de circulación

Todo Estado Contratante concederá a los refugiados que se encuentren
legalmente en el territorio el derecho de escoger el lugar de su residencia
en tal territorio y de viajar libremente por él, siempre que observen los
reglamentos aplicables en las mismas circunstancias a los extranjeros en
general.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 26 - Libertad de circulación

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren
legalmente en su territorio, el derecho de escoger el lugar de su residencia
en tal territorio y de viajar libremente por él, siempre que observen los
reglamentos aplicables en las mismas circunstancias a los extranjeros en
general.

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 13

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia
en el territorio de un Estado.

[…]

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 12

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado
tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su
residencia.
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[…]

Libertad de circulación (art. 12): 02/11/99 CCPR/C/21/Rev./Add.9,
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS,
OBSERVACIÓN GENERAL 27 (General Comments)
(Artículo 12)
1. La libertad de circulación es una condición indispensable para el libre
desarrollo de la persona. También está relacionada con otros derechos
diversos consagrados en el Pacto, como se observa a menudo en la
práctica del Comité al examinar los informes de los Estados Partes y las
comunicaciones de los particulares. Además el Comité, en su Observación
general N0 15 ("La situación de los extranjeros con arreglo al Pacto", de
1986) hizo referencia al vínculo especial entre los artículos 12 y 13 5

2. Las limitaciones permisibles que pueden imponerse a los derechos
protegidos en virtud del artículo 12 no deben anular el principio de la
libertad de circulación, y se rigen por las exigencias establecidas en el
artículo 12, párrafo 3, de que sean necesarias y además compatibles con
los otros derechos reconocidos en el Pacto.
3. Los Estados Partes deben incluir en sus informes al Comité las normas
legales y las prácticas judiciales y administrativas internas relacionadas
con los derechos protegidos por este artículo, teniendo en cuenta las
cuestiones examinadas en el presente comentario general. Deben incluir
también información sobre los recursos disponibles cuando se limitan
esos derechos.

[…]

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo
2 de la presente Convención, los Estados Partes se comprometen a prohibir
y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el
derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y
origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:

[…]

d) Otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de
un Estado;

5 Véanse los párrafos 35 y 36 infra.
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Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), “Pacto de
San José”

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene
derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las
disposiciones legales.

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive
del propio.

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en
virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática,
para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional,
la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los
derechos y libertades de los demás.

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo
ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés
público.

[…]

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo VIII - Derecho de residencia y tránsito

Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del
Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no abandonar-
lo sino por su voluntad.

Protocolo n∞ 4 al Convenio Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales reconociendo ciertos
derechos y libertades además de los que ya figuran en el Convenio y
en el primer Protocolo adicional al Convenio (1963)

Artículo 2 - Libertad de circulación

1 Toda persona que se encuentre legalmente en el territorio de un Estado
tiene derecho a circular libremente por él y a escoger libremente su residencia.

[…]
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Persecución por Motivos de Género como Base para
el Reconocimiento de la Condición de Refugiado

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer (1994) “Convención de Belem do Pará”

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección
de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos
derechos comprenden, entre otros:

a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. del derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que
se proteja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes,
que la ampare contra actos que violen sus derechos;
h. el derecho a la libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias
dentro de la ley,
y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su
país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de
decisiones.

Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer
y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en
llevar a cabo lo siguiente:

a) abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer
y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes
e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;
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b) actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar
la violencia contra la mujer;

c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administra-
tivas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para preve-
nir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medi-
das administrativas apropiadas que sean del caso;

d) adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de
hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer
de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su
propiedad;

e) tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legis-
lativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar
prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la
tolerancia de la violencia contra la mujer;

f) establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que
haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de
protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

g) establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios
para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a
resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y
eficaces; y

h) adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean

necesarias para hacer efectiva esta Convención.
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Principio de no-devolución (Non-refoulement)

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 33 — Prohibición de expulsión y de devolución («refoulement»)

1. Ningún Estado Contratante podrá, por expulsión o devolución, poner
en modo alguno a un refugiado en las fronteras de los territorios donde su
vida o su libertad peligre por causa de su raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones políticas.

2. Sin embargo, no podrá invocar los beneficios de la presente disposición
el refugiado que sea considerado, por razones fundadas, como un peligro
para la seguridad del país donde se encuentra, o que, habiendo sido
objeto de una condena definitiva por un delito particularmente grave,
constituya una amenaza para la comunidad de tal país.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 7

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o
degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento
a experimentos médicos o científicos.

Artículo 13

El extranjero que se halle legalmante en el territorio de un Estado Parte en
el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una
decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas
de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero ex-
poner las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como
someter su caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante la
persona o personas designadas especialmente por dicha autoridad com-
petente, y hacerse representar con tal fin ante ellas.

Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos
o degradantes (1984)

Artículo 3

1.- Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición
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de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer
que estaría en peligro de ser sometida a tortura.

2.- A los efectos de determinar si existen esas razones las autoridades
competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes,
inclusive, cuando proceda, la existencia en el Estado de que se trate de
un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de
los derechos humanos.

Declaración de las Naciones Unidas sobre el Asilo Territorial (1967)

Artículo 3

1. Ninguna de las personas a que se refiere el párrafo 1 del artículo 1 será
objeto de medidas tales como la negativa de admisión en la frontera o, si
hubiera entrado en el territorio en que busca asilo, la expulsión o la
devolución obligatoria a cualquier Estado donde pueda ser objeto de
persecución.

2. Podrán hacerse excepciones al principio anterior sólo por razones
fundamentales de seguridad nacional o para salvaguardar a la población,
como en el caso de una afluencia en masa de personas.

3. Si un Estado decide en cualquier caso que está justificada una excepción
al principio establecido en el párrafo 1 del presente artículo, considerará
la posibilidad de conceder a la persona interesada, en las condiciones
que juzgue conveniente, una oportunidad, en forma de asilo provisional o
de otro modo, a fin de que pueda ir a otro Estado.

Declaración sobre la protección de todas las personas contra las
desapariciones forzadas de las Naciones Unidas (1992)

Artículo 8

1. Ningún Estado expulsará, devolverá o concederá la extradición de una
persona a otro Estado cuando haya motivos fundados para creer que
corre el riesgo de ser víctima de una desaparición forzada.

2. Para determinar si hay tales motivos, las autoridades competentes
tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, incluida, cuando
proceda, la existencia en el Estado interesado de un conjunto de violaciones
sistemáticas, graves, manifiestas o masivas de los derechos humanos.
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IV. Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la
protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra

Artículo 45 - VIII. Traslado a otra Potencia

[…]

4. En ningún caso se podrá transferir a una persona protegida a un país
donde pueda temer persecuciones a causa de sus opiniones políticas o
religiosas.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969),
“Pacto de San José”

Artículo 5 - Derecho a la Integridad Personal

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica
y moral.

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos
o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

Artículo 22 - Derecho de Circulación y de Residencia

[…]
8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro
país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal
está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición
social o de sus opiniones políticas

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo I - Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la
persona

Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de
su persona.
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Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura (1985)

Artículo 13(4)
No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la
persona requerida cuando haya presunción fundada de que corre peligro
su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o
degradantes o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc
en el Estado requirente.

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra la mujer (1994) “Convención Belem do Pará”

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección
de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos
derechos comprenden, entre otros:

a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que
se proteja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes,
que la ampare contra actos que violen sus derechos;
h. el derecho a libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias
dentro de la ley y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su
país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.

Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer
y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en
llevar a cabo lo siguiente:
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[…]

d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de
hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer
de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

Conclusión Quinta

Reiterar la importancia y significación del principio de no devolución (in-
cluyendo la prohibición del rechazo en las fronteras), como piedra angular
de la protección internacional de los refugiados. Este principio imperativo
en cuanto a los refugiados, debe reconocerse y respetarse en el estado
actual del derecho internacional, como un principio de jus cogens.

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 3 - Prohibición de la tortura.

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o
degradantes.

Convención de la OUA por la que se regulan los aspectos
específicos de problemas de los refugiados en África (1969)

Artículo 2 - Asilo

[…]

3. Ninguna persona será sometida por un Estado miembro a medidas
tales como la negativa de admisión en la frontera, la devolución o la expulsión
que la obligarían a regresar o a permanecer en un territorio donde su vida,
su integridad corporal o su libertad estarían amenazadas por las razones
enumeradas en los párrafos 1 y 2 del artículo 1.
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Principio de no discriminación *

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951)

Artículo 3 - Prohibición de la discriminación

Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención
a los refugiados, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de
origen.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954)

Artículo 3 - Prohibición de la discriminación

Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención
a los apátridas, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de
origen.

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 2

1. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición
económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política,
jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa
una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un

* Ver además:

- Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (1965)
- Declaración y Plan de acción de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia
y las formas conexas de Intolerancia (2001)
- Extractos relativos a refugiados, desplazados internos y migrantes en la Declaración y Programa de Acción de la Confe-
rencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las formas conexas de Intolerancia (2001)
- Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y
lingüísticas (1992)
- Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son nacionales del país en que viven (1985)
- Convención Internacional sobre la represión y el castigo del crimen de Apartheid (1973)
- Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (1960)
- Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad (1991)
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territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a
cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 7

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual
protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda
discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a
tal discriminación.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su
territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición social.

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a
hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y
políticos enunciados en el presente Pacto.

Artículo 26

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá
toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y
efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

No discriminación: 10/11/89. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS
DE NACIONES UNIDAS. - OBSERVACIÓN GENERAL 18.
(General Comments)

1. La no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y la igual protección
de la ley sin ninguna discriminación constituye un principio básico y general
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relativo a la protección de los derechos humanos.  Así, el párrafo 1 del
artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece
la obligación de cada Estado Parte de respetar y garantizar a todos los
individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción,
los derechos reconocidos en el Pacto, sin distinción alguna de raza, color,
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
En virtud del artículo 26 todas las personas no solamente son iguales
ante la ley y tienen derecho a igual protección de la ley, sino que también
se prohíbe cualquier discriminación en virtud de la ley y garantiza a todas
las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de
cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento
o cualquier otra condición social.

2. En efecto, la no discriminación constituye un principio tan básico que
en el artículo 3 se establece la obligación de cada Estado Parte de
garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de los derechos
enunciados en el Pacto.  Si bien el párrafo 1 del artículo 4 faculta a los
Estados Partes para que en situaciones excepcionales adopten
disposiciones que suspendan determinadas obligaciones contraídas en
virtud del Pacto, ese mismo artículo exige, entre otras cosas, que dichas
disposiciones no entrañen discriminación alguna fundada únicamente en
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.  Además, el
párrafo 2 del artículo 20 impone a los Estados Partes la obligación de
prohibir por ley toda apología del odio nacional, racial o religioso que
constituya incitación a la discriminación.

3. Debido a su carácter básico y general, el principio de no discriminación
así como el de igualdad ante la ley y de igual protección de la ley a veces
se establecen expresamente en artículos relacionados con determinadas
categorías de derechos humanos.  El párrafo 1 del artículo 14 establece
que todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia
y el párrafo 3 del mismo artículo dispone que durante el proceso toda
persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las
garantías mínimas enunciadas en los incisos a) a g) de este último párrafo.
Análogamente, el artículo 25 prevé la igualdad de participación de todos
los ciudadanos en la vida pública, sin ninguna de las distinciones
mencionadas en el artículo 2.

4. Corresponde a los Estados Partes decidir cuáles son las medidas apro-
piadas para la aplicación de las disposiciones pertinentes.  Sin embargo,



265

el Comité desea ser informado acerca de la naturaleza de tales medidas
y de su conformidad con los principios de no discriminación y de igualdad
ante la ley e igual protección de la ley.

5. El Comité desea señalar a la atención de los Estados Partes el hecho de
que en ciertos casos el Pacto les exige expresamente que tomen medi-
das que garanticen la igualdad de derechos de las personas de que se
trate.  Por ejemplo, el párrafo 4 del artículo 23 estipula que los Estados
Partes tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de
derechos y de responsabilidad de ambos esposos en cuanto al matrimonio,
durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  Las medidas
que se adopten podrán ser de carácter legislativo, administrativo o de
otro tipo, pero los Estados Partes tienen la obligación positiva de asegurarse
de que los esposos tengan igualdad de derechos, como lo exige el Pacto.
En lo que respecta a los niños, el artículo 24 dispone que todo niño, sin
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
origen nacional o social, posición económica o nacimiento, tiene derecho
a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto
por parte de su familia como de la sociedad y del Estado.

6. El Comité toma nota de que en el Pacto no se define el término "discri-
minación" ni se indica qué es lo que constituye discriminación.
Sin embargo, en el artículo 1 de la Convención Internacional sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial se establece
que la expresión "discriminación racial" denotará toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia basadas en motivos de raza, color, linaje u origen
nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar
el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política,
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.
De igual manera, en el artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer se establece que
la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción,
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad
del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil
o en cualquier otra esfera.

7. Si bien esas convenciones se refieren sólo a un tipo específico de
discriminación, el Comité considera que el término "discriminación", tal
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como se emplea en el Pacto, debe entenderse referido a toda distinción,
exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos,
como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o
de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento
o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de
todas las personas.

8. Sin embargo, el goce en condiciones de igualdad de los derechos y
libertades no significa identidad de trato en toda circunstancia.  A este
respecto, las disposiciones del Pacto son explícitas. Por ejemplo, el
párrafo 5 del artículo 6 prohíbe que se imponga la pena de muerte a
personas de menos de 18 años de edad.  El mismo párrafo prohíbe que
se aplique dicha pena a las mujeres en estado de gravidez.  De la misma
manera, en el párrafo 3 del artículo 10 se requiere que los delincuentes
menores estén separados de los adultos.  Además, el artículo 25 garantiza
determinados derechos políticos, estableciendo diferencias por motivos
de ciudadanía y de edad.

9. Los informes de muchos Estados Partes contienen información tanto
sobre medidas legislativas como administrativas y decisiones de los
tribunales relacionadas con la protección contra la discriminación jurídica,
pero suelen no incluir información que ponga de manifiesto una discriminación
de hecho.  Al informar sobre el párrafo 1 del artículo 2 y los artículos 3
y 26 del Pacto, los Estados Partes por lo general citan disposiciones de
su constitución o de sus leyes sobre igualdad de oportunidades en lo que
respecta a la igualdad de las personas.  Si bien esta información es sin
duda alguna útil, el Comité quisiera saber si sigue existiendo algún problema
de discriminación de hecho, practicada ya sea por las autoridades públicas,
la comunidad o por personas u órganos privados.  El Comité desea ser
informado acerca de las disposiciones legales y medidas administrativas
encaminadas a reducir o eliminar tal discriminación.

10. El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige
algunas veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para
reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se per-
petúe la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un
Estado en el que la situación general de un cierto sector de su población
impide u obstaculiza el disfrute de los derechos humanos por parte
de esa población, el Estado debería adoptar disposiciones especiales
para poner remedio a esa situación.  Las medidas de ese carácter
pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de la población
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de que se trate un cierto trato preferencial en cuestiones concretas
en comparación con el resto de la población. Sin embargo, en cuanto
son necesarias para corregir la discriminación de hecho, esas medidas
son una diferenciación legítima con arreglo al Pacto.

11. Tanto en el párrafo 1 del artículo 2 como en el artículo 26 se enumeran
motivos de discriminación tales como la raza, el color, el sexo, el idioma,
la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social,
la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social. El
Comité ha observado que en algunas constituciones y leyes no se señalan
todos los motivos por los que se prohíbe la discriminación, en la forma en
que se enumeran en el párrafo 1 del artículo 2. Por lo tanto, el Comité
desearía recibir información de los Estados Partes en cuanto al significado
que revisten esas omisiones.

12. Si bien el artículo 2 del Pacto limita el ámbito de los derechos que
han de protegerse contra la discriminación a los previstos en el Pacto,
el artículo 26 no establece dicha limitación. Esto es, el artículo 26
declara que todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho
sin discriminación a igual protección de la ley; también dispone que
la ley garantizará a todas las personas protección igual y efectiva
contra la discriminación por cualquiera de los motivos en él enumerados.
A juicio del Comité, el artículo 26 no se limita a reiterar la garantía ya
prevista en el artículo 2 sino que establece en sí un derecho autónomo.
Prohíbe la discriminación de hecho o de derecho en cualquier esfera
sujeta a la normativa y la protección de las autoridades públicas.  Por
lo tanto, el artículo 26 se refiere a las obligaciones que se imponen a
los Estados Partes en lo que respecta a sus leyes y la aplicación de
sus leyes.  Por consiguiente, al aprobar una ley, un Estado Parte debe
velar por que se cumpla el requisito establecido en el artículo 26 de
que el contenido de dicha ley no sea discriminatorio.  Dicho de otro
modo, la aplicación del principio de no discriminación del artículo 26
no se limita al ámbito de los derechos enunciados en el Pacto.

13. Por último, el Comité observa que no toda diferenciación de trato
constituirá una discriminación, si los criterios para tal diferenciación son
razonables y objetivos y lo que se persigue es lograr un propósito legítimo
en virtud del Pacto.
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La situación de los extranjeros con arreglo al Pacto: 11/04/86
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS
OBSERVACIÓN GENERAL 15. - (General Comments)

2. Así pues, la norma general es que se garanticen todos y cada uno
de los derechos reconocidos en el Pacto, sin discriminación entre
nacionales y extranjeros.  Los extranjeros se benefician del requisito
general de no discriminación respecto de los derechos garantizados,
conforme al artículo 2 del Pacto.  Esta garantía debe aplicarse por igual a
extranjeros y nacionales.  Excepcionalmente, algunos de los derechos
reconocidos en el Pacto son expresamente aplicables sólo a los ciudadanos
(art. 25), en tanto que el artículo 13 es aplicable sólo a los extranjeros.
No obstante, la experiencia del Comité en el examen de los informes
demuestra que en algunos países se niegan a los extranjeros otros derechos
de los cuales deberían disfrutar, o que dichos derechos son objeto de limita-
ciones especiales que no siempre pueden justificarse con arreglo al Pacto.

3. En muy pocas constituciones se establece la igualdad de los
extranjeros con los nacionales. En algunas constituciones aprobadas
más recientemente se hacen claros distingos entre los derechos
fundamentales que son aplicables a todos y los que se reconocen a los
ciudadanos solamente, y se trata de cada uno de ellos en forma
pormenorizada.  Sin embargo, en muchos Estados las constituciones se
redactan únicamente con referencia a los nacionales cuando se trata de
otorgar determinados derechos.  La legislación y la jurisprudencia también
pueden desempeñar un papel importante en relación con los derechos
de los extranjeros.  Se ha informado al Comité de que en algunos Estados
los derechos fundamentales, aunque no se garanticen a los extranjeros
en virtud de la Constitución y otras leyes, de hecho se les reconocen
según lo dispuesto en el Pacto.  No obstante, en algunos casos los derechos
previstos en el Pacto evidentemente no se han otorgado sin discriminación
respecto de los extranjeros.

5. El Pacto no reconoce a los extranjeros el derecho a entrar en el
territorio de un Estado Parte ni de residir en él.  En principio, corresponde
al Estado decidir a quién ha de admitir en su territorio.  Sin embargo, en
determinadas circunstancias un extranjero puede acogerse a la protección
del Pacto incluso respecto de cuestiones de ingreso o residencia, por
ejemplo, cuando se plantean consideraciones de no discriminación, de
prohibición de trato inhumano y de respeto de la vida de la familia.
[. . . ]
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Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(1966)

Artículo 2

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar
el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción,
sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el
idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional,
étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el
nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus
representantes legales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar
que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo
por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las
creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial (1965)

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el
artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción
de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:
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a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los
demás órganos que administran justicia;

b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado
contra todo acto de violencia o atentado contra la integridad perso-
nal cometido por funcionarios públicos o por cualquier individuo,
grupo o institución;

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones,
elegir y ser elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de
participar en el gobierno y en la dirección de los asuntos públicos
en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las
funciones públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el
territorio de un Estado;

ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar
a su país;

iii) El derecho a una nacionalidad;

iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;

v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación
con otros;

vi) El derecho a heredar;

vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de
religión;

viii) El derecho a la libertad de opinión y de expresión;

ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;
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e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:

i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equi-
tativas y satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desem-
pleo, a igual salario por trabajo igual y a una remuneración equitativa
y satisfactoria;

ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicalizarse;

iii) El derecho a la vivienda;

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad
social y los servicios sociales;

v) El derecho a la educación y la formación profesional;

vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las activi-
dades culturales;

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al
uso público, tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes,
cafés, espectáculos y parques.

Artículo 5. Los refugiados y las personas desplazadas: 24/08/96
COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL DE
NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL 22.-
(General Comments)

El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,

Consciente de que en muchas partes del mundo los conflictos foráneos
de carácter militar, no militar o étnico han provocado corrientes masivas
de refugiados y el desplazamiento de personas por motivos étnicos,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos y la
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial proclaman que todos los seres humanos nacen
libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene los
derechos y las libertades proclamados en esos instrumentos, sin distinción
alguna de raza, color, ascendencia u origen nacional o étnico,
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Recordando la Convención de 1951 y el Protocolo sobre el Estatuto de
los Refugiados en su carácter de instrumento principal del sistema
internacional para la protección de los refugiados en general,

1. Señala a la atención de los Estados Partes el artículo 5 de la Con-
vención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación Racial, así como la Recomendación general Nº XX (48) del
Comité sobre el artículo 5, y reitera que la Convención obliga a los Es-
tados Partes a prohibir y eliminar la discriminación racial en el disfrute
de los derechos y las libertades civiles, políticos, económicos, sociales
y culturales;

2. Insiste a este respecto en que:

a) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho a
regresar libremente a su lugar de origen en condiciones de seguridad;

b) Los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que el regre-
so de esos refugiados y personas desplazadas sea voluntario y a
observar el principio de la no devolución y no expulsión de los refu-
giados;

c) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho,
después de regresar a su lugar de origen, a que se les restituyan los
bienes de que se les privó durante el conflicto y a ser indemnizados
debidamente por los bienes que no se les puedan restituir.  Todos los
compromisos o declaraciones respecto de esos bienes hechos bajo
coacción serán nulos y sin valor;

d) Todos esos refugiados y personas desplazadas tienen derecho,
después de regresar a su lugar de origen, a participar plenamente y
en condiciones de igualdad en los asuntos públicos a todos los nive-
les, a tener igualdad de acceso a los servicios públicos y a recibir
asistencia para la rehabilitación.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo II - Derecho de igualdad ante la ley

Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes
consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo
ni otra alguna.
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Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969)
“Pacto de San José”

Artículo 1 - Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

Artículo 24 - Igualdad ante la Ley

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho,
sin discriminación, a igual protección de la ley.

Convención de la Organización de la Unidad Africana por la que se
regulan los aspectos específicos de problemas de los refugiados en
África (1969)

Artículo 4 - No Discriminación

Los Estados miembros se comprometen a aplicar las disposiciones de la
presente Convención a todos los refugiados, sin discriminación por motivos
de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social
u opiniones políticas.
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Principio de no-sanción por ingreso ilegal

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de las Naciones
Unidas (1951)

Artículo 31 - Refugiados que se encuentren ilegalmente en el país de refugio

1. Los Estados Contratantes no impondrán sanciones penales, por causa
de su entrada o presencia ilegales, a los refugiados que, llegando
directamente del territorio donde su vida o su libertad estuviera amenazada
en el sentido previsto por el artículo 1, hayan entrado o se encuentren en
el territorio de tales Estados sin autorización, a condición de que se
presenten sin demora a las autoridades y aleguen causa justificada de su
entrada o presencia ilegales.

2. Los Estados Contratantes no aplicarán a tales refugiados otras
restricciones de circulación que las necesarias; y tales restricciones se
aplicarán únicamente hasta que se haya regularizado su situación en el
país o hasta que el refugiado obtenga su admisión en otro país. Los Estados
Contratantes concederán a tal refugiado un plazo razonable y todas las
facilidades necesarias para obtener su admisión en otro país.

Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire,
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transnacional “Protocolo de Palermo”

Artículo 5 - Responsabilidad penal de los migrantes

Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento penal con arreglo al
presente Protocolo por el hecho de haber sido objeto de alguna de las
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

Artículo 6 - Penalización

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan
intencionalmente y con el fin de obtener, directa o indirectamente, un be-
neficio económico u otro beneficio de orden material:



275

a) El tráfico ilícito de migrantes;
b) Cuando se cometan con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes:

i) La creación de un documento de viaje o de identidad falso;
ii) La facilitación, el suministro o la posesión de tal documento.

c) La habilitación de una persona que no sea nacional o residente
permanente para permanecer en el Estado interesado sin haber cumplido
los requisitos para permanecer legalmente en ese Estado, recurriendo a
los medios mencionados en el apartado b) del presente párrafo o a
cualquier otro medio ilegal.

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de
otra índole que sean necesarias para tipificar como delito:
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la
tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del
presente artículo;
b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado
con arreglo al apartado a), al inciso i) del apartado b) o al apartado c) del
párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción a los conceptos básicos de
su ordenamiento jurídico, la participación como cómplice en la comisión
de un delito tipificado con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1
del presente artículo; y
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un
delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole
que sean necesarias para considerar como circunstancia agravante de
los delitos tipificados con arreglo al apartado a), al inciso i) del apartado b)
y al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción a los
conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, de los delitos tipificados
con arreglo a los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo toda
circunstancia que:
a) Ponga en peligro o pueda poner en peligro la vida o la seguridad de los
migrantes afectados; o
b) Dé lugar a un trato inhumano o degradante de esos migrantes, en
particular con el propósito de explotación.

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo impedirá que un Estado
Parte adopte medidas contra toda persona cuya conducta constituya delito
con arreglo a su derecho interno.
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Principio de unidad familiar/ reunificación familiar

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Artículo 12

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia,
su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su
reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra
tales injerencias o ataques.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 17

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada,
su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su
honra y reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas
injerencias o esos ataques.

Artículo 17 - Derecho a la intimidad.- 08/04/88. COMISIÓN DE DERE-
CHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL
16. (General Comments)
5. En cuanto al término "familia", los objetivos del Pacto exigen que, a
los efectos del artículo 17, se lo interprete como un criterio amplio que
incluya a todas las personas que componen la familia, tal como se
entienda ésta en la sociedad del Estado Parte de que se trate.  El térmi-
no "home" en inglés, "manzel" en árabe, "zhùzhái" en chino, "domicile"
en francés, "zhilishche" en ruso y "domicilio" en español, que se emplea en
el artículo 17 del Pacto, ha de entenderse en su acepción de lugar donde
una persona reside o ejerce su ocupación habitual.  A ese respecto, el
Comité invita a los Estados a indicar en sus informes la acepción que se da
en sus respectivas sociedades a los términos "familia" y "domicilio".

Artículo 23

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene
derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
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2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio
y a fundar una familia si tienen edad para ello.

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento
de los contrayentes.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas
para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos
esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones
que aseguren la protección necesaria a los hijos.

Protección de la familia, derecho al matrimonio e igualdad de los
esposos: 27/07/90. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE
NACIONES UNIDAS, OBSERVACIÓN GENERAL 19.
(General Comments)
1. En el artículo 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
se reconoce que la familia es el elemento natural y fundamental de la
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. La
protección de la familia y de sus miembros se garantiza también, directa
o indirectamente, en otras disposiciones del Pacto. De este modo, el
artículo 17 estipula que la familia no será objeto de injerencias arbitrarias
o ilegales. Además, el artículo 24 del Pacto prevé concretamente la
protección de los derechos del niño, en su condición de menor o como
miembro de una familia. A menudo los informes de los Estados Partes no
dan suficiente información sobre la manera en que el Estado y la sociedad
desempeñan su obligación de dar una protección a la familia y a las personas
que la integran.
2. El Comité observa que el concepto de familia puede diferir en algunos
aspectos de un Estado a otro, y aun entre regiones dentro de un mismo
Estado, de manera que no es posible dar una definición uniforme del concepto.
Sin embargo, el Comité destaca que, cuando la legislación y la práctica de
un Estado consideren a un grupo de personas como una familia, éste debe
ser objeto de la protección prevista en el artículo 23. Por consiguiente, en
sus informes, los Estados Partes deberían exponer la interpretación o la
definición que se da del concepto de familia y de su alcance en sus sociedades
y en sus ordenamientos jurídicos. Cuando existieran diversos conceptos
de familia dentro de un Estado, "nuclear" y "extendida", debería precisarse
la existencia de esos diversos conceptos de familia, con indicación del
grado de protección de una y otra. En vista de la existencia de diversos tipos
de familia, como las de parejas que no han contraído matrimonio y sus
hijos y las familias monoparentales, los Estados Partes deberían también
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indicar en qué medida la legislación y las prácticas nacionales reconocen
y protegen a esos tipos de familia y a sus miembros.
3. Para dar de una manera eficaz la protección prevista en el artículo 23
del Pacto, es preciso que los Estados Partes adopten medidas de carácter
legislativo, administrativo o de otro tipo. Los Estados Partes deberían
suministrar información detallada sobre el carácter de esas medidas y
sobre los medios utilizados para asegurar su aplicación efectiva. Por otra
parte, como el Pacto reconoce también a la familia el derecho de ser
protegida por la sociedad, los informes de los Estados Partes deberían
indicar de qué manera el Estado y otras instituciones sociales conceden
la protección necesaria a la familia, en qué medida el Estado fomenta la
actividad de estas últimas, por medios financieros o de otra índole, y
cómo vela por que estas actividades sean compatibles con el Pacto.
[ . . . ]
5. El derecho a fundar una familia implica, en principio, la posibilidad de
procrear y de vivir juntos. Cuando los Estados Partes adopten políticas
de planificación de la familia, éstas han de ser compatibles con las
disposiciones del Pacto y sobre todo no deben ser ni discriminatorias ni
obligatorias. Asimismo, la posibilidad de vivir juntos implica la adopción
de medidas apropiadas, tanto en el plano interno cuanto, según sea el
caso, en cooperación con otros Estados, para asegurar la unidad o la
reunificación de las familias, sobre todo cuando la separación de sus
miembros depende de razones de tipo político, económico o similares.
6. En el párrafo 4 del artículo 23 del Pacto se prevé que los Estados
Partes tomen las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos
y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante
el matrimonio y en caso de disolución del mismo.
7. En cuanto a la igualdad en el matrimonio, el Comité desea destacar,
en particular, que no debe haber discriminación alguna basada en el sexo
en cuanto a la adquisición o pérdida de la nacionalidad por razón del
matrimonio. Asimismo, debería salvaguardarse el derecho de cada cónyuge
a seguir utilizando su propio apellido o a participar en condiciones de
igualdad en la elección de un nuevo apellido.
8. Durante el matrimonio, los esposos deben tener iguales derechos y
responsabilidades en la familia. Esta igualdad se aplica también a todas
las cuestiones derivadas del vínculo matrimonial, como la elección de
residencia, la gestión de los asuntos del hogar, la educación de los hijos
y la administración de los haberes. Esta igualdad es también aplicable a
los arreglos relativos a la separación legal o la disolución del matrimonio.
9. Así, debe prohibirse todo trato discriminatorio en lo que respecta a los
motivos y los procedimientos de separación o de divorcio, la custodia de
los hijos, los gastos de manutención o pensión alimentaria, el derecho de
visita, y la pérdida y la recuperación de la patria potestad, teniendo en
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cuenta el interés primordial de los hijos a este respecto. En particular, los
Estados Partes deberían incluir en sus informes información sobre las
normas adoptadas para dar a los niños la protección necesaria en caso
de disolución del matrimonio o de separación de los cónyuges.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)

Artículo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental
de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente
para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación
de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre
consentimiento de los futuros cónyuges.

[...]

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en
favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por
razón de filiación o cualquier otra condición. [...]

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus
padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión
judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la
ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el
interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos
particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato
o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y
debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1
del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad
de participar en él y de dar a conocer sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado
de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto
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directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al
interés superior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un
Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación
o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la
persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o
de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a
los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica acerca
del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase
perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán,
además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma
consecuencias desfavorables para la persona o personas interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a
tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por
un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él
a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados
Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes
garantizarán, además, que la presentación de tal petición no traerá
consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a
mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, relaciones
personales y contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de
conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud
del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del
niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de
entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral
públicas o los derechos y libertades de otras personas y que estén en
consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente Convención.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), "Pacto de
San José"

Artículo 11 - Protección de la Honra y de la Dignidad
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[…]

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de
ataques ilegales a su honra o reputación.

Artículo 17 - Protección a la Familia

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe
ser protegida por la sociedad y el Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y
a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para
ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio
de no discriminación establecido en esta Convención.

[…]

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos en materia de derechos económicos, sociales y culturales
(1988), "Protocolo de San Salvador"

Artículo 15 - Derecho a la Constitución y Protección de la Familia

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe
ser protegida por el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su
situación moral y material.

2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo
con las disposiciones de la correspondiente legislación interna.

[…]

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948)

Artículo V - Derecho a la protección a la honra, la reputación personal y la
vida privada y familiar.

Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques
abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.

Artículo VI - Derecho a la constitución y a la protección de la familia
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Toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de
la sociedad, y a recibir protección para ella.

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra la mujer (1994) "Convención Belem do Pará"

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección
de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos
derechos comprenden, entre otros:

[…]

e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se
proteja a su familia; […].

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados

Conclusión Decimotercera

Reconocer que la reunificación de las familias constituye un principio fun-
damental en materia de refugiados, el cual debe inspirar el régimen de
tratamiento humanitario en el país de asilo y de la misma manera las faci-
lidades que se otorguen en los casos de repatriación voluntaria.

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
Libertades Fundamentales (1950)

Artículo 8 - Derecho al respeto a la vida privada y familiar.

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de
su domicilio y de su correspondencia.

2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este
derecho, sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y
constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria
para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico
del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la
salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los
demás.
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Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (1981),
"Carta de Banjul”

Artículo 18

1. La familia será la unidad natural y la base de la sociedad. Ésta estará
protegida por el Estado, el cual se ocupará de su salud física y moral.

2. El Estado tendrá el deber de asistir a la familia, la cual custodia la moral
y los valores tradicionales reconocidos por la comunidad.

3. El Estado se hará responsable de la eliminación de toda discriminación
de la mujer y de la protección de los derechos de la mujer y del niño tal
como se estipulan en las declaraciones y convenios internacionales.

4. Los ancianos y los minusválidos también tendrán derecho a medidas
especiales de protección adecuadas a sus necesidades físicas o morales.
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Reclutamiento Forzoso

Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

Artículo 38

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se
respeten las normas del derecho internacional humanitario que les sean
aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar
que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no
participen directamente en las hostilidades.
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a
las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan
personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los
Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad.
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho
internacional humanitario de proteger a la población civil durante los
conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas
posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados
por un conflicto armado.

Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño
relativo a la participación de niños en los conflictos armados (2000)

Artículo 1

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que ningún
miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente
en hostilidades.

Artículo 2

Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus
fuerzas armadas a ningún menor de 18 años.
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Artículo 4

1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no
deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores
de 18 años.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para impedir
ese reclutamiento y utilización, con inclusión de la adopción de las medi-
das legales necesarias para prohibir y tipificar esas prácticas.
3. La aplicación del presente artículo no afectará la situación jurídica de
ninguna de las partes en un conflicto armado.

Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de
1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados
Internaionales (Protocolo I) (1977)

Artículo 77 - Protección a los niños

[...]

2. Las Partes en conflicto tomarán todas las medidas posibles para que
los niños menores de quince años no participen directamente en las hos-
tilidades, especialmente absteniéndose de reclutarlos para las fuerzas
armadas. Al reclutar personas de más de quince años pero menores de
dieciocho años, las Partes en conflicto procurarán alistar en primer lugar a
los de más edad.

[...]
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Violencia Contra la Mujer

Declaración sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer
(Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993)

Artículo 1

A los efectos de la presente Declaración, por "violencia contra la mujer" se
entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino
que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico,
sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos,
la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en
la vida pública como en la vida privada.

Artículo 2

Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos,
aunque sin limitarse a ellos:
a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia,
incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la
violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la mutilación
genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los
actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la
violencia relacionada con la explotación;
b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la
comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y
la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en
otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada;
c) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el
Estado, dondequiera que ocurra.

Artículo 4

Los Estados deben condenar la violencia contra la mujer y no invocar
ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su
obligación de procurar eliminarla. Los Estados deben aplicar por todos los
medios apropiados y sin demora una política encaminada a eliminar la
violencia contra la mujer. Con este fin, deberán:



287

a) Considerar la posibilidad, cuando aún no lo hayan hecho, de ratificar
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimina-
ción Contra la Mujer, de adherirse a ella o de retirar sus reservas a esa
Convención;
b) Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer;
c) Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, confor-
me a la legislación nacional, castigar todo acto de violencia contra la
mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por particulares;
d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, labora-
les y administrativas, para castigar y reparar los agravios infligidos a
las mujeres que sean objeto de violencia; debe darse a éstas acceso a
los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legisla-
ción nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan
padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de sus de-
rechos a pedir reparación por medio de esos mecanismos;
e) Considerar la posibilidad de elaborar planes de acción nacionales
para promover la protección de la mujer contra toda forma de violencia
o incluir disposiciones con ese fin en los planes existentes, teniendo en
cuenta, según proceda, la cooperación que puedan proporcionar las orga-
nizaciones no gubernamentales, especialmente las que se ocupan de la
cuestión de la violencia contra la mujer;
f) Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo preventivo y todas las
medidas de índole jurídica, política, administrativa y cultural que puedan
fomentar la protección de la mujer contra toda forma de violencia, y
evitar eficazmente la reincidencia en la victimización de la mujer
como consecuencia de leyes, prácticas de aplicación de la ley y otras inter-
venciones que no tengan en cuenta la discriminación contra la mujer;
g) Esforzarse por garantizar, en la mayor medida posible a la luz de los
recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco
de la cooperación internacional, que las mujeres objeto de violencia y,
cuando corresponda, sus hijos, dispongan de asistencia especializa-
da, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manuten-
ción de los niños, tratamiento, asesoramiento, servicios, instalaciones y
programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo y, asi-
mismo, adoptar todas las demás medidas adecuadas para fomentar
su seguridad y rehabilitación física y sicológica;
h) Consignar en los presupuestos del Estado los recursos adecuados
para sus actividades relacionadas con la eliminación de la violencia
contra la mujer;

CONCEPTOS, TÉRMINOS JURÍDICOS Y DESARROLLO INTERPRETATIVO DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS



REFUGIADOS: LEGISLACIÓN Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES BÁSICOS

288

i) Adoptar medidas para que las autoridades encargadas de hacer cum-
plir la ley y los funcionarios que han de aplicar las políticas de preven-
ción, con la frecuencia de las distintas formas de violencia contra la
mujer, y fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la
gravedad y las consecuencias de esta violencia, así como sobre la efi-
cacia de las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se
deberán publicar esas estadísticas, así como las conclusiones de las
investigaciones;
j) Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector de
la educación, para modificar las pautas sociales y culturales de com-
portamiento del hombre y de la mujer y eliminar los prejuicios y las
prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de la
inferioridad o la superioridad de uno de los sexos y en la atribución de
papeles estereotipados al hombre y a la mujer;
k) Promover la investigación, recoger datos y compilar estadísticas, es-
pecialmente en lo concerniente a la violencia en el hogar, relacionadas
con la frecuencia de las distintas formas de violencia contra la mujer, y
fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la grave-
dad y las consecuencias de esta violencia, así como sobre la eficacia
de las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se debe-
rán publicar esas estadísticas, así como las conclusiones de las inves-
tigaciones;
l) Adoptar medidas orientadas a eliminar la violencia contra las mujeres
especialmente vulnerables;
m) Incluir, en los informes que se presenten en virtud de los instrumen-
tos pertinentes de las Naciones Unidas relativos a los derechos huma-
nos, información acerca de la violencia contra la mujer y las medidas
adoptadas para poner en práctica la presente Declaración;
n) Promover la elaboración de directrices adecuadas para ayudar a apli-
car los principios enunciados en la presente Declaración;
o) Reconocer el importante papel que desempeñan en todo el mundo el
movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no gubernamenta-
les en la tarea de despertar la conciencia acerca del problema de la
violencia contra la mujer y aliviar dicho problema;
p) Facilitar y promover la labor del movimiento en pro de la mujer y las
organizaciones no gubernamentales, y cooperar con ellos en los planos
local, nacional y regional;
q) Alentar a las organizaciones intergubernamentales regionales a las
que pertenezcan a que incluyan en sus programas, según conven-
ga, la eliminación de la violencia contra la mujer.
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GLOSARIO DE TÉRMINOS CLAVES RELATIVOS A LA
PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS*

Alternativa de huida interna (o principio de traslado)
Comprobación de hecho según la cual un solicitante de asilo habría podido escapar
a la persecución en su país de origen instalándose en otra parte del país. Al ACNUR
no le gusta mucho emplear este término pues suele utilizarse para restringir el acceso
a los procedimientos de determinación de la condición de refugiado o para denegar
el otorgamiento del estatuto. En opinión del ACNUR, la posibilidad del traslado inter-
no es pertinente en relación con la determinación de la condición de refugiado sólo
en un número limitado de casos. Aun cuando es pertinente, su aplicación dependerá
de un examen completo de todos los aspectos de la solicitud de esa condición.

Amnistía
Garantía jurídica que exime a una persona o un grupo de personas de la respon-
sabilidad por crímenes o delitos penales o políticos. La amnistía puede contribuir
a favorecer la repatriación voluntaria de los refugiados cuando se respeta y se
aplica debidamente.

Apátrida
Persona que ningún Estado considera como nacional suyo de conformidad con
su legislación.

Apatridia
Situación para una persona en la que ningún Estado la considera como nacional
suyo de conformidad con su legislación.

Asilo
Otorgamiento por un Estado de protección en su territorio a nacionales de otro
Estado que huyen por temor de persecución o peligro grave. Una persona a la
que se otorga el asilo se convierte en refugiado. La noción de asilo engloba una
serie de elementos, entre los cuales figuran la no devolución, el permiso para
permanecer en el territorio del país de acogida y normas relativas al trato humano.

Asistencia
Ayuda que se presta para atender a las necesidades físicas y materiales de las
personas del interés del ACNUR. Puede abarcar víveres, suministros médicos,
ropa, albergues, semillas, herramientas, así como aportes en términos de infra-
estructura como escuelas y caminos. Se entiende por “asistencia humanitaria”,

* "Glosario de términos claves (sic) relativos a la protección internacional de los refugiados" en ACNUR y Unión
Interparlamentaria Protección de los Refugiados. Guía sobre el Derecho Internacional de los Refugiados. (Guía
Práctica para Parlamentarios. Núm. 2) Ginebra, 2001.
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aquella que brindan las organizaciones humanitarias con fines humanita-
rios (es decir con fines apolíticos, no comerciales y civiles). En la práctica del
ACNUR, la asistencia apoya y complementa las actividades destinadas a al-
canzar los objetivos de protección.

Búsqueda
En el contexto de los refugiados, actividad que se emprende para encontrar a
miembros de la familia o parientes de las personas del interés del ACNUR. Las
actividades de búsqueda se pueden realizar a los fines de una reunificación familiar
en el contexto de soluciones duraderas o simplemente para facilitar los contactos
entre los miembros de la familia. El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR)
administra la Agencia Central de Búsquedas (ACB), que dispone de competencias
especializadas en ese ámbito.

Casos humanitarios
Personas oficialmente autorizadas, en virtud de la legislación nacional, a residir
en un país por razones humanitarias. Pueden incluir personas que no reúnen las
condiciones para obtener la condición de refugiado.

Centro de acogida
Emplazamiento con las instalaciones necesarias para acoger a los refugiados y
registrar sus datos en el momento de su llegada al país de acogida, y proveer a
sus necesidades inmediatas.

Centros para refugiados
Locales donde los refugiados residen o pueden reunirse para recibir información,
orientación, asistencia material u otros servicios.

Cláusulas de cesación
Disposiciones jurídicas que indican en que momento cesa la condición de refu-
giado. Dichas cláusulas se consignan en el art. 1C de la Convención de 1951 y en
el art. 1.4 de la Convención de la OUA de 1969.

Cláusulas de exclusión
Disposiciones legales por las que se niega a conceder las ventajas de la protección
internacional a las personas que de otro modo cumplirían con los criterios de la
obtención de la condición de refugiado. En la Convención de 1951, estas cláusulas
figuran en los artículos 1D, 1E y 1F, y se aplican a las categorías de personas
siguientes: las personas que reciben protección y asistencia de un organismo de
las Naciones Unidas distinto del ACNUR; las personas que tienen derechos y
obligaciones inherentes a la posesión de la nacionalidad del país donde hayan
fijado residencia y, por último, las personas respecto de las cuales existan motivos
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fundados para considerar que han cometido un crimen contra la paz, un crimen
de guerra o un crimen contra la humanidad, un grave delito común o actos contrarios
a las finalidades y a los principios de las Naciones Unidas.

Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado
Comité encargado de asesorar al Alto Comisionado en el desempeño de sus
funciones. El Comité Ejecutivo está integrado por los representantes de 68 Estados
que prestan un interés certero por las cuestiones relacionadas con los refugiados
y de 23 Estados observadores. Las ONG tienen un estatuto consultivo ante el
Comité Ejecutivo.

Conclusiones del Comité Ejecutivo sobre la protección internacional
Textos oficiales que contienen los resultados de las deliberaciones anuales del
Comité Ejecutivo sobre las cuestiones relativas a la protección de los refugiados.
Las conclusiones del Comité Ejecutivo contribuyen a elaborar los principios y las
normas sobre la protección de los refugiados y de otras personas del interés del
ACNUR.

Convención que rige los aspectos inherentes a los problemas de los refu-
giados en África, aprobada por la Organización de la Unidad Africana (OUA)
Complemento regional de la Convención de 1951, que contiene una definición
más amplia de la noción de refugiado. Aprobada en 1969, la Convención de la
OUA estipula que el término “refugiado” se aplica a toda persona obligada de
abandonar su país “debido a agresiones externas, ocupación, dominación ex-
tranjera u otros eventos que alteren gravemente el orden público en una parte o
en la totalidad del territorio del país de su origen o nacionalidad”.

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas
Convención que define la apatridia y establece un marco que permite a una perso-
na apátrida que reside legalmente en un Estado obtener un estatuto jurídico. La
Convención aprobada en septiembre de 1954, entró en vigor en junio de 1960.

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados
Convención que establece el marco más ampliamente aplicable para la protección
de los refugiados. Aprobada en 1951, entró en vigor en 1954. En virtud de lo
dispuesto en el artículo 1 de la Convención, se limita su alcance a los “aconteci-
mientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951”. Esta restricción se suprimió
con el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados. Hasta la fecha, 143
Estados son partes de la Convención de 1951 o del Protocolo.

Convención sobre los Derechos del Niño
Aprobada en 1989, esta Convención define un conjunto completo de normas para
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la protección de los derechos del niño. El artículo 2 dispone que la Convención se
aplica a todos los niños sin discriminación alguna. Las normas contenidas en la
Convención cubren, pues, a los niños refugiados.

Convención para reducir los casos de apatridia
Convención que prevé la concesión de la nacionalidad a personas que de otro
modo serían apátridas y que tienen un vínculo apropiado con el Estado por su
nacimiento en el territorio o por filiación de un nacional. La Convención estipula
también que las personas que pasan a ser apátridas si pierden su nacionalidad
pueden recobrarla. Aprobada en agosto de 1961, la Convención para reducir los
casos de apatridia entró en vigor en diciembre de 1975; en su artículo 11, atribuye
funciones particulares al ACNUR.

Criterios de selección con fines de reasentamiento
Criterios que utiliza el ACNUR y los países de reasentamiento para elegir a los
candidatos para el reasentamiento. El reasentamiento bajo los auspicios del
ACNUR se limita estrictamente a los refugiados de la incumbencia del ACNUR
que necesitan protección internacional de manera continua y que responden a
los criterios del Manual de Reasentamiento del ACNUR . Los países de
reasentamiento utilizan una amplia gama de criterios de selección.

Deberes de los refugiados
Obligaciones que los refugiados deben asumir en el país de acogida. De confor-
midad con el artículo 2 de la Convención de 1951, los refugiados deben atenerse
a las leyes y reglamentos del país donde se encuentran. En particular, deben
abstenerse de todo acto que pueda poner en peligro la seguridad y el orden
público de las comunidades o de los países de acogida.

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados
Declaración aprobada por un coloquio de expertos de las Américas en noviembre
de 1984. La Declaración amplía la definición de los refugiados a “las personas
que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amena-
zadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos,
la violencia masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan
perturbado gravemente el orden público”. Aunque la Declaración de Cartagena
no es una tratado, sus disposiciones se respetan en toda América Central y se
han incorporado en algunas legislaciones nacionales.

Derecho de los derechos humanos
Conjunto de normas de derecho internacional consuetudinario, instrumentos
relativos a los derechos humanos y leyes nacionales que reconoce y protege los
derechos humanos. El derecho de los refugiados y el derecho de los derechos
humanos se complementan mutuamente.
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Derecho de los refugiados
Cuerpo de derecho internacional consuetudinario y de instrumentos internacio-
nales, regionales y nacionales que definen las normas de protección de los refu-
giados. La Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados es la piedra
angular del derecho de los refugiados.

Derechos humanos
Normas internacionales aceptadas que reconocen y protegen la dignidad e inte-
gridad de cada individuo sin ninguna distinción. Los derechos humanos forman
parte del derecho internacional consuetudinario y se formulan en una gran diver-
sidad de documentos jurídicos nacionales, regionales e internacionales que se
denominan generalmente instrumentos sobre derechos humanos. Los más
conocidos son la Carta de las Naciones Unidas y la Carta Internacional de Derechos
Humanos (conformada por la Declaración Universal de Derechos Humanos, el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales).

Derecho internacional consuetudinario
Leyes internacionales cuya autoridad se deriva de la práctica constante y regular
de los Estados más bien que de su formulación expresa en un tratado u otro texto
jurídico. Para que la práctica de un Estado contribuya a constituir el derecho
internacional consuetudinario, es preciso que vaya acompañada de un sentimiento
de obligación legal.

Derecho internacional humanitario (o derecho de los conflictos armados)
Conjunto de textos jurídicos, reglamentos y principios que rige las situaciones de
conflicto armado internacional o no internacional. Los instrumentos esenciales
del derecho internacional humanitario son los cuatro Convenios de Ginebra del
12 de agosto de 1949 y sus dos Protocolos adicionales del 8 de junio de 1977.
Casi todos los Estados son partes en los Convenios de Ginebra de 1949.

Desplazados internos
Personas que se ven forzadas u obligadas a huir de su hogar “como resultado o
para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia gene-
ralizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o
provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal
internacionalmente reconocida” (según los Principios Rectores de los desplaza-
mientos internos).

Desplazamiento interno
Movimiento involuntario de personas en el interior de su propio país, que puede
atribuirse a diversas causas, incluidos desastres naturales o provocados por el
hombre, conflictos armados o situaciones de violencia generalizada.
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Detención
Restricción de la libertad de movimiento , generalmente mediante una medida de
confinamiento impuesta. El ACNUR considera que en principio la detención no
debería utilizarse como medida de vigilancia de los solicitantes de asilo.

Determinación prima facie de la condición de refugiado
Véase Determinación colectiva de la condición de refugiado
Determinación colectiva de la condición de refugiado
Práctica en virtud de la cual todas las personas que forman parte de una afluencia
masiva son consideradas como refugiadas prima facie. En el marco de la deter-
minación colectiva, se atiende a las necesidades de protección y asistencia sin
una determinación individual previa de la condición de refugiado .

Devolución
Circunstancia en que una persona es devuelta a las fronteras de un territorio
donde puede ser perseguida o trasladada a otro territorio en el que corre el riesgo
de ser perseguida.
Este acto constituye una violación del principio de no devolución y, por ende, es
una infracción del derecho de los refugiados y del derecho internacional consue-
tudinario.

Disturbios internos
Situación que se caracteriza por actos de violencia y desórdenes sin llegar a ser
un conflicto armado.

Estatuto derivado
Véase Principio de unidad de la familia

Estatuto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados
Texto que especifica el mandato, las funciones y las estructuras del ACNUR y que
determina los criterios en virtud de los cuales un persona puede ser del interés del
ACNUR. El ACNUR puede reconocer a esas personas, en el desempeño de sus
funciones, como “refugiados amparados por el mandato del Alto Comisionado”.

Expulsión
Desalojo de una persona que reside legalmente en el territorio de un Estado por
las autoridades públicas. El artículo 32 de la Convención de 1951 estipula que la
expulsión de un refugiado puede justificarse sólo por razones de seguridad
nacional o de orden público.
Los procedimientos conducentes a una decisión de expulsión deben ser justos y
equitativos y se deberá conceder al refugiado un plazo razonable para poder
gestionar su admisión legal en otro país.
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Fundados temores de ser perseguida
La Convención de 1951 contiene una frase fundamental: “debido a fundados
temores de ser perseguida”. Esta expresión comporta a la vez un elemento subjetivo
(temor de la persecución) y un elemento objetivo (el temor debe tener un funda-
mento objetivo justificable). La Convención de 1951 especifica que la persecución
debe estar relacionada con uno de los cinco motivos enunciados, a saber: la
raza, la religión, la nacionalidad, la pertenencia a determinado grupo social o las
opiniones políticas.

Grupo social (pertenencia a determinado)
Una de las cinco razones posibles en las que se basa la persecución, tal como se
define en la Convención de 1951. Un determinado grupo social debe presentar
características particulares que lo distinguen de los demás. Las personas perte-
necientes a tal grupo comparten características que pueden ser innatas o adqui-
ridas (como por ejemplo intereses, valores, un comportamiento o una historia
comunes). Las características deben ser de tal índole que renunciar a ellas implicaría
una violación de los derechos humanos fundamentales de las personas
concernidas.

Instrumentos regionales sobre los refugiados
Textos jurídicos internacionales sobre los refugiados aprobados por los Estados
o las organizaciones intergubernamentales de una misma región o subregión. En
principio, este tipo de tratado complementa la Convención de 1951 y refleja la
índole particular de las cuestiones de refugiados en esta zona geográfica precisa.
Cabe citar, a título de ejemplos de instrumentos regionales, la Convención de la
OUA de 1969 y la Declaración de Cartagena de 1984.

Integración local
Solución duradera al problema de los refugiados mediante su instalación perma-
nente en un país de primer asilo.

Mandato del ACNUR
Cometido y funciones del ACNUR, que se confieren en el Estatuto del ACNUR y
se completan en las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas.
El mandato del ACNUR, de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto, consiste
en brindar protección y asistencia los refugiados y buscar soluciones a sus pro-
blemas. El ACNUR tiene un mandato suplementario por lo que atañe a las cuestiones
de apatridia, pues la Convención de 1961 para reducir los casos de apatridia le
confiere, en su artículo 11, un mandato preciso. La Asamblea General solicitó
también al Alto Comisionado que promoviera las Convenciones de 1954 y 1961
sobre la apatridia y contribuyera a la prevención de la apatridia proporcionando a
los Estados servicios técnicos y consultivos sobre la legislación y la práctica en
materia de nacionalidad.
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Menor no acompañado
Persona que no ha alcanzado la mayoría de edad legal y que no se encuentra
acompañado de sus padres, de sus representantes legales ni de las personas
que están a cargo de ella habitualmente.

Menores
Personas que no han alcanzado la mayoría de edad legal y que, por lo tanto, no
son jurídicamente independientes. El término abarca a los adolescentes. Según
la Convención sobre los Derechos del Niño, se entiende por niño todo ser humano
menor de dieciocho años, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya
alcanzado antes la mayoría de edad. Para la Convención, “niño” es pues sinónimo
de “menor”.

Migrantes (económicos)
Personas que abandonan su país de origen únicamente por razones económicas
que no guardan ninguna relación con la definición de refugiado, o para mejorar
sus condiciones materiales de existencia. Los migrantes económicos no cumplen
con los criterios que definen el estatuto de refugiado y, por consiguiente, no tienen
derecho a la protección internacional que se confiere en tal caso.

Movimientos irregulares de refugiados
Fenómeno que se da cuando refugiados o solicitantes de asilo abandonan sin
autorización oficial un país donde han encontrado una protección para buscar
asilo o un asentamiento duradero en otro país.

Mujeres en situación de riesgo
Mujeres refugiadas con necesidades especiales de protección, incluidas las que
deben beneficiarse de medidas de reasentamiento de conformidad con el Manual
de Reasentamiento del ACNUR .

Nacional
Persona cuyo vínculo jurídico con un Estado es reconocido con arreglo a la ley
nacional. Algunos Estados utilizan el término “nacionalidad” para designar tal vínculo,
mientras que otros utilizan el concepto de “ciudadanía”.

Nacionalidad
Estatuto derivado del hecho de pertenecer a una nación o un país particular.

No devolución
Principio fundamental del derecho de los refugiados, en virtud del cual ningún
Estado podrá, por devolución, poner en modo alguno a un refugiado en las fron-
teras de territorios donde su vida o su libertad corra peligro. El principio de no
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devolución forma parte del derecho internacional consuetudinario y es, por ende,
vinculante para todos los Estados, sean o no partes en la Convención de 1951.

Normas de trato
Normas dimanantes de la Convención de 1951 y de otros instrumentos interna-
cionales que establecen los principios aplicables al trato debido a los refugiados.
La Convención prevé diversas normas de trato según los derechos particulares
en cuestión. Entre ellas cabe mencionar el trato que no debe ser menos favorable
que el que se dispensa , en las mismas circunstancias, a los extranjeros; el trato
más favorable que el que se dispensa a los nacionales de un país extranjero, en
las mismas circunstancias, el mismo trato que el dispensado a los nacionales ; y
un trato tan favorable como sea posible.

Organización intergubernamental
Organización integrada por Estados miembros. Cabe citar como ejemplo la Orga-
nización de las Naciones Unidas (ONU), la Organización de la Unidad Africana
(OUA), la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión Europea (UE)
y la Comunidad de Estados Independientes (CEI).

Organización no gubernamental (ONG)
Entidad organizada independiente de un gobierno o un Estados que no representa
el Estado ni los poderes públicos. Este término se utiliza generalmente para
designar los organismos que actúan en el ámbito humanitario o de derechos
humanos. Muchos de ellos realizan programas en favor de los refugiados en
colaboración con el ACNUR u otras organizaciones.

Organizaciones y proyectos de autoasistencia
Organizaciones y proyectos establecidos, realizados y gestionados por refugiados
y otras personas que son del interés del ACNUR para su propio beneficio.

País de reasentamiento
País que ofrece posibilidades de reasentamiento permanente de refugiados: Se
trata en principio de un país que no es ni el país de origen ni el país donde se
reconoce el estatuto de refugiado en primer lugar.

PARinAC (Asociados en Acción)
Marco destinado a mejorar la colaboración entre las ONG y el ACNUR, así como
la protección y las soluciones para los refugiados y las otras personas que com-
peten al ACNUR.

Persecución
De manera general, toda violación grave de los derechos humanos. En el contexto
de los refugiados, el término “persecución” designa todo acto mediante el cual se
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vulneran gravemente los derechos fundamentales por motivos relacionados con
la raza, la religión, la nacionalidad, las opiniones políticas o la pertenencia a un
determinado grupo social.

Persecución por motivos de género
Persecución de la que son objeto deliberado las personas pertenecientes a uno u
otro sexo, o que les afecta desproporcionadamente. En algunos contextos, la
persecución por motivos de género puede incluirse en la definición de refugiado.

Personas del interés del ACNUR
Término genérico utilizado para designar al conjunto de personas cuyas necesi-
dades de protección y asistencia interesan al ACNUR. Abarca a los refugiados en
el sentido de la Convención de 1951, las personas que se han visto obligadas a
abandonar su país a raíz de un conflicto o de acontecimientos que han perturbado
gravemente el orden público, los repatriados, los apátridas y, en algunas situaciones,
los desplazados internos. El mandato conferido al ACNUR para intervenir en fa-
vor de las personas que no son refugiadas se funda en las resoluciones de la
Asamblea General.

Planificación orientada hacia la población en situaciones de refugiados
Instrumento de formación destinado a ayudar a los agentes de ayuda a los refu-
giados para que todos los programas del ACNUR atiendan a las necesidades de
las personas del interés del Alto Comisionado, en particular las mujeres, reforzando
su participación en el proceso de decisión, y su acceso a éste.

Primer país de asilo
País donde un solicitante de asilo recibe protección internacional como solicitante
de asilo o como refugiado.

Principio de unidad de la familia
Principio que da efecto a la protección de la familia como núcleo natural y funda-
mental de la sociedad. En virtud de este principio, se puede otorgar la condición
de refugiado al cónyuge o a las personas a cargo de una persona que responde
a los criterios de la definición de refugiado . Cuando los cónyuges y las personas
a cargo obtienen la condición en aplicación del principio de unidad de la familia,
se dice que se benefician del “estatuto derivado”.

Principios Rectores de los desplazamientos internos
Conjunto de principios que definen normas en materia de protección, asistencia y
búsqueda de soluciones para los desplazados internos . Los Principios Rectores,
presentados a la Comisión de Derechos Humanos, en abril de 1998, por el Re-
presentante del Secretario General sobre desplazados internos, reflejan y respe-
tan el derecho de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y
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el derecho de los refugiados, y guían a los Estados, a otras autoridades, a las
organización intergubernamentales y no gubernamentales implicadas en cues-
tiones de desplazamiento interno.

Procedimientos para determinar la condición de refugiado
Procedimientos jurídicos y administrativos aplicados por el ACNUR o por los
Estados a fin de determinar si una persona debe ser reconocida como refugiada
en virtud de la legislación nacional o del derecho internacional.

Proyectos generadores de ingresos
Proyectos concebidos para generar un ingreso para las personas del interés del
ACNUR y ayudarles así a alcanzar su autonomía.

Protección internacional de los refugiados
Intervención de los Estados o del ACNUR en favor de los solicitantes de asilo
para velar por que sus derechos, su seguridad y su bienestar sean reconocidos y
salvaguardados conforme a las normas internacionales en la materia. Se puede
tratar de intervenciones encaminadas a hacer respetar el principio de no devolución,
garantizar la admisión por razones de seguridad, el acceso a procedimientos
equitativos de determinación de la condición de refugiado, el respeto de las normas
humanas de trato, y la aplicación de soluciones duraderas. El ACNUR es la única
institución de las Naciones Unidas cuyo mandato es proteger a los refugiados.

Protección temporal
Arreglo o mecanismo establecido por los Estados para ofrecer una protección de
índole temporal a las personas que llegan masivamente, huyendo de situaciones
de conflicto o de violencia generalizada sin determinación individual previa de la
condición de refugiado. La protección temporal se ha aplicado en algunos Estados
de Europa occidental para asegurar la protección de personas que huían del
conflicto en ex Yugoslavia a comienzos de los años noventa.

Reasentamiento
Traslado de los refugiados del país donde buscaron asilo a otro Estado que acepta
darles acogida. Los refugiados, por lo general, podrán beneficiarse del asilo o
cualquier otra forma de derecho de residencia a largo plazo y, en muchos casos,
tendrán la posibilidad de obtener la ciudadanía mediante la naturalización. El
reasentamiento representa, pues,  a la vez una solución duradera y un instrumento
de protección de los refugiados.

Rechazo en frontera
En el contexto de los refugiados, rechazo a dejar entrar a un solicitante de asilo a
un país de acogida potencial. El rechazo en frontera puede implicar una violación
del principio de no devolución.
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Refugiados amparados por el mandato del ACNUR
Persona reconocida como refugiada por el ACNUR en el ejercicio de su mandato
tal como se define en su Estatuto y en las resoluciones pertinentes de la Asamblea
General de las Naciones Unidas. La condición de refugiado que compete al mandato
del ACNUR es particularmente importante en los Estados que no son partes ni de
la Convención de 1951 ni del Protocolo de 1967.

Refugiado amparados por instrumentos anteriores o estatutarios
Persona considerada como refugiada de conformidad con instrumentos in-
ternacionales vigentes antes de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los
Refugiados.

Refugiado bajo Convención
Persona reconocida como refugiada por los Estados en virtud del criterio del
artículo 1A de la Convención de 1951, que disfruta por ello de diversos derechos.

Refugiado “sur place”
Persona que no es refugiada al abandonar su país de origen pero que adquiere
tal condición posteriormente a raíz de hechos ocurridos en su país durante su
ausencia. Los refugiados “sur place” pueden temer de ser perseguidos debido a
un cambio en su país de origen, por ejemplo, un golpe de estado, o por actividades
políticas realizadas de buena fe en su país de acogida.

Reintegración
Proceso mediante el cual los refugiados reanudan una vida normal en su país de
origen. Lo ideal sería que la reintegración sea la consecuencia de la solución
duradera que representa la repatriación voluntaria.

Repatriación voluntaria
Regreso al país de origen fundado en una decisión de los refugiados tomada
libremente y con conocimiento de causa. La repatriación voluntaria puede ser
organizada (cuando se realiza bajo los auspicios de los gobiernos interesados y
del ACNUR) o espontánea (cuando los refugiados vuelven a su país por sus
propios medios, y el ACNUR y los gobiernos no participan en el proceso o lo
hacen de manera indirecta).

Reunificación familiar
Todo procedimiento que permite la aplicación del principio de unidad de la familia.
La reunificación se aplica especialmente en el contexto de las soluciones durade-
ras en general, y el reasentamiento en particular.
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Solicitante de asilo
Persona cuya solicitud de asilo no ha sido aún objeto de una decisión definitiva
por parte de un país de acogida potencial.

Soluciones duraderas
Toda solución que permita resolver de manera satisfactoria y permanente la
situación de los refugiados, para que puedan vivir una vida normal. El ACNUR
busca en general soluciones duraderas que son la repatriación voluntaria, la
integración local y el reasentamiento.

Tercer país seguro
País donde un solicitante de asilo habría podido recibir protección como refugiado
y donde ha estado físicamente presente antes de llegar al país donde busca
asilo.

Tratado
Acuerdo oficial, sobre todo entre Estados, que crea obligaciones legales
vinculantes entre las partes. Los tratados son una de las fuentes del derecho
internacional.

Zonas de seguridad
Zonas, áreas o emplazamientos delimitados para proteger a las personas civiles
en tiempo de conflicto. Las condiciones para establecer las zonas de seguridad
se estipulan en el derecho de los conflictos armados.
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SITIO WEB DEL ACNUR EN ESPAÑOL
www.acnur.org

El sitio web oficial en español del Alto ComIsionado de las Naciones Uni-
das para los Refugiados (www.acnur.org) tiene como objetivo servir de
herramienta fundamental en el desarrollo y promoción del derecho de los
refugiados en el continente Americano.

Además de porporcionar información general sobre el trabajo del Alto Co-
misionado y noticias sobre los refugiados en todas partes del mundo,
este sitio web contiene una base de datos legal con secciones sobre los
mecanismos de protección de los derechos humanos para poblaciones
específicas, incluyendo mujeres, niños refugiados y desplazados inter-
nos, así como legislación y jurisprudencia nacional relevante de los paí-
ses de la región.

Específicamente este sitio busca:

- Promover la normativa nacional e internacional sobre refugiados en
los paiíses del continente Americano y España.

- Transformarse en una base de datos con información útil para la
protección de los refugiados en los países hispanoamericanos.

- Constituirse en la principal fuente de información en español sobre
los refugiados y las actividades del ACNUR y sus asociados en el
mundo particularmente en el continente Americano.


